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PICONE, Paolo und WEN-
GLER, Wilhelm: Internatio-
nales Privatrecht, herausge-
geben von . Daromstadt . 
Wissenshalt l iche Buchgesel ls-
chaft. 1974 (474 págs.). 
N o puede por m e n o s de saludarse 
con gran gozo la publicación del li-
bro que va a ser reseñado, de una 
radical singularidad entre todos los 
dedicados a la ciencia del conflic-
to de leyes. 
Se trata, aunque contiene algo 
más , de una antología de textos 
doctrinales, cada uno de los cuales 
recoge construcciones teóricas bá-
s icas en la l ínea evolutiva del De-
recho internacional privado, sin ex-
cluir aquel las aportaciones que, 
m á s que solución a viejos proble-
mas , suponen el p lanteamiento de 
otros nuevos . 
Cualquier conocedor de la mate-
ria sabe bien el peligro que para 
su adecuada comprens ión suponen 
las esquematizaciones del pensa-
m i e n t o ajeno, de las que es tán lle-
nas los manuales al uso . N o pocas 
veces , ta les esquematizaciones es-
tán hechas de segunda o tercera 
mano . ¿Quién ha podido, por ejem-
plo, leer a Wachter o a Kahn? Y, 
sin embargo, en un curso o en un 
libro escolar es forzoso hablar de 
sus contribuciones a la ciencia con-
flictual, con los riesgos de un cono-
c imiento insuficiente de ellas o de 
su interpretación inexacta. 
Se echaba, por consiguiente, de 
m e n o s una buena antología de tex-
tos básicos que liberarse al espe-
cialista de la busca de libros y re-
vistas que en muchas ocas iones no 
están a su inmediato alcance, y que, 
a la vez, sirviese al principiante de 
guía segura desde sus primeros pa-
sos en la enmarañada selva doctri-
nal del Derecho internacional pri-
vado. 
Pocos juristas m á s capacitados 
para acometer esta empresa que el 
gran maestro de la Universidad li-
bre de Berlín Wilhelm Wengler, cu-
ya jubilación de la cátedra ha sido 
mot ivo de una auténtica apoteosis , 
con la publicación de unas Melanges 
en las que se recoge el tributo de 
varias docenas de internacionalistas 
de todo el mundo, así c o m o con la 
exaltación del homenajeado a la 
presidencia del Inst i tuto de Dere-
cho internacional, ejercida con sin-
gular autoridad en la reunión de 
Wiesbaden de 1975. 
Curiosamente, en este l ibro Wen-
gler ha consentido, o acaso impues-
to, que a su nombre se anteponga 
el de un joven colega italiano, Pao-
lo Picone, b ien conoc ido ya entre 
los especial istas por producciones 
científicas elaboradas con riguroso 
y sutil análisis. Probablemente, he-
cho tan insól i to se deberá al reco-
noc imiento por parte del maes tro 
de la mayor labor o, tal vez, de 
que la iniciativa ha partido de su 
colaborador. De todas maneras , 
qué buen ejemplo de modest ia para 
tantos profesores que hacen prece-
der su firma a la de sus discípulos 
en trabajos «en colaboración», a ve-
ces e n tal número al año que hace 
pensar que ni siquiera tuvieron 
t i empo de leer. 
Los textos se leccionados se abren 
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con unas páginas clásicas de Sa-
vigny, para seguir después u n or-
den s istemático, en el que aparecen 
en primer lugar las opiniones so-
bre el objeto y función del Derecho 
internacional privado de Jitta, Ago, 
Cook y del propio Wengler, con dos 
interludios dedicados respectiva-
mente a dar una idea, en breve 
nota, de la teoría de los derechos 
adquiridos y de los l lamados «fal-
sos conflictos» por un sector de la 
doctrina norteamericana, necesario 
el pr imero para comprender la reac-
ción de Cook frente a Beale , y el 
segundo, cuando menos oportuno, 
para precaver al lector de posibles 
complicaciones superfluas. El tex-
to de Wengler, objeto de su autose-
lección, es u n artículo de 1951 so-
bre la función y naturaleza de la 
decis ión judicial en Derecho inter-
nacional privado, al parecer, ahora 
en extracto. 
Siguen, bajo la rúbrica «Fuentes 
específ icas en la regulación y distri-
bución de s i tuaciones conectadas in-
ternacionalmente» textos de Kahn, 
el del m i s m o Wengler sobre armo-
nía internacional de soluciones en 
relación con la Vorfrage, unas pági-
nas de Lagarde sobre el orden pú-
blico, el de Cavers en 1933 contra el 
m é t o d o conflictual, otro de Leflar 
sobre la «mejor regla», y el m á s 
difíci lmente asequible de Hijmans , 
en sentido también anticonflictua-
lista. 
En otro apartado se reúnen tex-
tos sobre cuest iones tan diferentes 
c o m o el reenvío, la unilateralidad y 
bilateralidad de la regla de con-
flicto y la primacía de la lex f o n 
a la luz de las tendencias sobre fun-
ciones y fines del Derecho interna-
cional privado, de Kahn, Meijers, 
Francescakis , Sohn, Quadri, Nibo-
yet, Currie y Ehrenzweig, con una 
oportuna nota sobre la «Heimwarts-
streben», o barredura hac ia casa 
que supone la tendencia hacia la 
aplicación con la mayor frecuencia 
posible de la ley del foro. 
El ú l t imo apartado corresponde 
una misce lánea de cuest iones que 
van desde la calificación has ta la 
unilateralidad de las normas de 
apl icación del Derecho público, pa-
sando por la adaptación y el reco-
nocimiento de sentencias extranje-
ras. Los textos recopilados son de 
Bartin, Falconbridge, Lewald, Wen-
gler y Neumeyer . 
Completan el l ibro una amplia re-
seña bibliográfica y una nota bio-
gráfica de los autores de la obra 
y de los textos recopilados. 
Como ocurre con toda antología, 
el lector de la que e s comentada 
puede discrepar un tanto del crite-
rio de selección utilizado, que, en 
es te caso, parece haber s ido doble: 
la vigencia actual —con la excep-
ción b ien justif icada, de la inclu-
s ión de unas páginas de Savigny— 
y la exclusión de autores internacio-
nal istas , c o m o Zitelmann, criterios 
respetables y, seguramente, cer-
teros. 
Es posible que esta proscripción 
del internacional ismo haya sido apli-
cada de manera tan radical que no 
haya podido salvarse de ella juris-
ta tan calificado c o m o Batiffol, cuyo 
internacional ismo es tan diferente 
del profesado por quienes creyeron 
que el confl icto de leyes está regu-
lado exclusiva o preponderantemen-
te por normas internacionales. 
También nos hubiese gustado en-
contrar textos representativos de 
orientaciones encarnadas en Szászy, 
Graveson o Lalive, pero, sobre todo, 
en una selección de tendencias pre-
ponderantemente técnicas, nos pa-
recía indispensable la presencia de 
algún texto del profesor De Nova, 
que tanto ha i luminado la peculia-
ridad d e las reglas que del imitan 
su propio ámbi to de aplicación. 
Acaso, la l imitación de espacio 
imponía que «no es tén todos los 
que son». E n cambio , es indudable 
que «son todos los que están», y no 
puede, por tanto , regatearse a los 
autores de esta compilación la gra-
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t i tud por haberla acomet ido y lle-
vado a buen término. Adolfo MIAJA 
DE LA MUELA. 
GOLDSCHMIDT, Werner: De-
recho Internacional Privado 
(basado en la teoría trialista 
del m u n d o jurídico), 2." edi-
ción. Ediciones «Depalma». 
Buenos Aires, 1974 (XXVIII 
+ 650 págs.) . 
A los pocos años de la aparición 
de la primera edición de esta obra 
nos corresponde comentar para los 
lectores de es te «Anuario» la últi-
m a m e n t e aparecida, que comporta 
diversas adiciones respecto a la pri-
mera, si bien persiste e n la l ínea 
fundamental del autor desde hace 
ya cierto t iempo, cons is tente en un 
cultivo fervoroso d e la teoría tridi-
mens ional del Derecho; o, c o m o él 
prefiere denominar «trialista», ba-
sada e n la dist inción de los tres 
planos, sociológico, «dikelógico» (o 
axiológico) y nomológ ico (o jurí-
dico-positivo) en el estudio y carac-
terización de los f enómenos jurídi-
cos. Dirección de la que en el autor 
han const i tuido h i tos importantes 
(aparte la 1." edición de 1970 de la 
obra que comentamos) sus «Estu-
dios jusprivatistas internacionales» 
(1969) y su curso en la Academia de 
La Haya « Transactions be tween Sta-
tes and Public Firms and Foreing 
Private Firms (a Methodological 
Study)» (Recueil des Cours, 1972-11, 
t. 136, págs. 203-330), los cuales han 
supuesto una importante modula-
ción en la obra del autor del «Sis-
t ema y Filosofía» y de la «Suma de 
Derecho Internacional Privado»; y 
que ya ha abierto e n Argentina una 
importante corriente doctrinal en-
tre diversos estudiosos , no sólo del 
Derecho Internacional Privado, s ino 
también del Público y de las Rela-
c iones Internacionales, la mayoría 
de ellos vinculados a la «Revista 
de Derecho Internacional y Cien-
cias Diplomáticas», instrumento 
aglutinador de sus inquietudes e in-
vest igaciones. 
Nada de extraño t iene todo ello, 
habida cuenta del auge que en to-
das partes han alcanzado los defen-
sores del tr idimensional ismo jurí-
dico, y s ingularmente en tierras de 
la América Ibérica, ya conocedoras 
de las insignes teorías y nuevos cau-
ces abiertos por el brasi leño Reale. 
Empieza el autor justif icando la 
necesidad de tratamiento de una 
Parte General y otra Especial del 
Derecho Internacional Privado. La 
primera (tras una Introducción de-
dicada al concepto, autonomía y de-
nominac ión de esta ciencia) com-
prende los Capítulos II al VIH, en-
contrando estudio e n la m i s m a las 
fuentes formales y materiales de la 
disciplina, su ámbi to espacial y ma-
terial y su historia, para pasar a 
continuación al es tudio en profundi-
dad de la norma indirecta (o de con-
flicto) en su estructura y e lementos 
(con el consiguiente problema de las 
calif icaciones); el t ipo legal (o su-
puesto de la norma) con sus carac-
terísticas posit ivas (la conexión y 
los puntos de conexión) y negativas 
(que l levan al estudio del orden 
público y el fraude de ley). 
Es ta parte, de es tudio de la nor-
m a conflictual, es la de m á s interés 
para el lector y la que entronca m á s 
directamente con la labor des-
arrollada en España por Gold-
schmidt desde 1935 hasta su de-
finitiva fijación universitaria en Ar-
gentina. Podemos destacar, por 
e jemplo , la preferencia manifestada 
por el autor a la solución lege cau-
sae de la calificación, por enc ima 
de lo que él denomina «teoría au-
tárquica» (de la calif icación autóno-
ma); el análisis de lo que el autor 
denomina «teorías de la jerarquiza-
ción» e n materia de cuest ión pre-
via («cuestiones concatenadas», se-
gún él prefiere denominar) , que 
sólo son aceptables si se amoldan 
a la problemática del caso concre-
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to («método sintético-judicial»); su 
actitud un tanto dubitativa en torno 
al fraude a la ley, mientras no se 
persiga por igual el fraude a la ley 
propia y a la ley extranjera; la 
actitud en general favorable al re-
envío y a la consideración de un 
diferente tratamiento entre el de-
recho propio y el derecho extranje-
ro considerado aplicable (a través 
de una prolongada meditación en 
torno a la teoría del «uso jurídico»). 
Finalmente, esta parte se cierra con 
unas consideraciones en torno al or-
den público en tanto que excepción 
y c o m o principio. 
La Parte Especial de la obra (o 
estudio de las «normas indirectas 
especiales») comprende los Capítu-
los IX al XVI, comprendiendo el 
tratamiento de la nacionalidad, el 
domici l io y la residencia; de las 
personas físicas y jurídicas y pro-
tección de los incapaces; de la for-
m a de los actos jurídicos, la pro-
piedad y derechos reales; del matri-
monio (celebración, efectos persona-
les y patrimoniales , separación y 
disolución), de la patria potestad y 
suces ión hereditaria, y de las obli-
gaciones voluntarias y legales (con 
consideración especial de la autono-
mía de las partes, celebración y eje-
cución de los contratos y del lugar 
de perpetración del acto il ícito). A 
el lo s iguen, bajo la rúbrica de «Ma-
terias afines al Derecho Internacio-
nal Privado», sendos Capítulos so-
bre D. Procesal Internacional y de 
Extranjería (el extranjero y el do-
cumento extranjero en el proceso, 
la jurisdicción y el auxilio judicial 
internacionales, el reconocimiento 
y ejecución de sentencias extranje-
ras y de t ítulos profesionales ex-
tranjeros, la aplicación procesal del 
Derecho extranjero y los procedi-
mientos especiales de concurso y 
quiebra); y sobre Derecho Interna-
cional Penal y Fiscal (ámbito espa-
cial y auxilio judicial penal, recono-
cimiento de sentencias y decisiones 
y doble impos ic ión internacional) . 
Finalmente, cierra esta Parte Espe-
cial un «Apéndice» comprens ivo de 
los Tratados de Montevideo de 1 8 8 9 
y 1 9 3 9 - 4 0 de que es parte la Repú-
blica Argentina, y otros considera-
dos c o m o de singular importancia 
(en materia de refugio y asilo polí-
t icos) . En todos los capítulos y apar-
tados, junto a una amplia informa-
ción de estos Convenios y de otros 
tratados hispanoamericanos, existe 
un ampl í s imo y abigarrado reperto-
rio de datos legislativos, jurispru-
denciales y doctrinales argentinos, 
españoles e iberoamericanos, así 
c o m o múlt iples informaciones de 
Derecho Comparado y resoluciones 
de corporaciones científicas, institu-
c iones y Organizaciones internacio-
nales. Con unos prolijos índ ices por 
materias , autores, casos jurispru-
denciales , fuentes internas e inter-
nacionales , termina esta obra, cier-
tamente importante , de tan intere-
sante originalidad aunque no siem-
pre de fácil consulta, que represen-
ta un es labón m á s en la evolución 
de la doctrina internacional-privatis-
ta en lengua española. Pedro Anto-
nio FERRER S A N C H I S . 
BARILE, G.: Lezioni di Dirit-
to internazionale privato. Ce-
dam. Padova, 1 9 7 5 , 1 8 1 págs . 
Al terminar de leer las Lezioni 
de Bari le uno t iene la impres ión 
de que se ha pasado a través de un 
tamiz la totalidad de materias sobre 
las que versa el Derecho internacio-
nal privado. Es te l ibro es todo esen-
cia, y a ella se ha l legado gracias a 
la p luma de un profesor que se en-
cuentra en plena madurez de ideas 
y que cree que lo bueno y corto es 
dos veces bueno. 
Como dice el propio Barile e n el 
prólogo, el l ibro responde a una pe-
t ición de los estudiantes que siguie-
ron el curso de Derecho internacio-
nal privado que el autor impartió 
en la Universidad de Roma; y m á s 
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que u n a reelaboración de las Lezio-
ni publicadas en Florencia o del Di-
ritto internazionale privato publi-
cado en Milán en 1964, la presente 
obra es un replanteamiento y una 
maduración de lo expuesto e n aque-
llas dos. 
¿Es Bari le u n autor posit ivista? 
A una respuesta negativa se l legará 
si s e p iensa que el autor crit ica 
con crudeza la teoría formalista y 
estatal del Derecho internacional 
privado, y defiende s iempre la tesis 
de la autonomía material y el fin 
uni forme de las normas de conflic-
to; pero las dudas surgen cuando 
uno se percata que toda s u teoría 
historicista está puesta al servicio 
de la justif icación de que la unifor-
midad en el espacio de las normas 
del s i s tema internacional privatís-
t ico resulta de un s i s tema de coordi-
nación de normas de varios Estados 
y que es la finalidad de uniformidad 
en el espacio a través de la coordi-
nac ión de normas estatales lo que 
le da al Derecho internacional priva-
do su independencia y autonomía. 
«Una descrizione naturale di u n 
fenómeno giuridico cost i tuisce una 
contradizione in terminis». C o m o ya 
expuso en su curso de La Haya so-
bre «La fonction historique du droit 
international privé» (R. des C. 1965-
III , págs. 305 y sigs.) la historia in-
teresa m u c h o pero só lo e n cuanto 
contribuye a explicar el derecho po-
sit ivo vigente. Las doctrinas esta-
tutarias en Italia y Francia, la teo-
ría territorial D'Argentré, la teoría 
nacional posit ivista holandesa, la 
doctrina de Story —el primero que 
habla de Derecho internacional pri-
vado para referirse a las normas 
de confl icto— y sus seguidores an-
glosajones, las tesis universalistas 
de Savigny y Mancini, la particula-
rista de Waechter, y f inalmente la 
tesis manciniana de Anzilotti no 
son s ino pautas en un proceso de 
evolución de unas normas cuya in-
terpretación lógica e histórica n o 
es otra que el Derecho internacio-
nal privado, en razón a su finalidad 
universal, y a pesar de estar conte-
nido en el derecho interno de los 
Estados , no puede quedar l imitado 
al cuadro lógico que forman las de-
m á s normas internas del orden es-
tatal: las normas de Derecho inter-
nacional privado son normas inde-
pendientes debido a su finalidad 
específica, es decir, a la consecución 
del principio de identidad de solu-
ción en el espacio o principio de 
uniformidad del ordenamiento jurí-
dico ante una situación dada. 
Es te proceso y justif icación his-
tóricos en cuanto tendencia a la 
uniformidad del s i s tema de Derecho 
internacional privado no se ha vis-
to interrumpido por el hecho de 
que ciertas de sus mater ias —ca-
pacidad, estado, derecho de familia, 
etc.— se hayan visto exclusiva y 
arbitrariamente reguladas por los 
intereses específ icos de la soberanía 
estatal: normas c o m o las del artícu-
lo 3, párrafo 3 del código de Na-
poleón —«Les lois concernant l'état 
et la capacité des personnes régis-
sent les francais m é m e résidant en 
pays étrangers»— se refieren só lo 
al ámbito de aplicación de la ley 
francesa y no a que el es tado y la 
capacidad de cualquier sujeto deben 
ser regulados por su ley nacional. 
Esta segunda norma es bilateral y 
sólo ella puede justificar la teoría 
de Barile de que el fin fundamental 
del Derecho internacional privado 
es garantizar la uniformidad del or-
denamiento jurídico e n el espacio. 
Una norma c o m o la francesa, de 
carácter unilateral, no habría su-
puesto un avance sin los criterios 
generosos de interpretación de la 
jurisprudencia gala. 
Problema interesante, que no to-
dos los autores abordan, es la po-
sibilidad de existencia de lagunas 
en el s i s tema de Derecho interna-
cional privado. Una laguna se la 
imagina Barile cuando la generali-
dad de las fórmulas adoptadas por 
la voluntad normativa en sus re-
glas de conflicto, pueda llevar abs-
tractamente a una incertidumbre en 
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la solución de un caso concreto, so-
lución que, dada la inadmisibi l idad 
jurídica de un non liquet, t iene que 
alcanzarse s iempre. Las lagunas 
pueden darse, según Barile, en dos 
supuestos dist intos: cuando una ca-
tegoría jurídica adoptada por una 
norma de Derecho internacional pri-
vado no tenga en cuenta una rela-
ción determinada —laguna d e eva-
luación—; y cuando en el complejo 
juego de la determinación y apli-
cación de las normas de conexión 
—rattachement— se l legue a la im-
posibi l idad de adoptar una solución 
única —lagunas de col is ión o cho-
que—. E n el pr imer caso —lagunas 
de evaluación— se sugiere el méto-
do de extensión analógica de las ca-
tegorías jurídicas ya tomadas en 
consideración por las normas de 
Derecho internacional privado siem-
pre que el fin de la unifoiroidad no 
exija la creación de una nueva re-
gla. En el caso de las lagunas de 
choque cuyas dos vert ientes princi-
pales se refieren a la cuest ión preli-
minar y la calificación, el intérpre-
te deberá adoptar la solución m á s 
acorde con el respeto al principio 
de uniformidad. 
Poco ha variado el juicio de Ba-
rile sobre el valor del derecho ex-
tranjero en el ordenamiento nacio-
nal desde que escribiera en 1948 sus 
Appunti sül valore del Diritto pub-
blico straniero nell'ordinamento Na-
zionale (Dalt. A. Giuffré): el reenvío 
efectuado por reglas de confl icto 
que tenga por obje to normas inter-
nas, normas extranjeras u otras , 
t iene s iempre el valor de una con-
dición de aplicación de la ley es-
tablecida c o m o competente; las nor-
m a s extranjeras u otras que no sean 
internas, deben de considerarse co-
m o nacionales sólo en el sent ido 
que t ienen una aplicación estatal, 
pero s o n extranjeras a efectos del 
s i s tema jerárquico formal de la lex 
fori. E n un s i s tema de Derecho in-
ternacional privado el orden mate-
rial interno estatal debe considerar-
se paralelo a los órdenes jurídicos 
extranjeros: la duplicidad de la 
función formal del Derecho interna-
cional privado (la determinación del 
ámbi to de aplicación de las normas 
materiales internas y la remis ión al 
derecho extranjero) sólo se explica 
e n razón a la única función —histó-
rica— substantiva que es primor-
dial y que es la uniformidad de 
normas e n el espacio. 
Respecto al problema de la cali-
ficación, se crit ican las teorías de 
Morelli, Ago, Monaco y Rigaux en-
tre otros , en el sent ido de que, para 
Barile, la significación de términos 
c o m o los de «obligación» o «dona-
ción» no debe determinarse con 
arreglo a las pautas establecidas 
por el derecho material interno, s ino 
que se debe deducir de las caracte-
rísticas universales de es tos institu-
tos jurídicos, ya que só lo así se 
podrá cumplir la función específ ica 
de uniformidad, esencia de todo el 
Derecho internacional privado. 
Como en 1960 en sus «Criteri di 
col legamento» (Enciclopedia del Di-
ritto, VII , Milano), Barile se mues-
tra partidario frente a los criterios 
de la conexión de que no deben in-
terpretarse só lo teniendo en cuenta 
el s i s tema de la lex fori, s ino tam-
bién se hará conforme a lex causae 
puesto que es esta ú l t ima la que 
hace m á s factible la uniformidad. 
Hay dos t ipos de reenvío: de prime-
ro y segundo grados, y c o m o cuan-
do escribió su artículo «In t ema 
di r invio di diritto internazionale 
privato» (Rivista di Diritto interna-
zionale, 1964, págs . 489 y sigs.), Ba-
rile piensa que la pluralidad de los 
s i s temas de Derecho internacional 
privado lleva necesariamente a po-
ner de relieve que, para determinar 
la ley aplicable a un caso concreto, 
incluso desde el punto de v is ta par-
ticular de la lex fori, e s necesario 
tener en cuenta otros s i s temas de 
Derecho internacional privado y so-
bre todo, los s i s temas designados 
m á s o m e n o s directamente por la 
lex causae, aunque con ello la doc-
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trina del reenvío conduzca a veces 
a soluciones tan difíciles de resol-
ver c o m o la del círculo vic ioso del 
reenvío; e l lo es incluso válido para 
los casos del reenvío a un orden 
jurídico plurilegislativo —Weiterver-
weisung, Rückverweisung— con la 
sola excepción de que la lex fori 
lo prohiba categóricamente c o m o 
ocurre en el derecho italiano. 
En cuanto al problema del orden 
público, Barile hace un examen crí-
t ico de las teorías de Quadri y Ca-
potorti , Ago y Badiale entre otros 
muchos , diferenciando c laramente 
los principios fundamentales de la 
comunidad de Estados , l lamados 
también principios de orden pú-
bl ico interno. Los primeros derivan 
de un derecho espontáneo con va-
lores históricos , pol í t icos y morales 
vigentes en la conciencia de toda la 
comunidad de Estados , y t ienen u n 
tal grado de imperatividad que de-
ben aplicarse cualquiera que sea el 
s i s tema de normas estatales o ex-
tranjeras que u n determinado país 
tenga. Así pues , aunque aplicado por 
la voluntad estatal, el orden público 
internacional t iene u n origen espon-
táneo que puede o no coincidir con 
la voluntad estatal. 
En el m i s m o pr isma universalis-
ta se instala Barile frente al proble-
m a de la suces ión de normas de 
confl icto en el t iempo: la doctrina 
dominante formalista resulta incon-
gruente cuando afirma que en la 
hipótes is de la sucesión, en el orde-
namiento de la ley fori, de dos nor-
m a s de Derecho internacional pri-
vado que reenvían a ordenamientos 
dist intos, se debe aplicar el m i s m o 
criterio que regula la suces ión de 
normas en el s i s tema de las nor-
mas materiales internas de la lex 
fori. Como en los anteriores proble-
mas , la solución para Barile vendrá 
impuesta por el m e d i o que mejor 
conduzca a mantener la autonomía 
del Derecho internacional privado y 
el respeto y consagración de su fi-
nalidad primordial: uniformidad de 
ordenamiento para los puntos de 
conexión dist intos. Ricardo GOSALBO 
BONO. 
SZASZY, István: Conflict of 
Laws in the Western, Socia-
list and Developing Countries. 
A. W. Sijthoff-Leiden y Aka-
démiai Kiadó-Budapest 1974, 
424 págs. 
El l ibro es la obra de un intelec-
tual valiente y objetivo, pero indu-
dablemente m á s teórico y propenso 
a la elucubración que práctico. Si 
se buscan simil i tudes se encuentran 
en el campo del Derecho público; 
la obra de Szászy supone para el 
Derecho internacional privado lo 
que The Common Law of Mankind 
de C. Wilfred Jenks significó para 
el Derecho internacional público: 
las soluciones jurídicas universales 
distan m u c h o de ser las occidenta-
les o las social istas, también se h a 
de tener en cuenta los s i s temas ju-
rídicos interregionales, interperso-
nales e intergrupales de algunos 
países e interdisciplinarios. La fina-
l idad n o es otra que buscar aquel los 
principios ú l t imos que sean comu-
nes a todos los s i s temas jurídicos 
en aras a la consecución de una 
auténtica universalización de la nor-
m a de conflicto. La universalización 
que propone Szászy ha de saber 
diferenciar los principios que deben 
considerarse a la hora de estable-
cer cualquier categoría de confl icto 
de leyes, de los que se aplican es-
pecíf icamente a cada una de las 
clases que se establecen. 
De la lectura del l ibro uno se per-
cata de las dificultades que la m e t a 
entraña y de las teorías originales, 
algunas veces forzadas, que el autor 
mant iene en base y defensa de su 
propósito. El mayor rigor científico 
y madurez técnica se hallan, a mi 
juicio, en las posturas mantenidas 
en la teoría general de la norma 
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jurídica y del confl icto de leyes así 
c o m o en la construcción de lo que 
entre nosotros l lamamos Derecho 
internacional privado. 
La novedad, la polémica y tal vez 
el menor interés práctico preside el 
resto de la obra: aquí el método em-
pleado es el inductivo. Se estudian 
soluciones a los confl ictos de leyes 
interregionales, interpersonales e in-
tertemporales e n los dist intos paí-
ses , comparándolos y obteniendo así 
unos principios generales comunes 
a cada clase de confl ictos. 
Para establecer los principios ge-
nerales que determinen las diversas 
clases de confl ictos de leyes en los 
países occidentales , socialistas y en 
vías de desarrollo, parte Szászy de 
la relatividad de las diversas con-
cepciones jurídicas; para los siste-
m a s occidentales y social istas el 
concepto fundamental a tener en 
cuenta es el de la relación jurídica, 
concepto acerca del que Szászy man-
tuvo una postura original en su 
Private Law Vol. I, págs. 133 y sigs., 
y también en La regle juridique, le 
droit subjetif et le sujet de droit en 
Droit international. Essai d'une nou-
velle théorie. (Melanges a J. Andras-
sy, 1968, págs. 307 y sigs.), y del 
que en realidad deben buscarse an-
tecedentes en Savigny en el sentido 
de que hasta desde un punto de vis-
ta formal una relación jurídica se 
puede dividir en unas s i tuaciones 
jurídicas vál idas o relaciones bási-
cas que pueden o n o crear iures 
nexus, iuris vinculum entre varias 
personas. Para los s i s temas de los 
países en vías de desarrollo no ca-
ben abstracciones teóricas ni nor-
m a s generales: No need for rules is 
seen, the facts are felt to speak 
for themselves, they contain the 
result. 
El confl icto de leyes es un símil 
que se plantea en el t iempo, en el 
espacio, en el individuo y en la ins-
titución; es un concepto base, co-
m ú n a los dist intos s i s temas polí-
t icos , que puede plantear problemas 
hasta incluso de octavo grado. Al 
criticar la doctrina social ista que 
niega la superioridad de las nor-
mas de confl icto de Derecho inter-
nacional sobre las de Derecho pri-
vado, también se enfrenta Szászy 
a aquella parte de la doctrina occi-
dental que se niega a distinguir en-
tre las normas de conflicto de com-
petencia legislativa y las normas 
de confl icto referentes al derecho 
extranjero; así c o m o a los que se 
niegan a admit ir que la norma de 
atribución de competencia judicial 
sea una norma de conflicto. La nor-
m a internacional de confl icto es una 
norma de promesa que contiene un 
mandato que hace que la realiza-
ción de la promesa sea obligatoria. 
Indudablemente esta concepción de 
Szászy es m u c h o m á s completa y 
efectiva, es decir, imperativa, que 
la de los que ent ienden que la nor-
m a de confl icto es una s imple pro-
mesa (Buza), una norma consen-
sual (Austin), una norma de mode-
ración (Lasson), una norma sui ge-
neris (Somló) o una norma jurídica 
primitiva (Marton). 
Para el es tudioso occidental el li-
bro de Szászy ofrece más interés 
cuando aborda los problemas de los 
conflictos de leyes en los países so-
cialistas y en los países en vías de 
desarrollo. De los primeros, poco 
nuevo aporta el Szászy que en el 
año 1964 escribiera el Private inter-
national Law in the Europen peo-
ple's democracies, exceptuando tal 
vez el hecho de que cada vez se 
muestren m á s contarios a una 
interpretación extensiva de la doc-
trina del orden público, así c o m o 
la tendencia cada vez m á s notoria 
hacia la defensa del rég imen na-
cional y de la seguridad jurídica 
internacional. De los países en vías 
de desarrollo, sólo se puede decir 
que se interesan m á s por el con-
flicto de leyes interpersonal (tribu, 
religión, etc.) que del internacional. 
La naturaleza jurídica de las nor-
mas de confl icto no es uniforme. 
La norma de confl icto directa es 
una norma de la lex fori, y Szászy 
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se aleja así de las teorías del Grenz-
recht (Zitelmann y Frankestein), 
y de las teorías i tal ianas de la re-
cepción. Cuando la norma de con-
flicto es indirecta y se refiere al 
derecho material aplicable, la teo-
ría que mejor la define es la del 
rinvio fórmale (Vitta); cuando se 
trata de una n o r m a de atribución 
de competencia legislativa, a juicio 
de Szászy, hay que seguir la teoría 
della norma di produzione giuridica 
(Morelli, Ago); f inalmente, la teoría 
que explica de forma m á s convin-
cente la norma de atribución de 
competencia judicial es la del rinvio 
fórmale (Vitta) o la anterior de 
Ago. 
Szászy rechaza por radicales las 
teorías occidentales y social istas en 
punto a la calificación de los con-
flictos de leyes de segundo grado. 
Los primeros son imperial istas 
cuando califican s iempre por la lex 
fori; los segundos no se escapan 
a este adjet ivo cuando siguen la 
teoría de Lunts de que la califica-
ción por lex fori o lex causae debe 
ser aplicada por el juez según se 
derive de un concepto tan arbitrario 
c o m o es el de la interpretación de 
la norma de confl icto aplicable. 
Szászy opina que hay dos fases en 
la clasificación: primero, según la 
lex fori, la cuest ión del derecho apli-
cable; y segundo, según la lex cau-
sae. Cuando se trate de calificar el 
contenido de una norma extranjera 
se hará: pr imero según la lex cau-
sae extranjera —determinación de 
su naturaleza jurídica—; segundo 
la lex fori calificará cuál de sus 
leyes debe abarcar la norma extran-
jera (si es por e jemplo de derecho 
civil, mercanti l , etc.); tercero, la ley 
aplicable se decidirá con arreglo al 
criterio de la lex fori; cuarto, las 
normas materiales aplicables de la 
lex causae, se establecerán con arre-
glo al criterio que determina la lex 
causae. 
Contrario al reenvío, excepcional-
mente lo admite e n tres supuestos: 
cuando de conformidad con las nor-
mas de confl icto del forum, la lex 
patriae de las partes es aplicable 
y se refiere a la ley del domici l io; 
cuando la norma de confl icto es de 
competencia legislativa y no se re-
fiere al derecho extranjero; cuando 
se plantea un problema en conexión 
con la atribución de competencia 
judicial. 
En la cuest ión preliminar Szászy 
es de la opinión de aplicar s iempre 
las normas de confl icto del foro. 
El orden público debe basarse m á s 
bien en la teoría de la reciprocidad. 
Ante el problema de la autonomía 
de la voluntad Szászy rechaza las 
teorías occidentales y las socialis-
tas, y piensa que se ha de resolver 
con arreglo a la teoría del derecho 
substantivo o material m á s que con 
arreglo a la teoría del confl icto de 
leyes, especia lmente en lo que se 
refiere al Derecho internacional pri-
vado. 
La teoría de los conflictos de le-
yes en Derecho del trabajo, expues-
ta t ímidamente e n «The proper law 
of labour contracts» (The Interna-
tional and Comparative Law Quar-
terly, 1968, págs. 11 y sigs.), la ha 
madurado Szászy a pesar de las difi-
cultades que entraña la aceptación 
occidental de la división del Derecho 
en público y privado. En general 
puede decirse que aquí el único pun-
to de conexión es la lex laboris ge-
neralis que, en opinión de Szászy, 
no es otra sino la lex loci laboris, 
con la única excepción de la rela-
ción procesal que surge de la de-
terminación de diferencias de orden 
laboral, que, por razones de orden 
público y otras, se resuelve con 
arreglo a las normas procesales de 
la lex fori —casi s iempre de acuer-
do con las reglas procesales de la 
lex laboris, la lex procesalis perso-
nalis, la lex procesalis loci actus y 
la lex procesalis situs. En las rela-
ciones que n o quepa la aplicación 
de la lex loci laboris, se tendrán en 
cuenta las leyes laboris speciales 
que responden m á s a consideracio-
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nes de polít ica social, económica o 
jurídica que a principios lógicos. 
La teoría del confl icto de leyes 
en Derecho procesal civil también 
la expuso Szászy en su Internado-
nal Civil Procedure. A Comparative 
Study (Sijthoff-Leyden 1967). Allí y 
aquí se crit ican las teorías de Mo-
relli y Neumeyer de incorporación 
de un e lemento extranjero teniendo 
en cuenta só lo el derecho procesal 
del foro. E n la l ínea de la teoría 
del primer Restatement y de los so-
cial istas, Szászy opina que si bien 
e n la mayoría de los casos se aplica 
la lex procesalis fori, también cabe 
la aplicación de la lex civilis causae, 
la lex procesalis personalis, la ley 
procesal del statutum personóle de 
las partes (derecho nacional o lex 
domicilii), la lex procesalis loci ac-
tus, e incluso la lex procesalis situs. 
El fervor internacionalista del 
teórico húngaro va hasta admit ir la 
posibil idad de aplicación del Dere-
cho polít ico y administrat ivo ex-
tranjero a través de dos vías: in-
directa, c o m o u n resultado de las 
propias exigencias del derecho pri-
vado nacional o b ien de las exigen-
cias del derecho privado extranjero 
aplicable; y directa, a través de una 
referencia de una norma de con-
fl icto de Derecho internacional pri-
vado al derecho público extranjero, 
o bien a través de una alusión con-
creta de una norma de confl icto de 
Derecho internacional público a un 
derecho público extranjero. Szászy 
se adelanta así de forma genial a 
la resolución propuesta por el Ins-
t i tuto de Derecho internacional en 
su reunión de Wiesbaden de 1975. 
Los conflictos de leyes de Derecho 
fiscal, para Szászy, también admi-
ten la aplicación de la ley extranje-
ra (aquí sigue el criterio de su com-
patr iota Mezner i c s (Fiscal Law in 
the new system of socialist econo-
my, 1969). Desgraciadamente debe-
m o s dejar constancia de que la rea-
l idad de la práctica internacional 
mit iga el entus iasmo de Szászy. 
En contra de la opinión domi-
nante, para Szászy, los confl ictos 
surgidos en Derecho penal interna-
cional se rigen por los m i s m o s prin-
cipios que son comunes a cualquier 
otra rama del Derecho; en la l ínea 
de Makarov (A. M. Bertrachtungen 
zum internationalen Strafrecht. Tu-
bingen. Festschrift für Eduard Kern, 
1968), las únicas particularidades a 
tener en cuenta son los puntos de 
conexión: lex fori, lex loci delicti 
commissi y la lex patriae. 
Ni la teoría que cree que las nor-
m a s de confl ictos interregionales 
son completamente dist intas de las 
d e Derecho internacional privado 
(Feuerbach, Puchta, Diena, Scrimali , 
Cucinotta, Wáchter, Zitelmann, Bar-
tin, Huber, Roguin y Frankestein); 
ni la que piensa que son similares 
y hasta incluso idénticos (Savigny, 
Von Bar, Unger, Neumeyer , Walker, 
Raape, Nussbaum, Wolff, Statter, 
Affolter, Giesker-Zeller, Wengler, De-
spagnet, Audinet, Arminjon, Grave-
son, Falconbridge, Wharton, Beale, 
Goodrich, Yntema); ni la que sostie-
ne que hay entre los dos s imil i tudes 
y diferencias (Fedozzi, El iesco, Ni-
boyet , Batiffol , Lalive) convencen a 
Szászy. Creo, s in embargo, que pese 
a sus intentos independentistas 
Szászy acepta la tercera teoría, la 
moderada, la que ve que entre los 
confl ictos interregionales y los de 
Derecho internacional privado hay 
s imil i tudes y diferencias: las dife-
rencias entre uno y otro hay que 
buscarlas en opinión de Szászy en 
que la protección de los vested 
rights e s m á s amplia en Derecho 
interregional, así c o m o también lo 
es la aplicación del statum personó-
le, de la lex personalis y de las nor-
m a s jurídicas extraterritoriales; 
también existen diferencias en la de-
terminación de los confl ictos de se-
gundo y m á s grados; en Derecho 
interregional son de capital impor-
tancia los problemas derivados del 
the more effective law, the identical 
majority judgment, the duplication 
of conflict rules y, al contrario que 
en Derecho internacional privado, 
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allí los problemas de clasificación, 
remis ión y reenvío son de segundo 
orden; f inalmente Szászy opina que 
la doctrina del orden público se 
aplica en contadas ocasiones en De-
recho interregional —sólo en el caso 
en que el juez de una potencia colo-
nizadora aplica el derecho de la 
colonia—. 
Las posic iones de Szászy en re-
lación a los confl ictos de leyes in-
terpersonales ya fueron expuestas 
en sus escritos Interpersonal Con-
flicts of Laws, Berl ín 1973 y en «Le 
conflict de lois interpersonnel dans 
le pays en voie de développement», 
(R. des C. 1973, I, págs. 81 y sigs.). 
Admirador en este punto de la obra 
de Vitta, parte de la admis ión de 
la escasez en Derecho interpersonal 
de normas de conflicto, de que la 
primera y segunda calificación se 
hace aquí m á s b ien con arreglo a 
las normas materiales de la lex 
fori, y de que la nacional idad y el 
domici l io , de vital importancia para 
el Derecho internacional privado, 
t ienen escasa importancia en De-
recho interpersonal. 
Respecto a los confl ictos intertem-
porales, Szászy mant iene una de las 
teorías m á s interesantes del l ibro: 
si la opinión dominante es la de di-
vidir el t i empo en dos partes —pre-
sente y pasado— Szászy añade otra, 
el futuro. Cuando la ley se aplica 
retrospect ivamente se da un caso 
de retroactividad (Rückwirkung, 
effet rétroactif de la loi nouvelle), 
si la ley se aplica inmediatamente 
d e s p u é s a s u entrada e n v igor surte 
e fec tos i n m e d i a t o s (effet immédiat 
de la loi nouvelle); si acontecimien-
tos posteriores a la desaparición de 
los efectos de una ley exigen su 
aplicación de nuevo, se presenta u n 
caso de supervivencia de la ley 
antigua (survie de la loi ancienne). 
De acuerdo con la anterior división 
Szászy da una relación de los dis-
t intos supuestos de hecho según 
cuál sea su duración a efectos lega-
les: así el nac imiento y muerte se-
rán actos únicos , el rapto y la lo-
cura serán temporales , el matrimo-
nio y la adopción serán consecuti-
vos, s imples y complejos , involun-
tarios y voluntarios y u n sinfín 
de clasif icaciones que son muestra 
de la gran suti leza del autor. Ricar-
do GOSALBO BONO. 
ARELLANO GARCIA: Dere-
cho internacional privado. 
Editorial Porrua. República 
Argentina, 15. México, 1974 
(746 págs.) . 
Una obra de conjunto sobre De-
recho internacional privado publi-
cada en México t iene s iempre algo 
de novedad para los es tudiosos de 
esta disciplina al otro lado del At-
lántico, en cuanto procede de un 
país cuya tendencia territorialista 
se ha manifestado tanto en su le-
gislación interna c o m o en la abs-
tención de vincularse a los dos sis-
temas convencionales —Código Bus-
tamante y Tratados de Montevi-
deo— vigentes en el continente ame-
ricano. 
Digamos también, aunque de pa-
sada, que es , probablemente , al De-
recho internacional, y sobre todo 
a su rama privada, al sector de las 
ciencias sociales a que m e n o s ha 
l legado la fecundación de las activi-
dades científicas mexicanas produ-
cida por el mas ivo exil io de intelec-
tuales españoles , tan generosamen-
te acogidos en el país hermano. En-
tre los internacionalistas l legados a 
México hacia 1940, aparte la egregia 
figura de Don Rafael Altamira, sólo 
recordamos a José Quero Molares, 
que pronto centró su actividad pro-
fesional en una Organización con 
sede en los Estados Unidos, y entre 
los l legados después, Modesto Seara 
Vázquez era, o se ha hecho en Mé-
xico, un buen especial ista en De-
recho internacional público. 
Tales antecedentes explican el in-
terés con que puede leerse en Es-
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paña la obra del profesor Arellano 
García que tenemos a la vista. Ante 
todo, aparte su buena presentación 
tipográfica y el excelente castella-
no de su autor, por tres cualidades 
humanas de éste: laboriosidad, hon-
radez científica y modest ia . 
La capacidad de trabajo del autor 
se revela tan pronto c o m o se abre 
su obra. Cualquier tema, aun de 
los m á s minúsculos , entre los tra-
tados por el profesor Arellano, lo 
es con el apoyo de numerosas citas, 
s iempre bien seleccionadas, y con 
la probidad científica de indicar la 
fuente de las que se hacen de se-
gunda mano , que son muchas m á s 
de las que, seguramente, hubiera 
deseado el autor. 
El profesor Arellano se gana la 
s impatía de sus lectores por la mo-
destia que preside muchas veces 
sus juicios, consciente de la comple-
j idad de los t emas examinados y 
de la enorme penuria bibliográfica 
con que ha podido trabajar, circuns-
tancia cuya alegación no puede ser 
nunca un reproche, y m e n o s aún 
por parte de un crítico español, que 
también ha tenido que moverse para 
sus trabajos ante una notoria esca-
sez de materiales , aunque nunca 
tan extrema c o m o la que revela la 
obra del profesor Arellano. 
Es especialmente significativo en 
es te respecto el capítulo XVIII de 
su obra dedicado a las «Doctrinas 
modernas», es decir, a las formu-
ladas en los siglos x i x y xx. La in-
formación del autor, acaso, por no 
fiarse en este punto de ajenas refe-
rencias, se det iene en 1934, fecha 
de la «Teoría» de Roberto Ago, en 
las doctrinas norteamericanas de 
Beale y Lorenzen y en el Niboyet 
discípulo y continuador de Pillet, 
con omis ión de su evolución poste-
rior hacia el territorial ismo m á s 
chauvinista. 
A pesar de esta fundamental limi-
tación, el l ibro revela un talento na-
da vulgar en su autor, dotado de 
cualidades tan relevantes para un 
profesor c o m o son la cabeza clara 
y la capacidad de crítica. En el 
m i s m o capítulo mencionado, el es-
quema del pensamiento de cada au-
tor va seguido de unas indicaciones 
críticas, casi s iempre certeras. De-
c imos «casi siempre» para hacer una 
excepción en lo que afecta a las ob-
servaciones que el profesor Arella-
no formula a la const i tución de 
Waechter. El que escribe ha busca-
do es tas observaciones críticas des-
pués de haber leído las bien medi-
tadas páginas (572 a 576) en las que 
el autor expone s u opinión personal , 
lectura que le trajo inmediatamente 
al recuerdo los «principios rectores» 
del viejo jurista a lemán. De ahí el 
interés por saber lo que el profesor 
Arellano pensaba de Waechter, y 
encontramos dos coincidencias y 
dos reproches, de los cuales, uno 
al menos , es tan poco sostenible 
c o m o el de «no haber t o m a d o en 
consideración las fuentes internacio-
nales» (pág. 547): recuerde el autor 
que Waechter escribió e n 1841, y la 
fecha posterior de los Tratados de 
Montevideo y de las Conferencias 
de La Haya, y comprenderá que su 
reproche queda reducido a no ha-
ber sobrest imado el jurista a lemán 
lo que en s u t i empo pudiera existir 
de Derecho consuetudinario en ma-
teria conflictual. 
Hecha es ta salvedad, n o puede 
dejar de anotarse que, en una oca-
s ión decisiva, el autor ha incurrido 
en cierta audacia: la de formular 
una construcción personal, c o m o 
colofón a su larga exposic ión de 
teorías ajenas. N o se trata de un 
s i s tema de solución de conflictos, 
s ino de unas indicaciones metodo-
lógicas: primacía de las fuentes in-
ternacionales sobre las internas, la-
bor de integración e n caso de caren-
cia de ambas , para la creación de 
fuentes «individualizadas», abando-
no de prejuicios extraterritorialistas 
o territorialistas, facil idad de la ad-
ministración de justicia con la apli-
cación de las normas nacionales , 
fundamento inmediato de la apli-
cación de la norma extranjera en 
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la norma de conflicto, y fundamen-
to media to e n la mejor realización 
de los valores jurídicos y en la 
satisfacción de las neces idades hu-
manas . N o cabe duda de que tales 
conclusiones son sensatas y suscep-
tibles de compart irse por cualquier 
estudioso de la materia. 
S in espacio para seguir paso a pa-
so la exposición del autor, es pre-
ciso subrayar la claridad de su tra-
tamiento de las cuest iones centrales 
del conflicto de leyes: reenvío, ca-
lificación, orden público y fraude a 
la ley, así c o m o la ausencia de otras 
c o m o la unilateralidad o bilaterali-
dad de la regla de conflicto, la 
Vorfrage o cuest ión prel iminar o la 
adaptación entre las reglas extran-
jeras aplicables con las del foro. 
Finalmente, dedicada una mitad 
larga del l ibro comentado a los 
problemas de nacional idad y condi-
c ión del extranjero, es jus to seña-
lar que e n es tos terrenos el autor 
puede desplegar mejor su evidente 
talento y cualquier lector tiene mu-
cho que aprender de su excelente 
exposición, doblemente interesante 
por hacerse sobre la base del De-
recho de un país c o m o México, que 
tanto se adelantó en hacer efect ivo 
el derecho de los pueblos sobre sus 
recursos y riquezas naturales. Es de 
subrayar muy especialmente un am-
plio capítulo (págs. 432 a 480) so-
bre los «Aspectos económicos y ré-
g imen jurídico de la Tecnología». 
Deseamos que la obra del profe-
sor Arellano alcance la buena aco-
gida que la claridad mental y la 
laboriosidad del autor merecen, y 
que, así el Derecho internacional 
privado deje de ser en México c o m o 
él m i s m o dice, «una de las ramas 
del Derecho m á s olvidadas». Si de 
algo le sirve el consejo de un colega 
que también ha luchado con la es-
casez bibliográfica disponible, aun-
que no tan extremada como la que 
debe existir en la Universidad Au-
tónoma de México, procure el autor 
incorporar a la Bibl ioteca de és ta 
el Recueil des Cours de la Academia 
de Derecho Internacional de La 
Haya, y, si puede, los l ibros y re-
vistas a los que le conduzca la lec-
tura de los cursos allí compi lados . 
Con sólo esto, y sin aumento ma-
yor de un centenar de páginas a 
su obra, podrá conseguir una segun-
da edición, actualizada en cerca de 
medio siglo, de lo que ya es un l ibro 
excelente y puede ser una obra 
maestra, cuando los estudiantes me-
xicanos se famil iaricen con las di-
recciones del pensamiento actual 
que van de Batiffol a Wengler y 
con realidades tan cercanas a Mé-
xico c o m o e l segundo Restatement 
norteamericano. Adolfo MIAJA DE LA 
MUELA. 
TOMMASI DI VIGNANO, Ales-
sandro: La permeabilitá in-
tersistemática tra ordinamen-
ti di Stati diversi (Introducio-
ne alio studio del Diritto in-
ternazionale privato). Herbi-
ta, Editrice. Palermo, 1975 
(302 págs.). 
Al terminar la lectura de es te li-
bro, es imposible sustraerse a una 
doble impresión: la de encontrarse 
ante una obra tan llena de interés 
c o m o desconcertante . 
Motivo esencial para este descon-
cierto es que una publicación que 
el autor declara hecha para el uso 
de sus a lumnos resulte tan aparta-
da de las s istematizaciones habitua-
les de la teoría de los confl ictos 
de leyes que el lector t iene que 
volver cont inuamente hacia atrás en 
busca del hilo conductor del pen-
samiento del autor, indudablemen-
te, existente, pero no s iempre fácil 
de volver a encontrar. 
El lo no es obstáculo para la opor-
tunidad y el interés que reviste la 
obra del profesor Tommasi di Vi-
gnano. En primer término, por sig-
nificar un alto en el camino en la 
carrera científica del autor, cuyo 
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fruto estaba disperso en varias pu-
blicaciones, entre el las el l ibro Lex 
fori e Diritto straniero, cuya apari-
c ión en 1964 supuso ya una revisión 
crítica del pensamiento contempo-
ráneo en Derecho internacional pri-
vado, muy especialmente, c o m o es 
natural, del ital iano. 
E n es ta m i s m a línea está cons-
truido el l ibro ahora comentado, pe-
ro, seguramente, con la mayor agi-
l idad derivada de su origen en las 
lecciones de cátedra, y, tal vez 
por el lo, con vivacidad m á s acen-
tuada en la polémica. 
Tras la exposic ión de las teorías 
m á s recientes acerca del obje to y 
funciones del Derecho internacional 
privado, el autor explica su propia 
postura, que le va a servir, c o m o 
es natural, de ángulo visual para 
abordar los t emas tratados en el 
resto del libro, así c o m o para la 
crítica de las soluciones propuestas 
por otros juristas. 
La tes is personal del profesor 
Tommas i di Vignano es la de la 
imposibi l idad de escindir las dos 
funciones de la regla que el autor 
l lama «de aplicación», regla caracte-
rizada por s u «duplicidad condicio-
nada» de funciones: de la imposi-
bi l idad para el juez de pronunciar 
un non liquet deriva la primera de 
estas funciones, es decir, la deter-
minación del Derecho material apli-
cable, mientras la segunda consis te 
en la determinación de la eficacia 
espacial de las reglas materiales del 
foro, función condicionada por la 
previa del imitación del ámbi to en 
que un Derecho extranjero es com-
petente . 
Con este punto de partida, el pro-
fesor Tommas i di Vignano, por una 
ruta diferente a todas las habitua-
les, pasa a examinar la naturaleza 
del Derecho extranjero rec lamado 
por la regla de confl icto y su tra-
tamiento procesal , y, en suces ivos 
capítulos, trata de los l ímites y 
«pseudol ímites» a la uti l ización en 
el foro del Derecho extranjero, de 
los intentos de establecer un De-
recho internacional privado unifor-
me , especia lmente en mater ia de 
arbitraje privado, de la determina-
c ión de la concreta área d e aplica-
ción de las disposiciones de con-
fl icto, de las cuest iones referentes 
al reenvío, rec lamo a ordenamientos 
plurilegislativos, sentencias extran-
jeras y fraude a la ley, para termi-
nar con el examen de algunas cues-
t iones particulares, c o m o la adapta-
ción y la interpretación de las dis-
pos ic iones materiales del ordena-
miento ad quem, con un apéndice 
sobre los valores jurídicos extran-
jeros y el ordenamiento nacional. 
N o es posible anotar la aporta-
ción personal de Tommas i di Vi-
gnano acerca de cada uno de es tos 
temas . Baste decir que el autor se 
produce casi s iempre por vía de 
reacción, al señalar los aspectos que 
le parecen m á s débiles en opinio-
nes ajenas. En ocasiones , aunque la 
crítica sea adversa, su lectura es 
instructiva, en cuanto el autor trata 
lealmente al adversario, proporcio-
nando así e lementos de juicios va-
l iosos para sus lectores. Tal ocurre, 
por ejemplo, con la impugnación 
hecha por el profesor Tommas i de 
la tesis defensora de la autonomía 
del problema de los derechos ad-
quiridos, presentada a través de su 
versión por Machado Villela. 
Acaso, lo m á s interesante sea la 
diferenciación entre l ímites y «pseu-
dolímites» a la aplicación de la ley 
extranjera: en la primera categoría, 
tan sólo hace entrar al orden pú-
blico y a la reciprocidad. Pero el 
autor no puede por m e n o s de re-
visar la vieja afirmación dogmática 
de la imposibi l idad de aplicación 
extraterritorial de las leyes extran-
jeras de Derecho público de la mis-
m a manera que sus compatriotas 
los profesores Monaco y Vitta han 
rectificado también su creencia an-
terior en aquella imposibi l idad y, 
aunque en lugar s i s temát icamente 
m u y separado, Tommas i di Vignano 
rechaza la posibi l idad del fraude a 
la ley en cuanto excepción autóno-
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m a a la aplicación del Derecho ex-
tranjero: considera la idea de frau-
de en este ámbito c o m o «retórica 
y antipositiva» (pág. 257), adhirién-
dose a la opinión, contraria a ella, 
de Niederer y Lepaulle, sin olvidar 
que el uso de tal excepción, rara-
mente reconocida para salvaguardar 
contenidos jurídicos extranjeros, y 
casi s iempre para asegurar la pre-
valencia de los nacionales , «acaba 
por resolverse en un verdadero y 
propio fraude a la justicia» (pág. 
259). Si el admirado colega ital iano 
nos permit iese una rectificación, la 
haríamos en el sent ido de que, con 
la admis ión de la excepción de frau-
de, la defraudada n o e s tanto la 
justicia —a no ser la especial al 
Derecho internacional privado, de 
la que habla Kegel—, s ino la se-
guridad jurídica. 
La concepción conflictualista en 
que se mueve el autor no le ha 
impedido la toma en consideración 
de reglas de Derecho internacional 
privado de estructura diferente a la 
conflictual. N o dedica especial aten-
ción a las reglas materiales , pero 
sí a las que denomina «autolimi-
tadas» o, en expresión consagrada 
por De Nova, las que contienen una 
«apposita (o expressa) del imitazione 
della propria sfera di efficacia». Si 
el profesor Tommas i di Vignano no 
puede por menos de reconocer que, 
cuando tales normas pertenecen a la 
lex fori, son aplicables al m i s m o tí-
tulo que las reglas de conflicto, no 
admite la eficacia de las reglas auto-
l imitadas pertenecientes a u n De-
recho extranjero, c o m o correspon-
de al s i s tema conflictual italiano, 
adverso al reenvío, conforme al 
cual es indiferente para la aplica-
bil idad de la regla extranjera recla-
mada por la de confl icto del foro, 
el hecho de que en el país de ori-
gen de la regla extranjera material 
fuera ésta o no de aplicación según 
el correspondiente s i s tema conflic-
tual. 
Basten estas l igeras notas , s in 
m á s que aludir al ensayo de dis-
t inción hecho por el autor entre 
las normas autol imitadas y las lla-
madas «de aplicación necesaria», y 
a la jerarquización entre éstas y 
las de conflicto de origen interna-
cional, para señalar otro e jemplo 
de c ó m o el profesor Tommas i di 
Vignano ha prestado a los estudio-
sos del Derecho internacional pri-
vado el buen servicio de hacerles 
pensar sobre irnos t emas centrales 
de su disciplina, acerca de los que 
parecía que todo estaba dicho. Adol-
fo MIAJA DE LA MUELA. 
CURSO MONOGRÁFICO SO-
B R E LA LEY DE BASES PA-
RA LA MODIFICACIÓN DEL 
TITULO PRELIMINAR DEL 
CÓDIGO CIVIL. — Valencia, 
1975, 287 páginas. 
La publicación de este curso mo-
nográfico corre a cargo del I lustre 
Colegio de Abogados de Valencia 
y de la Academia Valenciana de Ju-
risprudencia y Legislación, y es tá 
patrocinada por la Caja de Ahorros 
y Monte de Piedad de Valencia. Se 
trata de u n conjunto de trabajos 
aunados por la referencia c o m ú n 
a la Ley de Bases de 17 de marzo 
de 1973, articulada m á s tarde, y 
promulgada por la de 31 de mayo 
de 1974. 
El trabajo que abre el curso lleva 
por título «Las fuentes del Derecho 
en el nuevo Título preliminar del 
Código civil» y se debe a la p luma 
de Quintana Redondo, a la sazón 
Presidente de la Excma. Audiencia 
Territorial de Valencia. En él dedi-
ca atención exclusiva al capítulo 
pr imero del Título preliminar, de-
teniéndose especialmente en aque-
llos aspectos en los que se ha pro-
ducido un cambio o modif icación 
del Ordenamiento anterior. Des-
pués de señalar que el t ema de las 
fuentes del Derecho ha sido siem-
pre conflictivo y polémico , pasa a 
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estudiar las que menciona el artícu-
lo 1-3, a saber: la ley, la cos tumbre 
y los principios generales del De-
recho. El nuevo Título prel iminar 
s igue colocando en la cúspide de 
las fuentes del Derecho a la ley, 
con primacía sobre la cos tumbre 
y los principios generales; pero és-
ta, advierte Quintana Redondo, de-
berá «mantener su legit imidad, a 
través de una perfecta sincroniza-
ción con la N o r m a Suprema, única 
forma de que la seguridad jurídica 
se haga realidad». En opinión de 
este autor, cuando aquí se habla 
de ley debe entenderse que hace 
referencia a las leyes ordinarias. 
A continuación estudia la costum-
bre, a la que califica de fuente sub-
sidiaria de segundo grado, somet ida 
a la falta de ley. De una compara-
ción con la normativa anterior, des-
taca en la presente las s iguientes 
novedades: 
1." N o exigencia de que la cos-
tumbre sea la del lugar. 
2.° Se admiten los usos jurídicos 
que no sean meramente inter-
pretativos, con el m i s m o valor 
que la costumbre. 
3.° S e destaca la exigencia de que 
la cos tumbre no sea contraria 
a la moral o al orden pú-
blico. 
4." Se el imina toda expresa de-
claración de que contra ella 
no puede prevalecer el desu-
so, ni la cos tumbre en con-
trario. 
5.° Se exige prueba expresa. 
Respecto a los principios genera-
les del Derecho, después de señalar 
que, por el carácter informador 
que poseen, los Tribunales deberán 
acudir a ellos a través de la labor 
interpretativa que les está enco-
mendada, explica que dada la na-
turaleza y jerarquía de es ta fuen-
te no será necesaria para su apli-
cación ni la alegación ni la prueba 
de los m i s m o s . Pasa, a continua-
ción, a hacer algunas consideracio-
nes sobre el principio de jerarquía 
de normas , recogido en el artículo 
1-2 —«carecerán de validez las dis-
pos ic iones que contradigan otras de 
rango superior»—, precepto que re-
sulta nuevo e importante . Con él, a 
juic io de Quintana Redondo, se pre-
tende reforzar la autoridad de las 
fuentes principales sobre las dispo-
siciones de rango inferior proce-
dentes de la función administrativa. 
El trabajo concluye con algunos 
comentarios sobre las normas jurí-
dicas contenidas en tratados inter-
nacionales (art. 1-5), la jurispruden-
cia (art. 1-6), la obligación de resol-
ver en todo caso que t ienen Jueces 
y Tribunales (art. 1-7) y la entrada 
en vigor y derogación de las leyes 
(art. 2-1 y 2-2). 
El segundo trabajo, en orden de 
presentación, corresponde al profe-
sor Lalaguna y l leva por título: 
«Valor actual del Código civil co-
m o Derecho común». E n el sumario 
se recogen cuatro apartados de los 
que el primero es una introducción 
y el ú l t imo se formula c o m o con-
clusión final. La cuest ión que sirve 
de c lave y guía a las reflexiones 
que se hace el autor es ver de qué 
manera el nuevo texto legal del Ti-
tulo Preliminar altera el significado 
tradicionalmente atribuido al Códi-
go civil c o m o Derecho común. Para 
ello, se hace necesario un análisis 
comparat ivo de ambos textos , el 
derogado y el vigente. Es te análisis 
—que const i tuye el segundo aparta-
do del trabajo— lo realiza el autor 
en los tres p lanos en que fundamen-
ta lmente se proyecta la significación 
del Código civil c o m o Derecho co-
mún: a) el Código civil c o m o Dere-
cho supletorio de otras leyes; b) la 
eficacia del Código civil c o m o De-
recho de aplicación necesaria; y c) 
la eficacia del Código civil en el ám-
bito de las legislaciones forales. Me-
rece especial atención la conclus ión 
a la que l lega Lalaguna al hablar 
de la eficacia del Código civil en el 
campo de las legislaciones forales; 
es muy distinta —señala este au-
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tor— la perspectiva que ofrecen las 
legislaciones forales en el m o m e n t o 
his tór ico en que s e promulgan el 
antiguo y el nuevo texto del t í tulo 
preliminar. E n el texto antiguo apa-
recen c o m o problema no resuelto; 
e n el vigente, se presentan c o m o 
dato que ha de aceptarse c o m o pre-
misa. Es ta diferencia fundamental 
puede explicar el dist into sentido 
que t ienen las relaciones entre es-
tos diferentes cuerpos normat ivos 
en uno y otro m o m e n t o histórico. 
E l tercer epígrafe del trabajo de 
Lalaguna es el m á s extenso y en él 
se desciende a la realidad cercana 
y concreta que ofrecen algunas de 
nuestras leyes especiales , tal c o m o 
han s ido interpretadas por la doc-
trina y la jurisprudencia. Se estu-
dian en es te apartado dist intas cues-
t iones: el significado del término 
«Derecho común», el carácter «co-
mún» de las leyes especiales , el va-
lor actual del Código civil c o m o 
Derecho común, las remis iones del 
Código de comercio al Derecho co-
mún, etc. Son especia lmente intere-
santes las observaciones que se ha-
cen a propós i to del nuevo sent ido 
de las relaciones entre el Código ci-
vi l y las Compilaciones forales. A 
es te respecto, dice Lalaguna: «Pa-
rece que el Código civil n o se pue-
de presentar, en rigor, con la con-
dición de Derecho común en las 
regiones forales, porque éstas tie-
nen su propio Derecho civil plas-
mado en una Compilación que, e n el 
respectivo ámbito territorial, es su 
Derecho común. U n Derecho que, si-
guiendo una pauta metodologógica 
m u y semejante a la seguida para la 
elaboración del Código, se ha des-
cantado y vert ido en unos textos 
que integran un s is tema jurídico, 
conformado por las fuentes propias 
de cada territorio y vertebrado por 
principios jurídicos a veces m u y 
diferentes a los del Código civil». 
Se cierra el epígrafe tercero de es te 
trabajo c o n s u subapartado de-
dicado al «Código civil c o m o Dere-
cho de aplicación general y direc-
ta». En él se alude al valor general 
del artículo 13-1; a la apl icación 
general y directa en toda España 
del t í tulo preliminar, conjunto de 
disposic iones que a juicio del au-
tor, constituye, quizá, la m á s clara 
manifestación del valor del Código 
civil c o m o sede del Derecho común; 
a la aplicación del t í tulo IV del li-
bro primero, de m o d o general y 
directo, cuya conservación supone 
para Lalaguna uno de los mayores 
aciertos de la reforma. Como con-
clusión final se establece que si bien 
el Código civil conserva su valor 
de Derecho común, hoy no es todo 
el Derecho común de España. 
«La aplicación del Derecho» es el 
t ítulo que encabeza el s iguiente es-
tudio y se debe al profesor Torral-
ba. En él se hacen algunas conside-
raciones —reflexiones las l lama el 
autor en el subtítulo de su traba-
j o — en torno a los artículos 3.° y 
4.° del nuevo título preliminar. Para 
Torralba cabe un planteamiento uni-
tario de las cuest iones que se con-
templan en es tos artículos, puesto 
que todas ellas responden a la ne-
ces idad de adaptar el Derecho for-
mulado por el Legislador a las exi-
gencias planteadas por la vida. Son 
tres los t emas que se tratan en este 
trabajo: 1." las reglas sobre la inter-
pretación de las normas contenidas 
en el artículo 3, apartado 1; 2.° la 
equidad regulada en el apartado 2 
del c i tado precepto, y 3." la ana-
logía. 
Así, pues , el primer punto que se 
estudia es el de los criterios her-
menéut icos o de interpretación de 
las leyes. Antes de abordar directa-
mente el artículo 3-1 del Código ci-
vil, el autor presenta el status quaes-
tionis en el Derecho comparado a 
partir de un doble criterio clasi-
ficatorio: a) Códigos que no regu-
lan la interpretación, tal es el caso 
del B.G.B., del Código bol iviano o 
peruano, y b) Códigos que regulan 
la función interpretativa, los cua-
les , a s u vez, pueden dividirse en 
aquel los que establecen fórmulas 
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rígidas, l imitativas de la libertad 
del intérprete (el Código civil chi-
leno de 1855, el panameño o el co-
lombiano, son claros e jemplos de 
esta variante) y aquel los otros que 
contienen fórmulas flexibles (como 
el Código civil suizo de 1907 o el 
portugués de 1966). A continuación 
Torraba se det iene en el estudio 
del artículo 3-1 del nuevo Título 
Preliminar. Las fuentes de inspira-
ción de este precepto hay que en-
contrarlas, a juicio de este autor, 
en la doctrina y en la jurispruden-
cia. El juicio crítico que le merece 
esta norma descansa en una doble 
formulación: por un lado, considera 
posit ivo que no tenga la m á s míni-
ma conces ión al l i teral ismo; por 
otro, este precepto —piensa— no 
tiene una inspiración positivista, ni 
tampoco iusnaturalista, se l imita, 
m á s bien, a presentar un plantea-
miento realista del problema de la 
interpretación. Respecto al valor 
vinculante del precepto, sost iene To-
rralba que éste resulta inútil por 
cuanto no ha enmarcado la labor 
del intérprete dejándole, por con-
tra, la m i s m a libertad con la que 
venía actuando. 
En relación a la equidad, se afir-
ma en este trabajo que la primera 
parte del precepto que la acoge 
—«la equidad habrá de ponderarse 
en la aplicación de las normas»— 
supone una auténtica innovación. 
En efecto, además de una interpre-
tación correcta de las leyes, para 
llegar a una solución adecuada del 
caso al jurista le es necesario ex-
tremar la prudencia, dulcificando la 
solución mediante la equidad. Por 
lo que a la analogía se refiere, la 
reforma se ha l imitado a reconocer 
expresamente la existencia de las 
lagunas de la ley y a regular ex-
pl íc i tamente la analogía legis; todo 
ello, en el artículo 4-1. La admis ión 
expresa de la analogía legis no su-
pone la alteración de la jerarquía 
de fuentes, pero sí afecta, en opi-
nión de este autor, al orden de 
aplicación práctica de dichas fuen-
tes . 
«La corrección del automat i smo 
jurídico mediante las condenas del 
fraude a la ley y del abuso del 
Derecho» es un sugerente trabajo 
que se inserta en este ciclo de con-
ferencias en torno al recién apare-
cido Título Preliminar del Código 
civil y se debe a la p luma del cate-
drático de Derecho civil, profesor 
Gitrama. Como introducción al te-
m a se presentan unas breves consi-
deraciones sobre el l lamado «auto-
m a t i s m o jurídico». De las tres ope-
raciones en que consiste la actividad 
judicial en orden a la aplicación del 
Derecho (esclarecer el supuesto de 
hecho, determinar la norma aplica-
ble y elaborar el pronunciamiento) , 
no cabe pensar que la últ ima y de-
cisiva, la compos ic ión del fallo, ha-
ya de resultar de un automat i smo, 
tal cual pueda ofrecérnoslo un mo-
derno ordenador electrónico. De ahí 
que quepa entender hoy definitiva-
mente enterrada aquella teoría de 
la subsunción que cristalizó en la 
concepción del s i logismo jurídico. 
La corrección de este automat i smo 
jurídico está encomendada taxati-
vamente al juzgador a través de 
los nuevos preceptos 6 y 7 del Có-
digo civil. 
La primera parte del trabajo que 
comentamos tiene por objeto el 
fraus legis. Hasta ahora —advierte 
Gitrama— exist ía laguna de ley en 
la proscripción general del fraude 
de ley en el Código civil y el in-
térprete había de atenerse analógi-
camente , al antiguo artículo 4 del 
m i s m o . Hoy, en cambio, se ha pro-
ducido aquella tipificación legal ge-
neral en el nuevo artículo 6-4, lo 
que c o m o insoslayable consecuen-
cia produce la de excluir la parifi-
cación entre el agere contra legem 
y el in fraudem legis agere. Actual-
mente const i tuye un prius la cons-
tatación de la absoluta autonomía 
de la figura del fraude de ley fren-
te a la de la s imple y abierta vio-
lación legal. El autor de este estu-
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dio, después de apuntar unas ati-
nadas observaciones sobre el dis-
t into tratamiento de los actos con-
tra ley y en fraude de ley —estos 
ú l t imos no acarrean s iempre la san-
ción de nulidad—, advierte del pe-
ligro que significaría la generaliza-
ción del concepto del fraude a la 
ley; un abuso del m i s m o por parte 
de los juzgadores abocaría a toda 
una conste lación de prohibiciones 
no previstas en los textos legales. 
Pero junto a este matiz que pudie-
ra resultar negativo, el profesor Gi-
trama termina señalando que, por 
s u m i s m a vitalidad, el fraude tam-
bién contribuye al progreso y a la 
renovación del Derecho; suscita, en 
s íntesis , un gran esfuerzo judicial, 
un agudizamiento de la indagación 
para descubrir las conductas frau-
dulentas, lo que indudablemente 
contribuye a enriquecer el acervo 
jurídico de un país . 
Mayor extens ión dedica el doctor 
Gitrama a la consideración del abu-
so del derecho. Es és ta una de esas 
inst i tuciones que, en criterio del 
autor, deben ser todo o nada; es 
decir, o un principio fundamental 
del Derecho, por fuerza común a 
todas las disciplinas, o una noción 
metajurídica m á s propia de la Mo-
ral que del Derecho. Entre nosotros , 
la noción, que ya había hecho sus 
escarceos por ciertas normas espe-
ciales, ha terminado de «juridizar-
se» y ha tomado asiento en el ar-
tículo 7-2 del nuevo texto del Título 
Preliminar. Pone de manif iesto Gi-
trama que nuestro legislador ha te-
nido presente el artículo 2 del Z.G.B. 
o Código civil suizo para formu-
lar el parágrafo 1 y el pr imer in-
c iso del 2 del actual artículo 7 de 
nuestro Código civil. En el trabajo 
que nos ocupa se hace un anális is 
del concepto legal d e abuso del 
derecho para, posteriormente, a par-
tir del concepto sugerir algunas 
cuest iones tales como: la posibili-
dad o no de admis ión del daño 
moral , incl inándose el autor por la 
afirmativa; el carácter objet ivo o 
subjet ivo del abuso del derecho, 
punto de difícil solución por cuan-
to el legislador adopta un criterio 
ecléctico, dejando en definitiva la 
respuesta al arbitrio judicial. El es-
tudio de esta inst i tución termina 
con unas notas sobre los efectos 
que provoca la declaración de un 
abuso de derecho, que, en resumen, 
el autor reconduce a tres: a) La 
denegación de tutela por el Ordena-
miento a los pdfcleres, derechos e 
intereses que se ejerciten en viola-
ción de la actividad de ejercicio; 
b) la correspondiente indemniza-
ción, y c) la adopción de las me-
didas judiciales o administrativas 
que impidan la persistencia en el 
abuso. Finaliza Gitrama su trabajo 
señalando el r iesgo que un concep-
to c o m o el del abuso del derecho 
puede significar si no es rectamen-
te aplicado; no obstante, concluye, 
«tenemos confianza, eso sí, en la 
exquisita prudencia de nuestros jue-
ces y tribunales, en que sabrán otor-
gar el adecuado tratamiento al ar-
tículo 7-2 del C.C. que viene a ser 
un injerto socializante en un tronco 
rec iamente liberal». 
El trabajo que se comenta a con-
t inuación se debe al catedrático de 
Derecho Internacional de la Facul-
tad de Derecho de Valencia, pro-
fesor Miaja de la Muela, y l leva 
por título: «El legislador interno 
en funciones de legislador interna-
cional, ante los confl ictos de leyes». 
Constituye es te es tudio una seria 
reflexión crítica del nuevo s i s tema 
conflictual español. Se parte en él 
de u n dato de relevante interés: a 
las ocho reglas conflictuales com-
prendidas en el primit ivo Título 
Preliminar del Código han sustitui-
do treinta y tres, repartidas entre 
los nuevos artículos 8 a 12. El pro-
fesor Miaja hace una sincrética ex-
posic ión de los objet ivos fundamen-
tales que, a juicio de la doctrina 
actual, deben perseguir las reglas 
de conflicto, a saber: la previsibi-
l idad de los resultados, la armonía 
internacional de soluciones y el Ha-
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m a d o favor negotii. Pues bien, en 
opinión de es te eminente autor, nin-
guno de es tos objet ivos han figura-
do entre los propósi tos que han 
presidido la reforma de nuestro sis-
t e m a conflictual, ya que ninguna de 
aquellas fundamentales finalidades 
ha s ido perseguida de manera sis-
temática, aunque no dejan de estar 
presentes en el nuevo Título Preli-
minar algunas de las consecuencias 
que pudieran deducirse del intento 
de conseguir los objet ivos señala-
dos, especia lmente por lo que dice 
al favor negotii. S e echa en falta, 
también, en la Exposic ión de Mo-
tivos que precede al texto articula-
do la indicación de u n criterio ge-
neral que hubiera presidido la re-
forma en materia conflictual. 
Por lo que toca a los confl ictos 
interregionales, advierte Miaja que, 
al igual que debiera ocurrir con 
los internacionales, era m á s ade-
cuado incluirlos en sendas leyes es-
peciales , procedimiento que ya si-
guió el legislador polaco de 1926. 
Pero, además , aun dentro del Títu-
lo Preliminar, tampoco los conflic-
tos interregionales son tratados co-
m o su compleja problemática de-
manda, s ino que, por el contrario, 
nuestro legislador los despacha en 
un solo artículo, el 16, con unas re-
glas de referencia a las que regulan 
los internacionales, seguidas tan só-
lo de tres específicas sobre la viu-
dedad aragonesa. 
Junto a lamentables ausencias 
—hace notar Miaja— c o m o son la 
inexistencia en el nuevo tex to de 
reglas de confl icto en mater ia de 
matr imonio y divorcio, aparecen in-
cluidas otras materias que no sue-
len serlo en los s i s temas conflictua-
les, tal es el caso de la relativa a 
la fusión de sociedades o a la emi-
s ión de títulos valores; resulta cu-
riosa, también, a juic io del autor, 
la presencia de una regla de con-
fl icto para el enriquecimiento sin 
causa (art. 10-9 in fine), inst i tución 
cuyos perfiles normativos se deben 
en gran medida a una progresiva 
jurisprudencia. 
E n conclusión, para Miaja, el le-
gislador se ha propuesto , primor-
dialmente, la mult ipl icación de las 
reglas de conflicto, y lo ha conse-
guido, en su doble tarea de confir-
mar, por un lado, soluciones juris-
prudenciales y llenar, por otro, la-
gunas que la doctrina había adver-
tido y sobre las que el Tribunal 
Supremo no había tenido ocas ión 
de pronunciarse, c o m o sucede con la 
polémica cuest ión del reenvío. 
Cuestión que ocupa lugar desta-
cado en su trabajo es la de deter-
minar la técnica que se ha seguido 
en el nuevo s i s tema conflictual. 
Entre los dist intos criterios, y c o m o 
principio de solución, informante 
del contenido de las reglas de con-
flicto, se opta por el de personalidad 
de las leyes, tal y c o m o lo recoge 
el artículo 9-1. E n cuanto al lla-
m a d o principio de construcción, cri-
terio formal que hace referencia a 
la estructura de las reglas de con-
flicto, nuestra Exposic ión de Moti-
vos e incluso el m i s m o artículo 9 
se inclinan por el denominado de 
bilateralidad. Otros principios de 
carácter técnico que la doctrina 
aconseja en la redacción de las re-
glas de confl icto han s ido también 
consagrados en el nuevo Título Pre-
liminar. Así, por e jemplo , el de la 
posibi l idad de que dichas reglas 
puedan internacionalizarse, es de-
cir, que sean susceptibles de incor-
porarse l i teralmente a un convenio 
internacional; en efecto, la mayor 
parte de las normas que aparecen 
en el texto recientemente publicado 
son susceptibles de internacionaliza-
ción, e s to es , consagran la igualdad 
de posibi l idades de aplicación, en 
casos idénticos, de la ley españo-
la y de una extranjera. Una excep-
ción a este principio supone la ad-
mis ión del reenvío exclusivamente 
a la ley española (art. 12-2). El prin-
cipio de la autonomía de los concep-
tos es o tro de los criterios que la 
doctrina aconseja tener en cuenta; 
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en nuestro Título Preliminar, seña-
la Miaja, se acumula la tendencia 
hacia la autonomía de los concep-
tos con la solución m á s tradicional 
al problema de la calificación, es 
decir, la de llevarla a cabo por la 
propia ley material (art. 12-1). 
El hecho de que en los casos li-
t ig iosos relacionados con el tráfico 
jurídico internacional la designación 
del Derecho aplicable —única cues-
tión de alcance internacional trata-
da por el Título Preliminar—, sea 
la parte m e n o s importante y, segu-
ramente, la m á s fácil, nos lleva, 
c o m o defiende Miaja, a minimizar 
la relevancia de los méri tos y de-
fectos de la reforma realizada. De 
todos modos , a la hora de formu-
lar u n juicio valorativo de estas 
nuevas disposiciones, concluye este 
autor que «no hay mot ivo ni para 
echar las campanas al vuelo, ni 
para rasgarse las vestiduras». 
E l trabajo que cierra el curso co-
rresponde al dist inguido notario de 
Valencia Sapena Tomás y l leva por 
título: «Vecindad civil y confl ictos 
interregionales». Los conflictos de-
rivados de la sujeción a Ordena-
miento jurídico dist into al de la re-
gión donde se vive o de los cambios 
de vecindad, con la consiguiente 
aplicación de reglas de diferentes 
Ordenamientos o de col is ión entre 
ellas, se han producido s iempre y 
con cierta frecuencia. S in embargo, 
esta problemática ha pasado des-
apercibida para los es tudiosos del 
Derecho, a los que estas cuest iones 
se les presentaban, a lo sumo, con 
un carácter puramente especulativo. 
Hoy, esta postura no es de ningún 
m o d o sostenible. Las corrientes mi-
gratorias dentro de nuestro país , 
que aumentan e n intensidad, y las 
f lorecientes Compilaciones forales 
dan al tema una evidente actuali-
dad, a la par que ofrecen al jurista 
un campo de trabajo nuevo y rico 
en posibil idades. Sapena que justi-
fica la actualidad de su estudio en 
base a la comprobación sociológica 
de los hechos que acaban de men-
cionarse, inicia el trabajo con un 
primer epígrafe sobre la vecindad 
civil. En él hace referencia a cues-
t iones de concepto y terminología; 
alude a su naturaleza jurídica y con-
cluye que tanto doctrinal c o m o le-
galmente la vecindad civil constitu-
ye un estado civil; habla de los 
caracteres que posee y destaca los 
de ser general, abstracto, l imitado 
e indispensable. Dentro de este mis-
m o epígrafe, y una vez que ha es-
tudiado los efectos de la vecindad 
civil, se detiene el autor en las per-
sonas jurídicas y concluye que, n o 
obstante el Derecho civil navarro 
—que en la Ley 15 de la Compila-
ción reconoce la condic ión foral de 
las personas jurídicas—, por la pro-
pia naturaleza de la vecindad civil 
ésta no puede ser atribuida a esta 
clase de sujetos de Derecho. El 
epígrafe segundo del trabajo corres-
ponde a la determinación de la ve-
cindad civil. En el tercero se es-
tudia uno de los supuestos de la 
determinación, cual es la adquisi-
ción originaria, bien por nacimiento 
o por nacionalización. Precisamen-
te, en materia de adquisición por 
nacionalización, advierte Sapena, 
con gran agudeza, la discrepancia 
normativa entre la ley 13 de la Com-
pilación de Navarra y el artículo 15 
del Código civil; en la primera, bas-
ta el mero hecho de la residencia, 
s in precisar el t i empo de dos años , 
para adquirir la condición de na-
varro junto con la nacionalidad. El 
cambio de vecindad civil constitu-
ye otro de los epígrafes del trabajo; 
en él incluye el autor todos aquel los 
supuestos en que quien adquiere 
una determinada vecindad tenía 
otra en el t i empo inmediato ante-
rior, con lo que se comprenden ca-
sos que la doctrina considera c o m o 
de adquisición. Los supuestos los 
sintentiza en c inco grupos: por de-
pendencia familiar (preexistente, so-
brevenida o invalidada), por op-
ción y por residencia. El epígrafe 
quinto del estudio es tá dedicado a 
la pérdida, conservación y recupe-
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ración de la vecindad civil. Por úl-
t imo, y antes de formular las con-
clusiones finales, Sapena dedica un 
apartado a los conflictos legislati-
vos; en este punto son de interés 
las observaciones que respecto de 
la vecindad aragonesa lleva a cabo. 
Es ta inst i tución foral —en opinión 
de es te autor— const i tuye un dere-
cho de familia dist into del régimen 
económico del matr imonio , que se 
adquiere con carácter recíproco y 
que, una vez nacido, es un derecho 
adquirido que debe ser respetado. 
El trabajo que comentamos termina 
con unas conclus iones a las que ya 
nos h e m o s referido y que merecen 
ser reproducidas: en opinión de Sa-
pena, la reforma es digna de loa en 
sus l íneas directrices y la expresión 
de las mi smas , al fijar: 
1." La igualdad entre las legisla-
ciones común y forales. 
2.° La vecindad civil c o m o deter-
minante de la ley personal. 
3.° Las normas de solución de los 
confl ictos de leyes. 
Pero en cuanto a los dos únicos 
puntos en los que el legislador des-
ciende a regular casos concretos , 
considera: 
1." Que la regulación de la vecin-
dad del extranjero naturalizado pu-
do hacerse de m o d o m á s claro, evi-
tando dudas a que el texto aprobado 
da lugar. 
2.° Que es desacertada la norma-
tiva de la v iudedad aragonesa, sal-
vo en sus efectos extraterritoriales. 
Y hasta aquí el comentar io a este 
curso monográfico que inicia con 
extraordinario buen pie una —con-
f iemos que fructífera— andadura 
en la exegesis y estudio de nuestro 
recién estrenado Título Preliminar. 
Enrique R U B I O . 
PECOURT GARCIA, E.: El 
nuevo sistema español de De-
recho interregional (Ponen-
cia general de las primeras 
jornadas del Instituto Español 
de Derecho foral), Pamplona, 
1975 (76 páginas) . 
Al reformarse el Título Preliminar 
del Código civil han proliferado, 
evidentemente , los trabajos sobre 
Derecho internacional privado y 
Derecho interregional españoles . En 
esta l ínea se halla la Ponencia del 
Prof. Pecourt. 
A mi entender, se encuentra di-
vidida en dos grandes partes: exa-
m e n de los hechos (antecedentes 
históricos y el s i s tema actual) y su 
enjuic iamiento (Derecho internacio-
nal privado y Derecho interregional, 
condic ionamientos de los dist intos 
s i s temas de Derecho interregional 
y valoración de las disposiciones 
del Título Preliminar del Código 
civil). 
Como su propio autor indica, se 
trata de un ensayo provisional so-
bre el t ema que, en realidad, lo que 
pretende es sentar un punto de par-
tida en la materia y servir de base 
para trabajos posteriores. 
De hecho, así se reconoce en la 
conclus ión 5." de las Jornadas, que 
textualmente dice que decide «enco-
mendar a la Comisión Ejecutiva y 
a las Secciones del Inst i tuto el es-
tudio del t ema que ha s ido Ponen-
cia de estas Jornadas con el fin 
de hacer lo posible para presentar 
en las próximas un Anteproyecto de 
Ley de confl ictos interregionales, 
teniendo en cuenta, entre otros , 
los dos s iguientes criterios: a) La 
neces idad de establecer un s i s tema 
propio y diferenciado del aplicable 
a los confl ictos internacionales, y 
de m o d o especial, respecto a la ca-
lif icación y a las excepciones de 
orden público y de fraude a la ley. 
b) La solución de los confl ictos in-
terregionales no t iene que someter-
se necesariamente a criterios uni-
formes , s ino que ha de ajustarse a 
las exigencias de las dist intas ins-
t i tuciones, s in perjuicio de que se 
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establezcan principios generales con 
carácter supletorio». 
La Ponencia va dividida e n c inco 
capítulos, que examinaremos a con-
tinuación. 
El primer capítulo (Antecedentes 
históricos) pone de relieve la preca-
ria s ituación de los derechos tora-
les a raíz de la promulgación del 
Código civil y abunda en la opinión 
de Lalaguna 1 de que «las legis-
laciones forales han sido el pro-
b lema que una y otra vez retrasa 
el proceso de la codif icación y que, 
en definitiva, al aprobarse el Códi-
go queda aplazado para el futuro», 
c o m o lo demuestra su artículo 12, 
que disponía que los derechos fo-
rales se respetarán «por ahora» en 
toda su integridad. 
E l Capítulo II , dedicado al «Nue-
vo s i s tema de Derecho interregio-
nal español» parte de unos nuevos 
hechos , que han transformado a los 
derechos forales d e u n problema en 
un dato, c o m o dice Lalaguna. 
Desde la celebración del Congreso 
de Juristas de Zaragoza, en 1946, 
y pasando por la promulgación de 
las Compilaciones, l lega el autor a 
la Ley de Bases para la modifica-
ción del Título prel iminar del Có-
digo civil, de 17 de marzo de 1973, 
respecto a la cual pone de relieve 
la existencia de una jerarquía de 
objet ivos: e l primero y principal, 
establecer un nuevo s i s tema de De-
recho interregional; el segundo, pro-
ceder al perfeccionamiento de las 
normas integradas en dicho título 
«sin alterar sus directrices esen-
ciales». 
Adelantando ideas y para mos-
trar, en definitiva, la insuficiencia 
de nuestro Derecho interregional, 
realiza el Prof. Pecourt una exce-
lente crítica de nuestro s i s tema vi-
gente de Derecho internacional pri-
vado, al que califica de excesiva-
mente conservador, «desembocan-
do en una ordenación excesiva y 
raquítica a la vez» y que le lleva 
a preguntarse sobre la validez del 
s i s tema de Derecho internacional 
privado para resolver los problemas, 
ev identemente dist intos, de los con-
fl ictos interregionales. Pasa enton-
ces a examinar los artículos 13, 14, 
15 y 16 del nuevo Título Preliminar, 
haciendo especial hincapié en la nue-
va regulación de la adquisic ión de 
vecindad por el extranjero natura-
lizado español (cuestión sobre la 
que volverá m á s adelante) . En rela-
ción con la sentencia del Tribunal 
Supremo español de 14 de diciem-
bre de 1967 en la que se declara 
que u n extranjero, al naturalizarse 
español, queda sujeto al Código ci-
vil, aunque tuviera su residencia en 
territorio foral, hubiera quizá s ido 
útil, junto a la referencia a su do-
comentado comentario , la cita de la 
Sentencia dictada en Barcelona en 
tal asunto, primero por el Juzgado 
de 1." Instancia n.° 3, e n 1963, y 
confirmada después por la Audien-
cia Territorial el 17 de febrero de 
19662, así c o m o también el es tudio 
realizado por el Prof. Diez de Ve-
lasco 3 . 
El tercer capítulo de la Ponencia 
estudia, a nivel general, la separa-
ción o coincidencia entre el Derecho 
internacional privado y el Derecho 
interregional. Es te examen lo reali-
za desde dos puntos de vista: doc-
trinal y de derecho comparado. 
Desde el primer punto de vista, 
examina las tesis partidarias de la 
1. LALAGUNA, E.: «Valor actual del Código civil como derecho común», Curso monográfico 
1975 pág 4 7 " P a m l" mod'ficació" d e l Título preliminar del Código civil, Valencia, 
2. Referencia de ellas se encuentra en la Revista Jurídica de Cataluña, «La nacionaliza-
ción por vecindad en las regiones forales», 1966, págs. 1019-1036 y «Regionalidad del extranjero 
que adquiere nacionalidad española. Objeciones a la Sentencia del Tribunal Supremo de 14 
diciembre de 1967», 1968, págs. 559-590 y la abundante bibliografía allí citada. 
3. DÍEZ DE VELASCO, M.: «Influencia de la recuperación y adquisición de la nacionalidad 
f g L a n o l , a en la vecindad civil», R.B.D.I., vol. X X V (Homenaje al Prof. Yanguas Messía), 
iy/2, págs. 127-139. 
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diferenciación y las partidarias de 
la identidad. En la doctrina españo-
la se han ocupado del t ema las au-
torizadas opiniones que cita, así co-
m o el reciente y completo trabajo 
del Prof. Oriol Casanovas 4 y de 
otros muchos sobre aspectos con-
cretos del Derecho inter regional 5 . 
Desde el punto de vista del De-
recho comparado, estudia los dis-
t intos s i s temas uti l izados en los 
Estados con ordenamientos plurile-
gislativos, agrupándolos en tres 
apartados: A) Estados en los que 
la diversidad legislativa es conse-
cuencia de la falta de una unidad 
polít ica en sent ido estricto (Esta-
dos federales). B) Estados en los 
que sobre la base de una estructura 
pol í t icamente imitaría, coexiste una 
pluralidad de ordenamientos civi-
les . C) Las s i tuaciones plurilegisla-
tivas de carácter puramente transi-
torio o ev identemente atípicas. A 
través de su estudio llega a la con-
c lus ión de que se trata de diversos 
s i s temas que, en definitiva, obede-
cen a las circunstancias, al con-
texto, en el que el s i s tema ha sur-
gido. 
El capítulo IV (los diversos con-
dic ionamientos de los s i s temas de 
Derecho interregional y su concre-
ción respecto del s i s tema español) 
p lantea los e lementos a tener en 
cuenta al estudiar el Derecho inter-
regional: en primer lugar, el dato 
histórico, es decir, ver c ó m o se han 
ido consol idando las «autonomías 
jurídicas»; en segundo lugar, los 
condic ionamientos hacia el futuro, 
es decir, que nuestro s i s tema plu-
rilegislativo no es meramente tran-
sitorio, s ino que es una realidad 
plenamente actual y con tendencia 
a la permanencia; y, en tercero y 
ú l t imo lugar, la cuest ión de rela-
ción de igualdad o jerarquía entre 
los ordenamientos jurídicos coexis-
tentes , poniendo de relieve la igual-
dad existente actualmente en Espa-
ña entre los dist intos ordenamien-
tos civiles. 
A través de ello l lega a la conclu-
s ión de que el Derecho interregio-
nal debe aparecer c o m o diferencia-
do del Derecho internacional pri-
vado, debido a la diferencia entre 
los confl ictos de que se deben ocu-
par, imprevisibles unos , previsibles 
y en un ámbi to jurídico relativa-
mente homogéneo los otros. 
El quinto y ú l t imo capítulo (Va-
loración del nuevo s i s tema español 
de Derecho interregional) es el m á s 
breve de todos los de esta Ponencia 
y en él critica, en primer lugar, la 
regulación de la vecindad civil por 
el actual artículo 15, que aunque su-
pera c laramente la regulación y 
prácticas anteriores, presenta toda-
vía notables deficiencias. 
En cuanto al artículo 16, centra 
su comentario en que, al excluirse 
de aplicación a los confl ictos inter-
regionales las normas del artículo 
12 sobre calificación, remis ión y or-
den público, queda c o m o utilizable 
la disposic ión relativa a la excep-
ción de fraude a la ley y a la 
aplicación del derecho extranjero, 
hac iendo constar que así c o m o el 
fraude es una excepción util izable 
en Derecho interregional, el dere-
cho foral no es equiparable a un 
derecho extranjero en cuanto a ale-
gación y prueba. 
S iendo acertados estos criterios, 
4 CASANOVAS, O.: «El derecho interregional e interlocal)., Llibre del II Congris Juridic 
Caíala, Barcelona, 1971, págs. 215-233. 
5 . Entre otros, cabría citar los siguientes: PUIG FERRIOL, L.: «La inmutabilidad del 
régimen económico conyugal (en torno a la Sentencia de 18 de noviembre de 1964)», Anuario 
de Derecho ctvil, 1966, págs. 240-256; PARA MARTÍN, A . : «Vecindad civil y régimen económico 
matrimonial. Rectificación del error registral. Comentario a la Resolución de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 17 de febrero de 1969», Revista jurídica de Ca-
taluña, 1959, págs. 29-38; PUIG FERRIOL, L.: «Conflictos interregionales en materia de filiación», 
Revista Jurídica de Cataluña, 1966, págs. 683-700 y, modestamente, quien firma esta recensión 
en «La mujer casada catalana ante el derecho interregional español», Revista jurídica de Ca-
taluña, 1970, págs. 765-778 y también en Estudios jurídicos sobre la mujer catalana (Cátedra 
Duran y Bas), Barcelona, 1971, págs. 401-414 
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se puede pensar en c ó m o determi-
nadas inst i tuciones propias del ám-
bi to jurídico-internacional t ienen 
peculiaridades dignas de hacer re-
saltar al aplicarlas al Derecho inter-
regional. A t ítulo de ejemplo, pen-
semos en la cuest ión de la califi-
cación, excluida por el artículo 16 de 
uti l ización en Derecho interregional 
y que, s in embargo, presenta la es-
pecial idad de que debe hacerse por 
la lex causae, si no se quiere caer 
en que decida de forma diferen-
te el juez de cada lugar. Hay que 
hacer constar, además , que la cues-
tión de la calificación puede plan-
tearse frecuentemente en estas ma-
terias, por ejemplo, respecto al pro-
blema de la viudedad foral, mate-
ria, por otra parte, que el artículo 
16 circunscribe a la cuest ión de la 
viudedad aragonesa, debiendo ha-
berse regulado de forma m á s am-
plia los derechos patrimoniales y 
sucesorios del cónyuge supérstite. 
Tal vez hubiera s ido útil una re-
ferencia a la denominada «excep-
ción de interés nacional» que, al 
no estar excluida por el artículo 16 
de apl icación en Derecho interregio-
nal, puede actuar en este campo y, 
por tanto, habría que admitir, c o m o 
dice Miaja, su actuación restringi-
da, para utilizarla, por ejemplo, en 
contra de los artículos 321 y 322 
de la Compilación catalana. 
E n conclusión, pues , podr íamos 
señalar la meritoria labor llevada 
a cabo por esta Ponencia, de la que 
surgen mult i tud de ideas uti l izables 
en trabajos posteriores , no sólo por 
parte del autor de la Ponencia, que 
desde la introducción indica la pro-
visionalidad de su estudio, s ino pa-
ra todos los es tudiosos del derecho 
foral y del Derecho interregional. 
Mediante el presente trabajo, pues , 
el Prof. Pecourt sitúa, con su habi-
tual competencia y brillantez, clara-
mente el t e m a y ahora es de espe-
rar la fijación de las l íneas básicas 
en que se debería fundamentar nues-
tro s i s tema de Derecho interregio-
nal, que podrían haber sido inclui-
das en las conclus iones del trabajo, 
aunque también en este sent ido fue-
ron m u y parcas las conclusiones de 
estas primeras Jornadas del Insti-
tuto Español de Derecho Foral. Ale-
gría BORRAS. 
PARRA ARANGUREN, Gonza-
lo: El Código Bustamante: su 
vigencia en América y su po-
sible ratificación por España. 
Caracas, 1975 (págs. 201 a 282). 
Recibimos , c o m o obsequio de su 
autor, es te interesante trabajo que, 
por su paginación, parece separata 
de alguna Revista cuya identidad 
ha s ido imposible precisar, para re-
mitir a ella a quienes interese co-
nocer el estudio del competente in-
ternacionalista venezolano, ya bien 
es t imado por sus colegas de este 
lado del Atlántico por l ibros y ar-
t ículos anteriores, s i empre b ien do-
cumentados y construidos con ri-
gor jurídico. 
En el que tenemos a la vista, el 
doctor Parra Aranguren realiza u n 
estudio en profundidad del Código 
Bustamante , que no podrá por me-
nos de prestar buenos servicios a 
cuantos alguna vez tengan necesi-
dad de conocer e l es tado real del 
Derecho internacional privado en 
las Repúblicas hispanoamericanas 
vinculadas por él, especia lmente en 
Venezuela. La razón para que es te 
conocimiento diste de ser fácil no 
es otra que la gran cantidad de re-
servas que han acompañado a la 
ratificación de aquel Código por par-
te de casi todos los Estados que lo 
aceptaron, y lo mal conocidas que 
son s u suerte posterior y la manera 
con que la parte p lenamente acep-
tada ha s ido conjugada e n cada uno 
de aquel los países con sus s i s temas 
internos de Derecho internacional 
privado. La buena información que 
sobre es tos puntos el autor propor-
ciona a sus lectores es suficiente 
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para subrayar la oportunidad del 
trabajo del doctor Parra Aranguren 
y la uti l idad que ha de prestar a 
cuantos juristas lo manejen. 
Un aspecto en el que el autor no 
ha s ido tan ampl io en sus informa-
ciones es el de máxima actualidad 
relativo a los intentos de unifica-
ción entre los s i s temas de Derecho 
internacional privado contenidos 
respect ivamente en el Código Bus-
tamante y en los Tratados de Mon-
tevideo, sin duda porque el doctor 
Parra ha tratado recientemente el 
t ema en un artículo publicado en 
1974. 
Las ú l t imas páginas del estudio 
del profesor Parra Aranguren es-
tán dedicadas a la posibi l idad de l a 
ratificación por España del Código 
Bustamante . A este efecto, recuer-
da la iniciativa del profesor Lasala 
Llanas en 1934 y la polémica a que 
dio lugar entre los especial istas es-
pañoles: impugnación total de la 
propuesta por Don Federico de Cas-
tro y posibil idad de adhesión con 
reservas, sugerida por el profesor 
Quero Molares. 
Un reflejo de es ta polémica fue l a 
defensa de l a tesis de Lasala Llanas 
en un artículo del profesor Her-
mann Corvington, publicado en 1937 
en la Revista del maestro Sánchez 
de Bustamante dirigida en La Haba-
na, que no tuvo repercusión en 
nuestra piel de toro. ¡Buenos está-
b a m o s entonces los españoles para 
preocuparnos del Código Busta-
mante! 
Renovada, a cuarenta años de dis-
tancia, la iniciativa de Don Manuel 
de Lasala por el profesor Parra, no 
puede regatearse a éste la gratitud 
que merece su gesto, en cuanto ex-
ponente de aproximación de las Re-
públicas americanas con el v iejo 
solar hispano, pero m u c h o teme-
m o s que el m o m e n t o no sea el más 
oportuno para ello. 
Al releer las viejas páginas escri-
tas por De Castro y por Quero, pa-
rece evidente que n o sólo conservan 
su validez, s ino que, seguramente, 
España tiene m á s dificultades hoy 
que durante su segunda República 
para aceptar el Código Bustaman-
te, con o s in reservas. 
Sin án imo de polémicas , que esta-
ría fuera del ugar en una sencilla 
recensión, el primer obstáculo se-
rá la s ituación de transitoriedad que 
atraviesa el Código Bustamante , 
pendiente de su adaptación a los 
Tratados de Montevideo, que, de 
ser realizada, alejará m á s al siste-
m a conflictual americano del vi-
gente en España. 
Por parte de ésta, acabamos de 
estrenar un s i s tema de Derecho in-
ternacional privado, el contenido en 
la revisión del Título Preliminar 
del Código civil de 1974, reforma 
influida por diferentes tendencias, 
pero sin que ninguna de ellas coin-
cida con las que presidieron la obra 
de Bustamante y sus colaboradores. 
España vive, además , desde la 
suces ión en la Jefatura del Estado, 
una etapa de apertura hacia Euro-
pa, mot ivada por el factor demo-
gráfico de la emigración de espa-
ñoles a países de nuestro continen-
te. Empieza a interesar m á s que 
nunca la obra codificadora de La 
Haya. En esta situación, la adhe-
s ión o acces ión al Código Busta-
mante es posible que, m á s que un 
progreso, const i tuyese una remora, 
cualesquiera que fuesen las reser-
vas que la acompañaran. 
Es tas l íneas n o expresan m á s que 
una primera impresión, que es po-
sible que un estudio a fondo, ajeno 
o propio, fuese susceptible de rec-
tificar. En cambio no es provisio-
nal, s ino definitivo, el aplauso al 
profesor Parra por su excelente mo-
nografía y la gratitud que, como 
españoles , le debemos por ella. Adol-
fo MIAJA DE LA MUELA. 
DUTOIT, Bernard: La natio-
nalité de la femme mañee. 
V o l u m e n 2, Afr ica , con la co-
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laborac ión d e D a n i e l D u m u s c , 
Yves Gonset y Héléne Maire-
de Riedmatten. Faculté de 
droit de Lausanne. Travaux et 
recherches de l'Institut de 
droit comparé. Librería Droz. 
Genéve, 1976. 265 páginas. 
En este vo lumen 2 de la obra, el 
Prof. Dutoi t ofrece al lector u n lo-
gradís imo estudio comparat ivo de 
los regímenes v igentes actualmente 
en los cuarenta y tres Estados afri-
canos en materia de nacionalidad 
de la mujer casada. El vo lumen 1, 
dedicado a Europa, había s ido pu-
bl icado bajo la dirección del m i s m o 
autor (Catedrático de la Universidad 
de Lausanne y Director del Institu-
to de Derecho Comparado), con la 
colaboración de Gonset, Maire-de 
Riedmatten y Perrigault-Florio, en 
Ginebra, 1973 (Una reseña bibliográ-
fica sobre es te primer vo lumen pue-
de verse en la R. Critique, T. LXIII-
1974, pág. 220). 
El tema objeto de esta investiga-
ción no puede ser m á s sugest ivo: 
presenta, por una parte, el interés 
teórico de versar sobre una de las 
cuest iones de mayor actualidad en 
la que pugnan las diversas concep-
ciones sobre el matr imonio , la fa-
mil ia y la igualdad o la subordina-
ción de los sexos, y, ofrece, por otra 
parte, el indudable interés práctico 
de brindar una información exhaus-
tiva y actualizada de la normativa 
vigente en los dist intos Estados , cu-
yo conocimiento se hace preciso, 
cada vez con m á s frecuencia, dado 
el notable incremento de los matri-
m o n i o s entre subditos de diferen-
tes países . 
E l vo lumen que comentamos si-
gue sustancialmente el m i s m o plan 
exposit ivo que el anterior. E n u n a 
Primera Parte de la obra se intenta 
ofrecer una v is ión s intét ica o pano-
rámica del conjunto de los regíme-
nes africanos e n mater ia de nacio-
nal idad de la mujer casada. En el 
vo lumen 1 (dedicado a Europa) se 
había puesto de relieve la creciente 
debil itación del s i s tema unitario en 
materia de nacionalidad de los cón-
yuges y la correlativa expansión del 
s i s tema dualista, bajo la influencia 
de las nuevas concepciones del ma-
tr imonio y de la igualdad de dere-
chos de la mujer. Según el sistema 
unitario, que había inspirado las le-
gislaciones del siglo pasado, basadas 
en una concepción patriarcal de la 
famil ia heredada del Derecho ro-
mano, la mujer casada debe seguir, 
en todo caso la nacionalidad de su 
marido. Conforme al sistema dua-
lista, basado en el principio de que 
nadie debe ser obligado a cambiar 
de nacionalidad en contra de su 
voluntad y en el de la igualdad de 
los derechos del hombre y de la 
mujer, se admite la posibil idad de 
que los miembros de una m i s m a 
familia obstenten nacional idades 
diversas y se establece la regla ge-
neral de que el matr imonio n o es 
causa automática y necesaria del 
cambio de la nacionalidad de los 
esposos . A este s is tema, que actual-
mente puede considerarse c o m o 
predominante en el contexto legis-
lativo internacional, se ha incorpo-
rado rec ientemente España, tras la 
reforma operada en el Código ci-
vil por la Ley de 2 de mayo de 1975. 
(Sobre el nuevo Derecho español 
puede verse Luces Gil, F. «Análi-
sis de las modif icaciones introduci-
das en el régimen de la nacionalidad 
española por la Ley de 2 de m a y o 
de 1975», en R.G.L.J., n.° 2, agosto 
de 1975, págs. 101-134 y Pere Ra-
luy, J. «Las nuevas normas sobre 
la nacionalidad», en R. Pretor, n.° 
89, Sep.-Oct. 1975. págs. 71-112). Pero 
este vo lumen 2, consagrado a Afri-
ca, no permite esta perspectiva his-
tórica, ya que las legislaciones de 
los países africanos se inician con 
posteridad a la descolonización y 
son, por tanto, muy recientes. Por 
ello, el autor toma c o m o punto de 
mira para esta vis ión panorámica 
de los s i s temas africanos en mate-
ria de nacionalidad de la mujer ca-
sada, la influencia ejercida por el 
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Derecho de los antiguos dominios 
coloniales, poniendo de relieve la 
clara huella de esta influencia que 
se advierte en los Estados del área 
anglosajona, c o m o contrapuesta a 
la de los Estados pertenecientes al 
área francesa (seguidores de las di-
rectrices del antiguo s i s tema fran-
cés de 1945, que ha sufrido una pro-
funda modif icación por la Ley del 
9 de febrero de 1973). En esta pri-
mera parte del Libro se agrupan 
los diferentes s i s temas africanos en 
las s iguientes tendencias: 1.a) Paí-
ses que s iguen un s i s tema dualista 
puro, c o m o Argelia, Mozambique, 
Liberia, etc.; 2.a) Países que han 
adoptado u n s i s tema dualista ate-
nuado, con diversos mat ices , que 
son la gran mayoría de los Estados 
africanos, entre los que cabe citar 
a Rodesia, Sierra Leona, Uganda, 
Tanzania y Zambia; 3.a) Países que 
siguen u n s i s tema mixto , que impli-
ca una combinación del unitario y 
del dualista, c o m o Dahomey, Gui-
nea, Alto Volta, Senegal, etc. y 4.a) 
Por úl t imo, un reducido número de 
Estados , c o m o el de Etiopía y So-
malia, que se caracterizan por la 
adopción de un s i s tema unitario ce-
rrado. 
En la Segunda Parte de la obra 
(la m á s extensa, págs. 11 a 261) se 
aborda el es tudio particular y ana-
lítico del régimen vigente en esta 
materia de la nacionalidad de la 
mujer casada en cada uno de los 
cuarenta y tres países africanos, que 
se ordenan por orden alfabético. 
Cada país es objeto de una logradí-
s ima reseña particular, s iguiéndose 
en todas ellas la m i s m a sistemática, 
que comprende los s iguientes apar-
tados: 
I.—Legislación aplicable, con pre-
cisa indicación de las fuentes lega-
les y de las distintas publicaciones 
donde pueden encontrarse los tex-
tos originales y sus traducciones a 
otros id iomas. 
II.—Síntesis del sistema, que con-
siste en un logrado resumen del De-
recho vigente en cada Estado, di-
vidido a s u vez e n los s iguientes 
epígrafes: A) Situación de la ex-
tranjera que contrae matr imonio 
con un subdito del país; B) Situa-
ción de la mujer nacional que se 
casa con u n extranjero, analizán-
dose cada uno de los supuestos , las 
normas generales y sus excepciones, 
el poder de control gubernativo, los 
casos de doble nacional idad y los 
efectos de la nul idad y de la diso-
lución del matr imonio; C) El régi-
m e n del cambio de la nacionalidad 
del marido durante el matr imonio 
y su influencia en la nacionalidad 
de la esposa, el de la naturalización 
del extranjero que hubiere contraí-
do matr imonio con una subdita del 
país, y las normas de Derecho tran-
sitorio. 
III .—Tendencias del sistema, e s 
decir, su encuadramiento respecto 
de los dos grandes modelos contra-
puestos (unitario o dualista), con 
indicación sumaria de los matices 
peculiares que presenta. 
IV.—Convenios internacionales, 
bilaterales suscri tos por cada uno 
de los Estados objeto de estudio. 
V.—Finalmente, una referencia a 
la bibliografía fundamental sobre el 
régimen legal de la nacionalidad de 
cada uno d e los países , informa-
ción de inest imable uti l idad para 
quien desee abordar una investiga-
ción en profundidad sobre el tema. 
Fel ic i tamos al Profesor Dutoit y 
a sus colaboradores por es ta logra-
dís ima producción científica y es-
peramos expectantes la aparición de 
los nuevos vo lúmenes anunciados 
que se ocuparán de los s i s temas vi-
gentes en América y en Asia. Fran-
cisco LUCES G I L , 
SCHNEIDER, Bernard: Le do-
micile international. Ed. Ides 
et Calendes. Neuchatel , 1973. 
242 páginas. 
La reciente modif icación del sis-
tema español de Derecho interna-
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cional privado, ha planteado late-
ralmente la cuest ión de las cone-
xiones, especia lmente en materia de 
estatuto personal. N o puede decir-
se que se hayan producido varian-
tes notables respecto a nuestra tra-
dición legislativa, puesto que se ha 
«mantenido el criterio, a la vez tra-
dicional y generalizado, del imperio 
de la ley nacional en todo lo con-
cerniente a la persona y a las rela-
ciones jurídicas donde t ienen acogi-
da los derechos inherentes a ella» 
(Preámbulo del Decreto 1.836/74, de 
31 de mayo , que dio fuerza de ley 
al Título Preliminar del Código ci-
vil) . La fórmula e s discutible, pues-
to que históricamente el domici l io 
es anterior a la nacionalidad y, 
por otra parte, hoy aparecen con 
fuerza nuevas conexiones . Así su-
cede con la residencia habitual, que 
ha aparecido de forma secundaria 
y residual en nuestro s i s tema de 
conexiones. Este hecho contribuye 
a replantear la vieja polémica, a la 
luz del desarrollo que en el derecho 
convencional y en el de los dist intos 
s i s temas nacionales se ha produ-
cido. 
Es b ien sabido que tras la acep-
tación generalizada de las tesis man-
cinianas en el marco continental 
europeo, a lo largo de todo el si-
glo x ix , el régimen convencional 
de La Haya ha potenciado en este 
siglo el renacimiento de otras cone-
xiones dist intas a la nacionalidad. 
Por esta razón, la obra de Schnei-
der t iene gran actualidad en Es-
paña. Como pone de relieve el au-
tor en su conclusión general, acaso 
una de las pocas cosas claras sea 
el que no existe solución alguna que 
sea enteramente satisfactoria. N i la 
nacionalidad, ni el domici l io consti-
tuyen respuestas definitivas, s ino 
que «il semble qu'un compromis 
doive étre trouvé par una reparti-
t ion des points de rattachement en-
tre les diverses inst i tutions du sta-
tut personnel» (pág. 230). Pero esta 
idea y este resultado, que nos pare-
cen correctos, entran en abierta con-
tradicción con la solución hoy vi-
gente en nuestro país , ya que nos 
encontramos ante un estatuto exor-
bitante y apoyado enteramente en 
la nacionalidad, s in que determina-
das relaciones o categorías queden 
bajo el imperio de la ley domicil iar 
o la de la residencia habitual. 
Como pone de relieve este autor 
suizo, «le domici le et la residence 
habituelle gagnent certes du terrain, 
mais l entement et sue lement dans 
les domaines marginaux; la natio-
nalité reste, et restera longtemps 
encore, le critére de principe» (pág. 
11). Su obra, basada en las expe-
riencias francesa, suiza y alemana, 
utiliza el t ítulo de domici l io inter-
nacional, para distinguir expresa-
mente —al m o d o que lo hacía Ni-
boyet— este término c o m o punto 
de conexión, es decir, c o m o con-
cepto autónomo del Derecho inter-
nacional privado. Resulta entonces 
que el concepto ci tado no coincide 
en todos sus l ímites con el domici-
l io en derecho interno. Como dice 
Schneider, «dans les droits inter-
nes le domici le est u n e l e m e n t 
permettant de localiser f ict ivement 
une personne en u n endroit du te-
rritoire national. E n droit interna-
tional privé le domici le doit expri-
mer le l ien réel d'une personne avec 
la société dans laquelle elle vit» 
(pág. 227). Las consecuencias de tal 
idea son las s iguientes: en pr imer 
término, si una persona no t iene 
efect ivamente su domici l io en nin-
gún país , n o se le atribuirá ningu-
n o en concreto mediante el estable-
c imiento de una serie de ficciones, 
s ino que deberá operar una cone-
xión subsidiaria. En segundo lugar, 
si una persona está domici l iada en 
dos países dist intos, habrá que de-
terminar con cuál de el los t iene la-
zos m á s fuertes para determinar la 
ley realmente aplicable. Finalmen-
te, puede afirmarse que no existe 
domici l io legal en el ámbi to del De-
recho internacional privado. 
A juic io de Schneider, el domi-
cil io supone un lazo material y 
784 R E S E Ñ A BIBLIOGRÁFICA 
subjet ivo entre una persona y un te-
rritorio determinado. Ahora bien, 
este t ipo de construcción, que re-
sulta tan grata a muchos autores , 
es pel igrosa a la hora de valorar el 
componente subjet ivo, dadas sus 
especiales características. De este 
peligro es consciente nuestro autor, 
cuando afirma que para localizar 
formalmente el domici l io de una 
persona, se precisa valorar el esta-
blec imiento en u n determinado lu-
gar de los intereses reales de esa 
persona, así c o m o la duración del 
m i s m o , debiendo conceder a su vo-
luntad expresa o tácita un valor 
relativo (Cfr., pág. 226). 
Una de las cuest iones que pueden 
surgir respecto al l lamado domici-
l io internacional, se refiere a la de-
terminación de sus l ímites respecto 
a categorías vecinas, c o m o sucede 
con la residencia habitual. Tal pro-
b lema es propio del Derecho espa-
ñol, af irmando Schneider que la 
«residence habituel le n'est pas es-
sentie l lement un e lement different 
du domici le; son originalité consis-
te avant tout en ce qu'elle a tou-
jours été concue c o m m e une no-
t ion á vocat ion internationale, dé-
poil lée du corset des défintions na-
tionales» (pág. 12). E s lógico pensar 
que ello sea así, si t enemos en 
cuenta el origen histórico del do-
mici l io , mientras que la residencia 
habitual únicamente se reafirma co-
m o punto de conexión propio del 
Derecho internacional privado a par-
tir de los trabajos realizados por la 
Conferencia de La Haya. 
Un juicio valorativo del trabajo 
d e Schneider n o s conduciría a 
distintas consideraciones. Mientras 
que la primera parte de la obra es 
puramente descriptiva de los pro-
b lemas generales relativos a las dis-
t intas conexiones que operan en ma-
teria de es tatuto personal , la segun-
da supone un análisis m á s profun-
do de los problemas específ icos del 
domici l io . El lo explica ciertas la-
gunas detectables en el primer sec-
tor, derivadas de su marcada ampli-
tud, especia lmente por l o que se re-
fiere a la evolución y problemas en 
el marco del Derecho convencional 
de La Haya. El segundo sector tiene, 
por el contrario, u n mayor interés 
y su lectura es sumamente reco-
mendable a los efectos de compa-
tibilizar los s i s temas de base nacio-
nal ista con conexiones dist intas, 
cuando consideraciones de orden 
técnico lo exijan. La noc ión del do-
mici l io es m u y util izada por los in-
ternacionalistas, pero n o s iempre 
bien conocida en sus términos ac-
tuales. La obra de Schneider, de 
gran claridad exposit iva y con va-
lores innegables , ayudará a situar 
una polémica que sin duda se reac-
tivará en España, en los términos 
m á s rigurosos y actuales . Luis Igna-
c io S Á N C H E Z RODRÍGUEZ. 
HANOTIAU, Bernard: Les 
problémes de sécurité sociale 
des travailleurs migrants. Lan-
d e r S. A. Editeurs. Bruxel les 
1973. 178 páginas. 
La seguridad social ha venido ca-
racterizándose desde sus orígenes 
por una tendencia marcadamente 
nacionalista derivada de la organi-
zación unilateral, por parte de cada 
Estado, de su propio s i s tema en 
esta materia. Se producía, en con-
secuencia, una fuerte distors ión en-
tre los dist intos s i s t emas estatales , 
principalmente con referencia al fin 
perseguido con la acción protectora 
de la seguridad social y, en concre-
to, a las técnicas específ icas utiliza-
das para llevar a la práctica la pro-
tecc ión pretendida. 
En la actualidad, sin embargo, se 
registra una cierta armonía en las 
soluciones estatales , que t iene s u 
origen en una genérica t o m a de con-
ciencia universal (respecto de la 
cual el art. 22 de la Declaración Uni-
versal de Derechos H u m a n o s n o es 
ajena) y e n el extraordinario des-
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arrollo que han experimentado en 
los ú l t imos años los movimientos 
migratorios . Dichos factores han ge-
nerado c iertamente una tendencia 
por parte de las normativas estata-
les hacia la protección de los mis-
m o s riesgos y hacia la aplicación de 
determinados beneficios sociales a 
categorías profesionales similares. 
N o obstante, los problemas que 
ofrece en la práctica la seguridad 
social de los trabajdores emigran-
tes presenta una gran complej idad 
pues , en definitiva, se derivan de 
la coexistencia de s i s temas mal 
coordinados, y dichos problemas se 
ven incrementados cuando en la re-
lación internacional de seguridad 
social entran a formar parte traba-
jadores procedentes de distintas 
áreas económicas . 
Hanotiau, desde la perspectiva 
de un importante país de acogida 
de trabajadores extranjeros (Bélgi-
ca) ha procedido, en un primer mo-
mento , a realizar u n catálogo de 
problemas que, según él, estaría 
integrado por cuatro rúbricas prin-
cipales: 1.a) El ámbi to de aplicación 
espacial de las legislaciones de se-
guridad social; 2.a) La condición de 
los extranjeros respecto a las leyes 
sociales del país donde pretenden 
ejercer su actividad; 3.") La conser-
vación de los derechos adquiridos 
por los trabajadores emigrantes en 
su país de origen en el país de aco-
gida, y 4.a) La posibil idad de que 
tales trabajadores conserven dere-
chos en curso de adquisición. 
En un segundo momento , ha pro-
yectado del catálogo descrito en el 
marco de las legislaciones internas, 
l legando a la conclusión de que los 
s i s temas nacionales en materia de 
seguridad social resultan insuficien-
tes al no asegurar la plenitud de los 
derechos de los trabajadores emi-
grantes y de sus familias, por lo 
que es necesario acudir a instru-
mentos de carácter internacional 
que permitan atender estos objeti-
vos y que, en definitiva, propicien 
la armonización de los s i s temas na-
cionales. Esta es , a juicio del autor, 
la solución m á s adecuada para po-
ner fin a los problemas internacio-
nales de seguridad social, y a ella 
dedica la segunda parte de la obra, 
examinando, en primer lugar, las 
soluciones convencionales a partir 
de una clasif icación tripartita: con-
venios bilaterales, convenios multi-
laterales y reglamentos de la Co-
munidad Económica Europea. 
Los primeros , no sólo son los m á s 
antiguos, s ino que son en la actua-
lidad los m á s generalizados y se 
suelen subdividir en razón de la 
materia y en razón de los sujetos . 
Los segundos es tán generalmente 
restringidos a determinadas catego-
rías profesionales de trabajadores, 
aunque en ocas iones t ienen su base 
en la coordinación y extensión de 
un convenio bilateral a terceros Es-
tados. Por úl t imo, los reglamentos 
comunitarios , en concreto, el núm. 
3 (de 25 de set iembre de 1958) y el 
núm. 4 (de 3 de dic iembre de 1958) 
const i tuyen el t ipo m á s avanzado 
de coordinación y han supuesto una 
importante innovación en las rela-
ciones de seguridad social entre los 
países miembros de la C.E.E.; tie-
nen, además , importancia por pro-
yectarse en ocas iones sobre los con-
venios bilaterales (por ejemplo, el 
Convenio general Hispano-Alemán 
sobre Seguridad Social de 29 de 
octubre de 1959). 
El estudio de las soluciones que 
ofrecen los instrumentos internacio-
nales de los que Bélgica forma par-
te const i tuye el ú l t imo sector de la 
obra y, s in duda, el m á s elabora-
do; dicho estudio pretende revelar 
el grado de protección que cada 
campo específ ico de la Seguridad 
Social otorga a los trabajadores ex-
tranjeros y a sus familiares y las 
etapas que restan para el logro de 
una plenitud total de derechos res-
pecto de los nacionales. 
Destaca el l ibro de Hanot iau 
por su claridad y sencillez y re-
sulta de evidente interés para inter-
nacionalistas y laboristas españoles 
786 R E S E Ñ A BIBLIOGRÁFICA 
por destacar en alguna medida las 
relaciones hispano-belgas que tie-
nen su base en el Convenio general 
Hispano-Belga sobre Seguridad So-
cial de 28 de noviembre de 1956. 
Dos observaciones de importancia 
pueden, sin embargo, señalarse. La 
primera referida a la casi total au-
sencia de base jurisprudencial; se-
ría, en este sentido, interesante, co-
nocer la práctica seguida por los 
tribunales belgas para ponerla en 
relación con la seguida por nuestros 
tribunales en la aplicación del régi-
m e n bilateral en materia de Segu-
ridad Social. La segunda en relación 
al hecho de no haberse resaltado la 
posible incidencia en es te sector 
de confl ictos de autoridades que se 
pueden producir c laramente cuando 
entran en contacto organismos de 
Seguridad Social pertenecientes a 
dist intos Estados respecto a la pro-
tección de los trabajadores emi-
grantes. 
Con todo, la obra reseñada es im-
portante, si no por su aportación, 
sí por su didact ismo, y e s t imamos 
que estudios de este t ipo debieran 
tener reflejo en nuestro país por la 
incidencia creciente de la problemá-
tica apuntada. Los trabajos del pro-
fesor Marín López sobre el t ema 
suponen en este ámbito un adecua-
do punto de partida. J . C. FERNÁN-
DEZ ROZAS. 
La condición social y jurídica 
de la mujer.—Escuela Social 
de Granada. Estudios con mo-
tivo del «Año Internacional de 
la mujer». Granada, 1975. 327 
páginas. 
La Escuela Social de Granada ha 
editado un libro de Estudios con 
mot ivo del «Año Internacional de 
la Mujer» a cargo de profesores de 
la Facultad de Derecho y de la Es-
cuela Social. 
Ante todo, hay que agradecer a 
los diversos autores de es tos es-
tudios s u contribución a una m e j o r 
comprens ión de los problemas de 
la mujer en orden a un reconoci-
miento de su igualdad jurídica con 
el hombre así c o m o al es tudio so-
ciológico de la condición de la mu-
jer. Algunos de es tos trabajos se 
refieren de manera concreta a la 
situación tanto social c o m o jurídica 
de la mujer en España. 
Encabeza esta serie de val iosos 
estudios el del Catedrático de la Fa-
cultad de Derecho y Director de la 
Escuela Social de Granada, Prof. 
A n t o n i o M A R Í N LÓPEZ q u e trata 
el t ema de La condición social y ju-
rídica de la mujer en los trabajos de 
las Naciones Unidas (págs. 7-55). 
Una de las tareas fundamentales 
que se ha propuesto llevar a cabo 
la O.N.U. es el logro de la protec-
ción y garantía de los derechos del 
hombre a través de la no discrimi-
nación por mot ivos de raza, nacio-
nalidad, religión, edad o sexo. Co-
m o parte de este programa y a fin 
de promover dentro de los dist intos 
Gobiernos una protección general 
de la mujer para que ésta pueda 
disfrutar de todos los derechos que 
tiene el hombre, la Resolución de 
la Asamblea General 3.010 (XXVI) 
de 18 de diciembre de 1972 proclamó 
el año 1975 c o m o «Año Internacio-
nal de la Mujer». 
La preocupación por la discrimi-
nac ión a que tanto social c o m o po-
lít ica y jurídicamente se ve someti-
da la mujer empieza a aflorar con 
los movimientos feministas de fi-
nales del siglo x ix , que t ienen su 
repercusión práctica en la conclu-
s ión de diversos Convenios a prin-
cipios del actual (Convenios de Pa-
rís, de Ginebra, Comisión interame-
ricana de la mujer, etc.). 
Pero es en el marco de la O.N.U. 
en donde la defensa de los derechos 
de la mujer, c o m o una de las pro-
yecciones de los derechos de la per-
sona humana, cobra vigor. La Car-
ta de las Nac iones Unidas estable-
ce por primera vez de una manera 
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clara, tanto en su preámbulo c o m o 
en el articulado, la igualdad de dere-
chos de hombres y mujeres . 
Para u n mejor es tudio y solución 
de los problemas de la condición 
de la mujer , la Res. del Consejo 48 
(IV) de 29 de marzo de 1947 crea 
una Comisión que tiene por objeto 
presentar informes y recomendacio-
nes al Consejo para promover los 
derechos de la mujer en los ámbi-
tos polít ico, económico, social y edu-
cativo. 
El Prof. Marín s igue la sistema-
tización que hace Margaret K. Bru-
ce en cuanto a los resultados con-
seguidos por dicha Comisión de la 
condición de la mujer, agrupán-
dolos en: 
A) Derechos de las mujeres. La 
Comisión consideró necesario el es-
tudio de los s iguientes: 
1) Derechos pol í t icos d e la mu-
jer. El autor estudia los diversos 
trabajos de la Comisión, fruto de los 
cuales es la Res . de la Asamblea 
General 640 (VII) de 20 de diciem-
bre de 1952 e n la que se pone de 
relieve el interés de N.U. en pro-
mover la igualdad de derechos de 
hombres y mujeres; es t ima ineludi-
ble el reconocimiento de los dere-
chos pol í t icos de las mujeres y 
l leva c o m o anexo un Convenio so-
bre tales derechos inspirado en el 
art. 21 de la Declaración universal 
de los derechos humanos , recono-
c iendo en s u preámbulo que toda 
mujer t iene derecho a tomar parte 
en el gobierno de su país , así c o m o 
el derecho de igual acceso a las 
funciones públicas. 
H a n proseguido los trabajados pa-
ra su aplicación; tanto la Asamblea 
General c o m o el Consejo Económico 
y Social han dictado diversas Re-
soluciones tendentes a conseguir la 
equiparación entre hombres y mu-
jeres respecto a sus derechos po-
lít icos. 
2) Derechos a una nacionalidad. 
El principio de unidad nacional fa-
miliar, aplicado generalmente has-
ta comienzos del siglo actual, lle-
vaba c o m o consecuencia les iones 
e n los derechos así c o m o proble-
mas , tanto posi t ivos c o m o negati-
vos , de nacionalidad en la mujer 
que casaba con hombre de nacio-
nal idad dist inta a la suya. Aunque 
algunos derechos pos i t ivos internos 
ya habían reconocido la no inci-
dencia del matr imonio en la nacio-
nalidad de la mujer, es el Conve-
n io de N.U. de 1957 sobre naciona-
l idad de la mujer casada el que 
establece de un m o d o general que 
ni la celebración ni la disolución 
del matr imonio ni el cambio de na-
cionalidad del marido afectarán au-
tomát icamente a la nacionalidad de 
la mujer. 
La importancia e influencia de 
este Convenio en las legislaciones 
internas de los Estados es notoria 
(como ejemplo reciente, p o d e m o s ci-
tar la reforma llevada a cabo en 
el C. c. español de los artículos 
referentes a la nacionalidad de la 
mujer casada, por Ley de 2 mayo 
1975). 
3) Derechos relativos al matr i 
monio y a la familia.—El Dr. Ma-
rín estudia los trabajos de la Co-
mis ión de la condic ión de la mujer 
sobre los derechos de ésta al ma-
trimonio, durante el matr imonio y 
s u disolución, así c o m o los proble-
m a s derivados de la s ituación de 
la mujer e n los países subdesarro-
l lados, trabajos que dieron lugar a 
varias Res. del C.E.S. así c o m o a la 
Res. de la Asamblea General 1.763 
(XVII) de 7 noviembre 1962 que 
contenía u n Convenio sobre el con-
sent imiento para el matr imonio , la 
edad mínima para contraerlo y el 
registro de matr imonios . En diver-
sas Res. del Consejo se han tocado 
temas relativos a aspectos labora-
les, patrimoniales , derechos y debe-
res paternos, planificación familiar, 
etc., tendentes a lograr la igualdad 
jurídica de los cónyuges . 
4) Derechos económicos.—La Co-
mis ión ha estudiado el acceso y las 
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condiciones de empleo de las mu-
jeres, el pago igual por igual tra-
bajo, la formación profesional, edad 
de retiro y derechos de jubilación, 
etc., en estrecha vinculación con 
la OIT. 
5 ) Derechos a una educación.— 
E n colaboración con la UNESCO, 
la Comisión de la condición de la 
mujer ha adoptado numerosas re-
comendaciones para el iminar todo 
t ipo de discriminación contra la 
mujer en el ámbito de la educa-
ción. El Prof. Marín analiza diver-
sas Res. relativas al acceso de la 
mujer a la educación, la ciencia y 
la cultura. 
B) Declaración sobre la elimina-
ción de la discriminación contra las 
mujeres. 
El autor examina los trabajos de 
la Comisión que dieron c o m o resul-
tado la Declaración contenida en 
la Res. 2 . 2 6 3 (XXII) de la A. G. 
de 7 noviembre 1 9 6 7 , así c o m o las 
posteriores tendentes a s u aplica-
ción. 
Según dicha Declaración, la dis-
criminación contra la mujer es con-
traria a la dignidad humana y al 
bienestar de la familia y de la so-
ciedad. Establece medidas para ga-
rantizar el principio de igualdad de 
derechos para hombres y mujeres . 
C) Programa unificado a largo 
plazo. 
Tiene su origen en la Res. de la 
A. G. 1 .777 (XVII) de 7 diciembre 
1 9 6 2 en la que se pide al Secretario 
General que estudie «la posibil idad 
de establecer y desarrollar nuevos 
recursos dest inados especialmente 
a iniciar y aplicar el programa de 
las N . U. unif icado a largo plazo pa-
ra el progreso de las mujeres». El 
Prof. Marín hace un val ioso análisis 
del objeto y de los diversos temas 
de estudio del programa. 
Destaca e n sus conclus iones la 
extraordinaria labor l levada a cabo 
por la Comisión de la condición de 
la mujer, aunque no ha quedado 
p lasmada e n tantos instrumentos 
convencionales c o m o sería deseable, 
s iendo opt imista respecto de lo 
que puede alcanzar e n el ámbi to in-
ternacional, reforzada por las reco-
mendaciones contenidas en la Res. 
de la A. G. 3 . 0 1 0 (XXVI) de 1 8 di-
c iembre 1 9 7 2 que proclama el año 
1 9 7 5 «Año Internacional de la Mu-
jer». 
Hay que señalar la oportunidad 
del trabajo del Dr. Marín ya que 
el reciente cambio que se ha opera-
do en la legislación española so-
bre la s i tuación jurídica de la mu-
jer casada, reflejo de la postura 
de N.U., hace posible la ulterior 
adhes ión de España a los dist intos 
Convenios patrocinados por dicha 
Organización. 
El s iguiente estudio, sobre la ga-
rantía de los derechos de la mujer 
en el Derecho canónico, se debe al 
profesor Franc i sco V E R A U R B A N O : 
«La condición de la mujer ante el 
ordenamiento canónico» (págs. 5 7 -
8 6 ) , dedicado especialmente a la 
discriminación con respecto a la 
participación de la mujer en las 
funciones públicas de la Iglesia, así 
c o m o al movimiento actual tenden-
te a posibil itar el acceso de la mu-
jer al servicio de la Iglesia. 
El tercer trabajo, de J o r g e R I E -
z u M A R T Í N E Z : «Cambio social e 
integración de la mujer en la so-
ciedad actual», const i tuye un aná-
lisis sociológico de la condición fe-
menina. 
Los restantes estudios del presen-
te vo lumen se refieren a la posic ión 
de la mujer tanto ante la sociedad 
c o m o ante la legislación española: 
Ju l io IGLESIAS DE U S S E L : «La 
posic ión social de la mujer en la 
sociedad española» (págs. 1 2 7 - 1 6 1 ) . 
Bernardo M O R E N O QNESADA: «La 
condic ión c iv i l de la m u j e r e n e l 
Derecho español» (págs. 1 6 5 - 2 0 4 ) . 
J o s é A . S Á I N Z CANTERO : «La con-
dic ión jurídica de la m u j e r en 
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el Código Penal español» (págs. 205-
236). 
Eduardo ROCA ROCA: «Aspectos 
de la condición jurídica de la mujer 
en el Derecho administrativo espa-
ñol» (págs. 237-257). 
Rafae l MARTÍNEZ M I R A N D A : «La 
condic ión de la m u j e r en e l D e -
recho del trabajo español» (págs. 
259-296). 
Se cierra el vo lumen con una 
N o t a a cargo de Rosa M . A CAPEL 
M A R T Í N E Z : «Los part idos pol í t icos 
ante el voto femenino en la segun-
da república española» (págs. 299-
325). M." Antonia GOZÁLBEZ GINER, 
LUCAS FERNANDEZ, Fran-
cisco: Inversiones extranje-
ras en España, Editorial Re-
vista de Derecho Privado, Ma-
drid, 1975; 463 páginas. 
El régimen jurídico de las inver-
s iones extranjeras es un tema de 
creciente interés entre los juristas, 
economistas , hombres polít icos y en 
el c o m ú n de los ciudadanos. Por 
razón de potenciación económica 
que representan, pero también por 
la posibil idad de control polít ico y 
económico que ponen en manos de 
los inversores extranjeros, preocu-
pan cada día más . El m á s ampl io 
foro mundial , la Asamblea General 
de las Naciones Unidas y otros orga-
n i smos internacionales se han he-
cho eco de esta preocupación en 
sus resoluciones relativas a los de-
rechos y deberes económicos de los 
Estados , al nuevo orden económico 
internacional y al progreso y des-
arrollo económico y social. 
La doctrina internacionalista vie-
ne ocupándose también de las inver-
siones extranjeras, cada vez con 
m á s asiduidad. Muestra de ello son 
trabajos c o m o los de E. Snyder 
(The Int. and Comp. Law Quarter-
ly, 1961), C. H. Alexander (Ibidem, 
1952), G. Kojaneck (Communitá Int., 
1963), A. Drucker (The Int. and 
Comp. Law Q., 1967). Kopelmanas 
(Comunicazioni e Studi, vol. XII ) , 
Shawcross (Rec. cours, 1961), G. Sa-
cerdoti (Riv. D. Int. Privato e Pro-
cessuale, 1966), R. Pinto (Journal 
D. / . , 1967), G. Delaume (Ibidem, 
1966), P. S m e t s (Rev. Beige D. I., 
1973), G. Schwarzenberger (Foreign 
Investments and I. Law, 1969; obra 
que contiene una buena bibliogra-
fía sobre el tema) , Ph. Kahn (I. L. 
A., The present state of I. L., 1973), 
Larrea Holguin (Festchrift Wengler, 
I, 1973), etc. 
En nuestro país , en el que ha cre-
cido considerablemente en los últi-
m o s años la inversión extranjera, el 
legislador se ha visto precisado, en 
reiteradas ocasiones , a atender a su 
regulación legal. La úl t ima de ellas, 
mediante los Decretos 3.021, 3.022 
y 3.023, de 31 de octubre de 1974 
(vid. texto de es tas disposiciones en 
este Anuario, 1-1974, págs. 688 y 
sigs.). 
Una mención, muy lejana de la 
exhaustividad, desde luego, permite 
recordar las publicaciones doctrina-
les españolas m á s destacadas sobre 
el t e m a que nos ocupa, tales c o m o 
las de Amorós, Figueroa, Rovira, 
Uría, Vallet de Goytisolo y otros 
en el l ibro Las inversiones de capi-
tal extranjero en España (Madrid, 
1960), Garcés Bruses (obra de 1962), 
Verdera Tuells (Centenario le la Ley 
del Notariado, 1963, y Rev. de De-
recho Mercantil, 1966), Muro de la 
Vega (Rev. J. Cataluña, 1971), Fran-
cisco Fernández Flores (en es te 
Anuario 1-1974), etc. Y al autor del 
libro que ahora nos ocupa, Fran-
cisco Lucas Fernández, al que el 
tema de las inversiones extranjeras 
ya le es familiar (Vid. sus traba-
jos publ icados en Rev. de Derecho 
Notarial, 1971, y en Rev. Derecho 
Privado, 1972) y del que todos cono-
cemos , c o m o obra de gran interés, 
su libro La contratación en España 
por extranjeros. 
La publicación que ahora nos ocu-
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pa consta de los s iguientes capítu-
los: I) Noc ión de inversión extran-
jera, II) Clases de I. E., III) In-
versiones en Sociedades , IV) Acti-
vidades empresariales de no resi-
dentes , V) Cuentas en participación, 
VI) Régimen especial de adquisi-
ción de inmuebles , VII) Préstamos, 
VIII) Régimen de transferibilidad 
al exterior de los rendimientos y li-
quidaciones de las inversiones de 
los extranjeros. En un amplio Apén-
dice se recogen las m á s importan-
tes disposiciones legales españolas 
en materia de inversiones extranje-
ras. Y se completa el libro con un 
índice alfabético por materias . 
La obra de Lucas Fernández 
está concebida c o m o obra típica-
mente práctica. Creo que el autor 
se ha propuesto —y lo ha conse-
guido de manera excelente— hacer 
un manual , directo y puesto al día, 
sobre el régimen legal de las inver-
siones extranjeras en España. Para 
ello ha procedido a un tratamiento 
s i s temát ico de su objeto y ha uti-
l izado además de los textos legales 
de octubre de 1 9 7 4 , todo el cúmulo 
de disposiciones especiales de di-
verso rango y de resoluciones ad-
ministrativas, que perfilan en nues-
tro Derecho tal régimen legal. Tam-
poco faltan las referencias a traba-
jos doctrinales españoles sobre el 
tema. A nivel de uti l idad práctica, 
el l ibro de Francisco Lucas cum-
ple un papel importante en nuestra 
literatura jurídica sobre inversiones 
extranjeras en España. José A. C O -
RRIENTE. 
BAKER, James C. y BRAD-
FORD, M. Gerald: American 
Banks Abroad: Edge Act 
Companies and Multinational 
Banking. Praeger Publishers, 
N e w York 1 9 7 4 . 1 8 2 páginas. 
La Banca norteamericana juega 
en la hora actual u n papel prepon-
derante en el s i s tema crediticio de 
muchos países, incluso de alto nivel 
de desarrollo económico, dentro del 
denominado mercado del eurodólar. 
Sin embargo, a pesar de este prota-
gonismo, en el presente debe apun-
tarse que el crecimiento de la acti-
vidad bancaria internacional por 
parte de inst i tuciones de crédito 
norteamericanas ha sido relativa-
mente reciente. Si bien se registran 
algunos antecedentes , se puede afir-
mar que este fenómeno de expan-
sión no tendrá verdadera entidad 
hasta los años anteriores a la pri-
mera guerra mundial . En concreto, 
hasta 1 9 1 0 no se intensificarán las 
relaciones comerciales entre los Es-
tados Unidos y (en u n primer mo-
mento) los países e n poses ión de un 
grado insuficiente de capital; m á s 
tarde las relaciones iniciadas tími-
damente con Europa se incremen-
tarían espectacularmente. 
N o obstante, el proceso descrito 
no hubiese tenido virtualidad si no 
se hubiera visto acompañado de 
u n desarrollo normat ivo coheren-
te, que se remonta a los trabajos 
preparatorios de una Comisión mo-
netaria en 1 9 1 1 y que demostraron 
la necesidad de proclamar ciertas 
medidas l iberalizadoras tendentes a 
intensificar los servicios bancarios 
norteamericanos en el extranjero. 
Dichas medidas eran requisito in-
dispensable para el pretendido des-
arrollo del capital financiero. 
En la dirección apuntada, el Con-
greso promulgaba dos años m á s 
tarde una disposic ión de importante 
trascendencia en el futuro, la Fede-
ral Reserve Act, en virtud de la cual 
se permit ía a los Bancos norteame-
ricanos en poses ión de un estatuto 
federal instalarse fuera de las fron-
teras nacionales para abrir sucursa-
les y aceptar letras de cambio emi-
tidas con mot ivo de transacciones 
internacionales. 
Como el s i s tema resultaba aún 
insuficiente, gracias a una enmien-
da introducida en 1 9 1 6 se permit ió 
a dichos Bancos efectuar inversio-
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nes en empresas bancarias extran-
jeras, extendiéndose por otra parte, 
la normativa de la Federal Reserve 
Act a los Bancos extranjeros que 
deseasen operar en los Estados Uni-
dos, s iempre que estuviesen en po-
ses ión de una determinada licencia 
(Agreement Corporation) concedida 
por un Estado de la Unión. 
Finalmente, se introdujo en 1919, 
con la denominada «Ley Edge» una 
nueva enmienda que autorizaba a 
los banqueros norteamericanos a 
constituir, previa autorización, ti-
l iales internacionales. 
El conjunto normat ivo indicado 
fue la base para una creciente ex-
pansión, alterada tan solo por la 
crisis de 1929 y por la segunda gue-
rra mundial; la actividad de los 
Bancos norteamericanos en el ex-
tranjero se vio gracias a él impul-
sada mediante la uti l ización de nue-
vas técnicas y nuevos instrumentos 
dest inados a la f inanciación inter-
nacional de las operaciones finan-
cieras. 
El libro de Baker y Bradford pre-
tende ofrecer un análisis y una eva-
luación de las operaciones realiza-
das por los Bancos const i tuidos ba-
j o la «Ley Edge»; para ello dividen 
los autores su exposic ión en tres 
rúbricas principales. La primera es-
tá integrada por el estudio del ori-
gen de la «Ley Edge» y de la orga-
nización y funcionamiento de las 
compañías de crédito const i tuidas 
bajo ella. La segunda se centra en el 
análisis de las técnicas y de las ope-
raciones efectuadas por estas enti-
dades. Por últ imo, dedican un ter-
cer apartado a la valoración global 
de los resultados alcanzados por 
la actividad internacional realizada 
por tales establecimientos . 
S i b ien la obra es tá dedicada a 
profesionales de la economía y 
aborda sólo tangencialmente los 
problemas legales, resulta de gran 
util idad, aunque sólo a un segundo 
nivel de estudio, para los especialis-
tas del Derecho del comercio inter-
nacional. La ausencia de literatura 
específica en el sector bancario obli-
ga a acudir a este t ipo de estudios 
propios de otras disciplinas, c o m o 
en el presente caso. De ahí el inte-
rés de la presente monografía, que 
dibuja con claridad y sencillez el 
compl icado s i s tema estadounidense 
en materia de expansión de institu-
ciones de crédito, aporta una abun-
dante documentación básica y reco-
ge una selecta bibliografía. J. C . 
FERNÁNDEZ ROZAS. 
BARBERIS, Julio: Fuentes 
del Derecho Internacional, 
Editora Platense, La Plata, 
1973; 368 páginas. 
El Dr. Julio Barberis, profesor de 
Derecho internacional público en la 
Universidad Católica de Buenos Ai-
res, Asesor del Ministerio de Rela-
ciones Exteriores y Culto y Embaja-
dor Extraordinario y Plenipotencia-
rio de la República Argentina posee 
—me consta por haber compart ido 
con él el trabajo en el Centre de 
Recherches de la Academia de De-
recho internacional de La Haya— 
una exquisita cultura iusinternacio-
nalista, adquirida en centros de su 
propio país , de Suiza, Alemania y 
Holanda. Debe considerársele c o m o 
un experto en materia de fuentes 
del Derecho internacional público, 
y, muy concretamente , en el trata-
miento dado a éstas por los T.P.J.I. 
y T.I.J. 
En efecto, ha venido ocupándose 
en ocas iones anteriores de diversos 
aspectos de las fuentes, lo que le 
s i tuaba en una posic ión de privile-
gio para el intento, fel izmente rea-
lizado en esta ocasión, de hacer una 
obra de conjunto sobre tal temáti-
ca. Buenas muestras de trabajos su-
yos anteriores son, por ejemplo, 
«L'opinio iuris c o m m e e l e m e n t cons-
titutif de la coutume d'aprés la Cour 
de La Haye» (Rivista di Diritto In-
ternationale, vol. L, 1967, fase. 34 ) 
792 RESEÑA BIBLIOGRÁFICA 
y «L'élément materiel de la coutu-
m e internationale d'aprés la Cour 
de La Haye» (Hederlands Tijdschrift 
voor Internationaál Recht, vol. XIV, 
1 9 6 7 ) . 
Siguiendo una técnica que ya es 
usual en su producción científica, 
el Prof. Barberis parte del análisis 
de la jurisprudencia internacional 
(Tribunal Permanente de Arbitraje, 
Tribunal Permanente de Justicia In-
ternacional, Tribunal Internacional 
de Justicia, etc.) , y, una vez exami-
nada y sobre los datos brindados 
por ella, trata en cada caso de ela-
borar una concepción teórica. De 
esta guisa, «la teoría aparece, no 
c o m o algo a priori, s ino c o m o una 
descripción y s istematización del 
Derecho internacional positivo», se-
gún afirma el autor. 
La obra se compone de cuatro tí-
tulos: I) Los principios generales 
del Derecho, II) La costumbre, III) 
Los tratados (estudia aquí: la rela-
ción entre la l ibertad de hacer tra-
tados y el ius cogens, la relación 
tratados— costumbre , y los «trata-
dos» entre Estados y sociedades co-
merciales extranjeras), y IV) La Ju-
risprudencia (considerada desde la 
perspect iva de la jurisprudencia in-
ternacional c o m o fuente del Dere-
cho, y de la jurisprudencia de los 
tribunales internos en relación con 
el Derecho internacional) . Comple-
tan el vo lumen una copiosa biblio-
grafía, tabla de casos citados e ín-
dice analítico, muy cuidados. 
El rigor científico ha presidido 
el trabajo del autor. Precisamente 
en u n m o m e n t o en que —quizá no 
sin la asistencia de argumentos de 
peso, pero también con escasa soli-
dez y l levados por cierta marea de 
socio logismo— algunos internacio-
nalistas, so pretexto de superación 
del formal ismo, ponen en tela de 
juic io el cuadro monogenét ico del 
Derecho internacional público, Bar-
beris ha hecho el buen servicio de 
u n análisis científico, inspirado y 
sostenido en la práctica internacio-
nal. Y es que, s in duda, es te inter-
nacionalista argentino ha compren-
dido que con una metodología de 
tabla rasa e imaginación poco serio 
puede hacerse en las disciplinas ju-
rídicas, en las que el avance cons-
tructivo sólo es posible ejercitando 
los propósi tos progresistas sobre un 
conocimiento de los datos reales. 
Ello se ha logrado en la obra que 
comentamos mediante una copiosa 
uti l ización de referencias doctrina-
les, datos jurisprudenciales , opinio-
nes separadas y disidentes de los 
jueces internacionales, etc. 
N o obstante, tal vez el l ibro —en 
una vis ión m á s dinámica de las 
fuentes del Derecho internacional 
públ ico— nos podría haber ofreci-
do la vis ión del autor sobre las vir-
tualidades normo-creativas de cier-
tos fenómenos de tan gran interés 
en la actualidad como, por ejemplo , 
las Resoluciones de las Organizacio-
nes Internacionales. Sin embargo, 
el Prof. Barberis ha preferido mo-
verse en el cuadro acotado por el 
artículo 3 8 del Estatuto del Tribunal 
Internacional de Justicia, perspec-
tiva desde la cual, la obra es una 
excelente aportación. José A. CO-
RRIENTE CÓRDOBA. 
PUIG, Juan Carlos: Derecho 
de la comunidad internacio-
nal, Vo lumen 1, Parte Gene-
ral, Buenos Aires, Ed. Depal-
ma, 1 9 7 4 , 3 1 9 páginas. 
Constituye la primera parte de 
una obra m á s ambic iosa que pre-
tende extenderse, según el propó-
sito manifestado por el autor, a la 
exposic ión en u n segundo y tercer 
t o m o del Derecho internacional pú-
bl ico y del Derecho estatal mundial , 
respect ivamente. Aquél, un derecho 
de coordinación y de estructura pri-
mitiva; éste , u n derecho de subor-
dinación que se acerca progresiva-
m e n t e a la estructura del derecho 
estatal, aunque aun en una etapa 
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embrionaria. Uno y otro, constitu-
yen las dos ramas del Derecho de 
la comunidad internacional. 
N o se trata de una exposición teó-
rica exclusivamente, s ino que se 
complementa con frecuentes refe-
rencias a casos jurisprudenciales y 
s i tuaciones que proporciona la rea-
lidad internacional, sin identificarse 
demas iado con el s i s t ema del «case 
method», cuya eficacia el autor pone 
en tela de juicio. El recurso a la 
casuíst ica permite apreciar, al mar-
gen de la estructura formalista de 
fallos y laudos cómo, junto al ele-
m e n t o normativo, opera el e lemento 
sociológico y el dikelógico. 
¿Qué debe considerarse c o m o «de-
recho»? ¿Qué debe entenderse c o m o 
«comunidad internacional? La pre-
cis ión terminológica determina el 
contenido del pr imer capítulo. Par-
t iendo de la teoría trialista, a la cual 
se adhiere, el autor analiza los tres 
e lementos que se amalgaman en el 
fenómeno jurídico, la justicia, la 
conducta y la norma, presentando 
un enfoque que deja de lado la 
explicación exclus ivamente norma-
tiva o sociológica de la comunidad 
internacional. La lucha por la justi-
cia caracteriza el accionar de los 
Estados , espec ia lmente de aquel los 
que procuran obtener niveles razo-
nables y dignos de desarrollo socio-
económico y de aquel los que c o m o 
consecuencia del proceso de desco-
lonización acceden a la vida inde-
pendiente; e n la just ic ia se fundan 
las reclamaciones de es tos Estados 
en los grandes foros internacionales. 
N o interesa tanto determinar la nor-
m a vigente ya que ello proporciona-
ría una vis ión incompleta del De-
recho de la comunidad internacio-
nal; se hace necesario fijar lo que 
es verdaderamente razonable y 
justo . 
Conforme a la concepción tridi-
mensional del derecho y descritos 
los e lementos que integran el fenó-
m e n o jurídico en su proyección a 
lo internacional, Puig, distingue 
tres grupos normativos en el De-
recho de la comunidad internacio-
nal: las normas consuetudinarias , 
las convencionales y las resolucio-
nes de organismos internacionales. 
Jerárquicamente, los dos pr imeros 
grupos están equiparados mientras 
que las resolutivas dependen de las 
normas jerarquizadoras del ordena-
miento del organismo al que perte-
necen. Todo ordenamiento sólo 
puede regular determinadas mate-
rias y aplicarse a ciertas personas 
en determinadas circunstancias de 
t i empo y espacio. 
E n la búsqueda de una definición 
de la comunidad internacional, el 
autor incursiona en una controver-
sia y po lémica materia: la distin-
ción entre sociedad y comunidad. 
Los lazos que unen a los miembros 
de una comunidad son predominan-
temente naturales y espontáneos; en 
las sociedades, en cambio, predo-
mina el e lemento racional. En éstas 
opera un régimen de subordinación, 
en aquélla el derecho típico es el 
de coordinación. Claro es que no se 
trata de esquemas absolutos pues 
los valores señalados se dan con 
preferencia y no en forma exclu-
yente. De allí, que una sociedad 
pueda exhibir e lementos comunita-
rios y viceversa. 
¿Estamos en nuestro siglo frente 
a una sociedad internacional o ante 
una comunidad internacional? Para 
el autor, se trata de una comunidad 
ya que su régimen es de coordina-
ción, sin desconocer la presencia 
progresiva de ciertos rasgos de su-
bordinación. Sin embargo, advierte 
que se trata de una realidad presen-
te, desconocida en otras etapas his-
tóricas. 
Las bases de sustentación de la 
comunidad internacional se han ido 
ampliando. De una yuxtaposic ión 
de Estados —concepción otrora 
predominante—, se ha transitado ha-
cia una compleja interrelación en-
tre Estados , organizaciones interna-
cionales, sociedades multinaciona-
les, iglesias y otros entes, como así 
también el hombre, en un at isbo 
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de participación directa en la co-
munidad internacional. En los úl-
t imos t i empos , sost iene el autor, la 
comunidad internacional aparece 
s ignada por tendencias centraliza-
doras que pugnando por la regiona-
lización y la continental ización de-
terminarán, e n una próxima eta-
pa histórica, el ocaso del Derecho 
internacional público, abriendo pa-
so al Derecho estatal mundial . 
Las notas características del De-
recho internacional público: caren-
cia de órganos centrales, seguridad 
individual, responsabil idad colecti-
va y desconocimiento esencial del 
principio supremo de justicia; los 
e lementos rudimentarios del Dere-
cho estatal mundial y una adecuada 
y seleccionada casuíst ica constitu-
yen el epílogo del primer capítulo 
de la obra, quizá el más importan-
te, no sólo en cuanto define al autor 
c o m o un profundo investigador y 
conocedor de la ciencia jurídica, si-
no en tanto const i tuye el basamen-
to del e squema ideado y desarrolla-
do en los restantes capítulos. 
La evolución histórica de la co-
munidad internacional, const i tuye 
el contenido del siguiente capítulo. 
El autor señala la existencia en la 
antigüedad de pequeñas comunida-
des internacionales, comunidades 
restringidas y de l imitados intere-
ses . Es ta f i sonomía no sufriría ma-
yores modif icaciones en el imperio 
romano, la polít ica impuesta por 
los gobernantes en nada contribuía 
a la formación de una auténtica co-
munidad; fuera de R o m a los entes 
pol ít icos carecían de valor, en el me-
jor de los casos subsist ían, cuando 
no eran absorbidos; estaba ausente 
la solidaridad. Sin embargo, el im-
perio realizó un val ioso aporte a la 
comunidad internacional: «el man-
tenimiento de relaciones acendra-
das entre las agrupaciones consti-
tutivas». 
En la Edad Media, se echan las 
bases de una comunidad jerarquiza-
da; los cuerpos polít icos coordina-
dos entre sí se encuentran subordi-
nados a la diarquía encarnada en el 
Papa y el emperador. El arbitraje 
ocupa un lugar preponderante aun-
que con características dis ímiles al 
contemporáneo y a la humaniza-
ción de la guerra habrían de con-
tribuir dos inst i tuciones: La Tre-
gua de Dios y la Pax Ecclesiae. Lue-
go sobrevendría la crisis y la apa-
rición de nuevas entidades polít icas, 
los Estados , dando nacimiento a un 
nuevo régimen internacional. La 
Paz de Westfalia marca u n nuevo 
hito, desaparece la autoridad impe-
rial y se afianza el principio de la 
igualdad. 
El autor describe con singular 
claridad el proceso anterior: el ré-
g imen del equilibrio del poder, la 
aristocracia de Estados con capa-
cidad de decis ión y sus variantes, 
la s ituación de los países «perifé-
ricos», la Paz de Utrecht y el nue-
vo equilibrio, las guerras napoleó-
nicas y la Santa Alianza, el Con-
cierto Europeo, el período de uni-
versalización del Derecho de la co-
munidad internacional y la dimen-
sión y consecuencias de este pro-
ceso , las relaciones con los pueblos 
n o occidentales que no fueron tan 
esporádicas c o m o se supone, el ad-
venimiento de la Sociedad de las 
Naciones y los primeros s ignos del 
Derecho estatal mundial , el siste-
m a internacional posterior a la se-
gunda gran guerra, la bipolaridad y 
la multipolaridad, la Organización 
de las Naciones Unidas, han mere-
cido u n interesante análisis crítico 
acompañado de la descripción de 
casos reales que el autor invest iga 
bajo la óptica tridimensional del fe-
n ó m e n o jurídico: sus aspectos nor-
mológicos , sociológicos y dikelógi-
cos . 
El término «fuente» y sus diver-
sas acepciones, ha merecido una es-
pecial consideración al tratar este 
importante tema. Puede hacerse re-
ferencia al m i s m o para señalar, sea 
la constancia del fenómeno jurídico, 
sea el fundamento de la fuerza obli-
gatoria del Derecho, sea la justifi-
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cación del contenido de repartos de-
terminados o, también, el procedi-
miento de creación del Derecho. To-
mado en su primer significado, 
puede dist inguirse entre fuentes rea-
les o directas, que ponen en con-
tacto c o n la real idad jurídica y 
fuentes de conocimiento , cuya cap-
tación es posible a través de la ela-
boración científica. A su vez, las 
primeras, son susceptibles de una 
subclasificación: materiales y for-
males . Aquellas, const i tuidas por 
las conductas de reparto tanto au-
tónomas c o m o autoritarias y el fe-
n ó m e n o de ejemplaridad, mientras 
que las formales , por los negocios 
jurídicos unilaterales y los tratados. 
En las fuentes de conocimiento , in-
directas, es posible distinguir entre 
doctrinas unidimensionales , bidi-
mensionales , según el criterio en 
que fundan el cumpl imiento del de-
recho existente, por la comunidad. 
Así, el autor brinda u n esquema 
poco frecuente, ya que se aparta 
de los l incamientos que caracteri-
zan la exposic ión tradicional de las 
fuentes del Derecho, en es te caso, 
del de la comunidad internacional. 
En el t ema de los tratados, ad-
quiere singular interés para los ju-
ristas argentinos, las reflexiones 
del autor sobre el s i s t ema de con-
certación de los tratados en el De-
recho argentino y la debatida cues-
tión del órgano que conforme al 
s i s tema legal realiza la ratificación 
de es tos instrumentos . N o m e n o s 
importancia reviste el estudio de la 
jerarquización de las normas —tra-
tado y ley—, a la luz de los princi-
p ios contenidos en la Carta Magna 
y la aplicación realizada por la Cor-
te Suprema de Justicia de la Nación 
en los considerados «leading cases». 
Una invest igación de los preceden-
tes const i tucionales proporciona ele-
mentos de inest imable valor para 
poner en descubierto las falencias 
de la doctrina sustentada por el Al-
to Tribunal. 
La interpretación de las normas 
y sus formas, el problema de la 
determinación, los vac íos o lagunas 
en el derecho y las relaciones entre 
el Derecho interno y el Derecho de 
la comunidad internacional, ocupan 
la atención del autor en el cuarto 
capítulo. Es ta ú l t ima cuestión, es-
trechamente vinculada con la jerar-
quía de las fuentes, e s analizada sir-
v iéndose del método de la «declina-
ción trialista». Así, tanto desde el 
punto de vista de la realidad social 
—obediencia por parte de los su-
premos repatidores nacionales de 
las ordenanzas emit idas por los su-
premos repatidores internaciona-
les—, cuanto desde el plano norma-
tivo —subordinación de las respec-
tivas normas integradoras—, c o m o 
bajo el aspecto dikelógico, es indis-
cutida la primacía del Derecho de 
la comunidad internacional sobre 
el Derecho interno, aunque por cier-
to, no en forma absoluta. Tal pri-
mac ía n o se manif iesta mediante la 
abrogación automática de las nor-
m a s internas contrarias al Derecho 
internacional, s ino en la generación 
de la responsabil idad internacional 
y en úl t ima instancia, en la repara-
ción del daño causado. 
Realizada la crít ica de las teorías 
monis tas y dualistas en sus diversas 
corrientes, el autor dedica la aten-
ción al Derecho coact ivo (jus co-
gens) y al Derecho particular, no 
eludiendo la discutida materia de 
la existencia del Derecho internacio-
nal americano, cuest ión ésta que ya 
abordara in extenso en una de sus 
jóvenes obras. 
Es meritorio el enfoque del pro-
blema, pues se aparta de las tes i s 
extremas y sin menosprec iar el 
aporte de aquel los juristas que sos-
tuvieron la existencia de aquel De-
recho, en cuanto pusieron de mani-
f iesto la vigencia d e e lementos soli-
darios lat inoamericanos y señalaron 
las incongruencias del s i s t ema in-
ternacional americano, destaca que 
sus «ideas» no ensamblaban con la 
realidad normativa y con la reali-
dad social. Atribuye tal desajuste 
a la idea del panamericanismo que 
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contribuyó a presentar «un siste-
m a de normas aplicables en Amé-
rica perfecto, coherente y evolucio-
nado, s iendo así que en la realidad 
tal perfección estaba lejos de ser 
alcanzada». 
Cierra la obra, un estudio sobre 
los ámbitos de vigencia material , 
personal, espacial y temporal del 
Derecho de la comunidad internacio-
nal, acompañado de una abundante 
jurisprudencia. La s i tuación de cier-
tos entes internacionales y del indi-
viduo, analizadas desde el punto de 
vista del ámbi to de vigencia perso-
nal, conjuntamente con el candente 
y conflictivo t ema de la protección 
diplomática de las sociedades co-
merciales , han merecido una acer-
tada consideración, destacándose la 
fluidez con que se analiza la evolu-
ción experimentada y la posic ión 
argentina. 
E n suma, la obra t iene entre sus 
múlt iples méri tos la virtud de ubi-
car al lector, especialmente al es-
tudiante, ante el complejo panora-
m a internacional. Señala la constan-
te lucha por la justicia y las anti-
nomias que surgen de la formula-
ción teórica y la realidad, pone en 
descubierto las falencias de un or-
denamiento jurídico primit ivo y re-
salta los esfuerzos para la concre-
ción de un Derecho estatal mundial , 
m e t a és ta que, por supuesto , aún 
está muy distante de ser lograda. 
Ernesto J. R E Y CARO 
DUPUY, Rene-Jean: The Law 
of the Sea. Current Problems. 
Editado por Oceana-Sijthoff. 
Dobbs Ferry y Leiden, 1974. 
210 págs . 
El catedrático de Niza René-Jean 
Dupuy, e s uno de los autores que 
m á s atención ha dedicado en los úl-
t imos años a los nuevos problemas 
emergentes en el Derecho del Mar 
(Cfr. por ejemplo, «Le regime juridi-
que des ressources vivants du fond 
des m e r s e t des océans», e n la obra 
colectiva Le fond des mers. París, 
1971, págs. 135 a 163; «Les appro-
piat ions nationales des espaces ma-
ritimes» (en colaboración con Alain 
Piquemal) , en Actualités du droit 
de la mer. Coloquio de Montpellier. 
París, 1973, págs. 109 a 157; «Les 
contradictions du droit de la mer», 
en Revue Frangaise de l'énergie, fe-
brero de 1973, págs. 186 a 194; «Le 
fond des mers heritage c o m m u n de 
1'humanité et le développement», en 
Pays en voie de développement et 
transformation du droit internatio-
nal. Coloquio d'Aix-en-Provence. Pa-
rís, 1974, págs . 235 a 252). Por otra 
parte, su dedicación a esta materia 
transciende el plano personal y se 
inserta e n el conjunto de trabajos 
que bajo su dirección se realizan en 
el Inst i tuto del Derecho de la Paz y 
del Desarrollo, que funciona en la 
Universidad de Niza. 
Esta ú l t ima obra de Dupuy que 
hoy c o m e n t a m o s supone un inten-
to de superación de sus trabajos 
sectoriales, para ofrecer una res-
puesta coherente y global al proce-
so de desarrollo que hoy atraviesa 
es te sector del ordenamiento inter-
nacional. Dupuy es un jurista emi-
nentemente sólido, suti l y próx imo 
a una especie de impres ionismo ju-
rídico, que traduce una posic ión 
construct iva desde ángulos origina-
les. En este orden de ideas, nos pa-
rece un acierto pleno de originali-
dad e interés su transposic ión de la 
teoría de las contradicciones al De-
recho del Mar (Cap. I de la Parte 
1.a). Desde que Charles Chaumont 
(«Cours General de Droit Internatio-
nal Public», en R.C.A.D.I., n.° 129, 
1970-1, págs. 348 a 353) somet iera el 
ordenamiento internacional al aná-
lisis de las contradicciones, se ini-
c ió una vía continuada inmediata-
mente por es te otro maes tro fran-
cés . A juicio de Dupuy, las cuatro 
principales se localizan en el paso 
de u n derecho unidimensional a 
otro pluridimensional , de un dere-
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cho del movimiento a u n derecho 
de apropiación, de u n derecho per-
sonal a otro territorial, y de un 
derecho universal a dist intos dere-
chos regionales (Cfr. en es te senti-
do nuestra tesis doctoral La zona 
exclusiva de pesca en el nuevo De-
recho del Mar. Oviedo, 1975), que 
aun es tando bás icamente de acuer-
do con lo af irmado por Dupuy, es 
preciso avanzar un paso m á s y con-
siderar que los cuatro aspectos ci-
tados, no son s ino manifestaciones 
secundarias de la contradicción 
principal que domina el Derecho 
del Mar, y que no es otra que la 
existente entre el principio de li-
bertad de los mares y la progresiva 
sumis ión de los espacios mar í t imos 
a la soberanía de los Estados . 
Dupuy s iempre ha sentido una 
acentuada inclinación en sus traba-
jos al estudio de los problemas que 
afectan al lecho y subsuelo marinos , 
tanto en el ámbito de la jurisdic-
ción estatal , c o m o fuera de él. N o 
obstante, en la obra que comenta-
mos , ha introducido acertadamen-
te las tendencias y problemas espe-
cíficos relativos a los recursos vi-
vos del mar, cuest ión que hoy cons-
t ituye uno de los ejes centrales en 
la evolución del ordenamiento ma-
rít imo. A pesar de ello, nos atreve-
m o s a sugerir que si bien Dupuy 
parte de una perspect iva de análi-
sis que creemos correcta (la de los 
intereses estatales sobre el medio 
marino) , acaso hubiera enriquecido 
su posic ión el hecho de transformar 
la estructura tripartita de la obra 
(problemas generales, problemas del 
lecho marino y problemas de la re-
gionalización), en otra de cuatro 
partes, concediendo autonomía a 
los temas tratados por él en mate-
ria de recursos vivos. Ello resulta-
ría p lenamente coherente con su 
afirmación de que el Derecho del 
Mar e s pluridimensional. Pero para 
llegar a los fondos marinos hay que 
pasar necesariamente por la colum-
na de agua suprayacente, con los 
intereses que ello implica. 
N o es infrecuente el encontrar 
cierta frivolidad entre los juristas 
formalistas frente al proceso de 
apropiaciones nacionales de los es-
pacios marí t imos adyacentes a sus 
costas . Por esta razón, cualquier es-
tudioso que desee acercarse con ri-
gor y met iculos idad a este tema, ha 
de proceder a analizar los intereses 
en presencia respecto a los dist intos 
componentes de la Sociedad interna-
cional. Dupuy nos ofrece unas pá-
ginas esclarecedoras y ponderadas, 
en las que no rehuye el difícil tra-
tamiento que las Grandes Potencias 
marít imas y sus intereses plantean 
(págs. 46 a 101). Adopta el papel 
de espectador neutral, pero simpa-
tiza y comprende las nuevas ten-
dencias. 
Uno de los datos característ icos 
en la evolución del ordenamiento 
marino durante las ú l t imas décadas, 
ha s ido la inversión del universalis-
m o tradicional en favor de una plu-
ralidad de regímenes regionales. La 
aparición del regional ismo supone 
el acercamiento del régimen jurídico 
aplicable a los intereses reales de 
grupos de Estados en ciertas mate-
rias (contaminación, recursos na-
turales, etc.). N o obstante, y a pesar 
de su importancia, se trata de un 
fenómeno poco estudiado y peor 
comprendido. N o es , pues , de extra-
ñar que un autor tan sagaz c o m o 
Dupuy haya prestado atención a 
este factor y le haya dedicado unas 
páginas verdaderamente interesan-
tes (Parte 3.', págs. 161 a 200). 
Ciertamente la problemática que 
encierra el proceso de revisión y de 
desarrollo progresivo del Derecho 
del Mar, actualmente en curso, es 
lo suf ic ientemente extensa c o m o pa-
ra no resultar agotada en una obra 
de dimensiones reducidas. Temas 
tales c o m o la navegación por los 
estrechos internacionales, la lucha 
en la prevención contra la contami-
nación, la regulación imitaría de 
los recursos naturales en una zona 
pluricomprensiva, el acceso de los 
Estados enclavados hacia el mar, 
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etc., exigen una puesta al día de 
los manuales y obras tradicionales. 
Dupuy apunta los t emas y las so-
luciones, aporta ideas nuevas y ofre-
ce un e lemento de estudio y refle-
xión, que forzosamente ha de ser 
tenido en cuenta. Es tamos , s in du-
da, ante una de las obras genera-
les sobre Derecho del Mar m á s úti-
les y recomendables que la litera-
tura internacionalista ha aportado 
en los úl t imos t iempos . El maestro 
francés es sugerente c o m o pocos y 
su perseverancia en esta temática, 
haría previsible la gran obra que 
tanto necesi ta es te sector del orde-
namiento . Su crisis es tan profunda 
y tan ambic iosas las soluciones per-
seguidas, que la redefinición del 
Derecho del Mar implica todo un 
cambio estructural de la sociedad 
internacional. Por eso nos parece 
posit ivo que juristas de la talla del 
profesor de Niza se ocupen de él. 
Luis Ignacio S Á N C H E Z RODRÍGUEZ 
ESPADA RAMOS, María Lui-
sa: El Convenio de Viena so-
bre el Derecho de Tratados. 
Colección monográfica de la 
Universidad de Granada, 1974; 
113 páginas. 
La obra consis te en un breve es-
tudio preliminar (43 páginas m á s 
notas) sobre la Convención de Vie-
na de 1969, cuyo texto y el del Acta 
final de la Conferencia — c o m o 
Apéndices— ocupan la mayor parte 
del cuerpo de esta publicación. 
El propósi to que la inspira, según 
se dice en la solapa de la portada, 
es «ofrecer a los es tudiosos espa-
ñoles del Derecho Internacional el 
texto completo del Convenio, prece-
dido de una introducción que sub-
raya algunos de sus aspectos m á s 
interesantes». En las páginas del 
Estudio Preliminar se ha pretendi-
do considerar: I) los orígenes y an-
tecedentes de los trabajos de la 
C.D.I. sobre Derecho de tratados, el 
Proyecto de artículos e n relación 
con la temática de codificación y 
desarrollo progresivo del Derecho 
Internacional; II) la Conferencia de 
Viena, el Convenio (rasgos esencia-
les; estructura y contenido; l ímites 
y lagunas; aspectos m á s significati-
vos, tales c o m o el problema de la 
participación universal en el Con-
venio, causas de nulidad y termina-
ción de los tratados, las normas de 
«ius cogens» y medios pacíf icos de 
solución de controversias) , y III) la 
valoración final de los trabajos de la 
Conferencia de Viena. Un panorama 
muy ambic ioso que, aun abordado 
e lementalmente , contrasta con la 
parquedad de información y críti-
ca que es posible ofrecer en un des-
arrollo tan breve c o m o el de la pu-
blicación que comentamos . 
La obra de la Dra. Espada Ramos 
resulta inscrita en la línea informa-
tiva sucinta, seguida —aunque con 
m á s datos, documentación, etc.— 
por P. Reuter en su obra La Con-
vention de Vienne sur le Droit des 
Traites, París, 1970. Pero es m u y 
probable que el lector hubiera agra-
decido —aun s in abandonar el 
planteamiento e lemental que se le 
ha dado al trabajo— u n desarrollo 
algo m á s completo y que se hubiera 
aprovechado, en parte al menos , el 
caudal de información contenido en 
algunas obras, anteriores a ésta, pe-
ro aparecidas con posterioridad a la 
Convención de Viena de 1969, tales 
como, por ejemplo: S. Rosenne, 
The Law of Treaties. A guide of the 
Legislative History of Vienna Con-
vention (Oceana Publications, Ley-
den, 1970); E. de la Guardia y M. 
Delpech, El derecho de los Tra-
tados y la Convención de Viena de 
1969 (Ed. La Ley, Buenos Aires, 
1970); A. Maresca, II Diritto dei 
Trattati. Le Convenzione codificatri-
ce di Vienna del 23 maggio 1969 (Ed. 
Giuffré, 1971), y T. O. Elias, The 
Modern Law of Treaties (Oceana 
Publications, Leyde, 1974), etc. José 
A. CORRIENTE 
RESEÑA BIBLIOGRÁFICA 799 
CHRISTENSEN, R.: Empre-
sa multinacional y Estado 
nación. Edic. D e p a l m a , B u e -
n o s A ires , 1973. 
E n los ú l t imos años , las institu-
ciones tradicionalmente util izadas 
para el desarrollo de las operaciones 
económicas se h a n v i s to desborda-
das c o m o consecuencia de la diná-
mica característica de las leyes de 
la Economía que, de manera inexo-
rable, conducen a una polarización 
de los esfuerzos materiales y técni-
cos a fin de poder atender las cre-
cientes demandas de un mercado 
cada vez m á s amplio y exigente. 
El f enómeno de concentración eco-
nómica aludido, cristaliza en el ám-
bito de la empresa en las grandes 
sociedades o corporaciones multina-
cionales, concepto que viene a de-
signar una pluralidad de personas 
jurídicas de dos o m á s nacionalida-
des, unidas por vínculos económi-
cos y que dan lugar a u n centro de 
decis ión económica desconocedor de 
las fronteras nacionales y suscepti-
ble de configurarse c o m o grupo de 
presión económico y pol í t ico en ca-
da uno de los países e n que des-
arrolla sus actividades. 
N o s encontramos así ante una 
nueva realidad: la empresa multi-
nacional, producto de la convergen-
cia de dos tendencias irreversibles 
de la economía moderna —la ten-
dencia a la ampliación de las di-
mens iones empresariales , y la ten-
dencia a la internacionalización e 
integración de la vida económica— 
y que util izando c o m o punta de lan-
za sus operaciones económicas pene-
tra en la vida de las naciones , en 
su int imidad histórica incluso, mo-
dificando comportamientos , est i los 
de vida y concepciones polít icas y 
económicas hasta entonces enfoca-
das exclus ivamente desde perspecti-
vas nacionales. 
Impulsadas por la búsqueda del 
m á x i m o provecho de sus factores 
de inversión, dichas empresas pro-
ceden a un desplazamiento cont inuo 
de los mi smos , les ionando con el lo 
la autonomía política, económica y 
monetaria de los Estados donde 
operan. N o es de extrañar por tan-
to, que ante las d imens iones alcan-
zadas por el f enómeno de las multi-
nacionales, la dinámica de creci-
miento , y su peso específ ico en los 
ámbitos económico y polít ico, los 
gobiernos directamente afectados 
por las mismas , adopten act i tudes 
de prevención y recelo completa-
mente explicables en cuanto que 
fundamentadas en el deseo de 
defender los principios esenciales de 
la soberanía estatal , así c o m o el 
bien c o m ú n nacional. 
Esta es la problemática abordada 
en la presente obra por Roberto 
Christensen, quien en la introduc-
ción a la m i s m a pone de manifies-
to s u intención de «presentar al 
lector un tema de candente actua-
lidad; y de tanta importancia c o m o 
lo fue antaño el de la Iglesia y el 
Estado. Un t ema que preocupa a 
los gobiernos y a las grandes cor-
poraciones, pues c o m o ambos uti-
lizan fines y estrategias dis ímiles , 
engendran situaciones de inestabili-
dad, roces e incert idumbres, que 
conmueven el ambiente polít ico, eco-
nómico , social y cultural de las 
naciones». 
La trascendencia del t ema induce 
al autor argentino a preconizar el 
a lejamiento de cualquier toma de 
posic ión s impl is ta y la util ización, 
en cambio , de un enfoque racional 
capaz de despojarlo de lo que, a su 
juicio, no es m á s que una carga 
emocional que en nada contribuye 
a u n a m e j o r y m á s adecuada apre-
hensión de la realidad en toda su 
complej idad y dramáticas conse-
cuencias. Propone, en defintiva, tan-
to a los gobiernos, c o m o a los em-
presarios y s indicatos, que inicien 
con espíritu crítico un estudio se-
rio suscept ible de precisar en qué 
medida la empresa mult inacional 
—«aclamada vehementemente y 
científ icamente probada c o m o agen-
te de desarrollo y cambio»— pue-
800 RESEÑA BIBLIOGRÁFICA 
de contribuir al logro de las prio-
ridades nacionales en cuanto factor 
de progreso tecnológico que incide 
en la realidad económica y social 
de un país, o constituir un arma 
de explotación, principalmente de 
los países que están en vías de des-
arrollo. 
La obra de Christensen, que tra-
ta de esclarecer las interrogantes 
arriba expuestas , aparece estructu-
rada en dos partes , la primera de 
las cuales dedica al estudio de la 
empresa multinacional , su trasfon-
do y perspectivas de futuro, consa-
grando la segunda a analizar las re-
percusiones provocadas por las ac-
tividades de las empresas multina-
cionales en los ámbitos polít ico, 
económico y jurídico. 
Inicia el autor argentino la pri-
mera parte de su obra con una ex-
pos ic ión en la que, s irviéndose c o m o 
te lón de fondo de las clasif icaciones 
establecidas por los profesores Ro-
bertson (empresas internacionales, 
mult inacionales , transnacionales y 
supranacionales) y Pelmutter (em-
presas internacionales etnocéntri-
cas, policéntricas y geocéntricas) , 
presenta la génesis de las corpo-
raciones mult inacionales c o m o res-
puesta de la dinámica de concen-
tración económica imperante en la 
época actual y cuyas ventajas m á s 
evidentes se concentran en: una 
mayor productividad, el pago de 
mejores salarios y la realización 
de beneficios m á s elevados. 
El rasgo tal vez m á s característi-
co y definidor de las susodichas em-
presas: su vocación a la interna-
cionalidad, viene determinado por 
las propias leyes dinámicas e irre-
versibles del crecimiento económi-
co, que a través de este instrumen-
to terminan por provocar la apari-
c ión de una economía cada vez m á s 
integrada a escala mundial . 
Tal proceso supone por una parte 
un importante atentado contra el 
rígido marco de las economías na-
cionales así c o m o contra las insti-
tuciones polít icas y hasta jurídicas 
tradicionalmente vigentes; así lo re-
conoce Christensen, quien, sin em-
bargo, detecta y pone de relieve 
las i l imitadas oportunidades que se 
abren a aquel los gobiernos y em-
presarios que «con sabia imagina-
ción» se presten a colaborar de ma-
nera activa c o n las empresas multi-
nacionales, observando una actitud 
que, a s u juicio , no puede m á s que 
proporcionar beneficios mutuos y 
permanentes . 
En relación con la dinámica ex-
pansiva de las empresas multinacio-
nales, t oma nota el autor de la pre-
sente obra, de c ó m o dichas empre-
sas, fieles a sus propios impulsos 
de crecimiento, no sólo trascienden 
las fronteras de los Estados , s ino 
las barreras ideológicas, en un pro-
ceso cuyas raíces hay que buscar-
las en el pragmat i smo que preside 
las relaciones entre Estados orga-
nizados económicamente en base a 
supuestos estructurales bien dife-
rentes. 
Consciente de lo atractivo del fe-
n ó m e n o de la «empresa multinacio-
nal transideológica» registrable en 
el campo económico socialista, el 
autor argentino alude al m i s m o con 
gran entus iasmo en el capítulo re-
lativo a «las empresas multinacio-
nales y el área socialista», en el 
que, pese a su denominación, n o 
llega a abordar en profundidad la 
problemática susci tada por dichas 
empresas , l imitándose a efectuar 
una parcial traducción de las ideas 
expuestas por Pisar a lo largo de 
su obra sobre las transacciones co-
merciales entre países de economía 
de mercado y países de economía 
planificada. 
La parte segunda de la obra, con-
sagrada al estudio de la empresa 
mult inacional e n sus diversos as-
pectos , se inicia con el examen de 
las repercusiones que las activida-
des de las mult inacionales ejercen 
en el ámbito polít ico. 
A lo largo de la historia es una 
constante la competencia comercial 
entre las naciones , expresada a tra-
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vés de las actividades de empresas 
extranjeras que intentan suplantar 
a las nacionales en sus propios 
mercados creando serios problemas 
a los poderes públ icos locales. Pero 
la competencia internacional des-
arrollada en la actualidad a través 
de las sociedades mult inacionales 
reviste una especial gravedad al 
atentar de manera continua y des-
de una especial s i tuación de supe-
rioridad, contra la autonomía de 
los poderes públ icos . 
En un análisis de la dialéctica 
empresa multinacional-Estado, no 
pueden perderse de vista las pers-
pectivas confl ictuales derivadas de 
la adopción de estrategias y fines 
dist intos . 
Por lo que respecta a los países 
desarrollados, es visible la tenden-
cia de las grandes corporaciones 
a insertarse en su contexto econó-
m i c o e industrial, c o m o consecuen-
cia de la posic ión que dichos países 
detentan en las industrias claves y 
de la enorme influencia de és tas en 
las corrientes comerciales interna-
cionales. Ahora bien, la mayor to-
lerancia de las mult inacionales en 
es tos países no significa ausencia de 
reacciones negativas a aceptar la 
instalación de subsidiarias extranje-
ras. Aun reconociendo las venta-
jas aportadas por las subsidiarias 
de compañías extranjeras, los go-
biernos anfitriones no pierden el 
t emor a una subdita retirada de 
las ventajas, con grave detr imento 
de la economía nacional. 
En cuanto a los países subdes-
arrollados, a l tamente necesi tados 
del potencial productivo y financie-
ro que las mult inaciones pueden 
aportar, está m á s generalizado el 
recelo ante unas potencias econó-
micas que escapan al control esta-
tal, que no respetan fronteras, y 
que, fieles a su propia lógica de 
obtener el m á x i m o de ventajas, 
cuentan con la posibil idad de ac-
tuar c o m o poderosos grupos de pre-
s ión capaces de reafirmar la prima-
cía de sus propios intereses, impi-
diendo la adopción de decis iones 
contrarias a los m i s m o s o esgri-
miendo medidas de retorsión en el 
caso de que dichos intereses hayan 
sido quebrantados de alguna ma-
nera. 
Christensen considera natural el 
deseo de los gobiernos a proteger 
los intereses nacionales frente a de-
cis iones tomadas en el país cuya 
nacional idad ostenta la sociedad 
mult inacional y que suelen afectar 
a las esferas polít icas, económicas y 
culturales de otros países producien-
do tensiones que inciden negativa-
mente en el mantenimiento de la 
paz social de los pueblos . Pese a 
todo, según su opinión, no exis-
ten mot ivos para mostrarse excesi-
vamente alarmistas; la fuerza de 
las mult inacionales no es tan abso-
luta c o m o pudiera parecer. Para em-
pezar, no gozan de invulnerabilidad, 
ya que también estas empresas de-
penden de un orden mundial ines-
table y demas iado abierto a cam-
bios repentinos y violentos . Pero 
además , las empresas multinaciona-
les neces i tan contar con el apoyo de 
los gobiernos al obje to de resguar-
darse de los riesgos pol ít icos de 
expropiaciones, restricciones de las 
remesas d e dividendos, devaluacio-
nes por sorpresa, etc. 
De todo ello pueden servirse los 
poderes públicos nacionales , que 
obtendrán prestaciones beneficiosas 
para el desarrol lo de sus pueblos , 
s iempre que —apunta el autor ar-
gentino— sean capaces de concertar 
con las empresas en cuest ión, acuer-
dos respetuosos de las metas defi-
nidas con claridad en planes guber-
namentales y de conseguir que «sus 
funcionarios actúen con la dignidad 
e idoneidad que reclaman los inte-
reses superiores de la nación». 
Por nuestra parte pensamos que 
ni es te ú l t imo «desiderátum» es 
s iempre fácil de alcanzar, ni cabe 
esperar, en un alarde de ingenuidad, 
que las empresas mult inacionales 
se mues tren s iempre respetuosas de 
un régimen polít ico desfavorecedor 
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de sus intereses: lo sucedido al ré-
g imen chileno de Allende no deja de 
ser un e jemplo suf ic ientemente ilus-
trativo. 
Los aspectos comerciales , finan-
cieros y tecnológicos const i tuyen 
otra parcela en que las empresas 
mult inacionales hacen sentir su in-
cidencia. Christensen los trata en 
el capítulo segundo de la segunda 
parte de su obra, poniendo de re-
lieve las grandes modif icaciones que 
la presencia de dichas empresas ha 
operado en la propia configuración 
de la estructura económica interna-
cional. A la fragmentación del mun-
do en una mult ipl ic idad de esta-
dos soberanos, s e contrapone una 
realidad económica ampl iamente 
unificada en la que las grandes so-
ciedades mult inacionales operan co-
m o un conjunto integrado por en-
c ima de las fronteras estatales des-
t inadas a del imitar ámbitos que 
resultan insuficientes para el ópti-
m o ejercicio de la actividad pro-
ductiva. 
En el plano comercial concreta-
mente , la intervención de las tantas 
veces mencionadas empresas ha da-
do lugar a que una gran parte de 
los intercambios comerciales no se 
realice entre operadores privados a 
precios de mercado, s ino en el ám-
bi to del m i s m o grupo societario. Es 
decir, actualmente el comercio mun-
dial se realiza e n gran medida e n 
virtud del movimiento de b ienes y 
servicios entre la empresa madre y 
las subsidiarias de diferentes paí-
ses, dando lugar a un tipo de tran-
sacciones que aunque no aumentan 
necesariamente el flujo de los in-
tercambios tradicionalmente carac-
terizado c o m o comercio internacio-
nal, afectan a las pautas comercia-
les y a los canales y niveles de in-
tercambios , repercutiendo al m i s m o 
t i empo sobre las rentas nacionales 
de los países en que las empresas 
en cuest ión se hal lan ubicadas. 
El plano financiero constituye una 
de las fuentes m á s frecuentes de 
conflictos en las relaciones Esta-
dos-empresas mult inacionales . Los 
poderes públicos se enfrentan con 
problemas de sus respectivas ba-
lanzas de pagos originados por las 
mult inacionales , que mediante ex-
portaciones de capital a largo plazo, 
de un lado, y de otro la repatria-
ción de dividendos, les ionan las po-
líticas nacionales relativas a las ta-
sas de interés y crédito. Desempe-
ñan así un papel ambiguo y peli-
groso en las operaciones puramen-
te financieras: creación y participa-
ción en los mercados internaciona-
les de capitales escasamente contro-
lados por los Estados y operaciones 
especult ivas facil itadas por la am-
plia l ibertad de producir movimien-
tos de enormes fondos monetar ios 
entre las filiales radicadas en dife-
rentes países . 
En cuanto a los aspectos tecno-
lógicos, son consustanciales a la 
empresa multinacional , que para 
mantener su tasa de crecimiento 
necesi ta conservar su avance tec-
nológico ya que la invest igación de 
es te s igno le permitirá seguir de 
cerca la evolución del mercado y 
adaptarse a los requerimientos de 
la demanda hasta el punto de redu-
cir temporalmente su desarrollo si 
así lo aconsejan las incert idumbres 
de un determinado mercado. 
Pero además, la inversión interna-
cional es un reflejo del desarrollo 
de la tecnología; tecnología de la 
que por otra parte, t ienen neces idad 
tanto los gobiernos, para dar efec-
tividad al poder pol í t ico de que 
tan s ido invest idos, c o m o los pue-
blos , al objeto de llevar a cabo 
la mejor explotación de sus recur-
sos naturales. 
Finalmente, se refiere Christen-
sen a los aspectos legales susci-
tados por la neces idad de disci-
plinar a través de medidas especí-
ficas el fenómeno inquietante de 
las sociedades mult inacionales . 
La expansión de estas sociedades 
mediante la const i tución o compra 
de sociedades de derecho local no 
les evita una serie de problemas 
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legales derivados de la diversidad 
de normativas vigentes en los dis-
t intos países en que operan. Pero 
lejos de analizar tales problemas, 
el autor argentino se l imita a men-
cionar la legislación norteamericana 
sobre monopol ios que considera de 
enorme valor para comprender y 
juzgar a su vez la normativa jurídi-
ca de s u país sobre esta m i s m a 
materia. 
Por lo que respecta al m u n d o la-
boral hay que mencionar que el 
f enómeno de las empresas multina-
cionales atrae cada vez m á s la aten-
c ión de los s indicatos y fuerzas la-
borales, conscientes de que las acti-
vidades económicas fundamentales 
son desarrolladas por organismos 
societarios cuyas estructuras y fi-
nes globales sustraen, en mayor o 
m e n o r medida, el poder decisorio 
de las filiales o subsidiarias loca-
les, reduciendo la eficacia del poder 
sindical y de los planes de los go-
biernos nacionales . El lo ha l levado 
a los s indicatos, tanto a nivel na-
cional c o m o internacional, a exami-
nar y medir su fuerza real en los 
convenios laborales y en las huel-
gas y a estudiar las posibi l idades y 
el alcance de la cooperación sindi-
cal internacional, con el fin de con-
trarrestar el enorme poder de las 
sociedades mult inacionales que uti-
lizan estrategias coordinadas m á s 
allá de las fronteras nacionales . 
Concluye Christensen su obra in-
s ist iendo en la neces idad de pro-
fundizar en el conocimiento tanto 
de las zonas de confl icto, c o m o de 
las zonas de armonía entre los Es-
tados y las empresas multinaciona-
les, ya que ésta es la única forma de 
que los primeros arbitren la legis-
lación adecuada para regular las 
actividades de las segundas, sin 
obstaculizar por el lo el uso racional 
de sus recursos cuyo aprovecha-
miento repercutirá —a su juicio— 
benef ic iosamente en el desarrollo 
tecnológico y económico d e los 
países en que operan. Juan Manuel 
BALLESTEROS 
KISS , Alexandre Charles: Los 
principios generales del Dere-
cho del medio ambiente. 
Cuadernos de la Cátedra «J. 
B. Scott». Universidad de Va-
lladolid, 1975, 118 páginas. 
De innegable actualidad podemos 
calificar el presente estudio elabo-
rado por el profesor Kiss , agregado 
de la Universidad de Estrasburgo, 
que const i tuye la vers ión escrita 
de s u intervención c o m o profesor 
invitado en los Cursos de la Univer-
sidad de Valladolid en Vitoria co-
rrespondiente al año 1975. El inte-
rés del t e m a es patente, puesto que 
el hecho de la contaminación am-
biental es algo tangible cotidiana-
mente , tr ibuto que debemos pagar 
por el progreso económico y social, 
c o m o también es obvio que se trata 
de un problema planteado inevita-
b lemente a escala universal y que 
por el lo exige una ordenación inter-
nacional. 
El Dr. Kiss , tras dejar sentado 
que el derecho internacional del me-
dio ambiente no const i tuye una dis-
ciplina con entidad propia, lo de-
fine c o m o u n conjunto de reglas de 
Derecho internacional públ ico cuya 
finalidad e s la de proteger el equi-
librio esencial del medio humano . 
Justifica la internacionalización de 
la lucha para la protección del me-
dio ambiente apoyándose en diver-
sos mot ivos : la necesidad de con-
ciliar los problemas derivados de 
la industrialización de los países 
ricos (que arrojan u n índice de 
contaminación progresivo) y el de-
sarrollo de los países pobres; la 
problemática que plantea la conta-
minación supera el ámbito interno 
de los Es tados ya que el medio am-
biente es indivisible y las consecuen-
cias de la contaminación producida 
por u n país afecta incluso a ámbi-
tos distantes; la neces idad de re-
partir las cargas económicas deri-
vadas de la lucha contra la conta-
minación, así c o m o la de una nor-
mativa jurídica común. 
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El autor pasa a examinar a con-
t inuación las fuentes del Derecho 
internacional del medio ambiente: 
el Derecho internacional c o m ú n (cu-
ya única regla aplicable es la de la 
responsabil idad internacional por 
daños causados a otro Estado); las 
reglas convencionales relativas al 
medio ambiente, reflejadas en una 
serie de convenios relativos a esta 
materia (tanto multi laterales: pre-
vención de la contaminación del 
mar por hidrocarburos, protección 
de determinadas especies de anima-
les, etc., c o m o bilaterales: ríos 
fronterizos. . .) de singular importan-
cia y las recomendaciones de las 
organizaciones internacionales o re-
glas de comportamiento que aun-
que los Estados pueden aceptar o 
no, son de especial relevancia en el 
plano internacional (así, las reco-
mendaciones que d imanan directa-
mente de la Asamblea General de 
las Nac iones Unidas y de organis-
m o s delegados c o m o la OMS, UNES-
CO, etc. Patrocinado por N.U., se 
celebró en Es toco lmo en 1972 una 
Conferencia sobre el medio ambien-
te que adoptó una serie de medidas 
c o m o programar un día mundial del 
medio ambiente , recomendaciones 
sobre las pruebas de armas nuclea-
res . . . ) . 
De la importancia de las recomen-
daciones y declaraciones es prueba 
la influencia directa que pueden 
ejercer sobre los derechos internos. 
Sistematiza la problemática de la 
contaminación del medio ambiente 
en cuatro capítulos: igualdad de 
derechos y deberes de los Estados 
en dicha materia, su responsabili-
dad internacional, la prevención 
c o m o principio de lucha para la de-
fensa del medio ambiente y la nece-
s idad de cooperación a todos los ni-
veles para protegerlo. 
La igualdad de derechos y deberes 
abordada en el primer capítulo im-
plica, ante todo, la neces idad de 
buscar la equiparación de las condi-
ciones de vida de numerosos países . 
Significa también la obligatoriedad, 
ante un ataque al medio ambiente , 
de informar de una m i s m a manera 
a todos los países afectados (así 
los países que f irmaron el Acuerdo 
de B o n n relativo a la cooperación 
en materia de lucha contra conta-
minac ión por hidrocarburos en las 
aguas del mar del Norte , de 9 de 
junio de 1969, se obligaron a infor-
mar a los demás países f irmantes 
de la existencia de manchas de hi-
drocarburos en el mar) . Fruto tam-
bién de la neces idad de cooperación 
de los Estados sobre todo a escala 
regional es el Convenio nórdico pa-
ra la protección del medio ambien-
te, de 19 de febrero de 1974 y con 
posterioridad al curso del Prof. 
Kiss , la Conferencia sobre la Segu-
ridad y la Cooperación en Europa, 
f irmada en Hels inki el 1 de agosto 
de 1975, s iendo una de las cuestio-
nes que aborda la de la protección 
del medio ambiente . 
Plantea el autor u n problema pro-
cesal: la competencia judicial. En 
el caso de daños producidos por la 
contaminación, ¿qué tribunal es 
competente para dictar la responsa-
bil idad derivada del perjuicio cau-
sado? Los inconvenientes de que 
sea o bien los tribunales del lugar 
donde se produjo el daño o bien 
los del lugar donde se sufrió el 
efecto de la contaminación, pueden 
el iminarse por vía convencional . A 
este respecto, puede citarse aquí el 
largo y lento contencioso entre Es-
tados Unidos y Méjico por causa 
de la salinización de las aguas del 
río Colorado, resuelto por el Conve-
nio de 30 de agosto de 1973 entre 
a m b o s Estados (V. C. Sepúlveda: 
«La contaminación de los ríos in-
ternacionales y el Derecho. El con-
flicto México-Estados Unidos sobre 
el río Colorado 1961-1973 y sus lec-
ciones», en es te Anuario, t. I, 1975, 
págs. 309 y ss.). 
En el Derecho internacional posi-
tivo únicamente los daños produci-
dos fuera de los l ímites territoria-
les del Estado productor de la con-
taminación pueden comprometer su 
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responsabil idad, s iendo necesario un 
daño concreto para poder reclamar 
una reparación. N o obstante, en la 
ya citada Declaración de Estoco lmo, 
se enunció que los Estados se en-
cuentran obl igados a impedir acti-
vidades, dentro de los l ímites de 
su jurisdicción, que puedan causar 
daños en el medio ambiente de 
otros Estados y otras regiones que 
no dependan de jurisdicción nacio-
nal alguna (principio 21). Es t e prin-
cipio ha s ido también adoptado por 
las Comunidades Europeas e n s u 
programa de acción en materia de 
medio ambiente en 1973. 
Examina el autor el es tado actual 
del Derecho internacional en lo re-
lativo a la contaminación m á s allá 
de las fronteras, haciendo especial 
hincapié en problemas tales c o m o 
las competencias estatales , protec-
ción diplomática, agotamiento pre-
v i o de recursos internos. . . , pasando 
a estudiar la evolución de la res-
ponsabi l idad internacional en mate-
ria de protección del medio ambien-
te basada en los textos convencio-
nales, en e l «soft law». 
Sin embargo, el principio de res-
ponsabi l idad por daños ecológicos 
no es suficiente: es necesaria una 
legislación de t ipo preventivo que 
evite la contaminación. El autor 
recoge y s istematiza los instrumen-
tos internacionales —tratados, de-
cis iones, declaraciones, recomenda-
ciones— que han permit ido el des-
arrollo de la protección del medio 
ambiente , haciendo u n análisis del 
contenido de estas reglamentacio-
nes . 
E n e l capítulo IV y úl t imo, el 
Prof. Kiss examina los marcos ins-
t i tucionales de la cooperación inter-
nacional y sus funciones en el cam-
po de la protección del medio am-
biente. 
Según el alcance geográfico de 
los problemas derivados de la con-
taminación, s u solución ha de ser 
universal (a través principalmente 
de organismos dependientes de la 
ONU, en especial la UNEP, con sede 
en Kenia, aunque también otros 
c o m o la FAO, la OMS, la UNESCO, 
etc., se han preocupado de aspectos 
determinados de dicha problemáti-
ca), regional (particularmente por 
medio de organizaciones europeas: 
Comisión económica para Europa 
de N.U., Consejo de Europa, OTAN, 
etc.) e incluso a nivel subregional 
(esencialmente por la conclusión 
de tratados bilaterales o multilate-
rales entre países afectados por u n 
m i s m o problema). 
Hay que destacar entre las con-
clusiones a las que llega el Prof. 
Kiss , la neces idad de la coopera-
ción institucional para lograr, a 
través de una reglamentación cada 
vez m á s extensa, una mejor protec-
ción del medio ambiente y la exis-
tencia de un «derecho de la natu-
raleza de las cosas» que, con pala-
bras suyas, «no es c iertamente de-
recho natural pero, en todo caso, su 
inspiración es , con toda evidencia, 
extrajurídica, imperativa, irrefuta-
ble y la voluntad de los Estados , 
entendida demasiado a menudo co-
m o libre arbitrio, se bate en reti-
rada». 
Este nuevo capítulo del derecho 
de gentes que se conoce ya c o m o 
el Derecho internacional del me-
dio ambiente, t iene en la obra del 
profesor Kiss un planteamiento 
perfectamente adecuado, a partir 
del cual habrán de buscarse las so-
luciones urgidas por la comunidad 
internac ional . M . A A n t o n i a GONZÁL-
BEZ GINER. 
MERTENS, Pierre: Le droit 
de recours effectif devant les 
instances nationales en cas 
de violation d'un droit de 
l'homme. (Analyse des inci-
dences de l'article 13 de la 
Convention européenne de 
sauvegarde des droits de 
l'homme et des libertes fun-
damentales). Ediciones de la 
806 R E S E Ñ A BIBLIOGRÁFICA 
Universidad de Bruselas (Ins-
t i tuto de Estudios Europeos) , 
1973, 161 páginas. 
Si bien la protección de los de-
rechos del hombre venía s iendo con-
siderada, tradicionalmente, c o m o 
competencia exclusiva de los órga-
nos estatales , en la actualidad, y a 
partir fundamentalmente de la ex-
periencia de la segunda guerra mun-
dial, s e h a comprobado que la pro-
tección estatal ya no es suficiente; 
y precisamente para suplir sus im-
perfecciones se h a construido todo 
un s i s tema internacional de protec-
ción de los derechos del hombre, 
sal iendo así es ta materia del ámbi-
to del «domaine reservé» de los Es-
tados para convert irse en una cues-
t ión de orden público internacional. 
El camino recorrido en es te te-
rreno ha s ido importante , pero no 
definitivo. Así, a nivel general, la 
Declaración universal de los dere-
chos del hombre de 1948 no t iene 
u n alcance obligatorio para los Es-
tados, ni prevé sanciones ante la 
violación de los derechos en ella 
proclamados , n i tampoco establece 
órganos que aseguren su aplicación; 
se quedó, pues , en una mera decla-
ración programática, pero que per-
mit ió sentar las bases para la con-
secución (en 1966) de los dos Pactos 
Internacionales auspiciados por las 
Naciones Unidas, los cuales han en-
trado rec ientemente en vigor. 
A nivel regional, en cambio , los 
logros han s ido mayores . U n ejem-
plo e locuente lo const i tuye la Con-
vención europea para la salvaguar-
dia de los derechos del h o m b r e y 
de las l ibertades fundamentales (fir-
m a d a en Roma, e l 4 de noviembre 
de 1950) que, entre otros logros, 
establece el Tribunal europeo de 
los derechos del hombre c o m o ju-
risdicción internacional facultativa, 
ya que debe de ser expresamente 
reconocida por los Estados signa-
tarios de la Convención. E n esta 
s ituación, y teniendo e n cuenta que 
los Estados n o parecen m u y dis-
pues tos a admitir , hoy por hoy, la 
existencia de un tribunal universal 
de los derechos del hombre al que 
tendrían que delegar una parte de 
su soberanía, en su ausencia, o en 
la ausencia del reconocimiento de 
la jurisdicción del Tribunal euro-
peo, cobra toda s u importancia el 
derecho a un recurso efectivo ante 
las instancias nacionales o regiona-
les , contemplado en el art. 13 de 
dicha Convención, y cuyo anális is 
const i tuye e l objeto del meri torio 
trabajo que comentamos , prologa-
do por Rene Cassin. 
Mertens, part iendo del enuncia-
do de dicho art. 13 («toda perso-
na cuyos derechos y l ibertades re-
conocidos en la presente Conven-
c ión h a n s ido violados, t iene de-
recho a la conces ión de u n recurso 
efectivo ante una instancia nacional, 
inc luso cuando la violación haya 
s ido comet ida por personas que ac-
túen e n el ejercicio de sus funcio-
nes oficiales»), señala y comenta 
ampl iamente sus principales ante-
cedentes: El art. 8 de la Declara-
ción universal, el art. 2.3 del Pacto 
Internacional de derechos civiles 
y pol í t icos , el art. 18 de la Decla-
ración americana de los derechos y 
deberes del hombre (Bogotá, 1948), 
los Convenios de Ginebra sobre el 
trato de pris ioneros de guerra (art. 
3.d) y sobre la protección de las 
personas civi les e n t i empo de gue-
rra (art. 73), el art. 7.2 de la De-
claración de las Nac iones Unidas 
para la e l iminación de todas las for-
m a s de discriminación racial, y los 
dist intos proyectos de la Conven-
ción interamericana de los derechos 
del hombre , espec ia lmente la insti-
tución mexicana del amparo. 
Realiza a continuación el autor un 
anális is exhaust ivo de la naturaleza, 
obje to y alcance del derecho reco-
noc ido en el art. 13 d e la Conven-
ción europea: El recurso es viable 
no sólo ante los tribunales judi-
ciales nacionales , s ino también an-
te los tribunales administrat ivos e 
inc luso (aunque sea discutible) es-
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t e recurso puede tener un carácter 
marcadamente pol í t ico o parajuris-
diccional. Sin embargo, la efectivi-
dad del recurso es relativa, puesto 
que e s indispensable el agotamien-
t o previo de los recursos internos, 
requisito que viene exigido por el 
art. 26 de la propia Convención. En 
cuanto al objeto y alcance del pre-
cepto , la redacción del art. 13 es 
bastante generosa, ya que abarca 
la posibi l idad de introducir u n re-
curso contra todo' t ipo de actos 
que violen los derechos consagrados 
e n la Convención; de otro lado, la 
procedencia de los actos lesivos tie-
ne también una amplia base, ya 
que n o se discrimina entre los órga-
nos ejecutivos, legislativos y judi-
ciales estatales , logrando así un con-
siderable avance en materia de res-
ponsabi l idad del Estado. E l autor 
se preocupa de apoyar constante-
mente sus af irmaciones en abun-
dante referencia doctrinal y juris-
prudencial (interna y regional). 
Hubiera sido deseable que P. 
Mertens, al abordar en las últi-
m a s páginas de s u trabajo el pro-
b lema de la integración de la Con-
vención en el orden interno de los 
Estados , le hubiera dedicado una 
mayor atención, dado que el t ema 
se lo merece. La disyuntiva entre la 
integración inmediata en el orden 
interno de las normas contenidas 
en la Convención europea (y una 
de ellas es el art. 13) y la necesaria 
transformación para que puedan ser 
apl icadas e n el derecho interno, n o 
está c laramente resuelta. 
Por úl t imo, si la práctica de los 
Es tados se esforzasen e n potenciar 
la efectividad directa del recurso 
recogido en el art. 13 de la Con-
vención europea, és te ganaría mu-
cho e n autonomía. S in embargo, la 
resistencia de los Estados en admi-
tir es te punto es manifiesta, debi-
do al t emor de verse incursos e n 
una condena fundada en la viola-
ción del propio art. 13. Una vez m á s 
emerge aquí la dialéctica que im-
pregna el s i s tema actual de la pro-
tección internacional de los dere-
chos del hombre: De una parte, el 
recelo en confiar únicamente a los 
Estados la salvaguardia de los de-
rechos fundamentales de sus na-
cionales; de otra, el miedo al su-
pranacional ismo. Carlos V I L L A N DU-
R A N 
GROS ESPIELL, Héctor: De-
recho internacional del des-
arrollo. «Cuadernos de la Cá-
tedra J. B . Scott», Universidad 
de Valladolid, 1975, 56 págs . 
El Doctor uruguayo Gros Espiel l 
une a su autoridad c o m o distinguido 
profesor de Derecho internacional 
su amplia experiencia adquirida en 
el desempeño de importantes mi-
s iones diplomáticas ante diversas 
organizaciones internacionales. 
E l presente trabajo, vers ión escri-
ta de las conferencias que dio en el 
X X X Curso de la Universidad de 
Valladolid e n Vitoria, analiza el ori-
gen, es tado actual y problemas es-
pecíf icos que plantea el l lamado 
Derecho internacional del desarro-
llo. 
Es ta nueva rama del Derecho in-
ternacional, cuyo embrión podemos 
encontrar ya e n el Preámbulo de la 
Carta de Naciones Unidas, así co-
m o en el Cap. IX, recibió su mayor 
impulso del proceso de descoloniza-
ción cuyos principios fueron pro-
c lamados por N.U. en la Declara-
c ión 1.514 (XV) de 14 diciembre 
1960. Como consecuencia, surgieron 
gran número de nuevos Estados 
que pasaron a engrosar la Sociedad 
Internacional cuya desigualdad so-
cial y económica con respecto a los 
países desarrollados era evidente, 
nac iendo u n a conciencia general de 
responsabil idad solidaria en la lu-
cha contra la pobreza y el subdes-
arrollo. 
Estudia el Prof. Gros Espiel l los 
trabajos l levados a cabo en el seno 
de Naciones Unidas. Para promover 
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la ayuda a los países e n vías de des-
arrollo, se lanzó en 1961 el Primer 
Decenio de las N.U. para el Desarro-
llo. La creación de la UNCTAD su-
puso un gran avance en el proceso 
de e laboración del Derecho del Des-
arrollo, debido a la importante la-
bor l levada a cabo por este orga-
n i smo dependiente de la Asamblea 
General. Semejante al anterior, la 
ONUDI es la encargada de promo-
ver el desarrollo industrial. Actual-
mente e s tamos ante el Segundo De-
cenio de las N.U. para el Desarro-
llo (Res. 2.626 (XXV) de la A. G. 
de 1970). Dentro del marco evoluti-
vo del Derecho del Desarrollo, es 
de singular importancia la Carta 
de los Derechos y Deberes Econó-
micos de los Estados , de 1974. 
El concepto de desarrol lo que 
puede derivarse de la labor de N.U. 
t iene un significado de progreso no 
só lo económico, s ino también social 
y cultural. Destaca el Prof. Gros 
la innegable contribución que su-
puso el contenido de las encícl icas 
Pacem in terris (Juan X X I I I , 1963) 
y Populorum Progressio (Pablo VI, 
1967), así c o m o la de otros organis-
m o s internacionales, tanto depen-
dientes de N. U. (OIT, UNESCO, 
FAO, etc.) c o m o regionales (así, la 
Organización de Estados America-
nos) . 
Define el Dr. Gros Espiel l e l De-
recho internacional del desarrollo 
c o m o una técnica jurídica destinada 
a Instrumentar normat ivamente la 
lucha contra el subdesarrollo, cons-
t i tuyendo una discipl ina nueva del 
Derecho internacional. Toda acción 
dirigida a impedir el desarrollo de 
los pueblos debe conceptuarse c o m o 
contraria al ius cogens. El Derecho 
internacional del Desarrollo presu-
pone una revisión de conceptos tra-
dicionales sobre algunas materias 
(por ej . , la cláusula de nación m á s 
favorecida). 
La existencia de u n derecho al 
desarrollo, mantenida por Gros Es-
piell, l leva a la consideración de 
e s te derecho c o m o un verdadero 
derecho subjet ivo que debería reco-
nocerse a todos los Estados , aunque 
actualmente sus verdaderos titula-
res s o n los pa í ses pobres que lu-
chan para obtener la consagración 
de su derecho a la libre determi-
nación. 
Las fuentes fundamentales del De-
recho al desarrol lo las encontramos 
tanto en los actos internacionales 
convencionales mult i o bilaterales 
c o m o en otros textos y en particu-
lar en las Res. de la Asamblea Ge-
neral d e las N.U. que consagran la 
existencia de una nueva cos tumbre 
internacional o declaran principios 
generales de Derecho internacional. 
Del reconocimiento del Derecho 
al desarrol lo surgen obl igaciones 
tanto negativas (no impedir el des-
arrollo) c o m o posit ivas, e s to es , la 
obligación de los Estados de coope-
rar, ayudar e impulsar el desarro-
l lo de los países subdesarrol lados. 
Según el Dr. Gros Espiell , el incum-
pl imiento, imputable a un Estado, 
de un deber, que nace del recono-
c imiento jurídico del derecho al 
desarrollo, const i tuye una violación 
del Derecho internacional, un acto 
il ícito. 
El derecho al desarrollo se basa 
en el reconocimiento del derecho 
de todo h o m b r e a una vida l ibre y 
digna dentro de la comunidad. Con-
secuentemente , se halla vinculado 
al derecho a la libre determinación 
de los pueblos y a la disposic ión de 
sus recursos naturales ( como así ha 
s ido reconocido por múlt iples reso-
luciones de Nac iones Unidas y pro-
c lamado en su Carta). 
Concluye el Prof. Gros Espiel l re-
sal tando la neces idad de fortalecer 
es te Derecho internacional del des-
arrollo para «hacer de las relacio-
nes económicas internacionales un 
verdadero instrumento de progreso, 
en beneficio, e n especial , de los 
países en vías de desarrollo». 
Denuncia los pel igros de que la 
ayuda por parte de los países des-
arrollados se convierta en instru-
mento de coacción o penetración 
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imperial ista. S in embargo, confía 
que esta ayuda se canalice por me-
dio de organismos internacionales 
capaces de neutralizar todo intento 
extraño al logro de la l ibertad y la 
equidad. 
E s evidente la actualidad e interés 
de este trabajo que está en la l ínea 
que sobre es ta temát ica y desde 
u n punto de v is ta general han escri-
t o los profesores Miaja de la Mue-
la y Aguilar Navarro. M. a Antonia 
GOZÁLBEZ GlNER 
KOS - RABCEWICZ - ZUBKO-
WSKI, Ludwik: Internacional 
cooperation in civil and co-
mercial procedure (Ameri-
can Continent). Canadian In-
t e r - A m e r i c a n Research Inst i -
tute . U n i v e r s i t y of O t t a w a 
press , Ot tawa, Canadá, 1975, 
582 pág inas . 
El m u n d o se encuentra en un 
período histórico donde la coopera-
c ión internacional es cada vez m á s 
frecuente. Hoy en día se t iende a 
la mult ipl icidad, tanto en las rela-
c iones inter-personales c o m o en las 
relaciones entre inst i tuciones y en 
las interestatales . Los individualis-
m o s n o t ienen cabida e n el m u n d o 
actual. 
Es ta tendencia que se observa 
hoy, por regla general, en todo cam-
po de actuación humana, t iene que 
basarse e n una adecuada regulación 
que sirva de soporte para el logro 
de es ta finalidad. 
De hecho, en casi todos los orde-
namientos jurídicos, existen refe-
rencias a es ta cooperación. Y por 
enc ima de és tos exis ten convenios 
y tratados, bi laterales y m á s que na-
da multi laterales, concebidos bajo 
el patrocinio de las Naciones Uni-
das y de otras organizaciones su-
pranacionales , cuya finalidad es 
vincular al mayor número posible 
de países respecto de la cooperación 
internacional. 
El Libro de Ludwik Kos-Rabce-
wicz-Zubkowski hace referencia al 
soporte sobre el que se debe basar 
la cooperación internacional. Libro 
de ampl io contenido, y de nulo des-
perdicio, pues todo en él es apro-
vechable. 
La publ icación del c i tado autor 
tiene c o m o marco al Continente 
Americano, y e n su detallado con-
tenido encontramos la legislación 
aplicable en el menc ionado conti-
nente, al problema de la coopera-
ción internacional. 
Se puede dividir en tres grandes 
apartados; el pr imero trata del con-
tenido de los ordenamientos jurí-
dicos de los diversos países del Con-
tinente Americano. El segundo tra-
ta de los tratados multi laterales fir-
mados por las naciones americanas. 
Y el tercero nos ofrece una perfecta 
explicación de los términos legales 
empleados para su redacción. 
Dentro del primer apartado, aquel 
que trata del ordenamiento jurídico 
particular de cada país , nos encon-
tramos con leyes nacionales que ri-
gen en cada uno de los países ame-
ricanos. En es ta parte el profesor 
Rabcewicz Zubkowski cuenta con la 
colaboración de juristas de los dis-
t intos países , lo cual da a la obra 
no só lo el va lor de una profunda 
invest igación sobre el tema, s ino 
que además de la caracterización 
de ser u n derecho vivido y practi-
cado. A título de ejemplo, nos ofre-
ce leyes de Argentina, Canadá, Chi-
le, Uruguay, etc. 
Dentro del segundo apartado, 
aquel que se ocupa de los tratados 
multi laterales, nos encontramos con 
una prolija y detal lada documen-
tación, acerca de los tratados m á s 
importantes con relación al t ema de 
la cooperación internacional, firma-
dos por los anteriormente mencio-
nados países del Area Americana. 
Se puede destacar a título de ejem-
plo y c o m o consecuencia de la im-
portancia que tuvo en su m o m e n t o , 
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el famoso Código de Bustamante , 
f irmado el 20 de febrero de 1928, en 
La Habana. 
C o m o antes se ha expl icado sucin-
tamente , el tercer apartado consta 
de un completo glosario, cuya fina-
l idad no puede ser m á s loable y 
oportuna, y no es otra que una ex-
plicación de lo que cada término 
legal empleado significa concreta-
mente cuando es util izado en esta 
publicación. 
Así pues , es indudable su gran va-
lor práctico, teniendo en cuenta la 
orientación actual de la vida, en 
que casi todo se hace en equipo o 
cooperando con los demás . Como 
e s perfectamente presumible s u ge-
neral uti l ización a los efectos de 
obra de consulta. 
Es , en definitiva, u n libro que va 
a ser indispensable para todo estu-
d ioso del t e m a de la cooperación 
internacional en material civil y 
mercanti l . Carlos Javier. GONZÁLEZ 
MATAMALA 
La actual revisión del Dere-
cho del Mar. Una perspectiva 
española. Obra dirigida por el 
Prof. A n t o n i o POCH, Ins t i tu-
to d e Es tud ios Pol í t icos , Ma-
drid 1974, e n dos vo lúmenes: 
vol. I: 1." Parte (586 págs.) , 
2." Parte (584 págs.) y vol . II: 
1." Parte (620 págs.) , 2: Par-
te (650 págs.) . 
Bajo la dirección del profesor y 
diplomático Antonio Poch se reúnen 
aquí veinticinco estudios que ver-
san sobre diversos aspectos de la 
revisión del Derecho del Mar, ela-
borados desde e l pr i sma de la Pri-
mera Fase de la Conferencia de 
N.U. convocada por la Resolución 
2750 C (XXV) AG. 
El objet ivo alcanzado es presen-
tar las tendencias y orientaciones 
del actual proceso de revisión —des-
de el punto de vista español— par-
tiendo de sus antecedentes históri-
cos inmediatos . La condición profe-
sional de sus autores —muchos de 
los cuales han participado directa-
mente en la Primera Fase de la 
III Conferencia— const i tuye una ga-
rantía de la cal idad del trabajo rea-
lizado. 
El primer vo lumen cont iene la 
parte monográfica cuyos t ítulos y 
autores son c o m o sigue: Anteceden-
tes y preparación de la Conferen-
cia (Cuenca Anaya), Factores eco-
nómicos en el proceso de revisión 
(Pérez Vera), Factores estratégicos 
(Golmayo), Los Estados sin litoral 
y en situación geográfica desventa-
josa (Carrillo), Aguas interiores y 
bahías (Lacleta), Mar territorial: 
naturaleza, anchura y delimitación 
(Martínez Caro), Navegación por el 
mar territorial (González Campos) , 
Problemas técnicos de la navega-
ción marítima (Blanca), Archipiéla-
gos e islas (Remiro), Alta mar y 
zona contigua (Marino), Aprovecha-
miento de los recursos vivos... (Sán-
chez Rodríguez), La pesca en Espa-
ña (Vélez), Cultivos marinos (Oli-
ver) , Convenios bilaterales de pes-
ca (Meseguer), Participación de Es-
paña en las Organizaciones Inter-
nacionales de pesca (Bermejo y Me-
seguer), Plataforma continental (Az-
cárraga), Régimen jurídico de los 
fondos marinos (Pastor), Mecanis-
mo internacional de los fondos ma-
rinos (Mirapeix), Exploración y ex-
plotación de los fondos marinos 
(Palomo), Utilización pacífica de los 
fondos marinos (Marín), Preserva-
ción del medio marino (Yturria-
ga). Acuerdos regionales sobre pre-
servación del medio marino (Ros), 
Comisión Nacional para evitar la 
contaminación del mar (Besada), 
Investigación oceanógrafica (De la 
Hera) y Participación de España 
en las Organizaciones Internaciona-
les de investigación oceanógrafica 
(Gómez Gallego). 
La pluralidad de t emas y de auto-
res produce el resultado de u n aná-
lisis casi exhaust ivo del panorama 
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que hoy nos ofrece el Derecho del 
Mar y s in duda const i tuye u n gran 
acierto metodológico . Como señala 
el Prof. Dupuy (The Law of the Sea, 
Leiden, 1974), e n el es tado actual de 
la cuest ión sería m u y poco realista 
todo intento de compendiar en un 
tratado el Derecho del Mar s in es-
perar los resultados finales de la 
III Conferencia. Pero c o m o quiera 
que ese final puede hacerse espe-
rar, obras c o m o la presente col-
man , s in duda, una laguna indefec-
t iblemente sentida por los estudio-
sos del tema, merecen el aplauso y 
escapan a la crítica. 
Completa la obra una amplísi-
m a documentac ión seleccionada por 
J. A. Yturriaga, en un total que ex-
cede las 1.200 páginas y que ha s ido 
s istematizada en c inco secciones: 
Legislación nacional, Convenios Bi-
laterales, Convenios Multilaterales, 
Resoluciones y declaraciones inter-
nacionales e Intervenciones, declara-
ciones y propuestas españolas. José 
Ramón REMACHA. 
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LEY 1 4 / 1 9 7 5 , DE 2 DE MAYO, SO-
BRE REFORMA DE DETERMINADOS 
ARTÍCULOS DEL CÓDIGO ClVIL Y 
DEL CÓDIGO DE COMERCIO SOBRE 
LA SITUACIÓN JURÍDICA DE LA 
MUJER CASADA Y LOS DERECHOS 
Y DEBERES DE LOS CÓNYUGES1. 
I. Una de las corrientes de opi-
nión fuertemente sentidas en nues-
tros días en el ámbito del derecho 
privado, reflejo de auténticas nece-
sidades de carácter apremiante, es 
la que incide sobre la s i tuación ju-
rídica de la mujer casada. Sufre 
és ta señaladas l imitaciones e n s u ca-
pacidad de obrar que, si e n otros 
t i empos pudieron tener alguna ex-
plicación, en la actualidad la han 
perdido. Por lo demás , las normas 
en que tales l imitaciones se contie-
nen no pasan de tener una efectivi-
dad predominantemente formal, 
creadora de trabas en la vida jurí-
dica, s in la contrapartida de una 
seria protección de los intereses de 
orden familiar. 
Las profundas transformaciones 
que ha experimentado la sociedad 
hacen aconsejable y conveniente 
una revisión del derecho de familia. 
Tal propósito , s in embargo, só lo de-
be acometerse de manera prudente, 
tras u n atento y detenido estudio 
de las pos ibles soluciones , un aná-
lisis de la realidad y de las necesi-
dades verdaderamente sentidas, con 
la guía también de los e lementos 
que puede aportar el derecho com-
parado y s in desconocer en ningún 
caso las exigencias ét icas que de 
m o d o m u y particular inciden sobre 
este sector del derecho. 
Hay, s in duda, algunos puntos en 
los cuales la dificultad de la refor-
m a es m e n o r y su regulación puede 
contribuir de manera señalada a 
una m á s justa estructuración de la 
situación jurídica de los cónyuges. 
Sobre todo importa reconocer a la 
mujer un ámbito de libertad y de 
capacidad de obrar en el orden ju-
rídico que es consustancial con la 
dignidad m i s m a de la persona, pro-
c lamada en las Leyes Fundamenta-
les. Tales puntos son los relativos 
a la nacionalidad, a la actuación en 
orden jurídico y a la posible modi-
ficación posnupcial del régimen de 
bienes del matr imonio . 
II . E n materia de nacional idad 
de la mujer casada, el Código Civil 
aplica en forma rigurosa el l lamado 
principio de unidad de la familia. 
De es ta suerte, la mujer que contrae 
matr imonio adquiere la nacionali-
dad del marido, salvo cuando, ex-
cepcionalmente, el Ordenamiento ju-
rídico de és te se la niegue. Y, si el 
marido cambia de nacionalidad, la 
mujer ha de seguir necesariamente 
esa nueva nacionalidad, si no es tá 
judic ia lmente separada. 
La regla de una rigurosa unidad 
de la famil ia pudo tener un funda-
mento social en los m o m e n t o s his-
l. Publicada en el B.O.E. de 5 de mayo de 1975. 
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tóricos en que las comunidades na-
cionales eran compart imientos muy 
replegados sobre sí y poco comuni-
cadas. Por ello se consideraba nece-
sario que la familia, c o m o cuerpo 
intermedio entre la sociedad y el 
Estado, fuera exponente también de 
la rígida unidad nacional. E n nues-
tro t iempo, s in embargo, la multi-
pl icación de las relaciones interna-
cionales , tanto a escala de los Es-
tados c o m o de las personas , y el 
decidido tránsito hacia comunidades 
m á s amplias que las nacionales , ha-
cen que aquel las premisas se hayan 
alterado, de manera tal que no se 
ve ya razón suficiente para que una 
m i s m a famil ia no pueda estar com-
puesta por personas de diferentes 
nacionalidades, al paso que la cohe-
rencia de la famil ia se manif iesta 
m á s en el orden afectivo, interno y 
sustancial que en el externo y for-
mal. 
A ello se añade el hecho de que 
la regulación actual ha conducido, 
en la práctica, a soluciones que pa-
recen contrarias a un natural sen-
t ido de la justicia. N o es infrecuen-
te el caso de mujeres españolas que, 
por haber contraído matr imonio 
con extranjeros, aun sin haber aban-
donado nunca el suelo español, son 
consideradas dentro de él c o m o ex-
tranjeras, por el s imple hecho de 
que la ley nacional del marido les 
otorgaba la nacionalidad de éste, 
con la grave consecuencia de perder 
cargos, empleos o puesto de traba-
j o que desempeñaban e n el país 
donde nacieron y continuaban vi-
viendo. 
La reforma consagra el criterio 
de que el matr imonio n o incide por 
sí solo y de manera automática en 
la adquisición, pérdida o recupera-
ción de la nacionalidad española. 
La pérdida de la nacionalidad es-
pañola, para quien contrae matri-
monio con extranjero, ha de ser 
s iempre voluntaria. Como conse-
cuencia, igualmente voluntaria ha 
de ser la adquisic ión de la nacio-
nalidad española por la persona de 
condición extranjera que casa con 
español o española. 
Por idénticas razones se h a n de-
rogado los apartados tercero y cuar-
to del artículo veintitrés del Código, 
para suprimir la pérdida automáti-
ca de la nacionalidad. Y se ha eli-
minado el párrafo primero del ar-
t ículo veinticinco, dado que la re-
cuperación de la nacionalidad espa-
ñola por la mujer casada ha de 
atenerse a las reglas generales de 
toda recuperación de nacionalidad. 
III. La reforma del régimen ju-
rídico de la capacidad de obrar de 
la mujer casada ha exigido una re-
ordenación de los artículos cincuen-
ta y siete a sesenta y cinco, así c o m o 
el retoque de una serie de precep-
tos diversos del Código, en los que 
és te impom'a la neces idad d e la 
l icencia marital para los actos y 
contratos de la mujer. 
Los artículos c incuenta y s iete y 
cincuenta y ocho, que conciernen a 
las relaciones personales entre los 
cónyuges, de difícil sanción jurídi-
ca, precisamente por sus acusados 
presupuestos ét icos y sociales , ha 
s ido preciso conformarlos de acuer-
do con la general finalidad perse-
guida de equiparar e n lo posible 
a los cónyuges y e n armonía con 
lo establecido respecto de los actos 
y relaciones de alcance patrimonial . 
En el artículo c incuenta y s iete re-
sulta suprimida la fórmula discri-
minatoria de la protección c o m o 
atributo del marido y la obediencia 
c o m o obligación de la mujer, para 
decir en términos de absoluta reci-
procidad que marido y mujer deben 
protegerse mutuamente , añadiendo 
que habrán de actuar s iempre en 
interés de la familia, con lo que 
ésta, c o m o inst i tución m á s general 
que engloba al matr imonio y le 
dota de un sent ido trascendente y 
transindividual, recibe el refrendo 
legislativo que se echaba en falta 
en la anterior ordenación. El cam-
bio operado en el artículo cincuenta 
y ocho supone conferir una partici-
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pación igualitaria de la mujer en 
la determinación de la residencia de 
los cónyuges , s in perjuicio de dar 
entrada a otros criterios cuando 
falte acuerdo. 
Base esencial de la nueva orde-
nación es la de que el matr imonio 
no t iene un sentido restrictivo res-
pecto a la capacidad de obrar de 
los cónyuges . E n consecuencia, nin-
guno de e l los os tenta una represen-
tación legal del otro, s iendo posible 
únicamente la representación deri-
vada de la voluntad. Corolario obli-
gado es también que cada uno de 
los consortes puede realizar los ac-
tos jurídicos y ejercitar los dere-
chos que le corresponden con carác-
ter privativo o exclusivo. Como no 
se ha albergado el propós i to de 
alterar el régimen de las comuni-
dades conyugales , nada se ha esta-
tuido acerca de ellas, l imitándose la 
reforma a referirse g lobalmente y 
e n abstracto a los casos en que las 
Leyes exijan que cada cónyuge deba 
actuar con el consent imiento de su 
consorte. S e recoge en este punto 
la diferencia teórica, hoy admit ida 
con carácter general, entre el con-
sent imiento, que versa sobre actos 
o negocios jurídicos de carácter co-
mún, y la l icencia que, c o m o com-
plemento de la capacidad, t iene por 
objeto los actos o derechos privati-
vos . Si bien se suprimen las licen-
cias, es respetado el actual régimen 
de los consent imientos . Se aclara, 
e s o sí —porque e n la actual idad 
const i tuye una laguna legal que la 
desaparición del actual artículo se-
senta y dos podría hacer aún m á s 
grave—, que en aquellos casos en 
que se requiera el consent imiento 
de ambos cónyuges para un acto o 
negocio jurídico y falte o n o haya 
certeza suficiente de su manifesta-
c ión por u n o d e e l los , el acto , si n o 
t iene lugar la confirmación, podrá 
ser anulado. De esta regla quedan 
excluidos los actos y contratos que 
responden a las necesidades ordina-
rias d e la familia, para los cuales 
ambos cónyuges han de est imarse 
p lenamente legi t imados c o m o me-
dio indispensable de atender a sus 
obligaciones. 
El desarrollo de los cardinales 
principios expuestos ha exigido mo-
dificar diversos preceptos concretos 
del Código. 
Así, la regla cuarta del artículo 
sesenta y ocho, donde se estable-
cen las normas relativas al régimen 
económico-matrimonial en la fase 
de tramitación del procedimiento 
judicial de nulidad o de separación 
del matr imonio , pues si durante di-
cha fase el marido tiene la admi-
nistración y disposic ión de sus bie-
nes , n o hay razón alguna para que 
no ocurra lo propio con respecto a 
la mujer. Al m i s m o t iempo, la atri-
bución judicial a la mujer de la 
administración de los bienes ganan-
ciales o de parte de el los, s e deja 
al arbitrio judicial, perdiendo la nor-
m a el carácter excepcional que pro-
c lamaba el texto anterior. 
El artículo c iento ochenta y nue-
ve ha recibido una nueva redacción 
m á s acorde con su propio sent ido 
y coherente con el criterio inspira-
dor del cambio legislativo. 
S e ha modif icado el artículo dos-
cientos veinticuatro suprimiendo la 
referencia a la autoridad marital , 
pero manteniendo la esencia de su 
contenido; y en el artículo doscien-
tos veintinueve se ha e l iminado la 
especial l imitación para la mujer 
menor, que queda así somet ido al 
régimen general del emancipado por 
matr imonio . 
Se ha modif icado también el ar-
t ículo doscientos treinta y siete, que 
incapacitaba a la mujer casada para 
ser tutor o protutor y, c o m o con-
secuencia lógica, se ha suprimido 
la excusa que favorecía en todo 
caso a las mujeres , según el artícu-
lo doscientos cuarenta y cuatro. AI 
propio t i empo se ha e l iminado co-
m o causa de la excusa el que los 
c inco o m á s hijos hubieran de ser 
legí t imos, ya que los de otra condi-
c ión pueden producir igual efecto, 
así c o m o también se ha suprimido 
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el anacrónico concepto de la pobre-
za, que viene reemplazado por la 
falta de salud o la instrucción insu-
ficiente, s i tuaciones ambas impedi-
tivas del normal cumpl imiento de 
los deberes del cargo de tutor. 
Ha s ido e l iminada igualmente la 
l icencia marital que el artículo ocho-
cientos noventa y tres exigía para 
que la mujer casada fuera albacea 
y la que el artículo novecientos no-
venta y c inco establecía para la 
aceptación y repudiación de heren-
cias. Como quiera que la aceptación 
de la herencia ha de considerarse, 
en principio, c o m o u n acto de ca-
rácter gratuito, la regla del párrafo 
segundo del artículo novecientos no-
venta y cinco se ha extendido a los 
casos de aceptación por cualquiera 
de los cónyuges, sin el consentimien-
to del otro. 
En armonía con las m i s m a s ideas 
se transforma el contenido del ar-
t ículo mil c incuenta y tres que aho-
ra faculta a la mujer para pedir la 
partición de la herencia. 
En orden a la prestación del con-
sent imiento en los contratos, se ha 
hecho desaparecer el vejatorio apar-
tado tercero del artículo mil dos-
cientos sesenta y tres, que asimila-
ba a la mujer a quienes física y 
ps íquicamente carecen de los pre-
supuestos normales de la capacidad. 
IV. El tercero de los puntos afec-
tado por la reforma es el relativo 
a la modificación, constante matri-
monio , del régimen económico-ma-
trimonial por voluntad de ambos 
cónyuges . La regla de la inmodifica-
bilidad partía probablemente de la 
idea de que, a través de los pactos 
posnupciales , pudiera uno de los 
cónyuges, generalmente la mujer , 
quedar somet ido, en su perjuicio, 
al influjo psicológico del otro, s in 
llegar a manifestar su voluntad en 
condiciones de plena libertad. 
Frente a ello cabe señalar que, 
desde hace siglos, la regla cabal-
mente contraria, la m i s m a que aho-
ra se introduce, está vigente en 
grandes zonas de nuestro país , pues 
casi s in excepción, es tradicional en 
los territorios de derecho foral, s in 
que no sólo no haya planteado gra-
ves problemas, s ino que, al contra-
rio, ha servido de cauce para resol-
verlos pacíf icamente. Y el t emido 
hecho de que tales pactos pudieran 
ocultar una falta de l ibertad o una 
voluntad viciada, es corregible, sin 
neces idad de prohibir los pactos , 
acudiendo a las reglas generales que 
salvaguardan la autenticidad de la 
voluntad en los contratos . 
Las capitulaciones matrimoniales 
son, c o m o es sabido, u n acto de 
carácter complejo , en el cual n o se 
contiene so lamente el pacto de los 
contrayentes dirigido a estatuir el 
rég imen económico-matrimonial , si-
n o que, a veces , incorporan también 
disposiciones hechas en favor de los 
dos contrayentes o de uno de el los 
por otras personas. De aquí que se 
dist ingan dos t ipos de modificacio-
nes . Por una parte, los cónyuges 
pueden en todo momento , actuan-
do de c o m ú n acuerdo, modif icar el 
rég imen económico anterior, sea 
és te convencional o legal. Para el lo 
se ha exigido el requisito de la ma-
yoría de edad, por ser el dato que 
proporciona la plena capacidad de 
obrar. Por otro lado, s e ha contem-
plado también la posible modifica-
ción de las capitulaciones cuando 
contuvieran reglas o disposiciones 
en virtud de las cuales resultara 
const i tuido u n derecho por otras 
personas en favor de los contra-
yentes o derechos const i tuidos por 
és tos en favor de aquéllas. Para 
que la modif icación afecte a tales 
derechos, será necesario que la con-
s ientan los otorgantes , si vivieran 
todavía. 
La modif icación de las capitula-
c iones matrimoniales y del régimen 
económico matrimonial exige una 
especial protección de los intereses 
generales y de los intereses de ter-
ceros. Esta protección se ha orga-
nizado a través de dos fundamenta-
les coordenadas. La primera consis-
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te en el establecimiento de u n régi-
m e n de publicidad. Las alteraciones 
de los capítulos y del régimen eco-
nómico conyugal y sus modificacio-
nes s o n objeto de public idad a tra-
vés del Registro Civil, con lo que se 
han fortalecido preceptos que ya se 
encuentran en la Ley de ocho de 
junio de mil novecientos cincuenta 
y siete. La publicidad registral s e 
produce, además , a través del Re-
gistro de la Propiedad, si se trata 
de b ienes inmuebles . Una regla com-
plementaria del s i s tema de publici-
dad es la de que la existencia de 
pactos modif icat ivos ha de indicar-
se mediante nota en la escritura 
que contenga la anterior estipula-
ción, haciéndola constar el Notario 
en las copias que expida. 
La segunda medida de salvaguar-
dia o de garantía es tan natural que 
n o requiere n ingún comentario . Con-
siste en la relatividad e irretroacti-
vidad de los pactos de modif icación 
del rég imen económico conyugal 
que en ningún caso perjudicarán 
los derechos ya adquiridos por ter-
ceros. 
V. El reconocimiento de la capa-
c idad de obrar de la mujer casada 
ha requerido introducir los cambios 
pert inentes e n los preceptos del Có-
digo Civil relativos al régimen de 
los bienes parafernales (artículos 
mi l trescientos ochenta y uno, mi l 
trescientos noventa y uno) y en los 
concernientes a la separación de 
bienes entre los cónyuges y a la 
administración por la mujer duran-
te el matr imonio de los b ienes de 
la sociedad conyugal (artículos mi l 
cuatrocientos treinta y dos mi l cua-
trocientos cuarenta y cuatro) . 
Por lo que se refiere al rég imen 
de los bienes parafernales, en con-
traste con las anteriores l imitacio-
nes , se ha establecido que la mujer 
puede disponer por sí sola de tales 
bienes, que puede comparecer en 
juic io con el fin de litigar respecto 
de el los y que el marido sólo puede 
ejercitar acciones en orden a dichos 
bienes c o m o apoderado de su mu-
jer. 
Las reglas de los artículos mi l 
trescientos ochenta y nueve y mil 
trescientos noventa y uno sobre la 
entrega al marido de la administra-
ción de los bienes parafernales y la 
devolución de los m i s m o s , en lugar 
de consist ir e n una remisión al ré-
g i m e n de los bienes dótales inesti-
mados , se configuran ahora con 
subordinación a lo pactado en las 
capitulaciones matrimoniales , que 
es s in duda el criterio preferente, 
y en defecto de éstas entran en 
juego las disposic iones pert inentes 
del mandato en cuanto inst i tución 
que regula con carácter m u y gene-
ral todo lo relativo a la administra-
ción de los bienes de otro. 
E n materia de separación judicial 
de bienes ha parecido conveniente 
superar la ant inomia que hoy exis-
te entre los artículos setenta y tres 
y mil cuatrocientos treinta y tres 
del Código, considerándose que cual-
quiera de los cónyuges ya separados 
por sentencia firme, sea culpable o 
inocente de la separación, está asis-
t ido de derecho a reclamar la sepa-
ración de bienes . 
Producida la separación de bienes, 
cada cónyuge os tenta la plena pro-
piedad de aquellos que se le hayan 
adjudicado c o m o consecuencia de la 
l iquidación de la sociedad conyugal, 
sin necesidad de establecer distin-
ciones según que haya sido culpable 
o inocente respecto a la separación 
de personas. 
Por lo que concierne a los casos 
de separación de bienes por inter-
dicción y por ausencia, ha parecido 
suficiente decir que la administra-
ción y la disposición de los bienes 
que se adjudiquen al ausente o in-
terdicto corresponderá a su repre-
sentante o tutor, de acuerdo con 
su régimen específico. 
Por úl t imo, la reforma ha incidi-
do en los preceptos del Código Civil 
sobre la administración por la mu-
jer de los bienes del matrimonio . 
Se ha mantenido la dist inción del 
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artículo mi l cuatrocientos cuarenta 
y uno, entre una artibución automá-
tica a la mujer de tal administra-
ción y una atribución realizada judi-
c ialmente. La atribución automática 
se produce en los m i s m o s casos en 
que el texto del artículo mi l cuatro-
c ientos cuarenta y uno la prevé, 
aclarando únicamente , e n la hipó-
tes is de la ausencia, que tal admi-
nistración le corresponde a la mu-
jer desde que se pide la declaración 
de ausencia hasta que se acuerda 
la separación de bienes . 
E n orden a la atribución judicial 
de la administración, ha parecido 
conveniente introducir un nuevo ca-
so , el de abadono de famil ia por 
el marido, en el que existe una sus-
tancial identidad de razón y de prin-
cipio con los demás casos que el 
artículo preveía. 
La regla del artículo mi l cuatro-
cientos cuarenta y dos se ha modi-
ficado con base en un criterio de 
reciprocidad: cuando la administra-
ción de los bienes del matr imonio 
recae en la mujer, ésta debe tener 
idénticas facultades y responsabili-
dad que el marido cuando es éste 
quien la ejerce. 
El artículo mil cuatrocientos cua-
renta y cuatro contenía una regla 
de no fácil justif icación y que ade-
m á s había ocas ionado muy graves 
dificultades en orden a su inteli-
gencia. Ante todo, queda el iminada 
la rúbrica «disposición general» de 
que iba precedido el artículo e n el 
Código, verdaderamente anómala y 
de no clara explicación. El precepto 
deja además de referirse a la sepa-
ración, pues es te régimen tal c o m o 
ahora se configura hace innecesaria 
una especial l icencia judicial y pasa 
a comprender únicamente los casos 
de atribución legal o judicial de la 
administración de los bienes de la 
sociedad conyugal. Como por bienes 
del matr imonio o bienes de la so-
ciedad conyugal hay que entender 
s iempre bienes comunes , en la línea 
de equiparación de marido y mujer 
mantenida por la reforma, ha pare-
c ido procedente conferir a la m u j e r 
administradora las m i s m a s faculta-
des para disponer de bienes comu-
nes , que al marido atribuye el ar-
tículo mil cuatrocientos trece e im-
ponerle la autorización judicial que, 
para los actos de disposic ión de 
b ienes inmuebles y es tablec imientos 
mercanti les , exige el m i s m o pre-
cepto. 
VI. Aunque se ha procurado 
mantener la m i s m a numerac ión d e 
los artículos, se han producido alte-
raciones que obligan a sustituir, en 
los artículos setenta y tres y tres-
c ientos quince las referencias que 
en ellos se hacen a otros preceptos . 
V I L La actuación de la mujer en 
la esfera del derecho privado n o 
se agota con los actos previstos en 
el Código Civil. Hay otra importan-
te vertiente —la de la posible ac-
tuación de la mujer casada en la 
esfera mercanti l— que t iene su re-
gulación en el Código de Comercio 
inspirado en la m i s m a l imitada con-
cepción general de la capacidad jurí-
dica de la mujer casada que había 
recogido el Código Civil. Al refor-
marse hoy este ú l t imo cuerpo legal, 
procede también modificar las nor-
m a s del Código de Comercio en el 
sent ido de reflejar el m i s m o crite-
rio. Así c o m o en la reforma del Có-
digo Civil ha jugado papel muy im-
portante el régimen económico ma-
trimonial convencionalmente esta-
blecido en cuanto se es t imula su 
const i tución y modif icación, o tro 
tanto sucede respecto del cambio 
legislativo e n lo que afecta al Có-
digo de Comercio. Por eso en la 
nueva ordenación relativa al ejer-
cicio del comercio por la mujer ca-
sada —o dicho en términos recí-
procos, por cualquiera de los cón-
yuges— ha de reputarse c o m o nor-
m a básica la del artículo doce, según 
el cual todo lo dispuesto en los 
artículos que le preceden se es t ima 
s in perjuicio de lo pactado en capi-
tulaciones matrimoniales debida-
mente inscritas en el Registro Mer-
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cantil . El pacto es el m o d o m á s 
directo de organizar los propios in-
tereses y la inscripción e n el Regis-
tro Mercantil, la única forma segura 
d e una publicidad general. N o obs-
tante, al l levarse a cabo la reforma 
ha resultado indispensable contem-
plar también la hipótes is de que por 
falta de previs ión o d e acuerdo no 
se l legue a una solución convencio-
nal hecha pública por el Registro, 
y c o m o régimen legal supletorio se 
ha establecido el que reflejan los 
artículos cuarto al once, guiados 
todos del propós i to de facilitar el 
ejercicio del comercio por cualquie-
ra de los cónyuges, e l iminando tam-
bién aquí el rigor d e la vieja regla 
de la autoridad marital . 
E n s u virtud y d e conformidad 
con la Ley aprobada por las Cortes 
Españolas , vengo e n sancionar: 
Artículo primero 
Se modif ican los artículos dieci-
nueve, veinte, veintiuno, veintidós, 
veintitrés, veinticuatro, veinticinco, 
c incuenta y siete, c incuenta y ocho, 
c incuenta y nueve, sesenta, sesenta 
y uno, sesenta y dos , sesenta y tres, 
sesenta y cuatro, sesenta y c inco, 
sesenta y seis , sesenta y ocho, seten-
ta y tres, c iento ochenta y nueve, 
doscientos veinticuatro, doscientos 
veinticinco, dosc ientos veintinueve, 
doscientos treinta y siete, doscien-
tos cuarenta y cuatro, trescientos 
quince, ochocientos noventa y tres, 
novecientos noventa y cinco, mi l 
c incuenta y tres, mil doscietos se-
senta y tres, mi l trescientos uno, 
mi l trescientos quince, mil trescien-
tos dieciséis, mil trescientos dieci-
nueve , mi l trescientos veinte, mi l 
trescientos veintiuno, mil trescien-
tos veintidós, mi l trescientos sesen-
ta y uno, mil trescientos ochenta y 
tres, mi l trescientos ochenta y siete, 
mi l trescientos ochenta y ocho, mil 
trescientos ochenta y nueve, mi l 
trescientos noventa, mil trescien-
tos noventa y uno, mi l cuatrocien-
tos treinta y tres, mil cuatrocientos 
treinta y cuatro, mi l cuatrocien-
tos treinta y cinco, mi l cuatro-
cientos treinta y seis , mil cuatrocien-
tos treinta y siete, mi l cuatrocientos 
treinta y ocho, mi l cuatrocientos 
treinta y nueve, mi l cuatrocien-
tos cuarenta y uno, mi l cuatrocien-
tos cuarenta y dos , mil cuatro-
cientos cuarenta y tres, mi l cua-
trocientos cuarenta y cuatro, mi l 
quinientos cuarenta y ocho y mil 
setecientos dieciséis del Código Ci-
vil. 
Artículo segundo 
El texto de los artículos del Có-
digo Civil afectados por la reforma 
pasará a ser el s iguiente: 
«Art. 19. También podrá adqui-
rirse la nacionalidad española me-
diante la obtención de carta de na-
turaleza, otorgable discrecionalmen-
te por el Jefe del Estado, cuando 
en el peticionario concurran circuns-
tancias excepcionales , o por la resi-
dencia en territorio español durante 
el t i empo establecido en el artícu-
lo siguiente. 
E n uno y otro caso, el que pre-
tenda adquirir la nacionalidad es-
pañola habrá de tener veintiún años 
cumpl idos , o dieciocho y hallarse 
emancipado. 
La nacional idad así obtenida se 
ext iende a los hijos que se encuen-
tren bajo la patria potestad. 
Son requisitos comunes a ambas 
formas de adquirir la nacionalidad: 
1." La renuncia previa a la nacio-
nal idad anterior. 
2." Prestar juramento de fideli-
dad al Jefe del Es tado y de obedien-
cia a las Leyes. 
3." Inscribirse c o m o español en 
el Registro del Estado Civil.» 
«Art. 20. El t i empo de residencia 
en España que confiere derecho a 
solicitar la nacionalidad española es 
el de diez años. 
S in embargo, bastarán cinco años 
de residencia cuando el sol ic itante 
haya prestado señalados servicios, 
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mediante cualquier actividad o tra-
bajo, que hubieren favorecido de 
m o d o notable los intereses espa-
ñoles. 
Excepcionalmente , sólo se exigirá 
la residencia durante dos años , sin 
neces idad de que concurra ninguna 
de las c ircunstancias establecidas 
en el párrafo anterior, cuando se 
trate de personas comprendidas en 
alguno de los casos señalados en el 
artículo 18, no habiendo ejercitado 
oportunamente la facultad de optar, 
de extranjeros adoptados durante 
s u menor edad por españoles y de 
nacionales , por origen, de países ibe-
roamericanos o de Filipinas. 
E n todos los casos , el t i empo de 
residencia habrá de ser cont inuado 
e inmediatamente anterior a la pe-
tición. 
La conces ión de la nacionalidad 
podrá denegarse por mot ivos de or-
den público.» 
«Art. 21. El matr imonio por sí 
solo no modif ica la nacionalidad 
de los cónyuges ni l imita o condicio-
na su adquisición, pérdida o recu-
peración, por cualquiera de el los 
con independencia del otro. 
El cónyuge español sólo perderá 
su nacionalidad por razones de ma-
tr imonio con persona extranjera si 
adquiere voluntariamente la de ésta. 
El cónyuge extranjero podrá ad-
quirir la nacionalidad española por 
razón de matr imonio si expresa-
mente optare por ella, con aplica-
c ión de lo d ispuesto en el párrafo 
final del artículo 19 y en el ú l t imo 
párrafo del artículo 20.» 
«Art. 22. Perderán la nacionali-
dad española los que hubieran ad-
quirido voluntariamente otra nacio-
nalidad. 
Para que la pérdida produzca efec-
tos , se requiere tener veintiún años 
cumpl idos , o diec iocho y hallarse 
emancipado; haber residido fuera 
de España, al menos , durante los 
tres años inmediatamente anterio-
res, y, en cuanto a los varones, n o 
estar sujetos al servicio mil itar en 
período activo, salvo que medie dis-
pensa del Gobierno. 
N o podrá perderse la nacionali-
dad española por adquisición vo-
luntaria de otra, incluso por razón 
de matr imonio , si España se hallare 
en guerra. 
N o obstante lo dispuesto en el 
párrafo primero, la adquisición de 
la nacional idad de un país ibero-
americano o de Filipinas no produ-
cirá pérdida de la nacional idad es-
pañola cuando así se haya conve-
nido expresamente con el Estado 
cuya nacionalidad se adquiere. 
Correlativamente, y s iempre que 
mediare convenio que de m o d o ex-
preso así lo establezca, la adquisi-
c ión de la nacionalidad española no 
implicará la pérdida de la de origen, 
cuando esta ú l t ima fuera la de un 
país iberoamericano o de Filipinas.» 
«Art. 23. También perderán la na-
cionalidad española: 
1." Los que entren al servicio de 
las armas o ejerzan cargo público 
e n un Estado extranjero contra la 
prohibición expresa del Jefe del Es-
tado español. 
2.° Los que por sentencia firme 
sean condenados a la pérdida de la 
nacionalidad española, conforme a 
lo establecido en las Leyes penales . 
3.° Los hijos que se encuentren 
bajo la patria potestad, si el que 
la ejerce pierde la nacional idad es-
pañola, s iempre que les correspon-
de la que adquiera éste.» 
«Art. 24. El español que hubiere 
perdido su nacionalidad, por haber 
adquirido voluntariamente otra, po-
drá recobrarla si declara que tal es 
s u voluntad ante el encargado del 
Registro Civil del lugar de su resi-
dencia, para que se haga la inscrip-
c ión correspondiente, y renuncia a 
la nacionalidad extranjera que hu-
biere ostentado.» 
«Art. 25. Los hijos que hayan 
perdido la nacional idad española 
por razón de la patria potestad, una 
vez extinguida ésta, t ienen derecho 
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a recuperarla mediante el ejercicio 
de la opción regulada en el artícu-
lo 18. 
Los que hayan s ido condenados a 
la pérdida de la nacional idad espa-
ñola o hayan s ido privados de ella 
por haber entrado al servicio de 
las armas o ejercer cargo e n Estado 
extranjero, sólo podrán recobrarla 
por conces ión graciosa del Jefe del 
Estado.» 
«Art. 57. El marido y la mujer se 
deben respeto y protección recípro-
cos , y actuarán s iempre e n interés 
de la familia.» 
«Art. 58. Los cónyuges fijarán de 
c o m ú n acuerdo el lugar de su resi-
dencia. En s u defecto, si hubiere 
hijos comunes , prevalecerá la deci-
s ión de quien ejerza la patria po-
testad, sin perjuicio de que a ins-
tancia del otro cónyuge pueda el 
Juez determinar l o procedente e n 
interés de la familia. En los demás 
casos , resolverán los Tribunales.» 
«Art. 59. El marido es el admi-
nistrador de los bienes de la socie-
dad conyugal, salvo est ipulación en 
contrario.» 
«Art. 60. E l marido y la mujer 
menores de dieciocho años n o po-
drán administrar los bienes comu-
nes , cuando les corresponda, s in el 
consent imiento del otro cónyuge si 
fuere mayor de edad. Si és te fuere 
menor de edad y, en todo caso, si 
se tratare de bienes privativos, el 
m e n o r de dieciocho años no podrá 
administrar s in el consent imiento 
de s u padre, en defecto de éste, sin 
el de s u madre, y, a falta de ambos , 
s in el de su tutor.» 
«Art. 61. En ningún caso, mien-
tras no l leguen a la mayor edad, 
podrán el marido o la mujer, s in el 
consent imiento de las personas 
mencionadas en el artículo anterior, 
tomar dinero a prés tamo, gravar n i 
enajenar los bienes raíces.» 
«Art. 62. El matr imonio no res-
tringe la capacidad d e obrar de nin-
guno de los cónyuges. 
El casado menor de edad nece-
sitará para comparecer e n juicio , 
según los casos , el consent imiento 
de las personas mencionadas e n los 
artículos 60 y 61.» 
«Art. 63. Ninguno de los cónyu-
ges puede atribuirse la representa-
ción del otro s in que le hubiera s ido 
conferida voluntariamente.» 
«Art. 64. E l marido y la mujer 
gozarán de los honores de s u con-
sorte, excepto los que fueren es-
tricta y exclusivamente personales , 
y los conservarán mientras no con-
traigan nuevo matr imonio . E n caso 
de separación legal no los perderá 
el cónyuge inocente.» 
«Art. 65. Cuando la Ley requiera 
para actos determinados que uno 
de los cónyuges actúe con el con-
sent imiento del otro, los realizados 
s in él y que no hayan s ido expresa 
o táci tamente confirmados, podrán 
ser anulados a instancia del cónyu-
ge cuyo consent imiento se haya 
omit ido o de sus herederos.» 
"Art. 66. Cualquiera de los cón-
yuges podrá realizar los actos rela-
tivos a cosas o servicios para aten-
der las neces idades ordinarias de la 
familia, encomendadas a s u cuida-
do, conforme al u s o del lugar y las 
circunstancias y pos ic ión de la mis-
ma.» 
«Art. 68. Admitidas las demandas 
de nulidad o de separación de ma-
trimonio, el Juez adoptará durante 
la sustanciación del proceso las me-
didas s iguientes: 
1." Separar a los cónyuges en to-
do caso . 
2." Determinar cuál de los cón-
yuges ha de continuar en el uso 
de la vivienda común, teniendo en 
cuenta, ante todo, el interés fami-
liar m á s urgentemente neces i tado 
de protección, así c o m o las ropas, 
obje tos y muebles que podrá l levar 
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consigo el cónyuge que haya de 
salir de aquélla. 
3.' Fijar discrecionalmente en po-
der de cuál de los cónyuges han de 
quedar todos o alguno d e los h i jos 
y quién de aquéllos ejercerá la pa-
tria potestad. 
En casos excepcionales se podrán 
encomendar los hijos a otra perso-
na o inst i tución adecuada, que asu-
mirá las funciones tutelares, corres-
pondiendo las del protutor y consejo 
de familia a la autoridad judicial. 
El Juez discrecionalmente deter-
minará el t iempo, m o d o y lugar en 
que el cónyuge apartado de los hijos 
podrá visitarlos y comunicar c o n 
el los y tenerlos en s u compañía. 
4.' E n cuanto al régimen econó-
m i c o matrimonial , se seguirán las 
s iguientes reglas: 
Cada uno de los cónyuges tendrá 
la administración y disposic ión de 
sus bienes privativos y se entende-
rán revocadas las facultades que 
uno de ellos hubiese otorgado al 
otro. 
S e mantendrá, e n cuanto a los 
bienes dótales , el rég imen anterior 
a la presentación de la demanda, 
salvo que el Juez es t ime convenien-
te transferir a la mujer la admi-
nistración de los bienes de la dote 
inest imada. 
El Juez, atendidas las circunstan-
cias del caso, determinará a cuál 
de los cónyuges se atribuye la admi-
nistración de los bienes gananciales 
o de parte de el los. 
Será necesaria l icencia judicial 
para los actos que excedan de la 
mera administración de los ganan-
ciales , cualquiera que sea el cónyu-
ge que los administre. 
Se procederá con criterio análogo 
al señalado en es ta regla cuarta 
cuando el régimen económico ma-
trimonial sea dist into del de ga-
nanciales . 
5." Señalar a l imentos a la mujer, 
y, en su caso, al marido, así c o m o 
a los hijos que no queden e n poder 
del obligado a dar al imentos , s in 
que és te pueda optar p o r prestarlos 
en la propia casa. 
6.* Acordar, si procede, el abono 
de litis expensas, determinando la 
cuantía y la persona obligada al 
pago.» 
«Art. 73. La ejecutoria de sepa-
ración producirá los s iguientes efec-
t o s : 
1." La separación de los cónyu-
ges. 
2." Quedar o ser puestos los hi-
jo s bajo la potes tad y protección 
del cónyuge inocente. 
S i ambos fueren culpables , el Juez, 
discrecionalmente, podrá proveer de 
tutor a los hijos , conforme a las 
disposic iones de es te Código. Es to 
n o obstante , si al juzgarse sobre la 
separación no se hubiese dispuesto 
otra cosa, la madre tendrá a su cui-
dado, en todo caso, a los hijos me-
nores de siete años. 
A la muerte del cónyuge inocente, 
volverá el culpable a recobrar la 
patria potes tad y sus derechos, si 
la causa que dio origen a la sepa-
ración n o afectare a la formación 
moral de los hijos. En otro caso se 
les proveerá de tutor. La privación 
de la patria potestad y de sus dere-
chos no ex ime al cónyuge culpable 
del cumpl imiento de las obligacio-
nes que este Código le impone res-
pecto de sus hijos . 
S in embargo, de lo anteriormente 
establecido, si al juzgarse sobre la 
separación se hubiera, por mot ivos 
especiales , proveído acerca del cui-
dado de los hijos , deberá estarse e n 
todo caso a lo decretado. 
Por análogos mot ivos , en lo que 
n o se haya proveído, el Juez encar-
gado de la ejecución podrá también 
aplicar su criterio discrecional, se-
gún las particularidades del caso. 
3." Perder el cónyuge culpable to-
do lo que hubiese s ido dado o pro-
met ido por el inocente o por otra 
persona en consideración a éste , y 
conservar el inocente todo cuanto 
hubiese recibido del culpable, pu-
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diendo, además , reclamar desde lue-
go lo que és te le hubiere prometido. 
4." La separación de los bienes 
de la sociedad conyugal, teniendo 
cada uno el dominio y administra-
ción de los que le correspondan. 
5.° La conservación por parte del 
cónyuge inocente y pérdida por el 
culpable del derecho a los alimen-
tos. 
6.° E l cónyuge inocente, el tutor 
de los hijos o el Ministerio fiscal 
podrán pedir h ipoteca legal sufi-
c iente sobre los b ienes del culpable, 
retención de sueldos y salarios, de-
pósi to de valores y cuantas medi-
das cautelares sean necesarias para 
que pueda cumplirse lo estatuido 
en el artículo 1.435.» 
«Art. 189. El cónyuge del ausente 
podrá solicitar la separación de bie-
nes , de conformidad con lo dispues-
to e n el artículo 1.433 de es te Có-
digo.» 
«Art. 224. La declaración de pro-
digalidad n o afecta a los derechos 
y deberes personales derivados del 
matr imonio y de la patria potestad, 
ni atribuye al tutor facultad alguna 
sobre la persona del pródigo.» 
«Art. 225. El tutor administrará 
los bienes de los hijos que el pró-
digo haya tenido en anterior matri-
monio . 
El cónyuge del declarado pródigo 
administrará los bienes ganancia-
les, los de los hijos comunes y aque-
l los cuya administración se le hu-
biere conferido e n capitulaciones. 
Para enajenarlos necesitará autori-
zación judicial.» 
«Art. 229. Esta tutela se l imitará 
a la administración de los bienes 
y a la representación e n juic io del 
penado. 
El tutor del penado está obligado, 
además , a cuidar de la persona y 
bienes de los menores , o incapaci-
tados que se hal laren bajo la auto-
ridad del sujeto a interdicción, has-
ta que se les provea de otro tutor. 
La mujer del penado ejerce la 
patria potestad sobre los h i jos co-
munes mientras dure la interdic-
ción.» 
«Art. 237. N o pueden ser tutores 
ni pro tutores: 
1." Los que es tán sujetos a tutela. 
2.° Los que hubiesen sido pena-
dos por los del itos de robo, hurto, 
receptación, estafa, falsedad, corrup-
ción de menores , abandono de fami-
lia o escándalo público. 
3.° Los condenados a cualquier 
pena privativa de l ibertad, mientras 
estén sufriendo la condena. 
4." Los que hubiesen sido remo-
vidos legalmente de otra tutela an-
terior. 
5.° Las personas de mala conduc-
ta o que n o tuvieren manera de 
vivir conocida. 
6." Los quebrados y concursados 
no rehabil itados. 
7.° Los que, al deferirse la tutela, 
tengan plei to pendiente con el me-
nor sobre el es tado civil. 
8." Los que l i t iguen con el m e n o r 
sobre la propiedad de sus bienes , 
a m e n o s que el padre o, en su caso, 
la madre, sabiéndolo, hayan dispues-
to otra cosa. 
9." Los que adeudan al m e n o r 
sumas de consideración, a m e n o s 
que, con conocimiento de la deuda, 
hayan s ido nombrados por el padre, 
o, e n s u caso, por la madre. 
10. Los parientes mencionados 
en en párrafo segundo del artículo 
293 y el tutor testamentario que n o 
hubiesen cumpl ido la obligación 
que dicho artículo les impone. 
11. Los rel igiosos profesos . 
12. Los extranjeros que no resi-
dan en España.» 
«Art. 244. Pueden excusarse de 
la tutela y pro tutela: 
1." Los Ministros del Gobierno de 
la Nación. 
2.° El Presidente de las Cortes, 
del Consejo de Estado, del Tribunal 
Supremo, del Consejo Supremo de 
Justicia Militar, del Tribunal de 
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Cuentas del Reino y del Consejo 
de Economía Nacional . 
3.° Los ecles iást icos . 
4." Los Magistrados, Jueces y 
funcionarios del Ministerio fiscal. 
5.° Los que ejerzan autoridad que 
dependa inmediatamente del Go-
bierno. 
6.° Los mil i tares en act ivo servi-
cio. 
7.° Los que tuvieren cinco o m á s 
hijos. 
8.° Los que no puedan atender 
a la tutela sin menoscabo de su 
subsistencia. 
9." Los que, por el mal estado 
habitual de su salud, o por s u defi-
ciente instrucción, n o pudieren cum-
plir b ien los deberes del cargo. 
10. Los mayores de sesenta años. 
11. Los que fueren ya tutores o 
protutores de otra persona.» 
«Art. 315. El matr imonio produ-
ce de derecho la emancipación, con 
las l imitaciones contenidas en los 
artículos 60 y 61 y en la regla se-
gunda del 50.» 
«Art. 893. N o podrá ser albacea 
el que no tenga capacidad para 
obligarse. 
El menor no podrá serlo, ni aun 
con la autorización del padre o del 
tutor. 
«Art. 995. Cuando la herencia sea 
aceptada s in beneficio de inventa-
rio, por persona casada y no con-
curra el otro cónyuge, prestando su 
consent imiento a la aceptación, n o 
responderán de las deudas heredita-
rias los bienes de la sociedad con-
yugal.» 
«Art. 1.053. Cualquiera de los 
cónyuges podrá pedir la part ic ión 
de la herencia s in intervención del 
otro.» 
«Art. 1.263. N o pueden prestar 
consent imiento: 
1." Los menores no emancipados . 
2.° Los locos o dementes y los 
sordomudos que no sepan escribir.» 
«Art. 1.301. La acción de nulidad 
sólo durará cuatro años. 
Este t iempo empezará a correr: 
En los casos de int imidación o 
violencia, desde el día e n que és tas 
hubiesen cesado. 
En los de error, o dolo, o falsedad 
de la causa, desde la consumación 
del contrato. 
Cuando la acción se refiera a los 
contratos celebrados por los meno-
res o incapacitados, desde que sa-
lieren de tutela. 
Si la acción se dirigiese a invali-
dar actos o contratos realizados por 
uno de los cónyuges s in consenti-
miento del otro, cuando este con-
sent imiento fuere necesario, desde 
el día de la disolución de la socie-
dad conyugal o del matr imonio sal-
vo que antes hubiese tenido cono-
c imiento suficiente de dicho acto 
o contrato.» 
«Art. 1.315. Los que se unan en 
matr imonio podrán otorgar sus ca-
pitulaciones antes o después de ce-
lebrarlo, est ipulando las condiciones 
de la sociedad conyugal relativa-
mente a los bienes presentes y fu-
turos, s in otras l imitaciones que 
las señaladas en es te Código. 
A falta de contrato sobre los bie-
nes, se entenderá el matr imonio 
contraído bajo el régimen de la so-
ciedad legal de gananciales.» 
«Art. 1.316. E n los contratos a 
que se refiere el artículo anterior 
n o podrán los otorgantes estipular 
nada que fuere contrario a las Le-
yes o a las buenas costumbres ni 
a los fines del matr imonio . 
Toda est ipulación que no se ajus-
te a lo preceptuado en es te artículo 
se tendrá por nula.» 
«Art. 1.319. Para que sea válida 
la modif icación de las capitulacio-
nes deberá realizarse con la asisten-
cia y concurso de las personas que 
en aquéllas intervinieron c o m o otor-
gantes , si vivieren, y la modif icación 
afectare a derechos const i tuidos por 
tales personas en favor de los con-
t rayentes , o a derechos cons t i tu idos 
por é s tos e n favor d e aquél los .» 
«Art. 1.320. Los cónyuges mayo-
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res de edad p o d r á n e n todo m o -
mento , actuando de c o m ú n acuerdo, 
modificar e l régimen económico , 
convencional o legal, del matrimo-
nio. Si alguno de el los fuere menor 
de edad se estará a lo dispuesto en 
el artículo 1.318.» 
«Art. 1.321. Las capitulaciones 
matr imoniales y las modif icaciones 
que se hagan de ellas o del régimen 
económico conyugal habrán de 
constar necesariamente en escritu-
ra pública. 
Se exceptúan de es ta regla los 
bienes que se hal len en las condi-
c iones a que se refiere el artícu-
lo 1.324.» 
«Art. 1.322. E n toda inscripción 
de matr imonio en el Registro Civil 
s e hará mención, e n s u caso , de las 
capitulaciones matrimoniales que se 
hubieren otorgado, así c o m o de los 
pactos modif icativos. Si aquélla o 
és tos afectaren a inmuebles , se to-
mará razón en el Registro de la 
Propiedad, e n la forma y a los 
efectos previstos en la Ley Hipote-
caria. 
La existencia de pactos modifica-
t ivos de anteriores capitulaciones se 
indicará mediante nota en la escri-
tura que contenga la anterior esti-
pulación, y el Notar io lo hará cons-
tar e n las copias que expida. 
Las modif icaciones del régimen 
económico matrimonial realizadas 
constante matr imonio n o perjudica-
rán en ningún caso los derechos ya 
adquiridos por terceros.» 
«Art. 1.361. lúa. mujer puede ena-
jenar, gravar e hipotecar los bienes 
de la dote inest imada, con consen-
t imiento de su marido. 
Si los enajenare, tendrá el marido 
obligación de const i tuir hipoteca, 
del propio m o d o y con iguales con-
diciones que respecto a los b ienes 
de la dote estimada.» 
«Art. 1.383. El marido no podrá 
ejercitar acciones de ninguna clase 
respecto a los bienes parafernales, 
si no es c o m o apoderado de su 
mujer.» 
«Art. 1387. La mujer puede dis-
poner por sí sola de los bienes 
parafernales, sin perjuicio de lo dis-
puesto e n el artículo 81 de este 
Código.» 
«Art. 1.388. La mujer podrá com-
parecer en juic io y litigar sobre sus 
bienes parafernales.» 
«Art. 1.389. El marido a quien 
hubieren s ido entregados bienes pa-
rafernales es tá somet ido, en el ejer-
cicio de su administración, a las 
reglas establecidas en las capitula-
ciones matrimoniales y, en defecto 
de el las, a las del mandato conte-
nidas en este Código.» 
«Art. 1.390. La enajenación de los 
bienes parafernales da derecho a 
la mujer para exigir la const i tución 
de hipoteca por el importe del pre-
cio, si lo hubiere entregado al ma-
rido.» 
«Art. 1391. La devolución de los 
bienes parafernales cuya adminis-
tración hubiese s ido entregada al 
marido tendrá lugar conforme a lo 
establecido en las capitulaciones, 
en la escritura de su entrega y, en 
s u defecto, s e aplicará lo prevenido 
en el artículo 1.732.» 
«Art. 1.433. El marido y la mujer 
podrán solicitar la separación de 
bienes, y deberá decretarse: 
1." Cuando se haya dictado sen-
tencia de separación personal. 
2 ° Cuando el cónyuge del deman-
dante hubiese s ido declarado ausen-
te o hubiese sido condenado a una 
pena que lleve cons igo la interdic-
ción civil. 
Para que se decrete la separación 
de bienes bastará presentar la reso-
lución judicial f irme recaída respec-
to de cada uno de los casos expre-
sados.» 
«Art. 1.434. Acordada la separa-
ción de bienes por cualquiera de 
las causas previstas en el artículo 
anterior, quedará disuelta la socie-
dad de gananciales y se hará su li-
quidación conforme a lo establecido 
por este Código. 
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La administración y disposic ión 
de los bienes que se adjudiquen al 
ausente o al somet ido a interdicción 
corresponderá a su representante 
o tutor, de acuerdo con su régimen 
específico.» 
«Art. 1.435. La separación de bie-
nes no ex ime a los cónyuges de sus 
obligaciones en orden al levanta-
miento de las cargas de la familia.» 
«Art. 1.436. El marido y la mujer 
deberán atender recíprocamente a 
s u sostenimiento durante la separa-
ción, y al de los hijos, así c o m o a 
la educación de és tos , todo en pro-
porción a sus respectivos bienes.» 
«Art. 1.437. La demanda de se-
paración y la sentencia f irme en que 
se declare se deberán anotar e ins-
cribir, respect ivamente, e n el Re-
gistro de la Propiedad que corres-
ponda, si recayeran sobre bienes 
inmuebles.» 
«Art. 1.438. La separación de bie-
nes no perjudicará e n ningún caso 
los derechos ya adquiridos por los 
acreedores.» 
«Art. 1.439. La reconcil iación de 
los cónyuges , en caso de separación 
personal , o la desaparición de las 
causas que la motiven, e n los demás 
casos , no alterará la separación de 
bienes decretada, salvo que los mis-
m o s esposos acuerden lo contrario 
e n capitulaciones matrimoniales . En 
ellas harán constar los bienes que 
nuevamente aporten, y és tos serán 
los que constituyan, respectivamen-
te, el capital propio de cada uno. 
En este caso se reputará s iempre 
nueva aportación, la de la totalidad 
de los bienes, aunque, en todo o en 
parte, sean los m i s m o s existentes 
antes de la l iquidación practicada 
por causa de la separación.» 
«Art. 1.441. La administración de 
los bienes del matr imonio se trans-
ferirá a la mujer por ministerio de 
la Ley: 
1.° Cuando sea tutora de su ma-
rido. 
2° Cuando se haya pedido la de-
claración de ausencia de és te y en 
tanto se acuerde la separación de 
bienes . 
3." Cuando el marido haya s ido 
declarado prófugo por la autoridad 
mil itar o rebelde en causa criminal. 
Los Tribunales conferirán tam-
bién la administración a la mujer 
s i el mar ido hubiere abandonado a 
la famil ia o si, hal lándose absoluta-
mente impedido para la administra-
ción, no hubiera proveído sobre 
ella.» 
«Art. 1.442. La mujer en quien 
recaiga la administración tendrá 
idénticas facultades y responsabili-
dad que el marido cuando la ejer-
ce.» 
«Art. 1.443 Se transferirá a la 
mujer la administración de s u dote 
e n el caso previsto por el artículo 
225 y cuando los Tribunales lo orde-
naren en virtud de lo d ispuesto por 
el artículo 1.441, pero quedando su-
jeta a lo determinado en el artícu-
lo 1.435.» 
«Art. 1.444. La mujer que admi-
nistre los bienes del matr imonio en 
virtud de lo dispuesto en el artícu-
lo 1.441 tendrá las m i s m a s faculta-
des que al marido otorga el artículo 
1.413, y necesitará la autorización 
judicial prevista en el m i s m o para 
actos de disposic ión sobre inmue-
bles y establecimientos mercanti-
les.» 
«Art. 1.548. Los padres o tutores, 
respecto de los bienes de los meno-
res o incapacitados, y los adminis-
tradores de bienes que no tengan 
poder especial, no podrán dar en 
arrendamiento las cosas por térmi-
no que exceda de seis años.» 
«Art. 1.716. El menor emancipa-
do puede ser mandatario, pero el 
mandante sólo tendrá acción contra 
él en conformidad a lo dispuesto 
respecto a las obligaciones de los 
menores.» 
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Artículo tercero 
Quedan derogadas todas las dis-
pos ic iones de los artículos del Códi-
go Civil anteriormente citados en 
cuanto resulten suprimidas o sus-
tituidas. 
Artículo cuarto 
S e modif ican los artículos cuarto, 
sexto, sépt imo, octavo, noveno, diez, 
once, doce y veintiuno del Código 
de Comercio. 
Artículo quinto 
El texto de los artículos del Có-
digo de Comercio afectados por la 
reforma pasará a ser el siguiente: 
«Art. 4." Tendrán capacidad legal 
para el ejercicio habitual del comer-
cio las personas mayores de edad y 
que tengan la libre disposic ión de 
sus bienes.» 
«Art. 6." En caso de ejercicio del 
comercio por persona casada, que-
darán obligados a las resultas del 
m i s m o los bienes propios del cón-
yuge que lo ejerza y los adquiridos 
con esas resultas, pudiendo enaje-
nar e hipotecar los unos y los otros . 
Para que los demás bienes comunes 
queden obligados será necesario el 
consent imiento de a m b o s cónyuges.» 
«Art. 7." Se presumirá otorgado 
el consent imiento a que se refiere 
el artículo anterior cuando se ejer-
za el comercio con conocimiento 
y s in opos ic ión expresa del cónyuge 
que deba prestarlo.» 
«Art. 8." También se presumirá 
prestado el consent imiento a que 
se refiere el artículo 6.° cuando al 
contraer matr imonio se hallare uno 
de los cónyuges ejerciendo el co-
mercio y lo continuare sin oposi-
c ión del otro.» 
«Art. 9." El consent imiento para 
obligar los bienes propios del cón-
yuge del comerciante habrá de ser 
expreso en cada caso.» 
«Art. 10. El cónyuge del comer-
ciante podrá revocar l ibremente el 
consent imiento expreso o presunto 
a que se refieren los artículos an-
teriores.» 
«Art. 1.1. Los actos de consenti-
miento , opos ic ión o revocación a 
que se refieren los artículos 7.°, 9.° 
y 10 habrán de constar, a los efec-
tos de tercero, en escritura pública 
inscrita en el Registro Mercantil . 
Los de revocación no podrán, en 
ningún caso, perjudicar derechos ad-
quiridos con anterioridad.» 
«Art. 12. Lo dispuesto en los ar-
tículos anteriores se entiende, s in 
perjuicio de pactos en contrario, 
contenidos en capitulaciones matri-
moniales debidamente inscritas e n 
el Registro Mercantil.» 
«Art. 21. E n la hoja de inscrip-
ción de cada comerciante o Socie-
dad se anotarán: 
1." Su nombre, rango social o 
título. 
2.° La clase de comercio u ope-
raciones a que se dedique. 
3.° La fecha en que deba comen-
zar o haya comenzado sus opera-
ciones. 
4.° El domici l io , con especifica-
ción de las sucursales que hubiere 
establecido, s in perjuicio de ins-
cribir las sucursales en el Registro 
de la provincia en que es tén domi-
ci l iadas. 
5." Las escrituras de const i tución 
de Sociedad mercantil , cualesquiera 
que sean su objeto o denominación, 
asi c o m o las de modificación, resci-
s ión o disolución de las m i s m a s So-
ciedades. 
6.° Los poderes generales, y la 
revocación de los m i s m o s , si la hu-
biere, dados a los Gerentes, facto-
res, dependientes y cualesquiera 
otros mandatarios . 
7 ° El consent imiento exigido en 
el artículo 6." cuando sea expreso y 
en el artículo 9.° en todo caso. 
8." La opos ic ión expresa y la re-
vocación previstas en los artículos 
7.° y 10. 
9.° Las capitulaciones matrimo-
niales, así como , en su caso, las 
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escrituras dótales y los t ítulos que 
acrediten la propiedad de los bienes 
propios del cónyuge del comer-
ciante. 
1 0 . Las emis iones de acciones , cé-
dulas y obl igaciones de ferrocarriles 
y de toda c lase de Sociedades , sean 
de obras públicas, Compañías de 
crédito u otras, expresando la serie 
y número de los t ítulos de cada 
emis ión, su interés, rédito, amorti-
zación y prima, cuando tuviesen 
una u otra la cantidad total de la 
emis ión, y los bienes , obras , dere-
chos o hipotecas , cuando los hubie-
re, que se afecten a su pago. 
También se inscribirán, con arre-
glo a los preceptos expresados en 
el párrafo anterior, las emis iones 
que hicieran los particulares. 
1 1 . Las emis iones de bil letes de 
Banco, expresando su fecha, clase, 
series, cantidades e importe de cada 
emis ión. 
1 2 . Los t ítulos de propiedad in-
dustrial, patentes de invención y 
marcas de fábrica, en la forma y 
m o d o que establezcan las Leyes. 
Las Sociedades extranjeras que 
quieran establecerse o crear sucur-
sales en España presentarán y ano-
tarán en el Registro, además de sus 
Estatutos y de los documentos que 
se fijan para las españolas, el cer-
tificado, expedido por el Cónsul es-
pañol, de estar const i tuidas y auto-
rizadas con arreglo a las Leyes del 
país respectivo.» 
Artículo sexto 
Quedan derogadas todas las dis-
posic iones de los artículos del Có-
digo de Comercio c i tados en cuanto 
resulten suprimidas o sustituidas. 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
La mujer española que hubiere 
perdido su nacionalidad por razón 
de matr imonio con anterioridad a 
la entrada en vigor de esta Ley, 
podrá recuperarla con arreglo a lo 
establecido en el artículo veinticua-
tro del Código Civil en s u nueva re-
dacción. 
El rég imen establecido en la nue-
va redacción del artículo veintiuno 
del Código Civil será también apli-
cable a la mujer extranjera casada 
con español antes de la entrada en 
vigor de la presente Ley y, en con-
secuencia, podrá recuperar su ante-
rior nacionalidad con arreglo a su 
Ley de origen. 
Dada en el Palacio de El Pardo, 
a dos de m a y o de mi l novec ientos 
setenta y cinco. 
FRANCISCO FRANCO 
El Presidente de las Cortes 
Españolas, 
ALEJANDRO RODRÍGUEZ DE 
VALCÁRCEL Y NEBREDA 
CANJE DE NOTAS HISPANO-VE-
NEZOLANO SOBRE OTORGAMIENTO 
RECIPROCO DE NACIONALIDAD, DE 
FECHA 4 DE JULIO DE 1 9 7 4 1 . 
Señor Ministro: 
Tengo la honra de acusar recibo 
a vuestra Excelencia de su Nota 
del día de la fecha, que dice lo 
siguiente: 
«Tengo a honra dirigirme a vues-
tra Excelencia con el objeto de ex-
presar que el Gobierno de Espa-
ña está d ispuesto a convenir con 
el Gobierno de la República de Ve-
nezuela el intercambio de informa-
c ión relativo a los otorgamientos 
a pet ic ión propia, de la nacionali-
dad española a c iudadanos venezo-
lanos y de la venezolana a subditos 
españoles . En consecuencia, en to-
1. Publicado en el B.O.E. de 12 de noviembre de 1975. 
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dos los casos e n que el Gobierno 
español otorgue la nacionalidad a 
pet ic ión de u n c iudadano venezo-
lano, lo pondrá en conocimiento del 
Gobierno venezolano a través de la 
Embajada de Venezuela en Madrid. 
A s u vez, en todos los casos en que 
el Gobierno venezolano otorgue la 
nacionalidad a petición de un sub-
dito español, lo podrá en conoci-
miento del Gobierno español a tra-
vés de la Embajada de España en 
Caracas. 
Al declarar que la presente Nota 
y la respuesta en iguales términos 
de vuestra Excelencia serán consi-
derados c o m o const i tut ivas de un 
Acuerdo entre los dos Gobiernos, a 
partir de la fecha, aprovecho esta 
ocas ión para reiterar a vuestra Ex-
celencia las seguridades de mi m á s 
alta y dist inguida consideración.» 
Tengo el honor d e confirmar a 
vuestra Excelencia que el Gobierno 
de la República de Venezuela, ani-
m a d o también por los m i s m o s pro-
pósi tos expresados en su citada no-
ta, es tá conforme con lo que e n 
ella se determina y con que la Nota 
de vuestra Excelencia y la presente 
respuesta se consideren c o m o cons-
titutivas de un Acuerdo entre los 
dos Gobiernos. 
Aprovecho esta ocas ión para rei-
terar a vuestra Excelencia las segu-
ridades de m i m á s alta y distingui-
da consideración. 
Tomás Polanco Alcántara 
Embajador de la República 
de Venezuela 
Excmo. Sr. D . Pedro Cortina Mauri, 
Ministro de Asuntos Exteriores. 
Caracas. 
El presente Canje de Notas cons-
titutivo de Acuerdo entró en vigor 
el día 4 d e jul io d e 1974. 
Lo que se hace público para cono-
c imiento general. 
Madrid, 31 de octubre de 1975.—El 
Secretario general Técnico, Enrique 
Thomas de Carranza. 
CIRCULAR DE LA DIRECCIÓN GE-
NERAL DE LOS REGISTROS Y DEL 
NOTARIADO SOBRE NACIONALIDAD 
ESPAÑOLA1. 
La reciente publicación de la Ley 
14/1975, de 2 de mayo , sobre refor-
m a de determinados artículos del 
Código Civil y del Código de Co-
mercio sobre la s i tuación jurídica 
de la mujer casada y los derechos 
y deberes de los cónyuges, p lantea 
numerosas cuest iones en el terreno 
de la nacionalidad, especia lmente en 
relación con el matr imonio , que re-
quieren ser resueltas urgentemente , 
a f in de unificar las prácticas, posi-
b lemente divergentes, que pudiera 
originar la aplicación de los nuevos 
preceptos en las dist intas Oficinas 
de los Registros Civiles. A esta fina-
lidad se ciñe la presente Circular, 
que se ha juzgado oportuno exten-
der también a otros aspectos sobre 
la nacionalidad que la experiencia 
de los ú l t imos años y las necesida-
des prácticas que comporta la re-
forma aconsejan aclarar, todo el lo 
sin perjuicio, claro es , de la previ-
sible y necesaria reforma de ciertos 
artículos del Reglamento del Regis-
tro Civil, d irectamente afectados en 
su contenido por la nueva Ley. 
I. Nacionalidad del cónyuge 
extranjero que contrae matrimonio 
con español o española 
Por virtud de l o d ispuesto hoy e n 
el tercer párrafo del artículo 21 del 
Código Civil, la celebración del ma-
tr imonio con subdito español no 
supone nunca automát icamente , ni 
1. Publicada en el B.O.E. de 24 de mayo de 1975. 
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siquiera para la mujer extranjera, 
adquisición de la nacionalidad espa-
ñola. Por el contrario, el único de-
recho que as is te al cónyuge extran-
jero es el de optar por esta nacio-
nalidad, cumpl iendo los requisitos 
comunes establecidos en los tres 
números del ú l t imo apartado del 
artículo 19; ahora bien, es te derecho 
no es absoluto, ya que la remis ión 
que efectúa aquel precepto al últi-
m o párrafo del artículo 20 obliga a 
entender que esta posible adquisi-
c ión de la nacional idad española en 
virtud de esta especial opción queda 
subordinada, c o m o «conditio iuris» 
para su eficacia, a la circunstancia 
de que la autoridad competente no 
deniegue la adquisic ión por mot ivos 
de interés u orden público. 
Por tanto, los Encargados de los 
Registros Civiles o los Agentes con-
sulares o Diplomáticos competentes 
para recibir la declaración de op-
ción y levantar el acta correspon-
diente (cfr. arts. 18 C e , 64 L.R.c. y 
229 R.R.c) , no deberán nunca prac-
ticar directamente la inscripción en 
el Registro Civil español, s ino que 
habrán de remitir a esta Dirección 
General uno de los ejemplares del 
acta, acompañando las oportunas 
pruebas sobre la celebración y sub-
sistencia del matr imonio (respecto 
de las cuales, basta en principio la 
certif icación correspondiente del 
Registro español, según doctrina 
sentada por la Resolución de 25 de 
m a y o de 1964) y sobre la nacionali-
dad española del otro cónyuge. La 
inscripción e n el Registro no se 
llevará a cabo hasta que se reciba 
la oportuna Orden del Ministerio de 
Justicia no oponiéndose a la opción 
por la nacionalidad española, la cual 
constará en la inscripción misma. 
Estas m i s m a s reglas habrán de 
observarse cuando, por tratarse de 
lugar extranjero en que no exista 
Agente diplomático o consular espa-
ñol, la declaración de opción se for-
mule en documento debidamente 
autenticado, dirigido al Ministerio 
de Asuntos Exteriores y remit ido 
poster iormente por és te al Minis-
terio de Justicia (cfr. art. 230 R.R.c) . 
II. Extensión de la nacionalidad 
española a la mujer casada cuyo 
marido adquiere por cualquier 
título esta nacionalidad 
Con arreglo al sent ido general de 
la nueva Ley, especia lmente refle-
jado en el primer párrafo del artícu-
lo 21 del C e , ha dejado de existir 
la antigua extens ión automática de 
la nacionalidad española que, por 
aplicación directa de los artículos 
del Código y de su doctrina, según 
entendían diversas Resoluciones de 
este Centro directivo, afectaba a la 
mujer casada cuyo marido adquiría 
la nacionalidad española por resi-
dencia, Carta de naturaleza, opción 
o recuperación. Por tanto, si el acta 
relativa a la adquisic ión de la nacio-
nalidad por el marido, a que se 
refieren los artículos 19, «in fine», 
del C e . y 64 de la L.R.c, se levanta 
con posterioridad a la entrada en 
vigor de la nueva Ley, la nacionali-
dad española así obtenida por el 
marido no se extenderá en ningún 
caso a su mujer, aunque el Decreto 
u Orden de conces ión tenga fecha 
anterior. 
Consecuencia práctica de este nue-
vo criterio es también que, c o m o la 
eficacia de los expedientes de adqui-
sición de nacionalidad por residen-
cia o por Carta de naturaleza, ins-
tados por el marido, no alcanza a 
la mujer, cuando ésta también de-
see la adquisición de la nacionali-
dad española deberá solicitarlo ex-
presamente , justif icando que, res-
pecto de ella misma, se cumplen 
los requisitos establecidos. Natural-
m e n t e que no hay inconveniente 
en que, si ambos cónyuges formulan 
la solicitud, pueda acumularse la 
tramitación de ambos expedientes , 
conforme permite el artículo 347 
del Reglamento del Registro Civil. 
Otros efectos que se derivan di-
rectamente del nuevo artículo 21 del 
Código Civil son la derogación im-
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plícita, por incompatibi l idad con los 
actuales preceptos , de los artículos 
226, párrafo segundo, y 233 del Re-
g lamento del Registro Civil, así co-
m o las especiales referencias al 
matr imonio y nacimiento de la mu-
jer que imponía, hasta ahora, el 
párrafo I del artículo 236 y la refe-
rencia a la nacionalidad del marido, 
a que aludía el párrafo final de es te 
artículo y el párrafo I del artícu-
lo 237. 
III . Recuperación de la 
nacionalidad española y vuelta al 
territorio español 
El actual artículo 24 del Código 
Civil ha suprimido para los casos 
de recuperación de la nacionalidad 
española mot ivada por la pérdida 
previa de ésta a causa de la adqui-
sición voluntaria de otra nacionali-
dad, u n requisito, cual e s la vuelta 
al territorio español, que era ante-
riormente necesario en principio y 
sólo dispensable, excepcional y dis-
crecionalmente, por el Jefe del Es-
tado, con arreglo al artículo 234 del 
Reglamento del Registro Civil. 
El lo supone la derogación tácita 
de este ú l t imo artículo y la supre-
s ión «de facto» de los expedientes 
de dispensa de vuelta al territorio 
español que hasta ahora venían tra-
mitándose , cuya ult imación, dadas 
las nuevas normas , resulta ya inútil. 
Por otra parte, dicho artículo 24 
exige só lo para la recuperación en 
los casos aludidos la oportuna de-
claración del interesado ante el En-
cargado del Registro Civil del lugar 
de s u residencia. Naturalmente que 
esta exigencia no debe interpretarse 
restrict ivamente impidiendo el ejer-
cicio del derecho a la recuperación 
a la persona que resida e n u n país 
en el que no existan Oficinas Con-
sulares españolas . Para tales supues-
tos hay que entender de aplicación 
lo d ispuesto en los artículos 64 de 
la Ley del Registro Civil y 230 de 
su Reglamento, de m o d o que la de-
claración de recuperación podrá ve-
rificarse mediante documento , debi-
damente autenticado, dirigido al Mi-
nisterio de Asuntos Exteriores, a fin 
de que, tras los oportunos trámites , 
pueda practicarse la inscripción 
marginal de recuperación en el Re-
gistro competente . 
IV. Recuperación de la 
nacionalidad española por mujer 
casada originariamente 
española 
Por remis ión expresa contenida 
en el párrafo pr imero de la disposi-
c ión transitoria d e la nueva Ley, el 
régimen de recuperación explicado 
en el número III de es ta Circular 
es íntegramente aplicable a la mu-
jer que hubiere perdido su nacio-
nalidad española previa por razón 
de s u matr imonio anterior, confor-
m e a los antiguos números 3.° y 4.° 
del artículo 23 del Código Civil. Y 
desde luego, c o m o la Ley n o distin-
gue, este derecho podrá ejercitarse 
s in sujeción a plazo ninguno y cual-
quiera que sea la s i tuación actual 
de aquel matr imonio . 
V. Recuperación de la nacionalidad 
extranjera por mujer casada 
con español 
Este supuesto , previsto en el pá-
rrafo segundo de la disposic ión 
transitoria de la Ley, no puede in-
terpretarse en el sent ido de que la 
Ley española intente regular mate-
rias tota lmente ajenas a su compe-
tencia, cuales son los requisitos para 
la adquis ic ión o recuperación de 
otra nacionalidad, indudablemente , 
el propósi to del legislador es sim-
plemente aclarar que se producirá 
automát icamente la pérdida de la 
nacionalidad española cuando se 
justif ique formalmente que la mu-
jer, casada con español con ante-
rioridad a la nueva Ley, ha recupe-
rado después de su entrada en vigor 
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— o , incluso, ha conseguido conser-
var— su ciudadanía primit iva con 
arreglo a s u Ley personal originaria. 
Esta pérdida de la nacionalidad 
española se. producirá de pleno de-
recho, sin neces idad de que concu-
rran los requisitos que para la efi-
cacia en ciertos supuestos exige el 
artículo 22 del Código, pero debe 
ser objeto de inscripción (artículo 
67 de la Ley del Registro Civil); y 
esta inscripción habrá de practicar-
se conforme a lo prevenido en el 
artículo 232 del Reglamento del Re-
gistro Civil. 
VI. Declaración de recuperación, 
opción o conservación de la 
nacionalidad española 
Con la finalidad evidente de faci-
litar el ejercicio de este derecho por 
los particulares afectados, el artícu-
lo 227 del Reglamento del Registro 
Civil indica textualmente e n su pri-
mer párrafo que: «Las inscripcio-
nes de opción, conservación o recu-
peración de nacionalidad, o relati-
vas a la vecindad, son procedentes 
aunque no se presente documento 
alguno.. .». 
Ahora bien, es te precepto supone 
que el Encargado del Registro Civil 
tendrá en cuenta en su calificación 
la declaración del interesado sobre 
los requisitos respect ivos. Y a este 
supuesto , no debe adoptar una acti-
tud tota lmente pasiva, admit iendo, 
s in más , las escuetas declaraciones 
de nacionalidad que tengan a bien 
formular los comparecientes . Por el 
contrario, y no obstante las preven-
ciones que sobre la eficacia de tales 
inscripciones contiene el segundo 
párrafo del m i s m o artículo, la mi-
s ión fundamental de aquél de velar 
por la concordancia entre el Re-
gistro y la realidad (cfr. artículo 26 
de la Ley de Registro Civil), impone 
al Encargado el deber de exigir que 
el interesado, aunque n o presente 
ningún documento , precise e n su 
declaración todos y cada uno de los 
supuestos necesarios para que se 
produzca, en el caso concreto, la 
adquisic ión de la nacionalidad espa-
ñola. Así: E n la opción, el intere-
sado deberá manifestar que ha na-
cido en territorio español, indican-
do dónde, de padres extranjeros, o 
fuera de España de padre o madre 
originariamente españoles , precisan-
do por qué lo juzga así, o por qué 
hechos es t ima haber perdido la na-
cionalidad española por razón de la 
patria potestad (cfr. artículos 18 y 
25 del Código Civil), y a s imi smo la 
edad exacta o la fecha y circunstan-
cias de la emancipación al efecto 
de enjuiciar que n o ha transcurrido 
el p lazo d e u n año que exige dicho 
artículo 18; en la recuperación, de-
berá declarar por qué hechos es t ima 
que era originariamente español, 
por cuáles ha adquirido después 
voluntariamente nacional idad ex-
tranjera, etc. 
De este modo , sin coartar ni im-
pedir c o n exigencias exces ivas el 
derecho de los interesados y pre-
sente el es t ímulo que supone el 
r iesgo de posible del i to que impli-
que la declaración falsa, facilitará 
al Encargado datos para una mejor 
calificación y para fundar, e n su 
caso, la denegación de su interven-
ción. 
Debe recordarse igualmente que, 
tratándose de varones comprendi-
dos entre los dieciocho y los treinta 
y siete años de edad, ambos inclu-
sive, el Encargado del Registro Ci-
vil que levante la correspondiente 
acta de opción, recuperación o con-
servación, está obl igado a comuni-
car a la correspondiente Junta de 
Clasificación y Revis ión el nombre 
y apell idos del interesado, fechas de 
nacimiento y adquisic ión de la na-
cionalidad española (fecha del acta) 
y domici l io del interesado, o de sus 
hijos en aquella edad, en cumpli-
miento del deber que le impone el 
artículo 55 del Reglamento d e la 
Ley General de Servicio Militar, 
aprobado por Decreto de 6 de no-
viembre de 1969. 
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VII. Prueba de la nacionalidad 
española 
El s i s tema español sobre adqui-
sición originaria de la nacionalidad, 
c o m o basado esencia lmente en el 
principio del «ius sanguinis*, l leva 
consigo inevitablemente ciertas difi-
cultades de prueba, con los consi-
guientes problemas práct icos , tanto 
para la Administración, cuando an-
te un órgano oficial debe justificar-
se la ciudadanía española, c o m o pa-
ra los particulares, que pueden 
verse coartados en el ejercicio de 
derechos que les correspondan ple-
namente por su condic ión de espa-
ñoles . 
Si bien es cierto que una prueba 
definitiva de tal es tado civil só lo 
puede proporcionarla la sentencia 
f irme recaída en el oportuno juicio 
declarativo ordinario (cfr. artículo 
483, 3.°, de la Ley de Enjuic iamiento 
Civil), también lo es que la legisla-
ción del Registro Civil ha arbitrado 
un medio específ ico para obtener 
la declaración de que se ostenta la 
nacionalidad española (artículo 96, 
2.°, de la Ley), e n virtud de u n 
expediente gubernativo que debe ser 
resuelto, en primera instancia, por 
el Juez e n c a r g a d o del Registro Civil 
del domici l io (artículos 335 y 338 del 
Reglamento del Registro Civil). La 
circunstancia de que, según es ta le-
gislación, la declaración sobre na-
cionalidad tenga valor «de s imple 
presunción» y deba ser objeto de 
anotación (artículo 340 del Regla-
mento del Registro Civil) al margen 
de la inscripción de nacimiento 
(cfr. artículos 46 de la Ley de Re-
gistro Civil y 149 del Reglamento 
del Registro Civil) —anotación con 
valor s implemente informativo y 
que en ningún caso const i tuye la 
prueba que proporciona la inscrip-
ción (confróntense artículos 38 de 
la Ley y 145 de su Reglamento)—, 
no debe inducir a confusión, mini-
mizando la eficacia de tales declara-
ciones sobre nacionalidad. Al con-
trario, es evidente que aquellas ex-
presiones y prevenciones legales só-
lo obedecen a la neces idad de sepa-
rar netamente los efectos respecti-
vos de las inscripciones y de las ano-
taciones , pero n o l imitan el valor de 
presunción legal «iuris tantum» de 
las declaraciones sobre nacionalidad 
española, las cuales, por tanto, han 
de dispensar de toda prueba a los 
favorecidos por la presunción, mien-
tras ésta no se destruya por la prue-
ba en contrario (cfr. artículos 1.250 
y 1.251 del Código Civil). Y natural-
mente estas m i s m a s consecuencias 
han de predicarse respecto de la 
presunción legal contenida en el ar-
t ículo 68 de la Ley del Registro Ci-
vil, cuando señala, en las condicio-
nes que el m i s m o determina, que 
«se presumen españoles los nacidos 
en territorio español de padres na-
cidos en España». 
Resumiendo las anteriores consi-
deraciones, son criterios interpreta-
t ivos de esta Dirección General los 
s iguientes: 
1." La nueva opción a la nacio-
nalidad española, establecida a fa-
vor del cónyuge extranjero que con-
traiga matr imonio c o n subdito es-
pañol, no da lugar a la inscripción 
en el Registro Civil hasta que recai-
ga la oportuna Orden del Ministerio 
de Justicia, no oponiéndose a la 
opción. 
2." Desde la entrada en vigor de 
la nueva Ley, la nacionalidad espa-
ñola obtenida por marido extranje-
ro no se extiende automát icamente 
a su mujer, la cual, si desea este 
efecto, deberá seguir por sí m i s m a 
el expediente o procedimiento opor-
tuno, acumulable en su caso al de 
su esposo . 
3.° Para la recuperación de la na-
cionalidad española, en el supuesto 
del actual artículo 24 del Código, 
ya no es necesaria la vuelta al te-
rritorio español; y, en ú l t imo térmi-
no, la declaración de recuperación 
podrá verificarse mediante docu-
mento debidamente autenticado di-
rigido al Ministerio de Asuntos Ex-
teriores. 
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4.° La mujer casada que hubiere 
perdido su nacional idad española 
por razón de matr imonio , puede re-
cuperarla en cualquier m o m e n t o 
con arreglo al régimen general es-
tablecido en dicho artículo 24. 
5.° La mujer casada, originaria-
mente extranjera, que hubiera ad-
quirido la nacionalidad española, 
con anterioridad a la entrada en 
vigor de la nueva Ley, por virtud 
de su matr imonio con subdito espa-
ñol, perderá automát icamente la na-
cionalidad española, si justif ica ha-
ber recuperado después su ciudada-
nía originaria. 
6." El Encargado del Registro Ci-
vil competente para recibir las de-
claraciones sobre opción, recupera-
ción o conservación de la naciona-
lidad española, debe exigir que las 
manifestaciones del interesado pre-
c isen que concurren en el m i s m o 
todos y cada uno de los supuestos 
necesarios para que se produzca, en 
el caso concreto, la adquisic ión de 
la nacionalidad española. 
Igualmente, tratándose de varones 
comprendidos entre los dieciocho y 
los treinta y siete años de edad, 
a m b o s inclusive, debe efectuar a la 
correspondiente Junta de Clasifica-
ción y Revis ión la comunicación exi-
gida por el artículo 55 del Regla-
m e n t o de la Ley General de Servi-
c io Militar. 
7.° Deben ser consideradas a to-
dos los efectos c o m o españolas, 
mientras no se demuestre lo con-
trario por los medios oportunos: 
a) Las personas que en el expedien-
te gubernativo previsto en el artícu-
lo 96, 2 ° , de la Ley del Registro 
Civil, hayan obtenido la declaración 
con valor de presunción de que os-
tentan la nacional idad española; y 
b) Las favorecidas por la presun-
c ión legal contenida en el artículo 
68 de la m i s m a Ley. 
Lo que comunico a W . S S . 
Dios guarde a VV. S S . m u c h o s 
años. 
Madrid, 22 de m a y o de 1975.—El 
Director general, José Poveda Mur-
cia. 
Sres . Jueces y Cónsules Encargados 
de los Registros Civiles. 
INSTRUCCIÓN DE LA DIRECCIÓN 
GENERAL DE LOS REGISTROS Y 
DEL NOTARIADO SOBRE EL EXPE-
DIENTE PREVIO AL MATRIMONIO 
CIVIL 1 . 
I. La aplicación del rég imen del 
expediente previo al matr imonio ci-
vil, sobre todo cuando uno o ambos 
contrayentes s o n extranjeros, ha 
dado mot ivo , en la práctica, a un 
amontonamiento de trámites y exi-
gencias que, e n l o posible , deben 
obviarse. Es claro que ha de partir-
se del respeto a los preceptos lega-
les y reglamentarios . Pero en s u in-
terpretación y aplicación debe te-
nerse en cuenta no sólo «los crite-
rios d e economía, celeridad y efica-
cia que el Estado trata de imponer 
en todas sus actuaciones» (Preám-
bulo del Reglamento del Registro 
Civil y que exigen la s implicidad 
procedimental , s ino también que, en 
es tos supuestos , es tá en juego el de-
recho a contraer matr imonio , dere-
cho de la persona humana que no 
puede ser coartado, ni siquiera tem-
poralmente, con impedimentos u 
obstáculos que no tengan estricta 
base legal. El t emor al del i to y la 
conveniente prudencia para evitar 
matr imonios i legales n o debe tradu-
cirse práct icamente en un exceso de 
cautelas impropias de la general 
presunción de buena fe. 
En diferentes preceptos de nues-
1. Publicada en el B.O.E. de 15 de abril de 1974. 
DOCUMENTACIÓN 837 
tro ordenamiento se reflejan casuís-
t icamente es tos criterios rectores. 
Por ejemplo , artículos 92, 93, 94 y 
95 del Código Civil; 72 de la Ley 
del Registro Civil, y 246 a 248, 250 
y 258 del Reglamento del Registro 
Civil. Se prescribe expresamente , 
para la tramitación «la mayor bre-
vedad», la «urgencia» e n los artícu-
los 250 y 258 del Reglamento del 
Registro Civil. A la s imultaneidad 
de c iertas dil igencias se refiere el 
artículo 246 del Reglamento del Re-
gistro Civil. A que se eviten dili-
gencias desproporcionadas c o n la 
urgencia, el artículo 258 del c i tado 
Reglamento. Puede, pues, concluirse 
que e n es tos expedientes c o m o e n 
los demás regidos por la Ley del 
Registro Civil, pero de un m o d o es-
pecial ís imo, debe evitarse «toda di-
lación o trámite superfluo o despro-
porcionado con la causa», y en ellos 
también «la práctica de una diligen-
cia no paralizará las demás que 
sean compatibles» (cfr. artículos 341 
y 354 del Reglamento del Registro 
Civil). 
II. Un primer mot ivo de demoras 
y trámites superfluos lo const i tuye 
la equivocada idea de que cuando 
el Juez municipal escogido para la 
celebración del matr imonio n o lo 
fuera a la vez de ambos contrayen-
tes , es necesario duplicar totalmen-
te el expediente previo al matrimo-
nio civil. N o es así c o m o deben in-
terpretarse los artículos 88 del Có-
digo Civil y 247 del Reglamento del 
Registro Civil. Hay, sí, dos expe-
dientes abiertos, pero en el los sólo 
hay deber de duplicar dil igencias 
cuando especia lmente se ordene por 
el legislador (declaración f irmada 
por a m b o s contrayentes, publica-
ción de edictos) . E n los demás ca-
sos debe evitarse la duplicación, 
dados los principios de s implicidad 
y celeridad del procedimiento . Por 
e s o no es necesario duplicar la do-
cumentac ión a que se refiere el ar-
t ículo 86 del Código Civil, y corres-
pondientes del Reglamento del Re-
gistro Civil. Ni siquiera será mot ivo 
de inadmis ión la falta de las alega-
ciones o pruebas exigidas, ya que 
«en el acto de ratificación o cuando 
se adviertan, se indicará a los con-
trayentes los defectos de alegación 
y prueba que deben subsanarse» 
(cfr. artículo 244, final, del Regla-
mento del Registro Civil). Así, pues , 
es bastante con que la documenta-
ción resulte completa en el momen-
to en que el Juzgado elegido haya 
de decidir sobre la celebración del 
matr imonio . 
Por lo demás, la duplicación de 
expediente debe servir no para obs-
taculizar, s ino para facilitar los trá-
mites y la invest igación sobre la 
aptitud matrimonial de los cónyu-
ges. N o es necesario que se dupli-
quen e n uno y otro expediente las 
dil igencias de presentación de la de-
claración y ratificación; para una 
y otra pueden los contrayentes va-
lerse, en auxilio registral, del Juez-
Encargado propio (cfr. artículo 2.° 
del Reglamento del Registro Civil), 
quien practicará lo necesario para 
que e n u n o u otro expediente cons-
te la declaración de los contrayen-
tes . Y uno y otro Juez realizará las 
dil igencias que e s t imen oportunas 
para la instrucción del expediente, 
sin esperar a requerimiento del 
otro: Oír reservadamente y por se-
parado al contrayente domici l iado 
en el Municipio para cerciorarse de 
la inexistencia de obstáculos legales 
a la celebración; practicar las prue-
bas propuestas o acordadas de ofi-
cio, encaminadas a acreditar el esta-
do o domici l io de los contrayentes, 
o cualquier otro extremo necesario 
(cfr. artículo 246 del Reglamento 
del Registro Civil); recibir las de-
nuncias de impedimentos , etc. Tén-
gase en cuenta, f inalmente, que con-
forme al artículo 247 del Reglamen-
to del Registro Civil, «el Encargado 
que no haya de autorizar el matri-
monio , se l imitará a remitir lo ac-
tuado al elegido, único al que co-
rresponde decidir sobre la celebra-
ción o suspensión». 
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III. Causa frecuente de dilacio-
nes es la documentac ión exigida por 
el artículo 86 del Código Civil. Y a 
es te respecto conviene hacer alguna 
aclaración sobre diferentes puntos: 
1." Prueba de nacimiento.—A este 
efecto basta la presentación de cer-
tif icación literal, o en extracto, de 
la inscripción del nacimiento , o la 
del Libro de Famil ia e n que se 
certifique del nacimiento. Pero de 
no estar éste inscrito, no ha de 
demorarse la celebración exigiendo 
la previa inscripción fuera del plazo 
del nacimiento. La redacción dada 
al artículo 86 del Código Civil por 
la Ley de 24 de abril de 1958 ma-
nifiesta, en relación con el texto 
originario del precepto, que no es 
imprescindible la partida de naci-
miento. En tales supuestos rige, pa-
ra probar el nacimiento, al doctrina 
del artículo 2.° de la Ley del Regis-
tro Civil, desarrollada y aclarada en 
Instrucción de 26 de marzo de 1963. 
2.' Prueba de estado civil.—Se ha 
entendido es ta exigencia con fre-
cuencia en el sent ido de que a todo 
expediente de matr imonio civil de-
b e preceder u n expediente de fe de 
soltería o viudez. Pero no es así. 
La soltería puede acreditarse por 
declaración jurada del propio suje-
to (cfr. artículo 363 del Reglamento 
del Registro Civil). En la viudez hay 
que distinguir dos hechos: Uno po-
sit ivo, la disolución del v ínculo an-
terior, y otro negativo, que el cón-
yuge supérst ite no ha vuelto a con-
traer nuevas nupcias. La disolución 
de los anteriores vínculos se acre-
ditará por la prueba correspondien-
te. Normalmente la certificación de 
defunción del cónyuge. El h e c h o de 
no haber contraído nuevas nupcias 
puede acreditarse, c o m o en la solte-
ría (cfr. artículo 363, Reglamento 
del Registro Civil), por declaración 
jurada del supérst i te que pretenda 
el nuevo matr imonio . 
Ahora bien, la presentación por 
los particulares interesados de tal 
prueba del es tado no quiere decir 
que el Juez Encargado haya de pa-
sar necesariamente por ella. Tam-
bién e n esta materia rige e l princi-
pio establecido en el artículo 351 
del Reglamento del Registro Civil: 
«La certeza de los hechos será in-
vest igada de oficio, sin perjuicio de 
la carga de la prueba que incumba 
a los particulares.» El artículo 246 
del m i s m o Reglamento prevé la 
práctica de pruebas acordadas de 
oficio encaminadas prec isamente a 
acreditar el es tado d e los contrayen-
tes . Y si al Encargado no le consta 
la soltería o viudez (lo que con fre-
cuencia ocurre e n las poblaciones 
de cierta entidad), sin duda es pru-
dente que exija la práctica de dili-
gencias complementarias (además 
de la publicación de edictos) , y en-
tre ellas las s iguientes: Incorpora-
ción al expediente de certificación 
sobre las notas que en relación con 
el matr imonio es tén extendidas al 
margen de la inscripción de naci-
miento de los contrayentes (si no 
constaran ya las notas en la certifi-
cación presentada); certificación del 
padrón municipal; declaración de 
dos personas, preferentemente pa-
rientes cercanos. 
3.° Prueba de no profesar la reli-
gión católica.—En el m o m e n t o ac-
tual está tan facilitada esta prueba 
que su exigencia nunca debe ser 
causa de di laciones, pues , según Re-
solución de este Centro Directivo de 
3 de agosto de 1970, es m e d i o de 
prueba idóneo «la declaración ex-
presa de los interesados de no pro-
fesar la religión católica». Solamen-
te se establece una dil igencia espe-
cial para el supuesto de que se tra-
tare de personas que hubieren aban-
donado la religión católica: «Se exi-
girá que, a la mayor brevedad, se 
presente la prueba de que el aban-
dono ha sido comunicado por el 
interesado al Párroco del domici l io . 
La comunicac ión podrá hacerse a 
través del Encargado, por correo 
certif icado con acuse de recibo» (ar-
tículo 245 del Reglamento del Regis-
tro Civil). Naturalmente , la realiza-
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c ión de es ta dil igencia no debe pa-
ralizar el curso de los demás trá-
mites . 
4.° Supuesto de contrayentes ex-
tranjeros.—También los extranjeros 
han de acreditar el nacimiento, la 
l ibertad de estado civil, la l icencia 
o la dispensa. Tratándose de hechos 
que sean inscribibles en el Registro 
español (por ejemplo , por razón del 
lugar en que acaecieron), deberán 
ser acreditados conforme a las re-
glas establecidas por los españoles . 
En otro caso, y en cuanto se trate 
de hechos sujetos en el extranjero 
a registro regular o auténtico (co-
m o puede ocurrir con u n nacimien-
to o c o n la muerte de un primer 
cónyuge) , es oportuno exigir la cer-
tificación registral correspondiente 
(analogía artículos 44 del Código Ci-
vil y 23 Ley Registro Civil). Pero, 
conforme a doctrina de este Centro 
directivo, expuesta ya e n Resolución 
de 16 de enero de 1917, debe esti-
marse entonces suficiente que di-
recta, no incidentalmente, certifique 
la aptitud matrimonial y los extre-
m o s exigidos (circunstancias del na-
cimiento, fal lecimiento de un pr imer 
cónyuge, etc.), el Cónsul o u n fun-
cionario civil o mil i tar competente 
según la Ley del correspondiente 
país . De no ser posible es tos pro-
batorios —y la imposibi l idad debe 
medirse en relación a la gravedad 
del extremo no acreditado y a una 
prudente celeridad del expediente—, 
pueden admitirse otras pruebas 
acreditativas de la apti tud y liber-
tad matrimoniales . 
Huelga advertir que la l icencia 
para contraer matr imonio única-
mente se exigirá si resulta necesa-
ria según el Derecho Internacional 
Privado Español y só lo en los tér-
minos que permita el orden público 
internacional. 
5." Traducción y legalización de 
documentos.—En esta materia con-
viene insistir, para evitar dilaciones, 
en las s iguientes reglas vigentes: 
— N o es necesaria la traducción ofi-
cial de un documento si a los 
órganos intervinientes les consta 
su contenido y así lo hacen mani-
fiesto, y ya por propio conoci-
miento de la lengua, ya por dili-
gencia bastante , por ejemplo , dic-
tamen pericial que se es t ime fi-
dedigno (cfr. artículo 86, y por 
analogía, párrafo III , 87 Regla-
m e n t o Registro Civil). 
— Los documentos auténticos expe-
didos e n España no requieren le-
galización para surtir efectos en 
los Registros Civiles s i tuados en 
el país (cfr. artículo 87 Reglamen-
to Registro Civil). 
— La legalización de documentos ex-
tranjeros puede hacerse por el 
Cónsul español del lugar en que 
se expidan o por el Cónsul del 
país en España (cfr. artículo 88 
Reglamento Registro Civil), quie-
nes, a la vez, pueden traducir los 
documentos (cfr. artículo 86 Re-
g lamento Registro Civil). Só lo s e 
exigirá la legalización ulterior del 
Ministerio de Asuntos Exteriores 
si no consta la autenticidad de 
la que hace el Cónsul (cfr. artícu-
lo 87 Reglamento Registro Civil). 
— N o s iempre se exige la legaliza-
ción de documentos extranjeros. 
En efecto, no será necesaria en 
los s iguientes casos: 
a) Si consta al Juez-Encargado 
la autenticidad directamente. 
b) Si le consta por dilgencia bas-
tante (por ejemplo , tes t imonio de 
una autoridad mil itar extranjera, si 
el Juez lo e s t ima bastante) . 
c) Si el documento le l lega por 
vía oficial. 
IV. El artículo 91 del Código Ci-
vil es un precepto que ha sido causa 
de que los expedientes matrimonia-
les e n que alguno de los contrayen-
tes sea extranjero sufra demoras in-
debidas. Nuestro s i s tema impone 
c iertamente que el matr imonio pro-
yectado sea previamente publ icado 
en el territorio donde el extranjero 
hubiere tenido su domici l io o resi-
dencia durante los dos años ante-
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riores. Pero n o cabe l levar es ta exi-
gencia hasta extremos que dificul-
ten extraordinariamente e l matrimo-
nio. S e imponen dos suavizaciones 
en el rigor de la norma: 
1." La primera suavización resul-
ta del propio artículo 91 del Código 
Civil. Según es te precepto, la Ley 
local extranjera es la que ha de 
señalar las so lemnidades exigidas 
para la publicación, la forma de 
certificar que se ha realizado, la 
Autoridad competente para expedir 
tal certificación. La Ley española, 
pues , s o m e t e la publ icación a las 
exigencias de la Ley local extranje-
ra. Y por lo m i s m o , si p o r el Cón-
sul o funcionario competente se cer-
tifica que e n la legislación de tal 
país no está prevista la publicación 
oficial previa del matr imonio , no 
cabe inventar desde España solem-
nidades o medios de publicidad cu-
y o régimen, por lo dicho, no depen-
de de la Ley española; y habrá que 
concluir, en consecuencia , n o que se 
pueda gubernativamente y a discre-
c ión dispensar «o no» e l trámite im-
posible, s ino que no se exige enton-
ces la publicación en el país ex-
tranjero. Es ta doctrina, concorde 
con los criterios antes expuestos 
c o m o rectores de la interpretación 
de los preceptos relativos al expe-
diente matrimonial y, e n concreto, 
con el de no crear impedimentos 
matr imonia les s in suficiente base 
legal, ya se contenía sustancialmen-
te e n el artículo 51 del Reglamento 
para la Ejecución de las Leyes de 
Matrimonio y Registro Civil de 18 
de dic iembre de 1870, y puede esti-
marse vigente e n la actualidad. E n 
tal caso, el Juez-Encargado extrema-
rá su celo en la prueba de la apti-
tud y l ibertad matr imoniales , exi-
giendo certif icación sobre ellas del 
Cónsul o funcionario competente , el 
cual ya habrá tenido e n cuenta, al 
efecto, las garantías que sust i tuyan 
e n su legislación a la publicación 
oficial previa del matr imonio . 
2.* La segunda suavización se 
desprende del artículo 92 del Códi-
go Civil, interpretado conforme a 
los precedentes legislativos, a su 
«ratio» y a la práctica de e s te Cen-
tro directivo (R. R. de 3 de jul io de 
1959, 28 de marzo de 1962 y 7 de sep-
t iembre de 1968). H a y casos en que 
la propia Ley dispensa de la publi-
cación de edictos . E n todos los de-
m á s casos , el Gobierno —y hoy el 
Ministro de Justicia (artículo 74 Ley 
del Registro Civil)— podrá dispen-
sarla mediando causas graves sufi-
c ientemente probadas, una de las 
cuales puede ser que se prevea una 
demora desproporcionada por cau-
sa de tal publicación. 
N o importa, para la dispensa, que 
el interesado sea extranjero. Como 
se trata de dispensar un trámite que 
impone el Es tado español, es lógico 
que a él m i s m o corresponda la dis-
pensa. 
Es tá expresamente ordenado que 
los expedientes de dispensa se tra-
mi ten con urgencia (cfr. artículo 258 
Reg lamento Regis tro Civil). Y e n la 
práctica, en efecto, se despachan 
con gran rapidez, por l o que el mis-
m o n o será causa de dilaciones. 
V. Finalmente, el ac to m i s m o de 
la celebración del matr imonio civil 
puede plantear algún problema, 
cuando uno d e los contrayentes no 
entienda el castel lano. Conforme al 
artículo 253 del Reglamento del Re-
gistro Civil, cabe entonces valerse 
del auxilio de Perito intérprete que 
se es t ime fidedigno, el cual tradu-
cirá al contrayente que no emplee , 
al celebrar el matr imonio , el id ioma 
español . 
Teniendo e n cuenta las anteriores 
consideraciones, 
Esta Dirección General ha acorda-
do hacer las declaraciones siguien-
tes: 
1." E n los expedientes previos al 
matr imonio civil deben evitarse to-
da dilación o trámite superfluo o 
desproporcionado con la causa; y 
la práctica de una dil igencia n o pa-
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ralizará las demás que sean compa-
tibles . 
2." Si el Juez municipal escogido 
para la celebración del matr imonio 
no lo fuera a la vez de ambos con-
trayentes, só lo se duplicarán los trá-
mites y alegaciones que ordene ex-
presamente la Ley. 
3. a El nacimiento de los contra-
yentes puede acreditarse, a falta de 
inscripción, conforme a lo estable-
c ido en la Instrucción de es te Cen-
tro directivo de 26 de marzo de 
1963. 
4." La soltería puede acreditarse 
por declaración jurada del propio 
sujeto . La viudez también por de-
claración jurada, acompañando cer-
tif icación de defunción del cónyuge. 
Según el caso, será o no prudente 
que el Juez-Eancargado exija, ade-
más , la práctica de dil igencias com-
plementarias para asegurarse de la 
certeza del es tado civil invocado. 
5." Para probar que los contra-
yentes n o profesan la Religión Ca-
tólica basta su declaración expresa, 
s in perjuicio de exigirse, en su caso, 
la prueba de haber comunicado el 
abandono al Párroco. 
6." Los hechos relativos a contra-
yentes extranjeros podrán acredi-
tarse: 
a) Si s e trata de hechos sujetos 
al Registro español: Conforme a las 
reglas establecidas para los espa-
ñoles . 
b) En otro caso , caben los si-
guientes medios de prueba: 
— Certificación registral correspon-
diente para los hechos sujetos 
en el extranjero a Registro regu-
lar y auténtico. 
— Certificación expedida por el Cón-
sul o funcionario civil o mil itar 
competente , relativa directamente 
a la aptitud matrimonial y extre-
m o s exigidos (nacimiento, falleci-
miento de u n primer cónyuge, 
etcétera). 
— De no ser posibles es tos medios: 
Cualesquiera otros medios de 
prueba. 
7." N o e s necesaria traducción 
oficial de documentos extranjeros 
si al Encargado le consta su con-
tenido y así lo hace manif iesto, ya 
por propio conocimiento de la len-
gua, ya por dil igencia bastante . 
8." N o es necesaria la legaliza-
ción de documentos: 
a) Si es tán expedidos en España. 
b) Si al Juez-Encargado le cons-
ta la autentic idad directamente o 
por dil igencia bastante . 
c) Si el documento llega por vía 
oficial. 
N o se exigirá legalización ulterior 
del Ministerio, si consta la autenti-
cidad de la que hace un Cónsul com-
petente , español o extranjero. 
9." N o se exigirá la previa publi-
cación del matr imonio civil en país 
extranjero, si por el Cónsul o fun-
cionario competente se certifica que 
en la legislación de tal país no está 
prevista la publicación oficial previa 
del matr imonio . El juez-Encargado, 
en tal caso, exigirá certif icación del 
Cónsul o funcionario competente so-
bre la aptitud y l ibertad matrimo-
niales del contrayente extranjero. 
10. Aunque sea posible la publi-
cación de edictos en país extranje-
ro, puede dispensarse si media cau-
sa grave suf ic ientemente probada. 
11. Los contrayentes que no sa-
ben castel lano pueden expresar el 
consent imiento val iéndose de intér-
prete. 
Lo que comunico a VV. SS . 
Dios guarde a W . SS . m u c h o s 
años. 
Madrid, 22 de marzo de 1974.—El 
Director general, José Poveda Mur-
cia. 
Sres. Jueces y Encargados de los 
Registros Civiles. 
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INSTRUMENTO DE RATIFICACIÓN 
DE ESPAÑA DEL CONVENIO E U -
ROPEO SOBRE ARBITRAJE COMER-
CIAL INTERNACIONAL, H E C H O EN 
GINEBRA EL 2 1 DE ABRIL DE 1961 ' . 
FRANCISCO FRANCO 
B A H A M O N D E 
Jefe del Estado Español, 
Generalísimo de los 
Ejércitos Nacionales 
Por cuanto el día 1 4 de diciembre 
de 1 9 6 1 , el Plenipotenciario de Es-
paña, nombrado e n buena y debida 
forma al efecto, f irmó en Ginebra 
el Convenio Europeo sobre Arbitra-
je Comercial Internacional, hecho en 
Ginebra el 2 1 de abril de 1 9 6 1 , 
Vis tos y examinados los diez ar-
t ículos que integran dicho Conve-
nio, 
Vengo en aprobar y ratificar cuan-
to en el lo se dispone, c o m o e n vir-
tud del presente lo apruebo y rati-
fico, promet iendo cumplirlo, obser-
varlo y hacer que se cumpla y ob-
serve puntualmente e n todas sus 
partes , a cuyo fin, para s u mayor 
val idación y firmeza, Mando expe-
dir es te Instrumento de Ratifica-
ción f irmado por Mí, debidamente 
sel lado y refrendado por el infras-
crito Ministro de Asuntos Exterio-
res. 
Dado en Madrid a c inco de mar-
zo de mi l novecientos setenta y 
cinco. 
FRANCISCO FRANCO 
El Ministro de 
Asuntos Exteriores, 
PEDRO CORTINA M A U R I 
CONVENIO EUROPEO SOBRE 
ARBITRAJE COMERCIAL 
INTERNACIONAL 
Los infrascritos: 
Debidamente autorizados, 
Reunidos bajo los auspic ios de la 
Comisión Económica Europea de 
la Organización de las Nac iones 
Unidas: 
Visto que el diez de junio de mi l 
novecientos c incuenta y ocho, c o m o 
resultado de la Conferencia de las 
Nac iones Unidas sobre Arbitraje en 
Comercio Exterior, se f irmó en Nue-
va York un Convenio sobre Reco-
noc imiento y Ejecución de Senten-
cias Arbitrales Extranjeras; 
Y estando deseosos de contribuir 
a la expansión del comercio europeo 
y de evitar a es te fin, en lo posible, 
ciertas dificultades que entorpecen 
la organización y el funcionamiento 
del arbitraje comercial internacio-
nal en las relaciones entre personas 
físicas o jurídicas de diferentes paí-
ses europeos; 
Convienen en las s iguientes cláu-
sulas: 
ARTICULO I 
Campo de aplicación del Convenio 
1. El presente Convenio se apli-
cará: 
a) a aquel los acuerdos o compro-
misos de arbitraje que, para sol-
ventar controversias o contiendas 
surgidas o por surgir de operacio-
nes de comercio internacional, hu-
bieren s ido concertados entre per-
sonas físicas o jurídicas que tengan, 
e n el m o m e n t o de estipular u n 
acuerdo o compromiso de este tipo, 
su residencia habitual o su domici-
l io o sede social en Estados contra-
tantes diferentes; 
b) a los procedimientos y laudos 
arbitrales basados en los acuerdos 
1. Publicado en el B.O.E. de 4 de octubre de 1975. 
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o compromisos a que se alude m á s 
arriba en el párrafo 1, a) de este 
artículo. 
2. A los fines de la aplicación 
del presente Convenio, se entende-
rá por: 
a) «acuerdo o compromiso arbi-
tral», b ien sea una cláusula compro-
misoria incluida en un contrato, o 
b ien un compromiso , contrato o 
compromiso separado f irmados por 
las partes o contenidos en u n inter-
cambio de cartas, te legramas o co-
municaciones por te le impresor y, en 
las relaciones entre Estados cuyas 
leyes no exijan la forma escrita pa-
ra el acuerdo o contrato arbitral, 
todo acuerdo o compromiso estipu-
lado en la forma permit ida por di-
chas leyes; 
b) «arbitraje», el arreglo de con-
troversias entre partes no só lo me-
diante arbitros nombrados para ca-
da caso determinado (arbitraje ad 
hoc), s ino también por inst i tuciones 
arbitrales permanentes; 
c) «sede social», el lugar donde 
radica el establecimiento o persona 
jurídica que ha concertado el acuer-
do o compromiso arbitral. 
ARTICULO II 
Facultad de las personas morales de 
derecho público de someterse al 
arbitraje 
1. En los casos previstos en el 
artículo 1, párrafo 1, del presente 
Convenio, las personas morales con-
sideradas por la ley a ellas aplicable 
c o m o «personas morales de derecho 
público» estarán facultadas para 
concertar vál idamente acuerdos o 
compromisos arbitrales. 
2. Al firmar o al ratificar el pre-
sente Convenio o al adherirse al 
mi smo , todo Es tado contratante po-
drá declarar que l imita dicha facul-
tad según las condiciones concreta-
das en su declaración. 
ARTICULO III 
Derecho de los subditos 
extranjeros a ser arbitros 
En los arbitrajes amparados por 
el presente Convenio, los subditos 
extranjeros podrán ser nombrados 
arbitros. 
ARTICULO IV 
Organización del arbitraje 
1. Las partes e n un acuerdo o 
compromiso arbitral podrán, según 
s u l ibre criterio, prever: 
a) que sus controversias o dife-
rencias sean somet idas para su re-
solución a una inst i tución arbitral 
permanente; e n es te caso, el proce-
dimiento arbitral se desarrollará 
conforme al Reglamento de la insti-
tución designada; o 
b) que sus diferencias o contien-
das sean somet idas para su resolu-
ción a u n procedimiento arbitral ad 
hoc; en es te caso, las partes ten-
drán, entre otras , las s iguientes fa-
cultades: 
i) nombrar los arbitros o esta-
blecer los m o d o s o fórmulas confor-
m e a los cuales se designarán los 
arbitros en el caso de una contro-
versia; 
ii) determinar el lugar de la se-
de o emplazamiento del tribunal ar-
bitral; 
iii) fijar las normas de procedi-
miento que deben seguir los arbi-
tros. 
2. Si las partes han est ipulado 
someter el arreglo de las posibles 
controversias entre ellas a un arbi-
traje ad hoc y si e n u n plazo de 
treinta días desde la fecha de la 
notif icación de la demanda de arbi-
traje al demandado, una de las 
partes omit iere el nombrar su arbi-
tro, é s t e será designado, salvo que 
las partes hubieren previsto otra 
cosa e n el acuerdo o compromiso 
arbitral, a pet ic ión de la otra parte, 
por el Presidente de la Cámara de 
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Comercio competente del país en el 
cual tenga s u residencia habitual o 
su sede social la parte omitente en 
e l m o m e n t o d e la presentación de 
la demanda de arbitraje. El presen-
te párrafo se aplicará igualmente a 
la sust i tución de un arbitro o arbi-
tros nombrados por una de las par-
tes o por el Presidente de la Cámara 
de Comercio a que se alude m á s 
arriba. 
3. Si las partes hubieren acorda-
do someter el arreglo de las posi-
b les controversias o diferencias en-
tre ellas a u n arbitraje ad hoc por 
uno o varios arbitros s in que el 
acuerdo o compromiso arbitral con-
tenga los datos indispensables para 
la realización del procedimiento ar-
bitral, tales c o m o los indicados en 
el párrafo 1 del presente artículo, 
s e adoptarán las medidas necesa-
rias por el arbitro o arbitros ya 
nombrados , salvo que las partes 
puedan llegar a un acuerdo al res-
pecto y s in perjuicio del caso pre-
visto en el precedente párrafo 2. 
Si no mediare acuerdo entre las 
partes en lo concerniente a la de-
s ignación del arbitro único, o e n 
caso de que no se llegara a un 
acuerdo entre los arbitros nombra-
dos sobre las medidas que se deben 
adoptar, el demandante podrá, en 
s u elección, dirigirse, sol ic i tando se 
t o m e n dichas medidas , si las partes 
hubieren convenido el lugar del ar-
bitraje, al Presidente de la Cámara 
de Comercio competente del lugar 
del arbitraje convenido por las par-
tes , o bien al Presidente de la Cá-
mara de Comercio competente del 
lugar de residencia habitual o sede 
social del demandado, en el momen-
to de la presentación de la deman-
da de Arbitraje. S i las partes no 
hubieren convenido el lugar de ar-
bitraje, el demandante podrá a s u 
elección dirigirse sol ic i tando la ac-
c ión necesaria, b ien sea al Presiden-
te de la Cámara de Comercio com-
petente del país donde tenga el de-
mandado su habitual residencia o 
sede social en el m o m e n t o de la 
presentación de la demanda de ar-
bitraje, o al Comité Especial cuya 
compos ic ión y m o d o de funciona-
m i e n t o se especif ican e n el anejo 
al presente Convenio. Si el deman-
dante dejare de ejercitar los dere-
chos a él conferidos por el presente 
párrafo, tales derechos podrán ser 
ejercitados por el demandado o por 
el arbitro o arbitros. 
4. El Presidente o el Comité Es-
pecial a quien se hubiere dirigido 
la pet ic ión podrá proceder, según 
el caso, 
a) a nombrar el arbitro único, 
el arbitro presidente, el superárbitro 
o el tercer arbitro; 
b) a sustituir uno o varios arbi-
tros designados conforme a un pro-
cedimiento dist into del previsto en 
el párrafo 2 del presente artículo; 
c) a determinar el lugar de arbi-
traje, quedando entendido que el ar-
bitro o arbitros podrán elegir otro 
lugar de arbitraje; 
d) a fijar, bien sea de manera 
directa o remit iéndose al reglamen-
to de una inst i tución arbitral per-
manente , las normas procesales que 
deberán observarse por el arbitro 
o arbitros, si és te o éstos no hubie-
sen establecido sus reglas de proce-
dimiento en caso de que n o exis-
tiera acuerdo m u t u o entre las par-
tes a este respecto. 
5. Si las partes hubieren estipu-
lado someter el arreglo de las posi-
bles controversias o contiendas en-
tre ellas a una inst i tución arbitral 
permanente s in designar esta insti-
tución y no l legaren a un entendi-
miento sobre dicha designación, el 
demandante podrá reclamar tal de-
signación conforme al procedimien-
to previsto en el precedente párra-
fo 3. 
6. Si el acuerdo o compromiso 
arbitral n o especificare el m o d o o 
c lase de arbitraje (arbitraje por 
una inst i tución arbitral permanente 
o bien arbitraje ad hoc) conforme 
al cual estuvieren concordes las par-
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tes en dirimir s u controversia y si 
las partes n o l legaren a convenirse 
sobre dicho asunto, el demandante 
tendrá facultad de recurrir a este 
respecto al procedimiento previsto 
en el precedente párrafo 3.°. 
El Presidente de la Cámara de 
Comercio competente o el Comité 
Especial podrán bien sea remit ir a 
las partes a una inst itución arbitral 
permanente , o requerir a las partes 
a que nombren sus arbitros dentro 
de un plazo señalado por el Presi-
dente o por el Comité Especial y a 
que convengan dentro de dicho pla-
zo las medidas necesarias para el 
desarrollo del procedimiento arbi-
tral. En este ú l t imo caso, serán apli-
cables los párrafos 2, 3 y 4 del pre-
sente artículo. 
7. Si, dentro de u n plazo de se-
senta días desde el m o m e n t o én 
que hubiere sido por él recibida la 
pet ic ión de desempeñar alguna de 
las funciones enumeradas en los pá-
rrafos 2, 3, 4, 5 y 6 de este artículo, 
el Presidente de la Cámara de Co-
merc io a la cual se hubiere dirigido 
la petición, conforme a lo previsto 
en alguno de los mencionados pá-
rrafos, n o hubiere dado curso a 
dicha petición, la parte sol icitante 
podrá dirigirse al Comité Especial 
a fin de que asuma las funciones 
o comet idos que no hayan s ido lle-
vados a efecto. 
ARTICULO V 
Declinatoria del tribunal arbitral 
por incompetencia 
1. La parte que pretenda promo-
ver una excepción o declinatoria 
por incompetencia del tribunal arbi-
tral, deberá, cuando se trate de ex-
cepciones basadas en el hecho de 
inexistencia, nul idad o caducidad 
del acuerdo o compromiso arbitral, 
hacerlo durante el procedimiento ar-
bitral no después del m o m e n t o de 
presentar sus alegaciones sobre el 
fondo o sustancia de la controver-
sia y, cuando se trate de una excep-
ción basada en el hecho de que la 
cuest ión controvertida excede de las 
facultades del arbitro, tal excepción 
será presentada tan pronto c o m o 
surgiera, en el procedimiento arbi-
tral, la cuest ión que exceda de di-
chas facultades. Cuando las partes 
se retrasaren en presentar la ex-
cepción, debido a una causa que el 
arbitro est imare justificada, éste de-
clarará la excepción c o m o admisi-
ble. 
2. Aquellas excepciones contra la 
competencia del tribunal arbitral 
aludidas en el precedente párrafo 
1." que no hubieren s ido promovidas 
dentro de los plazos fijados en di-
cho párrafo, n o podrán serlo duran-
te el curso ulterior del procedimien-
to arbitral, salvo en el supuesto de 
que tales excepciones se refieran a 
cuest iones cuya presentación no 
queda reservada al libre criterio de 
las partes conforme a la Ley aplica-
da por el arbitro, no pudiendo tam-
poco dichas excepciones ser inten-
tadas e n el curso de u n procedi-
miento posterior seguido ante un 
tribunal judicial estatal en el caso 
de que se hubiere acudido a él pi-
diéndole que examinara el asunto 
en cuanto al fondo o a la ejecución 
de la sentencia arbitral, salvo cuan-
do las excepciones aludidas no que-
den confiadas al libre criterio de 
las partes con arreglo a la Ley de-
terminada por la regla de confl icto 
del tribunal judicial que se ocupare 
del fondo o de la ejecución del lau-
do. Sin embargo, el tribunal estatal 
podrá reconsiderar judic ialmente la 
decis ión del arbitro sobre la demora 
en presentar la excepción. 
3. A reserva de que se pueda 
ulteriormente apelar conforme a la 
«lex fori» contra el indicado laudo 
del tribunal de arbitrio ante un tri-
bunal estatal competente , el tribu-
nal de arbitraje cuya competencia 
fuere impugnada no deberá renun-
ciar al conoc imiento del asunto y 
tendrá la facultad de fallar sobre 
su propia competencia y sobre la 
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existencia o validez del acuerdo o 
compromiso arbitral o del contrato 
transacción u operación de la cual 
forme parte dicho acuerdo o com-
promiso . 
ARTICULO VI 
Competencia de los tribunales 
judiciales estatales 
1. Toda excepción o declinatoria 
por incompetencia del tribunal es-
tatal basada en la existencia de u n 
acuerdo o compromiso arbitral e 
intentada ante el tribunal estatal 
ante el cual se promovió el asunto 
por una de las partes del acuerdo 
o compromiso arbitral, deberá ser 
propuesta por el demandado, so pe-
na de pérdida de derechos por ven-
c imiento del plazo, antes o e n el 
m i s m o m o m e n t o de presentar sus 
pretensiones o alegaciones en cuan-
to al fondo según que la Ley del 
país del tribunal considere tal ex-
cepción o declinatoria c o m o una 
cuest ión de derecho procesal o sus-
tantivo. 
2 . Al examinar y pronunciar re-
solución sobre la cuest ión de la 
existencia o validez del acuerdo o 
compromiso arbitral, los tribunales 
nacionales de los Estados Contra-
tantes ante los cuales se hubiere 
promovido dicha cuestión, deberán, 
en lo referente a la capacidad jurí-
dica de las partes , atenerse a la 
Ley que les sea aplicable a éstas , 
y en lo concerniente a las restantes 
materias , decidirán: 
a) según la ley a que hayan so-
met ido las partes el acuerdo o 
compromiso arbitral; 
b) no exist iendo una indicación 
al respecto, según la ley del país 
donde deba dictarse laudo; 
c) careciéndose de indicación so-
bre la ley a la cual hayan somet ido 
las partes el acuerdo o compromiso 
arbitral y, si en el m o m e n t o en que 
la cuest ión sea somet ida a un tri-
bunal judicial no hubiere posibili-
dad de determinar cuál será el país 
en que habrá de dictarse fallo arbi-
tral, entonces según la ley aplicable 
e n virtud de las reglas de confl icto 
del tribunal estatal conocedor del 
asunto. 
El tribunal ante el cual se hubie-
ra promovido el asunto podrá de-
negar el reconocimiento del acuer-
do o compromiso arbitral si, con-
forme a la «lex fori», la controver-
sia no es por su objeto o materia 
susceptible de arreglo mediante ar-
bitraje. 
3. Si una de las partes e n un 
acuerdo o compromiso arbitral hu-
biere ya incoado un procedimiento 
arbitral antes de recurrirse ante un 
tribunal judicial, en tal caso el tri-
bunal judicial de uno de los Esta-
dos contratantes, al cual se haya 
dirigido poster iormente otra de las 
partes con una demanda o preten-
sión referente al m i s m o objeto o 
diferencia entre las mi smas partes 
o a la cuest ión de la inexistencia, 
nul idad o caducidad del acuerdo o 
compromiso arbitral, deberá diferir 
toda resolución sobre la competen-
cia del tribunal arbitral hasta el 
m o m e n t o en que éste dicte su laudo 
sobre el fondo del asunto, s iempre 
que el tribunal estatal no tenga mo-
tivos suficientemente graves para 
desviarse de esta norma. 
4. Si una de las partes sol ic itase 
medidas provisionales o preventi-
vas de conservación o seguridad an-
te una autoridad judicial, no deberá 
ello es t imarse c o m o incompatible 
con el acuerdo o compromiso arbi-
tral, ni c o m o un somet imiento del 
asunto al tribunal judicial para que 
éste resuelva en cuanto al fondo. 
ARTICULO VII 
Derecho aplicable 
1. Las partes podrán, según su 
libre criterio, determinar de común 
acuerdo la ley que los arbitros ha-
brán de aplicar al fondo de la con-
troversia. Si no existiere indicación 
por las partes en lo concerniente 
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al derecho aplicable, los arbitros 
aplicarán la ley procedente de con-
formidad con la regla de confl icto 
que los arbitros es t imaren apropia-
da en el caso en cuest ión. E n am-
bos casos , los arbitros tendrán en 
cuenta las est ipulaciones del con-
trato y los usos mercanti les . 
2. Los arbitros actuarán en cali-
dad de «amigables componedores» 
si tal es la voluntad de las partes y 
se lo permite la ley aplicada al 
arbitraje. 
ARTICULO VIII 
Motivación de la sentencia arbitral 
Se presumirá que las partes han 
convenido e n el acuerdo o compro-
m i s o arbitral que el laudo deberá 
ser motivado, salvo, 
a) si las partes hubieran estipu-
lado expresamente que la sentencia 
arbitral no deberá ser fundada o, 
b) si las partes hubieren elegido 
u n procedimiento arbitral dentro d e 
cuyo marco no es té aceptada la cos-
tumbre de motivar los fallos y siem-
pre que, en tal caso, las partes o 
una de ellas no sol iciten expresa-
mente , antes de terminar la vista 
o audiencia, o si no hubiere habido 
v is ta antes de redactar el fallo, que 
éste sea fundado. 
ARTICULO I X 
Declaración como nula de la 
sentencia arbitral 
1. La anulación e n uno de los 
Estados contratantes de un laudo 
arbitral amparado por el presente 
Convenio const i tuirá causa d e dene-
gación en lo referente al reconoci-
miento o ejecución de dicho laudo 
e n otro Estado contratante, sólo en 
el caso de que tal anulación se hu-
biese l levado a efecto en aquel Es-
tado e n el cual o conforme a cuya 
ley fue pronunciado el fallo arbi-
tral y el lo por una de las siguientes 
razones: 
a) las partes en el acuerdo o 
compromiso arbitral estaban, con 
sujeción a la ley a el las aplicable, 
afectadas de u n a incapacidad de 
obrar, o dicho acuerdo o compro-
m i s o n o era vál ido con arreglo a la 
ley a la cual lo somet ieron las par-
tes o, en caso de no haber indica-
c ión al respecto , conforme a la ley 
del país en donde se dictó el lau-
do: o 
b) la parte que pide la anulación 
del laudo no había s ido informada 
debidamente sobre el nombramien-
to del arbitro o sobre el desarrollo 
del procedimiento arbitral, o le ha-
bía s ido imposible , por cualquier 
otra causa, hacer valer sus alega-
c iones o recursos; o 
c) el laudo se refiere a una con-
troversia no prevista en el compro-
miso arbitral o n o incluida dentro 
de lo establecido en la cláusula com-
promisoria; o contiene decis iones 
sobre materias que sobrepasen los 
términos del compromiso arbitral 
o de la cláusula compromisoria , en-
tendiéndose, empero , que si las re-
soluciones del laudo que versen so-
bre cuest iones somet idas al arbitra-
je, puedan ser separadas o disocia-
das de aquellas otras resoluciones 
concernientes a materias no some-
tidas al arbitraje, las primeras po-
drán n o ser anuladas; o 
d) la const i tución o compos ic ión 
del tribunal de arbitros o el proce-
dimiento arbitral no se ha ajustado 
al acuerdo o compromiso entre las 
partes o, n o habiendo exist ido tal 
acuerdo o compromiso , a lo esta-
blecido en el artículo IV del pre-
sente Convenio. 
2. En las relaciones entre aque-
llos Estados contratantes que sean 
al m i s m o t i empo Partes en el Con-
venio de Nueva York de 10 de junio 
de 1958 sobre Reconocimiento y Eje-
cución de Sentencias Arbitrales Ex-
tranjeras, el párrafo 1." del presente 
artículo viene a restringir la aplica-
ción del artículo V, párrafo 1, e) 
del Convenio de Nueva York única-
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mente a los casos de anulación ex-
puestos en dicho párrafo 1.°. 
ARTICULO X 
Cláusulas finales 
1. El presente Convenio queda 
abierto para la f irma o la adhes ión 
por los países miembros de la Co-
mis ión Económica Europea y por 
los países admit idos a la Comisión 
con derecho de vo to consult ivo con 
arreglo al párrafo 8 del mandato 
o atribuciones de dicha Comisión. 
2. Aquellos países que pudieren 
participar en ciertos trabajos de la 
Comisión Económica Europea de 
conformidad con el párrafo II del 
mandado o atribuciones de dicha 
Comisión, podrán venir a ser Par-
tes contratantes en el presente Con-
venio mediante la adhesión al mis-
m o tras de su entrada en vigor. 
3. El Convenio estará abierto pa-
ra su f irma hasta el treinta y uno 
de diciembre de mil novecientos se-
senta y uno inclusive. Después de 
esta fecha, quedará abierto para la 
adhesión al m i s m o . 
4. El presente Convenio estará 
sujeto a ratificación. 
5. La ratificación del Convenio o 
la adhesión a él se efectuará entre-
gando el correspondiente instrumen-
to para su custodia al Secretario ge-
neral de la Organización de las 
Naciones Unidas. 
6. Al firmar el presente Conve-
nio, ratificarlo a adherirse a él, cada 
una de las Partes contratantes re-
mit irá al Secretario general d e la 
Organización de las Naciones Uni-
das, una l ista de las Cámaras de 
Comercio u otras inst i tuciones de 
su país cuyos Presidentes habrán 
de desempeñar las funciones con-
fiadas por el artículo IV del presen-
te Convenio a los Presidentes de las 
Cámaras de Comercio competentes . 
7. Lo est ipulado e n el presente 
Convenio no impedirá la vigencia de 
l o s acuerdos m u l t i l a t e r a l e s o bi la-
t era l e s concertados p o r los Es tados 
contratantes , en lo tocante a arbi-
traje. 
8. El presente Convenio entrará 
en vigor el nonagés imo día siguien-
te a aquél en que c inco de los paí-
ses a que hace referencia el párra-
fo 1 del presente artículo, hayan 
entregado su instrumento de ratifi-
cación o adhesión. E n lo referente 
a cada país que lo ratifique o se 
adhiera a él con posterioridad, el 
presente Convenio tendrá vigencia 
desde el nonagés imo día s iguiente 
a la entrega por dicho país de su 
instrumento de ratificación o de 
adhesión. 
9. Cualquiera de las Partes con-
tratantes podrá denunciar el pre-
sente Convenio mediante notifica-
ción dirigida al Secretario general 
de la Organización de las Naciones 
Unidas. Esta denuncia surtirá efec-
t o al haber transcurrido u n plazo 
de doce m e s e s desde la fecha en que 
el Secretario general hubiere recibi-
do la notif icación corrspondiente 
de denuncia. 
10. Si, una vez entrado en vigor 
este Convenio, el número de Partes 
Contratantes quedara, c o m o conse-
cuencia de denuncias, reducido a 
m e n o s de cinco, el presente Conve-
nio perderá su vigencia a partir de 
la fecha en que surtiere efectos la 
ú l t ima de tales denuncias. 
11. El Secretario general de la 
Organización de las Nac iones Uni-
das notificará a los países aludidos 
en el párrafo 1, así c o m o a los paí-
ses que hubieren l legado a ser Par-
tes Contratantes por aplicación del 
párrafo 2 del presente artículo: 
a) las declaraciones hechas con-
forme al párrafo 2 del artículo II; 
b) las ratificaciones de adhesio-
nes según los párrafos 1 y 2 del 
presente artículo; 
c) las fechas en que entrare en 
vigor el presente Convenio con su-
jeción al párrafo 8 del presente ar-
tículo; 
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d) las denuncias según el párra-
fo 9 de es te artículo; 
e) la pérdida de vigencia del pre-
sente Convenio conforme al párrafo 
10 de es te artículo. 
12. Después del treinta y uno de 
diciembre de mi l novecientos sesen-
ta y u n o el original del presente 
Convenio será entregado para su 
custodia al Secretario general de la 
Organización de las Naciones Uni-
das, quien remitirá en debida forma 
copias certificadas conformes del 
m i s m o a cada uno de los países a 
que se hace referencia en los pá-
rrafos 1 y 2 de este artículo. 
En fe de lo cual, los infrascritos, 
debidamente facultados al efecto, 
p o n e n s u firma al p ie del presente 
Convenio. 
Hecho e n Ginebra, el ve int iuno 
de abril de mil novecientos sesenta 
y uno, e n u n so lo ejemplar, e n len-
guas francesa, inglesa y rusa, s iendo 
los tres textos igualmente autén-
ticos. 
ANEJO 
Composición y modo de funciona-
miento del Comité Especial a que 
hace referencia el artículo IV del 
Convenio 
1. El Comité Especial a que se 
refiere el artículo IV del Convenio 
estará compues to por dos miembros 
titulares y un Presidente. Uno de los 
miembros titulares lo elegirán las 
Cámaras de Comercio u otras insti-
tuciones que hayan s ido designadas 
con arreglo al artículo X, párrafo 6, 
del Convenio, por aquellos Estados 
en los que, en el m o m e n t o de la 
apertura del Convenio para su fir-
ma, existan Comités Nacionales de 
la Cámara de Comercio Internacio-
nal y que, en el m o m e n t o de la 
elección, sean Partes e n el Conve-
nio. El otro miembro lo elegirán 
las Cámaras de Comercio u otras 
inst i tuciones que hayan sido desig-
nadas conforme al artículo X, pá-
rrafo 6, del Convenio, por aquel los 
Estados en los que, en el m o m e n t o 
de la apertura del Convenio para 
su firma, no exista ningún Comité 
Nacional de la Cámara de Comercio 
Internacional y que, e n el m o m e n t o 
de la elección, sean Partes en el 
Convenio. 
2. Las personas l lamadas a des-
empeñar, con sujeción a lo previsto 
m á s abajo e n el párrafo 7, las fun-
ciones de Presidente del Comité Es-
pecial, serán de igual manera elegi-
das por las Cámaras de Comercio 
u otras inst i tuciones a que se alude 
en el párrafo 1 de es te anejo. 
3. Al m i s m o t i empo y en las 
m i s m a s condiciones que los Presi-
dentes y los miembros titulares, se 
elegirán también sust i tutos por las 
Cámaras de Comercio o por otras 
inst i tuciones aludidas en el párrafo 
1 del presente anejo, de suerte que 
tales sust i tutos o suplentes puedan 
actuar en caso de impedimento tem-
poral de dichos presidentes o miem-
bros t itulares. E n caso de impedi-
m e n t o permanente para desempe-
ñar sus funciones o de dimis ión de 
un Presidente o de u n miembro titu-
lar, su suplente elegido para susti-
tuirlo pasará a ser, en su caso, Pre-
s idente o m i e m b r o titular y así el 
grupo de Cámaras de Comercio o 
de otras inst i tuciones que hubiere 
elegido al suplente venido a ser Pre-
s idente o miembro titular, procede-
rá a la e lección de u n nuevo sus-
tituto. 
4. Las primeras elecciones del 
Comité se efectuarán dentro de los 
noventa días s iguientes a la entrega 
para su custodia del quinto instru-
m e n t o de ratificación o de adhesión. 
Tendrán también derecho a partici-
par e n estas e lecciones las Cámaras 
de Comercio u otras inst ituciones 
designadas por aquel los Estados 
que, s iendo ya signatarios, no fue-
ren aún Partes en el Convenio. Si 
no fuese, empero , posible celebrar 
elecciones dentro del plazo indica-
do, la entrada en vigor de los pá-
rrafos 3 a 7 del artículo IV del 
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Convenio quedará suspendida hasta 
que se haya procedido a elecciones 
en las condiciones arriba estableci-
das. 
5. Salvo lo previsto m á s abajo 
en el párrafo 7, los miembros del 
Comité Especial serán elegidos para 
un período de cuatro años. Deberán 
efectuarse nuevas elecciones dentro 
de los seis primeros meses del cuar-
to año a partir de las e lecciones 
anteriores. Si en las e lecciones de 
nuevos miembros del Comité Espe-
cial no se obtuviere empero resul-
tado posit ivo, los miembros ante-
r iormente elegidos proseguirán des-
empeñando sus funciones hasta la 
e lección de nuevos miembros . 
6. Los resultados de las eleccio-
nes para miembros del Comité Es-
pecial serán comunicados al Secre-
tario general de la Organización de 
las Naciones Unidas, quien los noti-
ficará a los Estados a que se hace 
referencia en el párrafo 1 del artícu-
lo X de este Convenio, así c o m o 
a los Estados que hubieren pasado 
a ser Partes Contratantes de con-
formidad con el párrafo 2 del ar-
tículo X. El Secretario general no-
tificará igualmente a estos m i s m o s 
Estados la posible suspensión y la 
entrada en vigor de los párrafos 3 
a 7 del artículo IV del Convenio 
con arreglo al párrafo 4 del pre-
sente anejo. 
7. Las personas elegidas en cali-
dad de Presidentes desempeñarán 
sus funciones, según turno de rota-
ción, cada una de ellas durante un 
período de dos años. La atribución 
de las funciones de presidente a una 
de las personas elegidas según las 
condiciones previstas en el párrafo 
2 durante el primer período de dos 
años a partir de la vigencia del Con-
venio, será decidida por sorteo. La 
presidencia será después asignada 
cada vez, para u n nuevo período de 
dos años, a la persona elegida en 
calidad de Presidente por un grupo 
de países dist into de aquél por el 
cual hubiere s ido elegido el Presi-
d e n t e que h a y a ejerc ido sus funcio-
nes durante el período de dos años 
inmediatamente anterior. 
8. Las pet ic iones al Comité Es-
pecial previstas en los párrafos 3 a 
7 del artículo IV del Convenio serán 
dirigidas al Secretario Ejecutivo de 
la Comisión Económica Europea. El 
Secretario Ejecut ivo enviará prime-
ramente estas pet ic iones al miem-
bro del Comité Especial elegido por 
un grupo de países dist into de aquél 
por el cual hubiere sido elegido el 
Presidente en funciones en el mo-
mento de presentar la petición. La 
solución propuesta por el miembro 
a quien se dirigió en primer lugar 
el Secretario Ejecutivo, será trans-
mit ida por el Secretario Ejecut ivo 
al o tro m i e m b r o del Comité y, si 
este otro miembro la acepta, dicha 
solución se considerará c o m o reso-
lución del Comité y será comunica-
da c o m o tal por el Secretario Eje-
cutivo para conocimiento de la per-
sona que cursó la petición. 
9. Si los dos miembros del Co-
mi té Especial al cual se dirigió el 
Secretario Ejecut ivo no pudieren 
ponerse de acuerdo sobre una solu-
ción por vía de correspondencia, el 
Secretario Ejecut ivo de la Comisión 
Económica Europea convocará una 
reunión del mencionado Comité Es-
pecial en Ginebra con objeto de 
intentar conseguir una decisión uná-
n ime sobre la pet ic ión presentada. 
Si no hubiere unanimidad, la reso-
lución del Comité será adoptada por 
mayoría de votos y comunicada por 
el Secretario Ejecutivo a la perso-
na que cursó la petición. 
10. Los gastos que estuvieren li-
gados a la intervención del Comité 
Especial a los fines de solventar 
una controversia incluida dentro del 
campo de aplicación del presente 
Convenio serán anticipados por la 
persona que cursó la petición, pero 
serán l levados por ella a la cuenta 
de gastos de procedimiento. 
El Instrumento de Ratificación 
de España fue deposi tado el día 12 
de mayo de 1975. 
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El presente Convenio entró en 
vigor para España el 1 0 de agosto 
de 1 9 7 5 . 
Lo que se hace público para co-
noc imiento general. 
Madrid, 2 2 de sept iembre de 1 9 7 5 . 
E l Secretario general Técnico del 
Ministerio de Asuntos Exteriores, 
Enrique Thomas de Carranza. 
RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN 
D E DECISIONES JUDICIALES Y 
ARBITRALES Y ACTAS AUTENTI-
CAS E N MATERIA CIVIL Y MER-
CANTIL 
CANJE DE NOTAS HISPANO-FRAN-
CÉS, CONSTITUTIVO DE ACUERDO, 
POR EI. QUE SE INTERPRETAN LOS 
ARTÍCULOS 2 y 1 7 DEL CONVENIO 
ENTRE EL GOBIERNO ESPAÑOL Y 
EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA 
FRANCESA SOBRE RECONOCIMIEN-
TO Y EJECUCIÓN DE DECISIONES 
JUDICIALES Y ARBITRALES Y ACTAS 
AUTÉNTICAS EN MATERIA CIVIL Y 
MERCANTIL, FIRMADO EN PARÍS 
EL 2 8 DE MAYO DE 1 9 6 9 1 . 
NOTA VERBAL 
El Ministerio de Asuntos Exterio-
res saluda atentamente a la Emba-
jada de Francia en esta capital y 
c o m o continuación a los intercam-
bios mantenidos a propósito de la 
interpretación de los artículos 2 y 
1 7 del Convenio entre el Gobierno 
español y el Gobierno de la Repú-
blica francesa sobre reconocimien-
to y ejecución de decis iones judi-
ciales y arbitrales y actas auténti-
cas en materia civil y mercanti l , 
f irmado en París el 2 8 de m a y o de 
1 9 6 9 , t iene la honra de poner en su 
conocimiento que el Gobierno es-
pañol acepta las siguientes propues-
tas: 
1. Las decis iones a que se refie-
re el artículo 2 , párrafo primero, 
del Convenio, comprenden asimis-
m o las decis iones de naturaleza pu-
ramente civil que hayan s ido pro-
nunciadas en un procedimiento pe-
nal. E n su consecuencia, los Tribu-
nales de Francia y España podrán 
hacer ejecutivas las decis iones de 
la jurisdicción penal relativas a la 
indemnización de daños y perjui-
cios en razón de la responsabi l idad 
civil derivada de una infracción 
penal. 
2 . El artículo 1 7 del Convenio de-
be interpretarse en el sent ido de 
que las disposiciones contenidas en 
dicho Convenio son aplicables a to-
das las decisiones judiciales dicta-
das con anterioridad a la fecha de 
entrada en vigor del c i tado Conve-
nio de los Tribunales de cualquiera 
de ambas Partes contratantes a 
excepción de las que hubieran s ido 
dictadas en rebeldía también con 
anterioridad a la fecha citada. 
De acuerdo con lo establecido en 
el artículo 1 8 del Convenio en cuan-
to a la resolución por la vía diplo-
mática de las cuest iones relativas 
a la interpretación y aplicación del 
m i s m o , la presente Nota Verbal, 
contestación a la número 1 0 8 de esa 
Embajada, const i tuye con ella acuer-
do interpretativo de los artículos 2 
y 1 7 del Convenio, con objeto de 
asegurar la unificación y aplicación 
por los Tribunales de las dos Partes. 
El Ministerio de Asuntos Exterio-
res aprovecha la oportunidad para 
reiterar a la Embajada de Francia 
en esta capital las seguridades de 
su m á s alta consideración. 
Madrid, 1 de abril de 1 9 7 4 . 
A la Embajada de Francia en Ma-
drid. 
El presente Canje de Notas entró 
en vigor el día 1 de abril de 1 9 7 4 . 
Lo que se hace públ ico para conoci-
miento general. 
Madrid, 8 de abril de 1 9 7 4 . — E l 
Secretario general técnico, Enrique 
Thomas de Carranza. 
1. Publicado en el B.O.E. de 20 de abril de 1974. 
852 DOCUMENTACIÓN 
ACTA FINAL DE LA CONFERENCIA 
SOBRE LA SEGURIDAD Y LA COO-
PERACIÓN EN EUROPA (HELSIN-
KI). 
La Conferencia sobre la Seguri-
dad y la Cooperación en Europa, 
abierta el 3 de jul io de 1973 en 
Helsinki y continuada en Ginebra 
del 18 de sept iembre de 1973 al 
21 de jul io de 1975, ha s ido clausu-
rada en Helsinki el 1.° de agosto de 
1975 por los Altos Representantes 
de la República Federal de Alema-
nia, la República Democrát ica Ale-
mana, Austria, Bélgica, Bulgaria, 
Canadá, Checoslovaquia, Chipre, Di-
namarca, España, los Estados Uni-
dos de América, Finlandia, Francia, 
Grecia, Hungría, Irlanda, Islandia, 
Italia, Liechtenstein, Luxemburgo, 
Malta, Monaco, Noruega, los Países 
Bajos , Polonia, Portugal, Reino Uni-
do, Rumania, San Marino, la Santa 
Sede, Suecia, Suiza, Turquía, la 
Unión de Repúblicas Social istas So-
viéticas y Yugoslavia. 
El Secretario General de las Na-
ciones Unidas, en calidad de invi-
tado de honor, dirigió la palabra a 
los participantes durante la fase de 
apertura y de clausura de la Con-
ferencia. El Director General de la 
UNESCO y el Secretario Ejecutivo 
de la Comisión Económica para Eu-
ropa de las Nac iones Unidas pre-
sentaron sus contribuciones duran-
te la segunda fase de la Conferen-
cia. 
Durante las ses iones de la segun-
da fase de la Conferencia aportaron 
también sus contribuciones sobre 
diversos puntos del orden del día 
los representantes de los Estados 
Mediterráneos n o participantes si-
guientes: República Argelina Demo-
crática Popular, República Árabe 
de Egipto, Israel, Reino de Marrue-
cos , República Árabe Siria y Túnez. 
Animados por la voluntad políti-
ca, en interés de los pueblos , de 
mejorar e intensificar sus relacio-
nes, de contribuir a la paz, la segu-
ridad, la justicia y la cooperación 
en Europa, así c o m o al acercamien-
to entre ellos y con los demás Es-
tados del mundo. 
Decididos en consecuencia a que 
los resultados de la Conferencia ten-
gan pleno efecto, y a asegurar los 
beneficios que se derivan de e sos 
resultados entre sus Estados y e n 
toda Europa y, de ese modo , a am-
pliar, profundizar y hacer cont inuo 
y duradero el curso de la disten-
sión. 
Los Altos Representantes de los 
Estados participantes han adoptado 
so lemnemente lo siguiente: 
CUESTIONES RELATIVAS A LA 
SEGURIDAD E N EUROPA 
Los Estados participantes en la 
Conferencia sobre la Seguridad y la 
Cooperación en Europa, 
Reafirmando su objet ivo de pro-
mover mejores relaciones entre 
el los y de lograr condiciones en las 
que sus pueblos puedan vivir en 
una paz auténtica y duradera, l ibres 
de toda amenaza o atentado contra 
s u seguridad; 
Convencidos de la neces idad de 
realizar esfuerzos para conseguir 
que la distensión s t a un proceso 
cont inuo y cada vez m á s viable y 
general, de d imens ión universal , y 
de que la aplicación de los resulta-
dos de la Conferencia sobre la Se-
guridad y la Cooperación en Europa 
constituirá una contribución funda-
mental a es te proceso; 
Considerando que la solidaridad 
entre los pueblos , así c o m o el obje-
tivo c o m ú n de los Estados partici-
pantes de lograr los propósi tos 
enunciados por la Conferencia sobre 
la Seguridad y la Cooperación en 
Europa, deben conducir a desarro-
llar mejores y m á s estrechas rela-
c iones entre el los en todos los cam-
pos, y de este m o d o superar la con-
frontación resultante del carácter 
de sus relaciones pasadas, y a un 
mejor entendimiento mutuo; 
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Conscientes de su historia c o m ú n 
y reconociendo que la existencia de 
e lementos comunes en sus tradicio-
nes y valores puede ayudarles a 
desarrollar sus relaciones, y deseo-
sos de buscar, teniendo plenamente 
en cuenta la individualidad y la di-
versidad de sus pos ic iones y opinio-
nes posibi l idades para unir sus 
esfuerzos con miras a superar la 
desconfianza y a aumentar la con-
fianza, resolviendo los problemas 
que los separan y cooperando en 
interés de la humanidad; 
Reconociendo el carácter indivisi-
ble de la seguridad en Europa, así 
c o m o su interés c o m ú n en el desa-
rrollo de la cooperación e n toda 
Europa y entre ellos m i s m o s , y ex-
presando su intención de proseguir 
los esfuerzos e n es te sentido; 
Reconociendo la estrecha relación 
que existe entre la paz y la seguri-
dad en Europa y en todo el mundo, 
y conscientes de la neces idad de 
que cada uno de ellos contribuya 
al fortalecimiento de la paz y la 
seguridad mundiales , así c o m o al 
fomento de los derechos fundamen-
tales, del progreso económico y so-
cial y del bienestar de todos los 
pueblos; 
Han adoptado lo siguiente: 
1. 
a) Declaración sobre los Principios 
que Rigen las Relaciones entre 
los Estados Participantes 
Los Estados participantes, 
Reafirmando su dedicación a la 
paz, la seguridad y la just ic ia y al 
constante desarrollo de relaciones 
amis tosas y cooperación; 
Reconociendo que es ta dedica-
ción, que refleja el interés y las 
aspiraciones de los pueblos , consti-
tuye para cada Estado participante 
u n a responsabi l idad presente y fu-
tura, fortalecida por la experiencia 
del pasado; 
Reafirmando, de conformidad c o n 
su calidad de miembros de las Na-
ciones Unidas y de acuerdo con los 
propósi tos y principios de las Nacio-
nes Unidas, su pleno y act ivo apoyo 
a las Naciones Unidas y al realce 
de su función y efectividad para 
el fortalecimiento de la paz, la se-
guridad y la just ic ia internaciona-
les así c o m o para el desarrollo de 
las relaciones amis tosas y la coope-
ración entre los Estados; 
Expresando s u c o m ú n adhesión 
a los principios que a continuación 
se enuncian y que son conformes 
con la Carta de las Naciones Uni-
das, así c o m o su c o m ú n voluntad 
de actuar, e n la aplicación de es tos 
principios, de conformidad con los 
propósi tos y principios de la Carta 
de las Naciones Unidas; 
Declaran su determinación de res-
petar y poner en práctica, cada 
uno de ellos en sus relaciones con 
todos los demás Estados partici-
pantes , independientemente de sus 
s i s temas polít icos, económicos o 
sociales , así c o m o de s u tamaño, 
s ituación geográfica o nivel de desa-
rrollo económico , los s iguientes 
principios, todos el los de significa-
ción primordial, que rigen sus re-
laciones mutuas: 
I. Igualdad soberana, respeto 
de los derechos inherentes 
a la soberanía 
Los Estados participantes respe-
tarán la igualdad soberana y la indi-
vidualidad de cada uno de el los, así 
c o m o todos los derechos inheren-
tes a s u soberanía y comprendidos 
en ella, incluyendo, en particular, 
el derecho de todo Estado a la igual-
dad jurídica, a la integridad terri-
torial y a la l ibertad y a la inde-
pendencia política. Respetarán ade-
m á s el derecho de cada uno a elegir 
y desarrollar l ibremente sus siste-
mas polít icos, sociales , económicos 
y culturales, así c o m o su derecho 
a determinar sus leyes y reglamen-
tos . 
En el contexto del derecho inter-
nacional, todos los Estados partici-
pantes t ienen iguales derechos y 
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deberes. Respetarán el derecho de 
cada uno de el los a definir y con-
ducir c o m o es t ime oportuno sus 
relaciones con otros Estados , de 
conformidad con el derecho inter-
nacional y en el espíritu de la pre-
sente Declaración. Consideran que 
sus fronteras podrán ser modifica-
das, de conformidad con el derecho 
internacional, por medios pacíficos 
y por acuerdo. También t ienen el 
derecho de pertenecer a organiza-
ciones internacionales, de ser o no 
ser parte en tratados bilaterales o 
multi laterales , incluyendo el dere-
cho de ser o n o ser parte e n trata-
dos de alianza; t ienen también el 
derecho a la neutralidad. 
II. Abstención de recurrir a la 
amenaza o al uso de la fuerza 
Los Estados participantes se abs-
tendrán en sus relaciones mutuas , 
así c o m o en sus relaciones interna-
cionales en general, de recurrir a la 
amenaza o al u s o de la fuerza con-
tra la integridad territorial o la 
independencia polít ica de cualquier 
Estado, o de cualquier otra forma 
incompatible con los propósi tos de 
las Naciones Unidas y con la pre-
sente Declaración. N o podrá invo-
carse ninguna consideración que 
pueda servir para justif icar el re-
curso a la amenaza o al uso de la 
fuerza e n contravención de es te 
principio. 
E n consecuencia, los Estados par-
t icipantes se abstendrán de todo 
acto que const i tuya una amenaza 
de fuerza o un u s o directo o indi-
recto de la fuerza contra otro Es-
tado participante. Igualmente, se 
obstendrán de cualquier manifes-
tación de fuerza con el propósi to 
de inducir a otro Estado partici-
pante a renunciar al pleno ejercicio 
de sus derechos soberanos. Se abs-
tendrán igualmente en sus relacio-
nes mutuas de cualquier acto de 
represalia por la fuerza. 
Tal amenaza o uso de la fuerza 
n o se empleará c o m o m e d i o de 
arreglo de controversias o cuestio-
nes que puedan originar controver-
sias entre el los. 
III. Inviolabilidad de las 
fronteras 
Los Estados participantes consi-
deran mutuamente c o m o inviola-
bles todas sus fronteras, así c o m o 
las fronteras de todos los Estados 
en Europa y e n consecuencia se 
abstendrán ahora y en el futuro de 
atacar dichas fronteras. 
En consecuencia, se abstendrán 
también de toda exigencia o de 
todo acto encaminado a apoderarse 
y usurpar todo o parte del territo-
r io d e cualquier Es tado partici-
pante. 
IV. Integridad territorial 
de los Estados 
Los Estados participantes respe-
tarán la integridad territorial de 
cada uno de los Estados partici-
pantes . 
Por consiguiente, se abstendrán 
de toda acción incompatible con 
los propósi tos y principios de la 
Carta de las Naciones Unidas, con-
tra la integridad territorial, la inde-
pendencia polít ica o la unidad de 
cualquier Es tado participante, y en 
particular del cualquier acción se-
mejante que const i tuya una ame-
naza o uso de la fuerza. 
Los Estados participantes se abs-
tendrán as imismo de hacer del terri-
torio de cualquiera de ellos objeto 
de ocupación mil itar o de otras me-
didas de fuerza directas o indirec-
tas que contravengan el derecho in-
ternacional, u obje to de adquisic ión 
mediante tales medidas o la ame-
naza de ellas. Ninguna de tales 
ocupación o adquisic ión se recono-
cerá c o m o legal. 
V. Arreglo de las controversias 
por medios pacíficos 
Los Estados participantes arre-
glarán las controversias entre el los 
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por medios pacíf icos, de manera 
que no se pongan en peligro la paz 
internacional y la seguridad y la 
justicia. 
Procurarán, de buena fe y con 
espíritu de cooperación, lograr una 
solución rápida y equitativa, basa-
da en el derecho internacional. 
A es te fin, se servirán de medios 
tales c o m o la negociación, la inves-
tigación, la mediación, la concilia-
ción, el arbitraje, el arreglo judicial 
u otros medios pacíficos de su elec-
ción, incluyendo cualquier procedi-
miento de arreglo convenido con 
anterioridad a las controversias en 
las que sean parte. 
En caso de n o lograr una solución 
mediante cualquiera de los medios 
pacíf icos anteriormente menciona-
dos, las partes e n la controversia 
continuarán buscando una forma 
mutuamente convenida para arre-
glar pacíf icamente la controversia. 
Aquellos Estados participantes 
que sean parte en una controversia 
entre el los , así c o m o otros Estados 
participantes, se abstendrán de toda 
acción que pueda agravar la situa-
c ión hasta el punto de poner en 
peligro el mantenimiento de la paz 
y la seguridad internacionales y que, 
por tanto, pueda dificultad el arre-
glo de la controversia por medios 
pacíficos. 
VI. No intervención en los asuntos 
internos 
Los Estados participantes se abs-
tendrán de cualquier intervención 
directa o indirecta, individual o co-
lectiva, e n los asuntos internos o 
externos propios de la jurisdicción 
de otro Estado participante, inde-
pendientemente d e sus relaciones 
mutuas . 
Por lo tanto, se abstendrán de 
cualquier forma de intervención 
armada o de amenaza de tal inter-
vención contra otro Estado partici-
pante. 
Se abstendrán as imismo, en to-
das las circunstancias, de cualquier 
otro acto de coerción militar, polí-
tica, económica o de otro tipo, en-
caminado a subordinar a su propio 
interés el ejercicio por parte de 
otro Estado participante de los de-
rechos inherentes a su soberanía 
y a obtener así ventajas de cual-
quier clase. 
E n consecuencia, s e obstendrán, 
entre otras cosas , de prestar asis-
tencia directa o indirecta a las acti-
vidades terroristas, o las activida-
des subversivas o de otro t ipo enca-
minadas a derrocar por la violencia 
el régimen de otro Estado partici-
pante. 
V I L Respeto de los derechos 
humanos y de las libertades 
fundamentales, incluida la libertad 
de pensamiento, conciencia, 
religión o creencia 
Los Estados participantes respe-
tarán los derechos humanos y las 
l ibertades fundamentales de todos, 
incluyendo la l ibertad de pensa-
miento , conciencia, religión o creen-
cia, s in dist inción por mot ivos de 
raza, sexo, id ioma o religión. 
Promoverán y fomentarán el ejer-
cicio efectivo de los derechos y 
l ibertades civiles, polít icos, econó-
micos , sociales, culturales y otros 
derechos y l ibertades, todos los cua-
les derivan de la dignidad inherente 
a la persona humana y son esen-
ciales para su libre y p leno desa-
rrollo. 
E n es te contexto , los Estados par-
ticipantes reconocerán y respetarán 
la l ibertad de la persona de profe-
sar y practicar, individualmente o 
en comunidad c o n otros , s u religión 
o creencia, actuando de acuerdo con 
los dictados de s u propia concien-
cia. 
Los Estados participantes en cu-
yo territorio existan minorías na-
cionales respetarán el derecho de 
los individuos pertenecientes a tales 
minorías a la igualdad ante la ley, 
les proporcionarán la p lena oportu-
nidad para el goce real de los dere-
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chos humanos y las l ibertades fun-
damentales y, de es ta manera, pro-
tegerán los legí t imos intereses de 
aquél los en esta esfera. 
Los Estados participantes reco-
nocen el valor universal de los 
derechos humanos y de las liber-
tades fundamentales , cuyo respeto 
es u n factor esencial de la paz, la 
just ic ia y el bienestar necesarios 
para asegurar el desarrol lo d e rela-
ciones amis tosas y de cooperación 
tanto entre ellos c o m o entre todos 
los Estados . 
Respetarán constantemente es tos 
derechos y l ibertades en sus rela-
c iones mutuas y procurarán promo-
ver, conjuntamente y por separado, 
inclusive en cooperación con las 
Nac iones Unidas, el respeto univer-
sal y efectivo de los m i s m o s . 
Confirman el derecho de la per-
sona a conocer y poner e n práctica 
sus derechos y obligaciones en es te 
terreno. 
En el campo de los derechos hu-
manos y de las l ibertades funda-
mentales , los Estados participantes 
actuarán de conformidad con los 
propósi tos y principios de la Carta 
de las Naciones Unidas y con la 
Declaración Universal de Derechos 
Humanos . Cumplirán también sus 
obligaciones tal c o m o han s ido de-
finidas en los pertinentes acuerdos 
y declaraciones internacionales en 
este terreno, incluyendo entre otros 
los Pactos Internacionales de Dere-
chos Humanos , por los que pueden 
ser obl igados . 
VIII . Igualdad de derechos y libre 
determinación de los pueblos 
Los Estados participantes respe-
tarán la igualdad de derechos d e los 
pueblos , y su derecho a la libre 
determinación, obrando e n todo mo-
mento de conformidad con los pro-
pós i tos y principios de la Carta de 
las Naciones Unidas y con las nor-
m a s pert inentes del derecho inter-
nacional, incluyendo las que se re-
fieren a la integridad territorial de 
los Estados . 
E n virtud del principio de la igual-
dad de derechos y libre determina-
ción d e los pueblos , todos los pue-
blos t ienen s iempre el derecho, con 
plena libertad, a determinar cuando 
y c o m o lo deseen, s u condición po-
lít ica interna y externa, sin injeren-
cia exterior, y a proseguir, c o m o 
es t imen oportuno, s u desarrol lo po-
lít ico, económico, social y cultural. 
Los Estados participantes reafir-
m a n la importancia universal del 
respeto y del ejercic io efect ivo de 
la igualdad de derechos y la libre 
determinación de los pueblos para 
el desarrollo de relaciones amisto-
sas , tanto entre el los c o m o entre 
todos los Estados; a s imi smo re-
cuerdan la importancia de el iminar 
cualquier forma de violación de este 
principio. 
IX. Cooperación entre los Estados 
Los Estados participantes desarro-
llarán su cooperación entre sí, y 
con todos los Estados en todos los 
campos , de acuerdo con los propó-
s i tos y principios de la Carta de las 
Nac iones Unidas. Al desarrollar su 
cooperación, los Estados participan-
tes atenderán especia lmente a aque-
l los campos , tal y c o m o han s ido 
establecidos, dentro del marco de 
la Conferencia sobre la Seguridad y 
la Cooperación entre Europa, ha-
c iendo cada uno de el los s u contri-
buc ión en condiciones de plena 
igualdad. 
Procurarán, al desarrollar s u co-
operación c o m o iguales, promover 
la comprens ión y la confianza mu-
tuas, las relaciones amis tosas y de 
buena vecindad entre el los , la paz 
internacional, la seguridad y la jus-
ticia. Procurarán también, al de-
sarrollar su cooperación, mejorar 
el b ienestar de los pueblos y con-
tribuir al logro de sus aspiraciones 
mediante , entre otros , los benefic ios 
resultantes del mayor conoc imiento 
m u t u o y de los progresos y conse-
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cuciones e n los terrenos económico , 
científico, tecnológico, social, cultu-
ral y humanitario . Adoptarán me-
didas para promover condiciones 
favorables que pongan estos bene-
ficios al alcance de todos; tendrán 
en cuenta el interés de todos en 
reducir las diferencias en los niveles 
de desarrollo económico y, en par-
ticular, el interés de los países en 
desarrollo en todo el mundo . 
Confirman que los gobiernos, ins-
t ituciones, organizaciones y perso-
nas t ienen u n papel importante y 
posit ivo que desempeñar para con-
tribuir al logro de es tos objet ivos 
de su cooperación. 
Se esforzarán, al aumentar la co-
operación de la manera arriba indi-
cada, en desarrollar relaciones m á s 
estrechas entre el los , sobre una base 
mejor y m á s duradera en beneficio 
de los pueblos . 
X. Cumplimiento de buena fe de 
las obligaciones contraídas según 
el derecho internacional 
Los Estados participantes cumpli-
rán de buena fe sus obligaciones 
contraídas según el derecho inter-
nacional , tanto las obligaciones di-
manantes de los principios y nor-
m a s de derecho internacional gene-
ralmente reconocidos, c o m o las obli-
gaciones d imanantes de tratados u 
otros acuerdos, en conformidad con 
el derecho internacional, en los que 
son parte. 
E n el ejercicio de sus derechos 
soberanos, incluyendo el derecho de 
determinar sus leyes y reglamentos , 
se atendrán a sus obligaciones jurí-
dicas según el derecho internacio-
nal; además , tendrán debidamente 
e n cuenta y aplicarán las disposi-
c iones del Acta Final de la Confe-
rencia sobre la Seguridad y la Co-
operación en Europa. 
Los Estados participantes confir-
m a n que, en caso de confl icto entre 
las obligaciones de los Miembros de 
las Naciones Unidas, en virtud de 
la Carta de las Naciones Unidas, y 
de sus obligaciones en virtud de 
cualquier tratado u otro acuerdo in-
ternacional, prevalecerán sus obliga-
ciones contraídas e n virtud de la 
Carta, de conformidad con el Ar-
tículo 103 de la Carta de las Nacio-
nes Unidas. 
Todos los principios arriba enun-
ciados s o n de designación primor-
dial y, por lo tanto, se aplicarán por 
igual y s in reservas, interpretándose 
cada uno de ellos; teniendo e n cuen-
ta a los demás . 
Los Estados participantes expre-
san su determinación de respetar y 
aplicar p lenamente es tos principios, 
tal c o m o se enuncian e n la presente 
Declaración, en todos los aspectos , 
a sus relaciones mutuas y a su co-
operación, a fin de asegurar a cada 
uno de los Estados participantes 
los beneficios que se derivan del 
respeto y aplicación de estos prin-
cipios por parte de todos . 
Los Estados participantes, tenien-
do debidamente e n cuenta los prin-
cipios arriba enunciados y, en par-
ticular, la primera frase del déc imo 
principio, «Cumplimiento de buena 
fe de las obl igaciones contraídas 
según el derecho internacional», 
constatan que la presente Declara-
ción n o afecta a sus derechos y obli-
gaciones, ni a los tratados y otros 
acuerdos y arreglos correspondien-
tes . 
Los Estados participantes expre-
san la convicción de que el respeto 
de es tos principios fomentará el 
desarrollo de relaciones normales y 
amis tosas y el progreso de la coope-
ración entre el los e n todos los cam-
pos. Expresan también la convicción 
de que el respeto de es tos principios 
fomentará el desarrollo de los con-
tactos pol ít icos entre el los, lo que 
a su vez contribuirá a una mejor 
comprens ión m u t u a de sus actitu-
des y opiniones. 
Los Estados participantes decla-
ran su intención de conducir sus 
relaciones con los demás Estados 
en el espíritu de los principios con-
tenidos en la presente Declaración. 
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b) Cuestiones relativas a la puesta 
en práctica de algunos de los 
principios arriba enunciados 
i) Los Estados participantes, 
Reafirmando que respetarán y 
harán efectiva la abstención de re-
currir a la amenaza o al u s o de la 
fuerza y convencidos de la necesi-
dad de hacer de ella una norma 
efectiva de la vida internacional, 
Declaran que es tán resueltos a 
respetar y a l levar a cabo en sus 
relaciones mutuas , entre otras, las 
s iguientes disposiciones que están 
de acuerdo con la Declaración sobre 
los Principios que Rigen las Rela-
ciones entre los Estados Participan-
tes: 
— Dar efecto y expresión, por todos 
los medios y formas que es t imen 
oportunos, al deber de abstener-
se de recurrir a la amenaza o al 
uso de la fuerza en sus relaciones 
mutuas . 
— Abstenerse de todo uso de fuer-
zas armadas incompatible con los 
propósi tos y principios de la Car-
ta de las Naciones Unidas y las 
disposiciones de la Declaración 
sobre los Principios que Rigen 
las Relaciones entre los Estados 
Participantes, contra otro Es tado 
participante y en particular de la 
invasión o del ataque de su te-
rritorio. 
— Abstenerse de cualquier manifes-
tación de fuerza con el propósi to 
de inducir a otro Estado parti-
cipante a renunciar al pleno ejer-
cicio de sus derechos soberanos. 
— Abstenerse de cualquier acto de 
coerción económica encaminada 
a subordinar a su propio interés 
el ejercicio, por parte de otro 
Estado participante, de los dere-
chos inherentes a su soberanía 
y conseguir así ventajas de cual-
quier índole. 
— Adoptar medidas efectivas que, 
por su alcance y por su carácter, 
const i tuyan pasos encaminados 
al objet ivo final del desarme ge-
neral y completo bajo un control 
internacional estricto y eficaz. 
— Promover, por todos los medios 
que cada uno de el los considere 
adecuados, un c l ima de confian-
za y de respeto entre los pue-
blos , en consonancia con su de-
ber de abstenerse de la propa-
ganda en favor de guerras de 
agresión o de cualquier amenaza 
o u s o de la fuerza, incompatible 
con los propós i tos de las Nacio-
nes Unidas y con la Declaración 
sobre los Principios que Rigen 
las Relaciones entre los Estados 
Participantes, contra otro Estado 
participante. 
— Realizar todos los esfuerzos para 
solucionar exclus ivamente por 
medios pacíf icos toda controver-
sia entre el los , cuya prolongación 
sea susceptible de poner en peli-
gro el mantenimiento de la paz 
y la seguridad internacionales en 
Europa, y procurar, en primer lu-
gar, una solución por los medios 
pacíficos est ipulados en el Artícu-
lo 33 de la Carta de las Naciones 
Unidas. 
Abstenerse de toda acción que 
pueda entorpecer el arreglo pa-
cífico de controversias entre los 
Estados participantes. 
ii) Los Estados participantes, 
Reafirmando s u determinación de 
arreglar sus controversias confor-
m e al enunciado del Principio rela-
tivo al Arreglo de Controversias por 
Medios Pacíficos; 
Convencidos de que el arreglo de 
controversias por medios pacíf icos 
es un complemento de la absten-
ción a recurrir a la amenaza o al 
uso de la fuerza, s iendo ambos fac-
tores esenciales aunque no exclusi-
vos, para el mantenimiento y la 
consol idación de la paz y de la se-
guridad; 
Deseando reforzar y mejorar los 
métodos de que disponen para el 
arreglo de controversias por medios 
pacíficos; 
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1. Están resueltos a proseguir el 
examen y la elaboración de u n mé-
todo generalmente aceptable de 
arreglo de controversias por me-
dios pacíf icos encaminado a com-
plementar los métodos existentes , 
y a continuar a este fin trabajando 
sobre el «Proyecto de Convención 
para instituir u n S is tema Europeo 
de Arreglo Pacíf ico de Controver-
sias», presentado por Suiza durante 
la segunda fase de la Conferencia 
sobre la Seguridad y la Cooperación 
en Europa, así c o m o sobre otras 
propuestas relacionadas con él y 
encaminadas a la elaboración de 
tal método . 
2. Deciden que, por invitación de 
Suiza, se convocará una reunión de 
expertos de todos los Estados par-
t icipantes a fin de dar cumplimien-
to al mandato que se describe en 
el párrafo 1, arriba citado, dentro 
del marco y con arreglo a los pro-
cedimientos de la continuidad de 
la Conferencia establecidos en el 
capítulo «Continuidad de la Confe-
rencia». 
3. Esta reunión de expertos se ce-
lebrará después de la reunión de 
los representantes designados por 
los Ministros de Asuntos Exteriores 
de los Estados participantes, pre-
vista de conformidad con el capí-
tulo «Continuidad de la Conferen-
cia» para 1977; los resultados de 
los trabajos de esta reunión de ex-
pertos serán somet idos a los go-
biernos. 
2 
Documento sobre las medidas 
destinadas a fomentar la confianza 
y ciertos aspectos de la seguridad 
y el desarme 
Los Estados participantes, 
Deseosos de el iminar las causas 
de tens ión que puedan existir entre 
el los y de contribuir así al fortale-
c imiento de la paz y de la seguridad 
en el mundo; 
Determinados a fortalecer la con-
fianza entre ellos y a contribuir así 
a incrementar la estabil idad y la 
seguridad en Europa; 
Determinados, además , a abste-
nerse, tanto en sus relaciones mu-
tuas c o m o en sus relaciones inter-
nacionales en general, de la amena-
za o del u s o de la fuerza contra 
la integridad territorial o la inde-
pendencia polít ica de cualquier Es-
tado, o de cualquier otra forma 
incompatible con los propósi tos de 
las Nac iones Unidas y con la De-
claración sobre los Principios que 
Rigen las Relaciones entre los Es-
tados Participantes tal c o m o ha s ido 
adoptada en esta Acta Final; 
Reconociendo la necesidad de con-
tribuir a la reducción de los peli-
gros de confl icto armado y de erro-
res de interpretación o cálculo so-
bre actividades mil i tares que pue-
dan suscitar temores , particular-
mente en una s i tuación en la que 
los Estados participantes carezcan 
de información clara y oportuna so-
bre la naturaleza de tales activi-
dades; 
Teniendo en cuenta consideracio-
nes relativas a los esfuerzos dirigi-
dos a disminuir tensiones y fomen-
tar el desarme; 
Reconociendo que el intercambio 
de observadores por invitación a 
maniobras mil itares, contribuirá a 
promover los contactos y la com-
prensión mutua; 
Habiendo estudiado la cuest ión de 
la notif icación previa de movimien-
tos mil i tares importantes en el con-
texto del fomento de la confianza; 
Reconociendo que existen otros 
medios en virtud de los cuales cada 
uno de los Estados puede contribuir 
aún m á s a lograr sus objet ivos co-
munes; 
Convencidos de la importancia 
polít ica de la notif icación previa de 
maniobras mil i tares importantes 
para la promoción de la compren-
s ión mutua y el fortalecimiento de 
la confianza, la estabil idad y la se-
guridad; 
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Aceptando la responsabi l idad que 
t iene cada uno de el los de promo-
ver e s to s objet ivos y aplicar es ta 
medida, de conformidad con los 
criterios y modal idades aceptados, 
esenciales para la realización de 
es tos objet ivos; 
Reconociendo que esta medida, 
que e m a n a d e una decis ión polí-
tica, se apoya en una base de carác-
ter voluntario; 
Han adoptado lo siguiente: 
I 
Notificación previa de las maniobras 
militares importantes 
Notif icarán sus maniobras milita-
res importantes a todos los demás 
Es tados participantes, por las vías 
diplomáticas habituales , de confor-
midad con las s iguientes disposi-
c iones; 
Serán notif icadas las maniobras 
mil i tares importantes que excedan 
de un total de 25.000 hombres , com-
binados o no con cualquier posible 
componente aéreo o naval (en este 
contexto la palabra «hombres» in-
cluye las fuerzas anfibias o aero-
transportadas) . En el caso de ma-
niobras independientes de fuerzas 
anfibias o aerotransportadas o de 
maniobras combinadas en las que 
participen ambos t ipos de fuerza, 
éstas quedarán incluidas e n el total. 
Además, se podrán también notifi-
car las maniobras combinadas que 
no alcancen el total antes mencio-
nado pero que comprendan fuerzas 
terrestres junto con una cantidad 
importante de fuerzas tanto anfi-
bias c o m o aerotransportadas. 
Serán notif icadas las maniobras 
mil i tares importantes que se desa-
rrollen en el territorio, en Europa, 
de cualquier Estado participante, 
así como , cuando sea el caso, en 
la zona marí t ima y en el espacio 
aéreo contiguos. 
E n el caso de u n Es tado parti-
c ipante cuyo territorio se ext ienda 
m á s allá de Europa, sólo se noti-
ficarán previamente las maniobras 
que tengan lugar en una zona que 
se extienda hasta 250 k m s de sus 
fronteras enfrente de otro Es tado 
participante europeo o compart idas 
con él; s in embargo, el Es tado par-
ticipante no necesi tará hacer noti-
f icación alguna en los casos en que 
esa zona sea también contigua a 
la frontera del Estado participante 
enfrente o compart ida con u n Es-
tado n o europeo y n o participante. 
La notif icación se hará con 21 
días o m á s de antelación al comien-
zo de las maniobras o, cuando se 
trate de maniobras organizadas en 
u n plazo m á s breve, con la mayor 
antelación posible a la fecha en 
que hayan de comenzar. 
La notif icación contendrá infor-
mac ión sobre el nombre, si lo tiene, 
las finalidades generales y sobre los 
Estados que partic ipen en la ma-
niobra, el t ipo o t ipos y número 
de las fuerzas que intervienen, zona 
y calendario previsto de su realiza-
ción. Los Estados participantes pro-
porcionarán también, a ser posible, 
cualquier información adicional per-
t inente, en particular la relativa a 
los e lementos de las unidades que 
intervengan y el período de parti-
c ipación de esas unidades. 
Notificación previa de otras 
maniobras militares 
Los Estados participantes recono-
cen que pueden contribuir m á s a 
reforzar la confianza y a aumentar 
la seguridad y estabil idad, y que 
con es te fin pueden notificar tam-
bién las maniobras mil i tares de me-
nor escala a los demás Estados 
participantes, especia lmente a los 
cercanos a la zona de estas mani-
obras. 
Con el m i s m o fin, los Estados 
participantes reconocen también 
que pueden notificar otras manio-
bras mil i tares que realicen. 
Intercambio de observadores 
Los Estados participantes invita-
rán a otros Estados participantes 
DOCUMENTACIÓN 8 6 1 
voluntariamente y sobre una base 
bilateral, con espíritu de reciproci-
dad y buena voluntad hacia todos 
los Estados participantes, a enviar 
observadores a presenciar manio-
bras mil itares. 
E l Es tado invitante fijará e n cada 
caso el número de observadores , el 
procedimiento y condiciones de su 
participación y les dará la informa-
ción que considere útil. Les propor-
cionará los servicios y la hospita-
l idad adecuados. 
La invitación se hará con toda 
la antelación conveniente posible, 
por las vías diplomáticas habitua-
les . 
Notificación previa de movimientos 
militares importantes 
De conformidad con las Recomen-
daciones Finales de las Consultas 
de Helsinki, los Estados participan-
tes han estudiado la cuest ión de la 
notif icación previa de los movimien-
tos mil i tares importantes c o m o me-
dida para reforzar la confianza. 
E n consecuencia, los Estados par-
t icipantes reconocen que pueden, a 
su propia discreción y con el fin de 
contribuir a fomentar la confianza, 
notificar sus movimientos mil i tares 
importantes . 
En el m i s m o espíritu, los Estados 
participantes e n la Conferencia so-
bre la Seguridad y la Cooperación 
e n Europa examinarán ulteriormen-
te la cuest ión de la notif icación 
previa de los movimientos mil i tares 
importantes , teniendo en cuenta, en 
especial, la experiencia adquirida 
en la aplicación de las medidas es-
tablecidas en el presente documen-
to. 
Otras medidas destinadas a 
fomentar la confianza 
Los Estados participantes recono-
cen que existen otros medios a tra-
v é s de los cuales s e pueden fomen-
tar sus objet ivos comunes . 
E n particular, promoverán, te-
niendo debidamente en cuenta la re-
ciprocidad y con miras a una mejor 
comprens ión mutua , intercambios 
entre su personal militar, por invi-
tación, incluidas vis i tas de delega-
c iones mil i tares. 
* ic A 
A fin de contribuir p lenamente a 
su objet ivo c o m ú n de fomentar la 
confianza, los Estados participantes, 
al conducir sus actividades milita-
res en la zona abarcada por las dis-
posic iones sobre la notif icación pre-
via de maniobras mil i tares impor-
tantes , tendrán debidamente e n 
cuenta y respetarán aquel objet ivo. 
Los Estados participantes recono-
cen también que la experiencia ad-
quirida con la aplicación de las dis-
posiciones antes enumeradas, junto 
con nuevos esfuerzos, puede l levar 
a desarrollar y ampliar medidas 
dest inadas a fortalecer la confian-
za. 
II 
Cuestiones relativas al desarme 
Los Estados participantes recono-
cen el interés de todos el los en los 
esfuerzos encaminados a disminuir 
la confrontación mil itar y a promo-
ver el desarme, que t ienen por ob-
jeto completar la distensión polí-
t ica e n Europa y reforzar s u segu-
ridad. Es tán convencidos de que es 
necesario tomar medidas eficaces 
en las esferas que por su alcance 
y naturaleza const i tuyen etapas pa-
ra l legar al logro final del desarme 
general y completo , bajo un control 
internacional estr icto y eficaz, y cu-
yo resultado será el fortalecimiento 
de la paz y la seguridad en todo 
el mundo . 
I I I 
Consideraciones generales 
Habiendo examinado las opinio-
nes expresadas sobre diversos te-
m a s relacionados con el fortaleci-
miento de la seguridad en Europa 
mediante esfuerzos conjuntos enca-
minados a promover la distensión y 
el desarme, los Estados participan-
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tes, al emprender tales esfuerzos, 
se basarán en es te contexto, en par-
ticular, sobre las consideraciones 
esenciales que siguen: 
— La naturaleza complementaria 
de los aspectos pol ít icos y mili-
tares de la seguridad; 
— La interrelación entre la seguri-
dad de cada Estado participante 
y la seguridad en Europa en su 
total idad y la relación que existe, 
en el contexto m á s ampl io de la 
seguridad mundial , entre la se-
guridad en Europa y la seguridad 
en la región del Mediterráneo; 
— El respeto por los intereses de 
la seguridad de todos los Estados 
participantes en la Conferencia 
sobre la Seguridad y la Coopera-
ción en Europa, inherente a su 
igualdad soberana; 
— La importancia de que los parti-
cipantes en los foros de negocia-
ciones cuiden de que la informa-
ción sobre la evolución, los pro-
gresos y los resultados pertinen-
tes se comuniquen de forma ade-
cuada a otros Estados partici-
pantes en la Conferencia sobre 
la Seguridad y la Cooperación en 
Europa y, consecuentemente , el 
justif icado interés de cada uno 
de esos Estados en que se t o m e n 
en consideración sus puntos de 
vista. 
Cooperación en materia de econo-
mía, ciencia y tecnología, y medio 
ambiente 
Los Estados participantes, 
Convencidos de que sus esfuerzos 
para intensificar la cooperación en 
materia de comercio, industria, cien-
cia y tecnología, medio ambiente y 
en otros sectores de actividad eco-
nómica contribuyen a reforzar la 
paz y la seguridad en Europa y en 
todo el mundo, 
Reconociendo que la cooperación 
en estas materias fomentará el pro-
greso económico y social y la me-
jora de las condiciones de vida, 
Conscientes de la diversidad de 
sus s i s temas económicos y sociales , 
Reafirmando su voluntad de inten-
sificar esta cooperación de unos 
con otros, sean cuales fueren sus 
s i s temas , 
Reconociendo que esta coopera-
ción, habida cuenta los diferentes 
niveles de desarrollo económico , 
puede desarrollarse sobre una base 
de igualdad y satisfacción mutua de 
los interesados así c o m o de reci-
procidad que permita, en conjunto 
una distribución equitativa de las 
ventajas y las obl igaciones de am-
plitud comparable , dentro del res-
pe to debido a los acuerdos bilate-
rales y multi laterales, 
Habida cuenta de los intereses 
de los países en vías de desarrollo 
del mundo entero, incluidos aqué-
l los de los países participantes en 
tanto que se encuentren en vías de 
desarrollo desde el punto de v is ta 
económico; reafirmando su volun-
tad de cooperar para la realización 
de los fines y objet ivos que los 
órganos apropiados de las Naciones 
Unidas han establecido en los docu-
mentos pertinentes relativos al des-
arrollo, quedando entendido que 
cada uno de los Estados participan-
tes mant iene las posic iones que ha 
adoptado al respecto; prestando 
una atención particular a los países 
menos desarrollados, 
Convencidos de que la creciente 
interdependencia económica mun-
dial exige una intensif icación de 
esfuerzos comunes y eficaces para 
solucionar los principales problemas 
económicos del mundo, c o m o la ali-
mentación, la energía, los productos 
bás icos , los problemas monetarios 
y f inancieros y, en consecuencia, 
pone de relieve la neces idad de pro-
mover relaciones económicas inter-
nacionales estables y equitativas, a 
fin de contribuir al desarrol lo eco-
nómico cont inuo y diversificado de 
todos los países , 
Habiendo tomado nota del traba-
j o ya emprendido por las organiza-
ciones internacionales competentes 
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y deseando aprovechar las posibili-
dades que ofrecen estas organiza-
ciones , e n particular la Comis ión 
Económica para Europa de las Na-
ciones Unidas, para aplicar las dis-
posic iones de los documentos fina-
les de la Conferencia. 
Considerando que las orientacio-
nes generales y las recomendacio-
nes concretas de los textos que fi-
guran a continuación t ienen por ob-
je to desarrollar aún m á s sus mu-
tuas relaciones económicas , y con-
vencidos de que su cooperación en 
esta materia habrá de hacerse res-
petando absolutamente los princi-
pios que rigen las relaciones entre 
los Estados participantes, tal c o m o 
se est ipulan en el documento per-
tinente. 
Han adoptado lo siguiente: 
1. Intercambios comerciales 
Disposiciones generales 
Los Estados participantes, 
Conscientes del creciente papel 
del comerc io internacional c o m o 
uno de los factores m á s importan-
tes en el crec imiento económico y 
el progreso social. 
Reconociendo que el comercio re-
presenta un sector esencial de su 
cooperación, y teniendo presente 
que las disposiciones que figuran 
en el preámbulo general se aplican 
en particular a es te sector, 
Considerando que el vo lumen y 
estructura del comerc io entre los 
Estados participantes no correspon-
de e n todos los casos a las posibi-
l idades creadas por el nivel actual 
de su desarrollo económico , cientí-
fico y tecnológico, 
es tán resueltos a promover, ba-
sándose en las modal idades de su 
cooperación económica, la expan-
s ión de su comerc io m u t u o d e bie-
nes y servicios, y a asegurar condi-
c iones favorables a e s t e desarrollo; 
reconocen los efectos benéficos 
que pueden resultar d e la aplicación 
del trato de nación m á s favorecida 
para el desarrollo del comercio; 
fomentarán la expansión del co-
mercio sobre una base multi lateral 
lo m á s amplia posible , esforzándo-
se a la vez por utilizar las diversas 
posibi l idades económicas y comer-
ciales; 
reconocen la importancia de los 
acuerdos bilaterales y multi laterales 
intergubernamentales y de otros 
acuerdos para el desarrollo a largo 
plazo del comercio; 
t o m a n nota de la importancia de 
los problemas monetar ios y finan-
cieros para el desarrollo del comer-
cio internacional, y procurarán tra-
tarlos con vistas a contribuir a la 
expansión continua del comercio; 
se esforzarán por reducir o elimi-
nar progresivamente toda clase de 
obstáculos al desarrollo del comer-
cio; 
favorecerán el incremento conti-
nuo del comercio, evitando al mis-
m o t iempo, en la medida de lo po-
sible, f luctuaciones bruscas e n el 
comercio; 
consideran que sus intercambios 
en los diversos productos se deben 
efectuar de tal forma que no cau-
sen o no amenacen causar un per-
juic io grave —y, l legado el caso, la 
desorganización del mercado— en 
los mercados interiores de tales pro-
ductos y e n particular en detrimen-
to de los productores locales de 
mercancías semejantes o directa-
mente competi t ivas; por lo que se 
refiere al concepto de desorganiza-
ción del mercado, queda entendido 
que no podrá invocarse en contra 
de las disposiciones pert inentes de 
sus acuerdos internacionales; cuan-
d o recurran a medidas de salva-
guardia, lo harán de conformidad 
con sus compromisos en esta mate-
ria que se derivan de los acuerdos 
internacionales de los cuales son 
parte, y tendrán en cuenta los inte-
reses de las partes directamente 
afectadas; 
prestarán la debida atención a las 
medidas encaminadas a la promo-
ción del comercio y a la diversifi-
cación de su estructura; 
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observan que el crec imiento y la 
diversificación del comercio contri-
buiría a aumentar las posibi l idades 
de e lección de productos; 
consideran apropiado crear condi-
ciones favorables para la participa-
ción de f irmas, organizaciones y 
empresas e n el desarrollo del co-
mercio . 
Facilidades y contactos de negocios 
Los Estados participantes, 
Conscientes de la importancia de 
la contribución que el mejoramien-
to de los contactos de negocios y 
el consiguiente aumento de la con-
fianza en las relaciones de negocios 
podría significar para el desarrollo 
de las relaciones económicas y co-
merciales , 
tomarán otras medidas para lo-
grar una mejora adicional de las 
condiciones existentes para la ex-
pans ión de los contactos entre los 
representantes de organismos ofi-
ciales, de las dist intas organizacio-
nes , empresas , f irmas y bancos que 
se ocupen del comerc io exterior, y 
en particular, cuando se considere 
útil , entre vendedores y usuarios 
de productos y servicios, con objeto 
de estudiar las posibi l idades comer-
ciales, concertar contratos , velar 
por su ejecución y garantizar los 
servicios posventa; 
alentarán a los organismos, em-
presas y f irmas interesados e n el 
comercio exterior a tomar las me-
didas apropiadas para acelerar la 
celebración de coversaciones de ne-
gocios; 
adoptarán además , medidas para 
mejorar las condiciones de trabajo 
de los representantes de las orga-
nizaciones, empresas , f irmas y ban-
cos extranjeros interesados en el 
comerc io exterior, en particular en 
la s iguiente forma: 
— facil itando la información nece-
saria, inclusive los datos sobre 
la legislación y los procedimien-
tos relativos al establecimiento 
y funcionamiento de representa-
ciones permanentes por los órga-
n o s mencionados anteriormente; 
— examinando con el án imo m á s fa-
vorable posible las sol icitudes 
para el es tablec imiento de repre-
sentaciones permanentes y de sus 
correspondientes oficinas, e inclu-
so, en su caso, la apertura de ofi-
cinas comunes de dos o m á s em-
presas; 
— alentando toda medida que faci-
l ite e n las mejores condiciones 
posibles e iguales para todos los 
representantes de los órganos 
mencionados , a lojamiento en ho-
teles , medios de comunicac ión y 
otros servicios normalmente ne-
cesarios para el los , así c o m o loca-
les adecuados para oficina y resi-
dencia que requiere toda repre-
sentación permanente; 
reconociendo la importancia de 
tales medidas , alentar una mayor 
participación d e las pequeñas y me-
dianas empresas en los intercam-
bios comerciales entre los Estados 
participantes; 
Información económica y comercial 
Los Estados participantes, 
Conscientes del creciente papel 
que desempeña la información eco-
nómica y comercial en la promo-
ción del comerc io internacional, 
Considerando que la información 
económica debe ser tal que permita 
un análisis adecuado de los merca-
dos y elaborar previsiones a medio 
y largo plazo para contribuir así al 
establecimiento de una corriente 
ininterrumpida de intercambio y a 
una mejor explotación de las posi-
bi l idades comerciales , 
Expresando su voluntad de mejo-
rar la calidad y aumentar la canti-
dad y el suminis tro de las infor-
maciones económicas y administra-
tivas pert inentes , 
Considerando que el valor de la 
información estadíst ica depende en 
gran parte en el plano internacional 
de la posibi l idad que ofrezca de 
hacer comparaciones , 
favorecerán la publicación y difu-
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s ión de informaciones económicas 
y comerciales a intervalos regulares 
y tan rápidamente c o m o sea posi-
ble, en particular: 
— las estadíst icas relativas a la pro-
ducción, la renta nacional, el pre-
supuesto , el c o n s u m o y la pro-
ductividad; 
— las estadíst icas del comerc io ex-
terior, e laboradas sobre la base 
de una clasif icación comparativa, 
incluidas las l istas de productos 
con indicación de los vo lúmenes 
y valores, así c o m o el país de ori-
gen o de dest ino; 
— leyes y reglamentos relativos al 
comercio exterior; 
— informaciones que permitan pre-
ver el desarrollo de la economía 
para contribuir a la promoción 
del comercio , por e jemplo , infor-
mac ión en materias de orienta-
ción general de los planes y pro-
gramas nacionales económicos; 
— otras informaciones para ayudar 
a los hombres de negocios en sus 
contactos comerciales , por ejem-
plo, guías periódicas, l istas, y a 
ser posible, organigramas de fir-
m a s y organizaciones interesadas 
en el comercio exterior; 
promoverán, además de lo ante-
rior, el desarrollo del intercambio 
de informaciones económicas y co-
merciales por conducto, cuando pro-
ceda, de comis iones mixtas de co-
operación económica, científica y 
técnica, cámaras de comercio nacio-
nales y mixtas y o tros órganos ade-
cuados; 
apoyarán u n estudio, dentro del 
marco de la Comisión Económica 
para Europa de las Naciones Uni-
das, sobre las posibi l idades de crear 
un s i s t ema multi lateral de notifica-
ción de leyes y reglamentos relati-
vos al comercio exterior y de los 
cambios que en las m i s m a s se pro-
duzcan; 
promoverán los trabajos de ar-
monización en el p lano internacio-
nal de la nomenclatura estadística, 
especialmente en la Comisión Eco-
nómica para Europa de las Nacio-
nes Unidas. 
Comercialización 
Los Estados participantes, 
Reconociendo la importancia que 
tiene la adaptación de la produc-
ción a las exigencias de los merca-
dos exteriores a fin de conseguir 
la expansión del comercio interna-
cional; 
Conscientes de la neces idad de 
que los exportadores conozcan tan 
plenamente c o m o sea posible y ten-
gan en cuenta las neces idades de 
los presuntos usuarios , 
alentarán a las organizaciones, 
empresas y f irmas interesadas en 
el comerc io exterior a que desarro-
llen adic ionalmente los conocimien-
tos y las técnicas que requieren una 
comercial ización eficaz; 
favorecerán la mejora de las con-
diciones para la ejecución de las 
medidas encaminadas a fomentar 
el comercio y a satisfacer las nece-
s idades de los usuarios de produc-
tos importados , en especial median-
te estudios de mercado y medidas 
de publicidad, así como , cuando se 
es t ime útil , el establecimiento de 
servicios de abastecimiento, el su-
ministro de piezas de recambio, el 
funcionamiento de servicios de pos-
venta y la formación del necesario 
personal técnico; 
fomentarán la cooperación inter-
nacional en la esfera de la promo-
ción comercial , incluyendo la comer-
cialización, y los trabajos realizados 
a este respecto en los organismos 
internacionales, y en particular en 
la Comisión Económica para Euro-
pa de las Naciones Unidas. 
2 . Cooperación industrial y proyec-
tos de interés común 
Cooperación industrial 
Los Estados participantes, 
Considerando que la cooperación 
industrial, mot ivada por criterios 
económicos , puede 
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— crear vínculos duraderos que re-
fuercen la cooperación económi-
ca general a largo plazo, 
— contribuir al desarrollo económi-
co, así c o m o a la expansión y 
diversificación del comercio inter-
nacional y a una mayor utiliza-
ción de la tecnología moderna, 
— dar lugar a la uti l ización mutua-
mente ventajosa de las comple-
mentariedades económicas me-
diante un mejor uso de todos los 
factores de producción, y 
— acelerar el desarrollo industrial 
de todos los participantes en tal 
cooperación, 
se proponen est imular el desarro-
llo de la cooperación industrial en-
tre los organismos, las empresas y 
las f irmas competentes de sus paí-
ses; 
es t iman que se puede facilitar la 
cooperación industrial mediante 
acuerdos intergubernamentales y 
otros acuerdos bilaterales y multi-
laterales entre las partes intere-
sadas; 
observan que al promover la co-
operación industrial deberán tener 
presentes las estructuras económi-
cas y los niveles de desarrollo de 
sus países; 
toman nota de que la cooperación 
industrial se realiza mediante con-
tratos celebrados por los organis-
mos , las empresas y las f irmas com-
petentes sobre la base de conside-
racione económicas; 
expresan su voluntad de estimu-
lar la adopción de medidas enca-
minadas a crear condiciones favo-
rables para la cooperación indus-
trial; 
reconocen que la cooperación in-
dustrial abarca diversas formas de 
relaciones económicas que superan 
el marco de los intercambios co-
merciales tradicionales y que, en la 
celebración de contratos sobre co-
operación industrial, los asociados 
determinarán conjuntamente las 
formas y las condiciones adecuadas 
de cooperación, teniendo en cuenta 
sus mutuos intereses y posibilida-
des; 
reconocen, además , que, si son de 
interés mutuo, para el desarrollo 
de la cooperación industrial, pueden 
ser úti les formas concretas c o m o 
las s iguientes: producción y venta 
en común, especial ización en la pro-
ducción y la venta, construcción, 
adaptación y modernización de em-
presas industriales, cooperación en 
el establecimiento de instalaciones 
industriales completas con miras a 
obtener así parte de los productos 
resultantes, sociedades mixtas , in-
tercambios de conocimientos técni-
cos , de informaciones técnicas, de 
patentes y de l icencias, e investiga-
ciones industriales comunes , dentro 
del marco de proyectos concretos 
de cooperación; 
reconocen que pueden aplicarse 
nuevas formas de cooperación para 
satisfacer neces idades concretas; 
observan la importancia de una 
información económica, comercial , 
técnica y administrativa capaz de 
asegurar el desarrollo de la coope-
ración industrial; 
consideran deseable 
— mejorar la calidad y cantidad de 
la información significativa para 
la cooperación industrial, en par-
ticular las leyes y reglamentos , 
incluidas los relativos a los cam-
bios de moneda, la orientación 
general de los planes y progra-
mas económicos nacionales así 
como las prioridades de los pro-
gramas y condiciones económicas 
del mercado; y 
— difundir lo m á s rápidamente po-
sible la documentac ión que se 
haya publicado sobre ello; 
fomentarán todas las formas de 
intercambio de información y co-
municación de experiencias signifi-
cativas, la cooperación industrial, 
inclusive a través de contactos en-
tre posibles copartícipes y, cuando 
sea oportuno, mediante comis iones 
conjuntas de cooperación económi-
ca, industrial, científica y técnica, 
cámaras de comercio nacionales y 
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mixtas , y otros organismos apro-
piados; 
consideran deseable con objeto de 
desarrollar la cooperación indus-
trial, fomentar la búsqueda de po-
sibil idades de cooperación y la eje-
cución de proyectos de cooperación, 
y tomarán medidas al efecto, entre 
otras faci l i tando y aumentando to-
da clase de contactos de negocios 
entre los organismos, las empresas 
y las f irmas competentes y su res-
pectivo personal cualificado; 
observan que las disposic iones 
aprobadas por la Conferencia, rela-
tivas a los contactos de negocios 
en el campo económico y comer-
cial, son igualmente aplicables a los 
organismos, empresas y f irmas ex-
tranjeras que se ocupan de la coo-
peración industrial, teniendo en 
cuenta las condiciones específ icas 
de esta cooperación, y velarán, en 
particular, por asegurar la existen-
cia, para el personal ocupado en la 
ejecución de los proyectos de coope-
ración, de condiciones de trabajo 
adecuadas; 
consideran deseable que las pro-
puestas de proyectos de coopera-
ción industrial sean suficientemen-
te concretas y contengan los datos 
económicos y técnicos necesarios, en 
particular las es t imaciones prelimi-
nares del costo del proyecto, la in-
formación sobre la forma de coope-
ración prevista y sobre las posibili-
dades de mercados , a fin de que 
los posibles participantes puedan 
proceder a los estudios iniciales y 
adoptar decisiones en el plazo m á s 
breve posible; 
alentarán a las partes interesadas 
en la cooperación industrial a to-
mar las medidas para acelerar la 
celebración de negociaciones enca-
minadas a concertar contratos de 
cooperación; 
recomiendan además que se estu-
dien constantemente —por ejemplo , 
e n el marco de la Comisión Econó-
mica para Europa de las Nac iones 
Unidas— los medios de mejorar la 
forma de facilitar a los interesados 
la información relativa a las condi-
ciones generales de la cooperación 
industrial y la orientación para la 
elaboración de los contratos en es-
te campo; 
consideran deseable mejorar adi-
c ionalmente las condiciones de eje-
cución de los proyectos de coope-
ración industrial, en particular con 
respecto a: 
— la protección de los intereses de 
los copartícipes en los proyectos 
de cooperación industrial, inclu-
sive la protección jurídica de las 
diferentes c lases de propiedad de 
que se trate; 
— la consideración en las formas 
que sean compatibles con sus sis-
temas económicos , de las necesi-
dades y posibi l idades de coope-
ración industrial en el marco de 
la polít ica económica y en par-
ticular en los planes y progra-
m a s económicos nacionales; 
e s t iman deseable que los copartí-
cipes , al celebrar contratos de co-
operación industrial, presten la debi-
da atención a las disposic iones re-
lativas a la prestación de la asisten-
cia mutua necesaria y a facilitar la 
información precisa durante la eje-
cución de dichos contratos, especial-
mente con miras a alcanzar el nivel 
técnico y la calidad requeridos de 
los productos que resulten de tal 
cooperación; 
reconocen la uti l idad de una ma-
yor participación de las empresas 
pequeñas y medianas en los pro-
yectos de cooperación industrial. 
Proyectos de interés común 
Los Estados participantes, 
Considerando que su potencial 
económico y sus recursos naturales 
permiten, mediante esfuerzos comu-
nes , una cooperación a largo plazo 
para ejecutar, en el orden regional 
y subregional inclusive, proyectos 
de interés común de gran impor-
tancia, y que és tos pueden contri-
buir a acelerar el desarrollo eco-
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nómico de los países que en ellos 
participen, 
Considerando conveniente que 
los organismos, empresas y f irmas 
competentes de todos los países 
tengan la posibil idad de manifestar 
su interés por participar en tales 
proyectos y, en caso de acuerdo, 
de tomar parte en su ejecución, 
Observando que las disposiciones 
adoptadas por la Conferencia rela-
tivas a la cooperación industrial 
son igualmente aplicables a los pro-
yectos de interés común, 
es t iman necesario fomentar, cuan-
do el caso lo requiera, el estudio, 
por parte de los organismos, las 
empresas y las f irmas competentes 
e interesados, de las posibi l idades 
de llevar a cabo proyectos de inte-
rés común en el campo de los re-
cursos energéticos , la explotación 
de materias primas así c o m o del 
transporte y las comunicaciones: 
es t iman conveniente que los orga-
n i smos , empresas y f irmas que es-
tudian las posibi l idades de partici-
par en proyectos de interés común, 
intercambien con sus posibles aso-
ciados, a través de los conductos 
apropiados, las informaciones nece-
sarias de carácter económico, jurí-
dico, f inanciero y técnico, relativas 
a tales proyectos; 
consideran que los sectores de los 
recursos energéticos, especia lmente 
petróleo, gas natural y carbón, y la 
extracción y elaboración de mate-
rias pr imas minerales , en especial 
el mineral de hierro y la bauxita, 
son campos apropiados para la in-
tensif icación de la cooperación eco-
nómica a largo plazo y el desarrollo 
del comercio que de ello pudiere 
resultar; 
consideran que también existen 
posibil idades para proyectos de in-
terés común con miras a la coope-
ración económica a largo plazo en 
las esferas s iguientes: 
—intercambios de energía eléctrica 
dentro de Europa con objeto de 
lograr el aprovechamiento m á s 
racional posible de la capacidad 
de las centrales de energía eléc-
trica; 
— cooperación e n la búsqueda de 
nuevas fuentes de energía y, es-
pecialmente , en el ámbi to de la 
energía nuclear; 
— desarrollo de redes de carreteras 
y cooperación a f in de establecer 
una red nacional de navegación 
en Europa; 
— cooperación e n la invest igación 
y perfeccionamiento de equipos 
de transportes de modal idades 
múlt iples y para el manejo de 
contenedores; 
recomiendan que los Estados inte-
resados en proyectos de interés co-
m ú n estudien e n qué condic iones 
sería posible establecerlos y, si así 
lo desean, crear las condiciones ne-
cesarias para su efectiva ejecución. 
3 . Disposiciones relativas a los in-
tercambios comerciales y la coo-
peración industrial 
Armonización de normas 
Los Estados participantes, 
Reconociendo que el progreso de 
de la armonización internacional de 
las normas y reglas técnicas , así 
c o m o de la cooperación internacio-
nal respecto a los certif icados de 
conformidad, es u n medio impor-
tante para el iminar los obstáculos 
técnicos al comercio internacional 
y a la cooperación industrial , para 
facilitar de ese m o d o su desarrollo 
y aumentar su productividad, 
reafirman su interés por lograr la 
armonización internacional m á s am-
plia posible de las normas y regla-
mentos técnicos; 
se declaran dispuestos a est imular 
acuerdos internacionales y otros 
convenios apropiados sobre la acep-
tación de certif icados de conformi-
dad con arregla a las normas y re-
glas técnicas; 
consideran deseable intensif icar 
la cooperación internacional en ma-
teria de normalización, en especial 
apoyando las actividades de las or-
ganizaciones intergubernamentales 
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y de otras organizaciones compe-
tentes en estas cuest iones . 
Arbitraje 
Los Estados participantes, 
Considerando que la solución rá-
pida y equitativa de las controver-
sias que puedan surgir de transac-
ciones comerciales relativas a bienes 
y servicios, y de contratos de coope-
ración industrial contribuiría a la 
expansión y promoción del comer-
cio y de la cooperación, 
Considerando que el arbitraje es 
un medio apropiado para solucionar 
tales controversias, 
recomiendan a las organizaciones, 
empresas y f irmas de sus países 
que, cuando así proceda, incluyan 
e n los contratos comerciales y en 
los contratos de cooperación indus-
trial, o en los acuerdos especiales , 
c láusulas de arbitraje, 
recomiendan que las disposicio-
nes relativas al arbitraje prescriban 
un arbitraje conforme a un conjun-
to de reglas mutuamente aceptables 
y permitan el arbitraje en u n tercer 
país , teniendo en cuenta los acuer-
dos intergubernamentales y de otro 
carácter ya existentes en esta ma-
teria. 
Arreglos bilaterales específicos 
Los Estados participantes, 
Conscientes de la neces idad de 
facilitar los intercambios comercia-
les y de alentar la ejecución de nue-
vas formas de cooperación indus-
trial, 
considerarán favorablemente, en los 
casos apropiados, la firma de acuer-
dos bilaterales específ icos relativos 
a diversos problemas que sean de 
interés mutuo , en las esferas de 
los intercambios comerciales y la 
cooperación industrial, en particu-
lar con miras a evitar la doble im-
posic ión y de facilitar, junto a la 
transferencia de beneficios, el retor-
no del valor de las aportaciones 
invertidas. 
4. Ciencia y tecnología 
Los Estados participantes, 
Convencidos de que la coopera-
ción científica y tecnológica consti-
tuye una contribución importante 
al fortalecimiento de la seguridad y 
la cooperación entre el los, en cuan-
to que ayuda a resolver ef icazmente 
los problemas de interés c o m ú n y 
a mejorar las condiciones de vida 
humana, 
Considerando que para llevar a 
cabo tal cooperación es importante 
promover la participación en la in-
formación y experiencias, facilitan-
do el estudio y la transmisión de 
resultados científ icos y tecnológicos, 
así c o m o el acceso a tales realiza-
ciones sobre una base mutuamente 
ventajosa y en los campos de coope-
ración convenidos entre las partes 
interesadas. 
Considerando que corresponde a 
los asociados en potencia, es decir, 
a las organizaciones, inst i tuciones, 
empresas , científicos y tecnólogos 
competentes de los Estados parti-
cipantes definir las posibi l idades de 
cooperación mutuamente beneficio-
sas, y preparar sus detalles, 
Afirmando que tal cooperación 
puede ser elaborada y l levada a ca-
bo tanto bilateral c o m o multilate-
ralmente, a nivel gubernamental y 
no gubernamental , por e jemplo me-
diante acuerdos intergubernamenta-
les y de otra índole, programas in-
ternacionales, proyectos en común 
y creación de canales comerciales , 
uti l izando al propio t i empo diversas 
model idades de contactos , incluyen-
do los directos y personales , 
Conscientes de la necesidad de 
tomar medidas para seguir mejo-
rando la cooperación científica y 
tecnológica entre el los, 
Posibilidades de mejorar la 
cooperación 
Reconocen que existen posibilida-
des para seguir mejorando la coo-
peración científica y tecnológica, y 
con este fin expresan su intención 
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de suprimir los obstáculos a tal 
cooperación, en especial mediante: 
— la mejora de las oportunidades 
para el intercambio y difusión 
de información científica y tec-
nológica entre las partes intere-
sadas en la invest igación cientí-
fica y tecnológica, incluyendo la 
información relativa a la organi-
zación y aplicación de tal coope-
ración; 
— la rápida ejecución y la mejora 
en la organización, incluidos los 
rogramas, de visitas internacio-
nales de científ icos y esecial istas 
en relación con el intercambio, 
las conferencias y la cooeración; 
— el uso m á s ampl io de los medios 
y actividades comerciales en pro 
de la invest igación científica y 
tecnológica aplicada y de la trans-
ferencia de sus resultados, faci-
l i tando al m i s m o t i empo informa-
c ión al respecto y protección a 
los derechos de la propiedad inte-
lectual e industrial; 
Esferas de la cooperación 
Consideran que existen posibili-
dades de ampliar la cooperación en 
las esferas que a continuación se 
indican a título de ejemplo, obser-
vando que corresponde a los posi-
bles asociados en los países parti-
cipantes determinar y ampliar los 
proyectos y disposiciones de interés 
y beneficio mutuos : 
Agricultura 
Invest igación de nuevos métodos 
y tecnologías para el aumento de la 
productividad de los cult ivos y de 
la ganadería; aplicación de la quí-
mica a la agricultura; diseño, fabri-
cación y uti l ización de maquinaria 
agrícola; tecnologías de riego y otros 
trabajos de mejoramiento de las 
tierras de cultivo; 
Energía 
Nuevas tecnologías de producción, 
transporte y distribución de energía, 
a fin de mejorar la uti l ización de 
los combust ibles y fuentes de hidro-
energía existentes , a la vez que la 
invest igación en el sector de nuevas 
fuentes energéticas, inclusive la 
energía nuclear, solar y geotérmica; 
Nuevas tecnologías, utilización 
racional de los recursos 
Invest igación de nuevas tecnolo-
gías y equipo dest inados, en parti-
cular, a disminuir el consumo ener-
gético; y a minimizar o el iminar su 
derroche; 
Tecnología de los transportes 
Invest igaciones sobre los medios 
de transporte y sobre la tecnología 
aplicada en la creación y en la ex-
plotación de las redes de transporte 
internacionales, nacionales y urba-
nas, incluyendo el transporte con 
contenedores así c o m o la seguridad 
de los transportes. 
Física 
Estudio de los problemas relacio-
nados con la física hiperenergética 
y la física del plasma; invest igación 
en materia de física nuclear teórica 
y experimental; 
Química 
Invest igación acerca de los pro-
b lemas de la e lectroquímica y la 
química de los pol ímeros , de los 
productos naturales y de los meta-
lesi y aleaciones, así c o m o sobre el 
desarrollo de la tecnología química 
mejorada, particularmente en cuan-
to a la elaboración de materiales; 
aplicación práctica de los ú l t imos 
descubrimientos de la química a la 
industria, la construcción y otros 
sectores de la economía; 
Meteorología e hidrología 
Invest igación meteorológica e hi-
drológica, inclusive los métodos de 
recopilación, evaluación y transmi-
s ión de datos y su uti l ización para 
previs iones meteorológicas e hidro-
lógicas; 
Oceanografía 
Invest igación oceanógrafica, inclu-
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sive el estudio de las interacciones 
a ire /mar; 
Investigación sismológica 
Estudio y previsión de terremo-
tos y fenómenos geológicos conexos; 
puesta a punto e invest igación de 
métodos tecnológicos en materia 
de construcciones resistentes a los 
se í smos; 
Investigación en materia de glacio-
logía, gelisuelo y problemas relacio-
nados con la vida en los climas fríos 
Investigación en materia de gla-
ciología y gelisuelo; tecnologías de 
transporte y construcción; adapta-
ción del hombre a los extremos 
c l imáticos y a los cambios en las 
condiciones de vida de las pobla-
ciones indígenas; 
Tecnología de las computadoras, 
de comunicación e información 
Perfeccionamiento de s i s temas de 
computadoras c o m o as imismo de 
las te lecomunicaciones y de la in-
formación; tecnología aplicada a las 
computadoras y las telecomunica-
ciones, incluyendo su util ización pa-
ra s i s temas de gest ión, para proce-
sos de producción, para la automa-
ción, para el estudio de problemas 
económicos , en la invest igación cien-
tífica y para la recopilación, elabo-
ración y difusión de información; 
Investigación espacial 
Exploración espacial y estudio de 
los recursos naturales de la tierra 
y del medio natural por observación 
a distancia, en particular con la 
ayuda de satél ites y de cohetes-
sonda; 
Medicina y salud pública 
Investigación sobre enfermedades 
cardiovasculares, tumores y virosis , 
biología molecular, neurofisiología; 
descubrimiento y experimentación 
de nuevas drogas; estudio de los 
problemas contemporáneos de la 
pediatría, la gerontología y la orga-
nización y técnicas de los servicios 
médicos; 
Investigación en materia de 
medio ambiente 
Invest igación sobre problemas 
científicos y tecnológicos específi-
cos relacionados con el medio am-
biente humano; 
Formas y métodos de la 
cooperación 
Expresa s u opinión de que la co-
operación científica y tecnológica 
deberá adoptar, en especial, las for-
m a s y métodos siguientes: 
— intercambio y circulación de li-
bros, revistas y otras publicacio-
nes y documentos científicos y 
tecnológicos entre las organizacio-
nes interesadas, inst i tuciones 
científicas y tecnológicas, empre-
sas, científicos y tecnólogos inte-
resados así c o m o la participación 
en programas internacionales pa-
ra la preparación de resúmenes 
e índices de publicaciones; 
— intercambios y visitas, así c o m o 
otras comunicaciones y contactos 
directos entre científ icos y tecnó-
logos, sobre la base de acuerdos 
mutuos y otros arreglos para 
fines tales c o m o la organización 
de consultas , conferencias y rea-
lización de investigaciones, in-
cluida la uti l ización de laborato-
rios, bibliotecas científicas y 
otros centros de documentac ión 
con ellos relacionados; 
— conferencias internacionales y na-
cionales, s imposios , seminarios , 
cursos y otras reuniones de ca-
rácter científ ico y tecnológico, 
que incluyan la participación de 
científ icos y tecnólogos extran-
jeros; 
— preparación y aplicación conjun-
tas de programas y proyectos de 
interés mutuo sobre la base de 
consultas y acuerdos entre todas 
las partes concernidas, incluyen-
do cuando sea posible y apropia-
do, intercambios de experiencias 
y resultados de la investigación 
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y correlación de programas de 
invest igación entre inst i tuciones 
y organizaciones de invest igación 
científica y tecnológica; 
— empleo de medios y métodos co-
merciales para identificar y trans-
ferir los desarrollos tecnológicos 
y científicos, comprendida la con-
clusión de acuerdos de coopera-
ción, mutuamente beneficiosos 
entre f irmas y empresas , en esfe-
ras convenidas entre ellas a fin 
de ejecutar, cuando proceda, pro-
gramas y proyectos conjuntos de 
invest igación y desarrollo; 
consideran oportuno que se efec-
túen intercambios periódicos de 
puntos de vista y de información 
sobre polít ica científica, particular-
mente en lo que respecta a los pro-
b lemas generales de orientación y 
administración de las investigacio-
nes y sobre la cuest ión de una me-
jor uti l ización de las grandes insta-
laciones científicas y experimenta-
les sobre una base de cooperación. 
recomiendan que, al fomentar la 
cooperación en materia de ciencia 
y tecnología, se uti l icen p lenamente 
las prácticas existentes de coopera-
ción bilateral y multi lateral , inclu-
sive las de carácter regional o sub-
regional, junto con las formas y 
modal idades de cooperación descri-
tas en es te documento; 
recomiendan además que se logre 
una util ización m á s eficaz de las po-
sibil idades y capacidades de las or-
ganizaciones internacionales existen-
tes, tanto intergubernamentales co-
m o no gubernamentales , interesadas 
en la ciencia y la tecnología, para 
mejorar los intercambios de infor-
mación y de experiencias, así c o m o 
para desarrollar otras formas de 
cooperación e n mater ia de interés 
común, c o m o por ejemplo: 
— estudio en la Comisión Económi-
ca para Europa de las Naciones 
Unidas de las posibi l idades de 
ampliar la cooperación multila-
teral, teniendo presente los mo-
delos de proyectos e investiga-
ciones que util izan las diversas 
organizaciones internacionales; y 
de patrocinar conferencias, sim-
pos ios y grupos de estudio y de 
trabajo como, por ejemplo , aqué-
llos e n que puedan participar los 
jóvenes científ icos y tecnólogos 
junto a eminentes especial istas 
en sus materias . 
— mediante su participación en de-
terminados programas internacio-
nales de cooperación científica y 
tecnológica, incluyendo los de la 
UNESCO y otras organizaciones 
internacionales, continuar avan-
zando ininterrumpidamente ha-
cia los objet ivos de tales progra-
mas , e n especial los del UNISIST, 
prestando particular atención a la 
orientación en el campo de la po-
lítica de información, asesora-
miento técnico, contribuciones en 
materia de información y elabo-
ración de datos . 
5. Medio ambiente 
Los Estados participantes, 
Afirmando que la protección y el 
mejoramiento del medio ambiente 
así c o m o la protecc ión de la natu-
raleza y la uti l ización racional de 
sus recursos en beneficio de las 
generaciones presentes y futuras, 
const i tuyen una de las tareas de 
m á x i m a importancia para el bienes-
tar de los pueblos y el desarrol lo 
económico de todos los países y 
que muchos de los problemas rela-
tivos al medio ambiente , en parti-
cular e n Europa, sólo pueden re-
solverse de manera eficaz mediante 
una estrecha cooperación interna-
cional, 
Reconociendo que cada uno de los 
Estados participantes debe asegu-
rar, con arreglo a los principios del 
derecho internacional y con espíritu 
de cooperación, que las actividades 
que se l levan a cabo en su territo-
rio no deterioran el medio ambien-
te en otro Es tado o en regiones 
s i tuadas fuera de los l ímites de su 
jurisdicción nacional, 
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Considerando que el buen éxito de 
una polít ica relativa al medio am-
biente presupone que todos los sec-
tores de la población y todas las 
fuerzas sociales, conscientes de sus 
responsabil idades, contribuyen a la 
protección y al mejoramiento del 
medio ambiente , lo cual, a su vez, 
requiere una acción educativa con-
tinua y general, en especial con res-
pecto a la juventud, 
Afirmando que la experiencia ha 
demostrado que el desarrollo eco-
nómico y el progreso tecnológico 
deben ser compat ibles c o n la pro-
tección del medio ambiente y de la 
conservación de los valores históri-
cos y culturales; que la mejor ma-
nera de evitar la deterioración del 
medio ambiente radica en la adop-
c ión de medidas preventivas; y que 
en la explotación y la gest ión de 
los recursos naturales es preciso 
conservar el equilibrio ecológico. 
Objetivos de la cooperación 
Convienen, en particular, en fijar 
para la cooperación los s iguientes 
objet ivos: 
— estudiar, con el fin de resolver-
los, los problemas del medio am-
biente que, por su naturaleza, 
sean de carácter multi lateral, bi-
lateral, regional o subregional, así 
c o m o fomentar la elaboración de 
u n enfoque multidisciplinario de 
los problemas del medio am-
biente; 
— incrementar la eficacia de las me-
didas nacionales e internaciona-
les para la protección del medio 
ambiente mediante la compara-
c ión y armonización, cuando pro-
ceda, de los métodos de recopi-
lación y análisis de hechos, me-
diante u n mejor conoc imiento de 
los fenómenos de contaminación 
y la uti l ización racional de los 
recursos naturales, por medio del 
intercambio de información y a 
través de la armonización de de-
finiciones y la adopción, en la 
medida de los posible, de una 
terminología común en materia 
de protección del medio ambien-
te; 
— adoptar las medidas necesarias 
para e l acercamiento de las polí-
t icas ambientales y, cuando pro-
ceda y sea posible , para su armo-
nización; 
— promover, cuando sea posible y 
apropiado, los esfuerzos naciona-
les e internacionales realizados 
por sus organizaciones, empresas 
y f irmas interesadas en materia 
de preparación, producción y per-
feccionamiento del equipo desti-
nado a la vigilancia, protección 
y mejoramiento del m e d i o am-
biente; 
Campos de la cooperación 
Para lograr dichos objet ivos, los 
Estados participantes aprovecharán 
todas las oportunidades favorables 
que se presenten para cooperar en 
cuanto se relacione con el medio 
ambiente y, en particular, en las es-
feras que se describen a continua-
ción a título de ejemplo; 
Lucha contra la contaminación 
atmosférica 
Desulfurización de los combusti-
bles fósi les y de los gases de esca-
pe; control de la contaminación por 
metales pesados , partículas, aeroso-
les y óxidos de nitrógeno, e n par-
ticular los emit idos por los medios 
de transporte, las centrales eléctri-
cas y otras instalaciones industria-
les; s i s temas y métodos de obser-
vación y control de la contamina-
ción atmosférica y sus efectos , in-
cluido el desplazamiento de los con-
taminantes atmosféricos a grandes 
distancias; 
Lucha contra la contaminación de 
los recursos hidráulicos y utilización 
de las aguas dulces 
Prevención y lucha contra la con-
taminación de los recursos hidráu-
licos, en particular de los ríos trans-
fronterizos y los lagos internacio-
nales; tecnologías para el mejora-
miento de la calidad de las aguas 
y para un mayor desarrollo de las 
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formas y modal idades de purifica-
ción de aguas residuales industria-
les y municipales; métodos de eva-
luación de las reservas de agua dul-
ce y el mejoramiento de s u utiliza-
ción, en particular mediante la crea-
ción de métodos de producción que 
contaminen menos y que consuman 
menos agua dulce; 
Protección del medio ambiente ma-
rino 
Protección del medio ambiente 
marino de los Estados participan-
tes , y espec ia lmente del Mar Medi-
terráneo, contra los contaminantes 
que provienen de fuentes telúricas 
y de buques y otros navios, y en 
particular contra las sustancias no-
civas enumeradas e n los anexos I 
y II de la Convención de Londres 
sobre la prevención de la contami-
nación de los océanos por los resi-
duos arrojados al mar; problemas 
del mantenimiento del equil ibrio 
ecológico marino y de su interde-
pendencia alimentaria, en particu-
lar los que puedan emanar de la 
exploración y la explotación de los 
recursos biológicos y minerales de 
los mares y de los fondos marinos; 
Aprovechamiento de tierras y suelos 
Problemas relacionados con el 
aprovechamiento m á s eficaz de las 
tierras, incluida la mejora, la reha-
bil itación y nuevo cultivo de la tie-
rra; lucha contra la contaminación 
del suelo, contra la erosión hídrica 
y eólica, así c o m o otras formas de 
degradación del suelo; manteni-
miento e incremento de la produc-
tividad del suelo prestando la debi-
da atención a los posibles efectos 
nocivos de la aplicación de fertili-
zantes y plaguicidas químicos; 
Conservación de la naturaleza y re-
servas naturales 
Protección de la naturaleza y de 
las reservas naturales; conservación 
y mantenimiento de los recursos ge-
nét icos existentes , en particular de 
las especies animales y vegetales 
raras; conservación de los s i s temas 
ecológicos naturales; creación de 
reservas naturales y otros paisajes 
y zonas protegidos, incluido su uso 
para investigación, turismo, recreo 
y otros fines; 
Mejoramiento de las condiciones 
ambientales en las zonas de asen-
tamiento humano 
Condiciones ambientales relacio-
nadas con el transporte, la vivien-
da, las zonas de trabajo, el desarro-
llo y la planificación urbanos y los 
s i s temas de abastec imiento de 
aguas y evacuación de aguas resi-
duales; determinación de los efec-
tos nocivos del ruido y de los mé-
todos para suprimirlo; recogida, tra-
tamiento y uti l ización de desechos , 
incluida la recuperación y aprove-
chamiento de materiales; investiga-
c ión sobre sucedáneos de las sus-
tancias no biodegradables; 
Investigación fundamental, vigilan-
cia, previsión y evaluación de los 
cambios en el medio ambiente 
Estudio de los cambios de cl ima, 
de paisaje y de equilibrio ecológico 
debidos tanto a factores naturales 
c o m o a la acción del hombre; pre-
vis ión de posibles cambios genét icos 
en la flora y fauna c o m o consecuen-
cia de la contaminación del medio 
ambiente; armonización de datos 
estadíst icos , elaboración de criterios 
científ icos y de s i s temas de redes 
de control, métodos estandardiza-
dos de observación, medic ión y eva-
luación de los cambios de la bios-
fera; evaluación de los efectos de 
los grados de contaminación del 
medio ambiente y de su deterioro 
sobre la salud humana; estudio y 
formulación de criterios y normas 
aplicables a diversos e lementos 
contaminantes y reglamentos rela-
tivos a la producción y uti l ización 
de diversos productos; 
Medidas legislativas y administra-
tivas 
Medidas legislativas y administra-
tivas encaminadas a proteger el me-
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dio ambiente , incluyendo los proce-
dimientos para establecer evaluacio-
nes de los efectos ambientales . 
Formas y métodos de la coopera-
ción 
Los Estados participantes decla-
ran que los problemas relativos a 
la protección y mejoramiento del 
medio habrán de resolverse sobre 
una b a s e tanto bilateral c o m o mul-
tilateral, inclusive regional y subre-
gional, uti l izando al m á x i m o todas 
las formas y s i s temas de coopera-
ción existentes . Los Estados partici-
pantes desarrollarán la cooperación 
en la esfera del medio , e n particular 
teniendo en cuenta la Declaración 
de Es toco lmo sobre el Medio Hu-
m a n o y las resoluciones pertinen-
tes de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas y del S impos io de 
Praga de la Comis ión Económica 
para Europa de las Naciones Uni-
das sobre problemas del medio am-
biente. 
Los Estados participantes se ha-
llan decididos a que la cooperación 
e n mater ia del medio ambiente se 
realice, en particular, mediante: 
— el intercambio de datos científi-
cos y técnicos, de documentación 
y de los resultados de las inves-
t igaciones, inclusive la informa-
ción sobre los métodos para de-
terminar los posibles efectos de 
las actividades técnicas o econó-
micas sobre el medio ambiente; 
— la organización de conferencias, 
s imposios y revmiones de exper-
tos; 
— el intercambio de científicos, es-
pecial istas y personas en cursos 
de perfeccionamiento; 
— preparación y ejecución en co-
m ú n de programas y proyectos 
para el es tudio y solución de di-
versos problemas relativos a la 
protección del medio ambiente; 
— armonización, cuando proceda y 
sea necesario, de los criterios y 
normas de protección, en particu-
lar a efectos de evitar posibles 
dificultades en el comercio , que 
puedan surgir de los esfuerzos 
realizados para resolver proble-
mas ecológicos de los procesos 
de producción y que se relacio-
nan con el logro de determinadas 
calidades ambientales en los pro-
ductos manufacturados; 
— consultas sobre los diversos as-
pectos de la conservación ambien-
tal, c o m o se convino entre los 
países interesados, especia lmente 
en relación con los problemas 
que podrían tener consecuencias 
internacionales. 
Los Estados participantes fomen-
tarán además dicha cooperación: 
— est imulando el desarrollo progre-
sivo, la codificación y la aplica-
ción del derecho internacional 
c o m o uno de los medios para 
conservar y mejorar el medio hu-
mano , con inclusión de los prin-
cipios y prácticas, c o m o fueron 
aceptados por ellos, relativos a la 
contaminación y a otros efectos 
nocivos para el medio ambiente 
c o m o consecuencia de activida-
des realizadas dentro de la juris-
dicción o control de sus Estados 
que afecten a otros países y re-
giones; 
— apoyando y promoviendo la apli-
cación de los convenios interna-
cionales pertinentes en los que 
so partes, en particular los des-
t inados a prevenir y combatir la 
contaminación del mar y de las 
aguas dulces, recomendando a los 
Estados que ratifiquen los conve-
nios ya f irmados, y estudiando 
las posibi l idades de aceptar otros 
convenios pert inentes de los que 
en la actualidad no son partes; 
— preconizando la inclusión, cuan-
do proceda y sea posible, de las 
diferentes esferas de la coopera-
ción en los programas de trabajo 
de la Comisión Económica para 
Europa de las Nac iones Unidas, 
apoyando dicha cooperación en el 
marco de dicha Comisión y del 
Programa de las Nac iones Unidas 
para el Medio Ambiente, y te-
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niendo en cuenta la labor de 
otras organizaciones internaciona-
les competentes de las que sean 
miembros; 
— util izando en forma m á s amplia 
todos los t ipos de cooperación, 
los datos obtenidos de fuentes 
nacionales e internacionales, in-
clusive los criterios adoptados en 
el plano internacional, y utilizan-
do las posibi l idades y capacida-
des de las diversas organizacio-
nes internacionales competentes . 
Los Estados participantes convie-
nen las s iguientes recomendaciones 
sobre medidas específ icas: 
— desarrollar, mediante la coopera-
c ión internacional, un vas to pro-
grama para la comprobación y 
evaluación de la contaminación 
a grandes distancias, empezando 
c o n el dióxido de azufre y la po-
sible extensión a otros e lementos 
de contaminación, y, con este fin, 
tener en cuenta e lementos de ba-
se de u n programa de coopera-
ción que fueron identif icados por 
los expertos reunidos en Oslo en 
diciembre de 1974, invitados por 
el Inst i tuto Noruego de Investi-
gaciones Atmosféricas; 
— recomendar que, dentro del mar-
co de la Comis ión Económica pa-
ra Europa de las Naciones Uni-
das , se l leve a cabo un estudio 
de los procedimientos y de la 
experiencia adquirida respecto a 
las actividades de los gobiernos 
a fin de desarrollar la capacidad 
de sus países para pronosticar 
convenientemente los efectos so-
bre el m e d i o ambiente de las 
actividades económicas y del des-
arrollo tecnológico. 
6. Cooperación en otros sectores 
Desarrollo de los transportes 
Los Estados participantes, 
Considerando que la mejora de 
las condiciones de los transportes 
es uno de los factores esenciales 
para el desarrollo de la coopera-
ción entre e l los , 
Estimando que es necesario fo-
mentar el desarrollo de los trans-
portes y facilitar la solución de los 
problemas existentes , s irviéndose 
de medios nacionales e internacio-
nales adecuados , 
Teniendo en cuenta los trabajos 
realizados en la materia por las 
organizaciones internacionales exis-
tentes , especia lmente por el Comité 
de Transportes Interiores de la Co-
mis ión Económica para Europa de 
las Naciones Unidas, 
reconocen que la rapidez del pro-
greso técnico en las dist intas esfe-
ras del transporte hace que se con-
sidere conveniente desarrollar la co-
operación y aumentar el intercam-
bio de información entre e l los; 
se pronuncian a favor de una sim-
plificación y una armonización de 
las formalidades administrativas en 
materia de transportes internacio-
nales , en particular en las fronteras; 
es t iman oportuno favorecer, ha-
bida cuenta de sus circunstancias 
nacionales particulares en e s e sec-
tor, la armonización de las disposi-
c iones administrat ivas y técnicas en 
el campo de la seguridad de los 
transportes por carretera, por ferro-
carril, por vía fluvial, aérea y marí-
t ima; 
expresan su voluntad d e favore-
cer el desarrollo de los transportes 
terrestres internacionales de pasaje-
ros y mercancías , así c o m o de las 
posibi l idades de participación apro-
piada a dichos transportes , a base 
de ventajas recíprocas; 
se pronuncian, dentro del respeto 
de sus derechos y de sus compromi-
sos internacionales , en favor de la 
e l iminación de las disparidades en-
tre los regímenes jurídicos que se 
aplican a la circulación por las vías 
navegables interiores somet idas a 
convenciones internacionales y, en 
particular, de la disparidad en la 
aplicación de dichos regímenes; y, a 
este efecto, invitan a los Estados 
miembros de la Comisión Central 
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del Rin, de la Comisión del Danubio 
y de otros organismos a intensificar 
los trabajos y los estudios e n curso, 
particularmente en la Comisión Eco-
nómica para Europa de las Nacio-
nes Unidas; 
expresan su voluntad, a fin de 
mejorar el transporte internacional 
por ferrocarril, y dentro del respeto 
de sus derechos y de sus compro-
misos intrenacionales, de actuar en 
favor de la e l iminación de las difi-
cultades derivadas de las disparida-
des en los regímenes jurídicos inter-
nacionales existentes que rigen el 
transporte recíproco de viajeros y 
mercancías por ferrocarril entre sus 
territorios; 
formulan el deseo de que se in-
tensif iquen trabajos de las organi-
zaciones internacionales existentes 
en la esfera del transporte, princi-
palmente los del Comité de Trans-
portes Interiores de la Comisión 
Económica para Europa de las Na-
ciones Unidas y, expresan su inten-
ción de contribuir a el los con sus 
esfuerzos; 
consideran que el examen por los 
Estados participantes de la posibi-
lidad de formar parte de las dife-
rentes convenciones u organismos 
internacionales especial izados en 
materia de transportes , así c o m o 
sus esfuerzos para aplicar las con-
venciones una vez ratificadas, po-
drían contribuir al fortalecimiento 
de su cooperación e n este campo. 
Promoción del turismo 
Los Estados participantes, 
Conscientes de la contribución 
que el tur ismo internacional repre-
senta para el desarrol lo de la com-
prensión recíproca entre los pue-
blos , para el mayor conocimiento 
de las realizaciones de otros países 
en diversos aspectos , así c o m o en 
los progresos económicos , sociales 
y culturales, 
Reconociendo la relación existen-
te entre el desarrollo del tur ismo 
y las medidas adoptadas en otras 
esferas de la actividad económica, 
manif iestan s u intención de fo-
mentar el incremento del tur ismo 
sobre bases tanto individuales co-
m o de grupo, en particular: 
— fomentando el mejoramiento de 
la infraestructura turística y de 
la cooperación en es ta esfera; 
— promoviendo la realización de 
proyectos turíst icos conjuntos , 
inclusive la cooperación técnica, 
especia lmente cuando la proximi-
dad territorial y la convergencia 
de intereses turíst icos lo sugie-
ran; 
— promoviendo e l intercambio de 
información, inclusive de leyes y 
reglamentaciones pertinentes, es-
tudios, datos y documentac ión 
relativos al turismo, y mejorando 
las estadíst icas con objeto de fa-
cilitar su comparación; 
— examinando con espíritu posi t ivo 
las cuest iones relacionadas con 
la conces ión de medios financie-
ros para realizar viajes turíst icos 
al extranjero, teniendo en cuenta 
sus posibi l idades económicas , así 
c o m o las relacionadas con las for-
mal idades necesarias para tales 
viajes, teniendo en cuenta otras 
disposiciones sobre el turismo 
adoptadas por la Conferencia; 
— facil itando las actividades de pro-
moc ión del turismo internacional 
a las agencias de viajes y compa-
ñías extranjeras de t r a n s p o n e de 
pasajeros; 
— promoviendo el tur i smo fuera de 
temporada; 
— examinando las posibi l idades de 
intercambiar técnicos y estudian-
tes en la esfera del turismo, con 
objeto de mejorar sus conoci-
mientos; 
— fomentando conferencias y colo-
quios sobre planeamiento y des-
arrollo del turismo; 
consideran conveniente realizar 
dentro del marco internacional 
apropiado y con la cooperación de 
los organismos nacionales compe-
tentes , estudios detallados sobre el 
turismo, en particular: 
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— un estudio comparat ivo del esta-
tuto y las actividades de las agen-
cias de viajes así c o m o de los 
procedimientos y medios para 
una mejor cooperación entre 
ellas; 
— un estudio de los problemas que 
plantea la concentración estacio-
nal de las vacaciones a fin de 
fomentar el tur ismo en períodos 
de menor concentración; 
— estudios de los problemas plan-
teados en zonas en que el turis-
m o ha causado daños al medio 
ambiente; 
consideran también que las par-
tes interesadas podrían desear es-
tudiar las cuest iones s iguientes: 
— la uniformidad en materia de cla-
sif icación hotelera, y 
— rutas turísticas que abarquen dos 
o m á s países; 
se esforzarán, dentro de lo posi-
ble, por lograr que el desarrollo del 
tur ismo no redunde en detr imento 
del medio , ni del patr imonio artís-
tico, histórico y cultural de sus res-
pect ivos países; 
continuarán su cooperación en 
materia de turismo, tanto a nivel 
bilateral c o m o a nivel multi lateral 
con miras a alcanzar los objet ivos 
mencionados . 
Aspectos económicos y sociales de 
la mano de obra migratoria 
Los Estados participantes, 
Considerando que los movimien-
tos de trabajadores migrantes en 
Europa han alcanzado dimensiones 
importantes y que const i tuyen un 
importante factor económico , social 
y humano, tanto en los países que 
los reciben c o m o en los países de 
origen, 
Reconociendo que las migracio-
nes de trabajadores han hecho sur-
gir as imismo varios problemas eco-
nómicos , sociales, humanos y de 
otra índole tanto en los países que 
los reciben c o m o en los países de 
origen, 
Teniendo debidamente en cuenta 
las actividades en esa esfera de las 
organizaciones internacionales com-
petentes , sobre todo de la Organi-
zación Internacional del Trabajo, 
es t iman que los problemas que la 
migración de trabajadores en Eu-
ropa plantea a nivel bilateral, así 
c o m o entre los Estados participan-
tes , deben ser examinados por las 
partes directamente afectadas a fin 
de resolver esos problemas en inte-
rés mutuo , e n consideración a las 
preocupaciones de cada Estado in-
teresado e n que s e at iendan debi-
damente las necesidades que provie-
nen de su s i tuación socioeconómi-
ca, habida cuenta la obligación de 
cada Estado de atenerse a los acuer-
dos bilaterales y mult i laterales de 
que es parte, y teniendo presentes 
los s iguientes objet ivos; 
— fomentar los esfuerzos de los 
países de origen encaminados a 
aumentar las posibi l idades de 
empleo para sus nacionales en 
sus propios territorios, desarro-
l lando especia lmente una coope-
ración económica adecuada con 
ese objeto que sea satisfactoria 
para los países de inmigración y 
los países de origen interesados; 
— lograr, gracias a la colaboración 
de los países de inmigración y los 
de origen, las condiciones en que 
pudiera desarrollarse el movi-
miento ordenado de los trabaja-
dores, al t i empo que se protege 
su bienestar personal y social, y 
organizar, l legado el caso, la con-
tratación y una preparación lin-
güística y profesional e lemental 
de los trabajadores inmigrantes; 
— adoptar las disposiciones necesa-
rias con objeto de que los traba-
jadores inmigrantes tengan los 
m i s m o s derechos que los naciona-
les de los países de inmigración 
en lo que se refiere a las condi-
ciones de empleo y de trabajo y 
en materia de seguridad social, 
y velar por que los trabajadores 
inmigrantes puedan disfrutar de 
u n nivel de vida satisfactorio, en 
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especial en l o que respecta a vi-
vienda; 
— velar por que, en cuanto sea po-
sible, los trabajadores inmigran-
tes puedan tener las mi smas po-
sibil idades que los nacionales de 
los países de inmigración para 
encontrar otros empleos conve-
nientes e n caso de desempleo; 
— considerar favorablemente que 
se facilite una formación profe-
sional a los trabajadores inmi-
grantes y que, en la medida de 
lo posible, se les enseñe gratui-
tamente la lengua del país de in-
migración, en el marco de su 
empleo; 
— confirmar el derecho de los tra-
bajadores inmigrantes a recibir, 
dentro de lo posible, una infor-
mac ión regular e n s u propio idio-
ma, tanto en lo que se refiere a 
su país de origen c o m o al país 
de inmigración; 
— velar por que los hijos de los tra-
bajadores inmigrantes estableci-
dos en el país de inmigración re-
ciban la enseñanza que corrien-
temente se imparte y en igualdad 
de condiciones que los n iños del 
citado país y, además, permitirles 
que reciban una enseñanza suple-
mentaria de su propio id ioma, 
cultura, historia y geografía; 
— tener en cuenta que los trabaja-
dores inmigrantes , espec ia lmente 
los que han adquirido cualifica-
ciones, podrán, al volver a su país 
después de cierto período, ayudar 
a remediar en s u país de origen, 
la escasez de m a n o de obra cali-
ficada; 
— facilitar, en todo lo posible, la 
reunión de los trabajadores mi-
grantes con sus familias; 
— considerar con ánimo favorable 
los esfuerzos emprendidos por los 
países de origen para atraer los 
ahorros de los trabajadores inmi-
grantes, a fin de incrementar, 
dentro del marco de su desarro-
llo económico, las posibi l idades 
adecuadas de empleo , facil itando 
de esa forma la reintegración de 
esos trabajadores a su regreso. 
Formación profesional 
Los Estados participantes, 
Conscientes de la importancia que 
reviste para el desarrollo económico 
de cada país la formación y el per-
feccionamiento de personal de di-
rección y de técnicos , 
s e declaran dispuesto a fomentar 
la cooperación en esta materia, so-
bre todo mediante la promoción del 
intercambio de informaciones sobre 
las inst ituciones, los programas y 
métodos de formación y perfeccio-
namiento en los que puedan parti-
cipar el personal profesional y los 
técnicos en los diversos sectores de 
la actividad económica y especial-
mente en los de gest ión de empre-
sas, planificación pública, agricultu-
ra y técnicas comerciales y banca-
rias; 
consideran aconsejable desarro-
llar, en condiciones mutuamente 
aceptables, el intercambio de perso-
nal profesional y técnico, en parti-
cular mediante actividades de for-
mación, correspondiendo a los orga-
n i smos competentes e interesados 
de los Estados participantes exami-
nar las modal idades: duración, fi-
nanciación y nivel de estudios y cali-
f icaciones requeridos de los posi-
bles participantes; 
se declaran a favor de examinar, 
por los cauces adecuados, las posi-
bil idades de cooperar en la organi-
zación y realización de la formación 
profesional en el empleo , y sobre 
todo en las profesiones que util izan 
técnicas modernas . 
Cuestiones relativas a la seguridad 
y a la cooperación en la región 
del Mediterráneo 
Los Estados participantes, 
Conscientes de los aspectos geo-
gráficos, históricos, culturales, eco-
nómicos y pol ít icos de su relación 
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con los Estados mediterráneos no 
participantes. 
Convencidos de que la seguridad 
en Europa deberá considerarse den-
tro del contexto m á s general de la 
seguridad mundial y de que está 
es trechamente relacionada con la 
seguridad en la región del Medite-
rráneo en s u totalidad, y de que, 
por lo tanto, el proceso de mejora 
de la seguridad n o habrá de limitar-
se a Europa, s ino que deberá exten-
derse a otras partes del m u n d o y 
en particular a la región del Me-
diterráneo, 
Creyendo que el fortalecimiento 
de la seguridad y la intensif icación 
de la cooperación en Europa esti-
mularía procesos posit ivos en la re-
gión del Mediterráneo, y expresando 
su intención de contribuir a la paz, 
la seguridad y la justicia en la re-
gión, fines en los cuales los Estados 
participantes y los Estados medite-
rráneos n o participantes t ienen un 
interés común, 
Reconociendo la importancia de 
sus relaciones económicas mutuas 
con los Estados mediterráneos no 
participantes, y conscientes de su 
c o m ú n interés en el ulterior desa-
rrollo de la cooperación, 
Observando con aprecio el interés 
expresado por los Estados medite-
rráneos no participantes en la Con-
ferencia desde su comienzo, y ha-
biendo tomado debidamente en 
cuenta sus contribuciones, 
Declaran su intención: 
— de fomentar el desarrollo de bue-
nas relaciones de vecindad con 
los Estados mediterráneos no 
participantes, d e conformidad 
con los propósi tos y principios 
de la Carta de las Naciones Uni-
das, en los cuales se basan sus 
relaciones, y con la Declaración 
de las Naciones Unidas sobre los 
Principios de Derecho Internacio-
nal referente a las Relaciones de 
Amistad y a la Cooperación entre 
los Estados y, en consecuencia, 
en este contexto, inspirar sus re-
laciones c o n los Es tados medite-
rráneos n o participantes en el 
espíritu de los principios enun-
ciados en la Declaración sobre 
los Principios que Rigen las Rela-
c iones entre los Estados Partici-
pantes; 
— de procurar, mediante una mejo-
ra todavía mayor de sus relacio-
nes con los Estados mediterrá-
neos no participantes, el incre-
m e n t o de la confianza m u t u a a 
fin de fomentar la seguridad y la 
estabil idad en toda la región del 
Mediterráneo; 
— de favorecer con los Estados me-
diterráneos no participantes el 
desarrol lo de una cooperación 
mutuamente beneficiosa en las 
dist intas esferas de actividad eco-
nómica especia lmente por medio 
de la expansión de los intercam-
bios comerciales sobre la base 
del reconocimiento c o m ú n de la 
necesidad de estabil idad y progre-
s o en las relaciones comerciales , 
de sus intereses económicos mu-
tuos y de las diferencias en los 
niveles de desarrol lo económico , 
promoviendo de ese m o d o su 
prosperidad económica y su bien-
estar; 
— de contribuir a un desarrollo di-
versif icado de la economía de los 
países mediterráneos no partici-
pantes , teniendo debidamente en 
cuenta sus objet ivos nacionales 
de desarrollo, y cooperar con 
ellos, en particular en los secto-
res de la industria, la c iencia y 
la tecnología, en los esfuerzos 
que realicen para una mejor uti-
l ización d e sus recursos, favore-
ciendo así u n desarrollo m á s ar-
mónico de las relaciones econó-
micas; 
— de intensificar sus esfuerzos y su 
cooperación sobre bases bilatera-
les y multi laterales c o n los Esta-
dos mediterráneos no participan-
tes , a fin de mejorar el m e d i o 
ambiente mediterráneo, y en es-
pecial de proteger los recursos 
biológicos y el equil ibrio ecoló-
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gico marino, adoptando medidas 
adecuadas, incluyendo la preven-
ción y la lucha contra la conta-
minación: con este fin, y tenien-
do en cuenta la s i tuación presen-
te, de cooperar por intermedio de 
las organizaciones internaciona-
l e s competentes , y en especial 
dentro del marco del Programa 
de las Naciones Unidas para el 
Medio Ambiente (PNUMA); 
— de fomentar ulteriores contactos 
y cooperación con los Estados 
mediterráneos n o part ic ipantes 
en otras esferas pertinentes. 
A fin de facilitar el logro de los 
objet ivos antes mencionados , los 
Estados participantes declaran tam-
bién s u intención de mantener y 
ampliar los contactos y diálogo ini-
ciados por la CSCE con los Estados 
mediterráneos no participantes has-
ta abarcar todos los Estados del 
Mediterráneo, con el propósi to de 
contribuir a la paz, reducir fuerzas 
armadas en la región, reforzar la 
seguridad, hacer disminuir las ten-
s iones en la región y ampliar el al-
cance de la cooperación, fines en 
los cuales todos t ienen un c o m ú n 
interés, así c o m o con el propósi to 
de definir nuevos objet ivos comu-
nes. 
Los Estados participantes procu-
rarán, dentro del marco de sus es-
fuerzos multi laterales, est imular el 
progreso y las iniciativas adecuadas 
y proceder a un intercambio de opi-
niones sobre el logro de los propó-
sitos antes mencionados . 
Cooperación en el campo humani-
tario y en otros campos 
Los Estados participantes, 
Deseando contribuir al fortaleci-
miento de la paz y el entendimien-
to entre los pueblos , así c o m o al 
enriquecimiento espiritual de la per-
sonalidad humana sin dist inción de 
raza, sexo, lengua o religión, 
Conscientes de que el incremento 
de los intercambios culturales y 
educativos, la difusión m á s amplia 
de la información, los contactos en-
tre las personas y la solución de 
problemas humanitarios contribui-
rán a la consecución de es tos ob-
jet ivos, 
Determinados por consiguiente a 
cooperar entre sí independiente-
mente de sus s i s temas polít icos, 
económicos y sociales , para crear 
mejores condiciones en las c itadas 
esferas, desarrollar y fortalecer las 
existentes formas de cooperación y 
elaborar nuevos cauces y medios 
adecuados a tales objet ivos , 
Convencidos de que esta coopera-
ción habrá de realizarse con pleno 
respeto de los principios que rigen 
las relaciones entre los Estados par-
ticipantes, tal c o m o figuran en el 
documento correspondiente. 
Adoptaron lo s iguiente 
1. Contactos entre personas 
Los Estados participantes, 
Considerando que el fomento de 
los contactos es e lemento importan-
te para reforzar las relaciones amis-
tosas y la confianza entre los pue-
blos, 
Afirmando, en relación con su 
actual esfuerzo para mejorar las 
condiciones en esta materia, la im-
portancia que dan a las considera-
ciones humanitarias , 
Deseando con este espíritu desa-
rrollar, con la prosecución de una 
disminución de las tensiones , nue-
vos esfuerzos para lograr u n pro-
greso cont inuo en es ta esfera, 
Y conscientes de que las cuestio-
nes relacionadas con tal t ema de-
ben ser resueltas por los Estados 
interesados en condiciones mutua-
mente aceptables , 
Se fijan como objetivo facilitar, 
por separado y colect ivamente, a 
nivel público o privado, movimien-
tos y contactos m á s libres entre 
personas, inst ituciones y organiza-
ciones de los Estados participantes, 
y contribuir a la solución de los 
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problemas humanitarios que se 
planteen en es ta esfera. 
Se declaran, a es tos fines, resuel-
tos a tomar las medidas que consi-
deren apropiadas y a concertar en-
tre ellos convenios o acuerdos, se-
gún sea necesario, y 
Expresan su intención ahora de 
comenzar a aplicar lo que sigue: 
a) Contactos y encuentros regula-
res tomando como base los la-
zos de familia 
Con miras a contribuir a u n ma-
yor desarrollo de los contactos to-
m a n d o c o m o base los lazos de fami-
lia, los Estados participantes exami-
narán favorablemente las solicitu-
des de desplazamiento a fin de 
permit ir que las personas entren 
o salgan de su territorio con carác-
ter temporal y con regularidad, si 
se desea, para visitar a miembros 
de sus familias. 
Las sol icitudes de visitas tempo-
rales para encuentros con familia-
res se examinarán sin discrimina-
c ión en cuenta al país de origen o 
de destino; los requisitos existentes 
para obtener documentac ión de via-
je y v isados se aplicarán e n este 
espíritu. La preparación y expedi-
c ión de dichos documentos y visa-
dos se efectuará dentro de plazos 
razonables; se dará prioridad a los 
casos de neces idad urgente —tales 
c o m o enfermedad grave o defun-
ción. Ellos adoptarán las medidas 
que puedan ser necesarias para ha-
cer de modo que las tarifas de los 
documentos oficiales de viaje y vi-
sados sean aceptables . 
Confirman que la presentación de 
una solicitud relativa a los contac-
tos basados en lazos de familia no 
modificará los derechos y obligacio-
nes del sol icitante o de los miem-
bros de su familia. 
b) Reunificación de familias 
Los Estados participantes trami-
tarán en un espíritu posi t ivo y hu-
manitario las sol icitudes de perso-
nas que desen reunirse con miem-
bros de su familia, prestando espe-
cial atención a las pet ic iones de 
carácter urgente, tales c o m o las so-
l icitudes presentadas por personas 
ancianas o enfermas. 
Tramitarán las pet ic iones de este 
carácter con la mayor rapidez po-
sible. 
Reducirán, cuando el lo sea nece-
sario, los derechos exigidos en rela-
ción con estas sol icitudes a fin de 
asegurar que se mantengan a un 
nivel moderado. 
Las pet ic iones con miras a la re-
unificación de famil ias que n o ha-
yan s ido concedidas, podrán presen-
tarse de nuevo a nivel competente 
y serán nuevamente examinadas , en 
plazos razonablemente breves, por 
las autoridades, según los casos , de 
los países de residencia o dest ino; 
en circunstancias tales, los derechos 
se cargarán sólo cuando se conce-
dan las pet ic iones. 
A las personas a quienes se haya 
concedido permiso para reunirse 
con miembros de su famil ia se les 
permit irá que l leven consigo o en-
víen su mobil iario y efectos perso-
nales; para ello, los Estados parti-
cipantes se servirán de todas las 
posibi l idades que permitan los re-
g lamentos vigentes . 
Hasta efectuar la solicitada reuni-
ficación, los miembros de una mis-
m a familia podrán celebrar encuen-
tros y mantener contactos entre sí 
de conformidad con las modalida-
des relativas a los contactos sobre 
base de lazos familiares. 
Los Estados participantes apoya-
rán los esfuerzos de las Sociedades 
de la Cruz Roja y la Media Luna 
Roja concernientes a los problemas 
de reunión de miembros de una 
m i s m a familia. 
Confirman que la presentación de 
una solicitud relativa a la reunifi-
cación de familias no modificará los 
derechos ni las obligaciones del soli-
c i tante ni de los miembros de su 
familia. 
El Estado participante que acoge 
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tomará las medidas pert inentes res-
pecto al empleo de personas proce-
dentes de otros Estados participan-
tes que fijen su residencia perma-
nente en dicho país debido a la reu-
nión de miembros de una m i s m a 
familia con sus c iudadanos y velará 
por que se les brinden idénticas 
oportunidades a las que disfrutan 
sus propios c iudadanos en materia 
de educación, asistencia médica y 
seguridad social. 
c) Matrimonios entre ciudadanos 
de Estados diferentes 
Los Estados participantes exami-
narán con ánimo favorable, y ba-
sándose en consideraciones humani-
tarias, las sol icitudes de permiso 
de entrada o de salida de las per-
sonas que hayan decidido contraer 
matr imonio con u n ciudadano de 
otro Estado participante. 
La tramitación y conces ión de los 
documentos necesarios para ese fin 
y para la celebración del matr imo-
nio, se efectuarán de conformidad 
con las disposiciones aceptadas pa-
ra la reunificación de familias. 
Cuando se trate de pet ic iones de 
cónyuges de diferentes Estados par-
t icipantes para que, una vez casa-
dos, se les permita a ellos y a los 
hijos menores de s u matr imonio 
trasladar el domici l io al Es tado en 
que uno de los dos cónyuges t iene 
normalmente s u residencia, los Es-
tados participantes aplicarán tam-
bién las disposiciones aceptadas 
para la reunificación de la familia. 
d) Viajes por razones personales o 
profesionales 
Los Estados participantes t ienen 
la intención de dar a sus ciudada-
nos , mayores facil idades para viajes 
mot ivados por razones personales 
o profesionales y, a este fin, se pro-
ponen e n particular: 
— simplificar gradualmente y admi-
nistrar de manera flexible los 
procedimientos de salida y entra-
da; 
— aligerar las reglamentaciones re-
lativas al mov imiento de ciuda-
danos de los demás Estados par-
t icipantes e n su territorio, te-
niendo debida cuenta de los re-
querimientos de la seguridad. 
S e esforzarán e n disminuir gra-
dualmente , donde sea necesario, los 
derechos de visados y de los docu-
mentos oficiales de viaje. 
Se proponen estudiar, en su caso, 
los medios —entre el los, cuando sea 
procedente, la firma de convenios 
consulares bilaterales o multilate-
rales a otros arreglos pertinentes— 
a fin de mejorar las disposiciones 
relativas a los servicios consulares, 
inclusive la asistencia jurídica y 
consular. 
* * * 
Confirman que los cultos , las ins-
t i tuciones y las organizaciones reli-
giosas, que actúan dentro del mar-
co constitucional de los Estados 
participantes, y sus representantes 
pueden, en el sector de su actividad, 
efectuar entre ellos contactos y en-
cuentros e intercambiar informacio-
nes . 
e) Mejora de las condiciones para 
el turismo, individual o colec-
tivo 
Los Estados participantes consi-
deran que el tur ismo contribuye a 
u n conocimiento m á s pleno de la 
vida, la cultura y la historia de 
otros países , a un mayor entendi-
miento entre los pueblos, al mejo-
ramiento de los contactos y a una 
mejor uti l ización del ocio. Tienen 
la intención de promover el desa-
rrollo del turismo, individual o co-
lectivo, y, especialmente, se propo-
nen: 
— fomentar las vis i tas a sus respec-
tivos países es t imulando la pres-
tación de los servicios adecuados 
y la s implif icación y aceleración 
de las formalidades necesarias 
relacionadas con dichas visitas; 
— aumentar, basándose en acuerdos 
o arreglos adecuados, cuando 
el los se es t imen necesarios , la co-
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operación para el desarrollo del 
turismo, especia lmente estudian-
do con carácter bilateral los po-
sibles medios para aumentar la 
información relativa a viajes a 
otros países , la recepción de tu-
ristas y atención a los m i s m o s , 
así c o m o otras cuest iones cone-
xas de mutuo interés. 
f) Encuentros entre jóvenes 
Los Estados participantes t ienen 
la intención de fomentar el desarro-
l lo de contactos e intercambios en-
tre la juventud est imulando: 
— el incremento de intercambios y 
contactos a corto o largo plazo 
entre los jóvenes dedicados al 
trabajo, a la formación o al estu-
dio, mediante acuerdos bilatera-
les o multi laterales o programas 
regulares, s iempre que sea posi-
ble; 
— el estudio por sus organizaciones 
juveniles de la cuest ión de posi-
bles acuerdos relativos a esferas 
de cooperación multi lateral entre 
los jóvenes; 
— acuerdos o programas regulares 
relativos a la organización de in-
tercambios de estudiantes , de se-
minarios internacionales de jóve-
nes , de cursos de formación pro-
fesional y de lenguas extranjeras; 
— el mayor desarrollo del turismo 
juvenil y la conces ión de facilida-
des apropiadas al logro de este 
fin; 
— el desarrollo, donde és te sea po-
sible, de intercambios , contactos 
y cooperación sobre bases bilate-
rales o multi laterales entre sus 
organizaciones representativas de 
ampl ios sectores d e la juventud 
dedicada al trabajo, a la forma-
ción o al estudio; 
— la toma de conciencia entre los 
jóvenes de la importancia que 
t iene el desarrollar la compren-
sión mutua y fortalecer las rela-
ciones amis tosas y la confianza 
entre los pueblos . 
g) Deportes 
Con objeto de ampliar las relacio-
nes y la cooperación existentes en 
materia de deportes , los Estados 
participantes fomentarán los con-
tactos e intercambios de esta índo-
le, inclusive los encuentros y com-
peticiones deportivas de toda clase, 
tomando por base las normas , re-
g lamentos y prácticas internaciona-
les establecidas. 
h) Aumento de contactos 
Con objeto de contribuir a un 
mayor desarrollo de los contactos 
entre las inst ituciones gubernamen-
tales y las organizaciones y asocia-
ciones n o gubernamentales , inclusi-
ve las femeninas , los Estados parti-
cipantes facilitarán la convocación 
de conferencias, así c o m o los viajes 
de delegaciones, grupos e individuos. 
2. Información 
Los Estados participantes, 
Conscientes de la neces idad de 
que cada vez sea m á s amplio el 
conocimiento y la comprens ión de 
los diversos aspectos de la vida en 
otros Estados participantes, 
Reconociendo que este proceso 
contribuye a desarrollar la confian-
za entre los nueblos , 
Deseando, con el desarrollo de la 
comprens ión mutua entre los Esta-
dos participantes y la mejora ulte-
rior de sus relaciones, proseguir es-
fuerzos adicionales para lograr 
avances en esta esfera, 
Reconociendo la importancia de 
difundir la información de otros 
Estados participantes y de adquirir 
un mejor conocimiento de esta in-
formación, 
Subrayando, por lo tanto, la fun-
ción esencial e influyente de la 
prensa, la radio, la televisión, el ci-
nematógrafo y las agencias de pren-
sa, así c o m o la de los periodistas 
que trabajan en estas esferas, 
Hacen suyo el objetivo de facili-
tar una difusión m á s libre y ampl ia 
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de las informaciones de toda índo-
le; fomentar la cooperación en ma-
teria de información y el intercam-
bio de información con otros países; 
y mejorar las condiciones en que 
los periodistas de un Estado parti-
cipante ejercen su profesión en otro 
Estado participante, y 
Expresan su intención, en parti-
cular, de: 
a) Mejoramiento de la circulación 
de la información, del intercam-
bio de la misma y del acceso 
a ella 
i) Información oral 
— Facilitar la difusión de la infor-
m a c i ó n oral mediante el fomento 
de las conferencias y de las giras 
de conferencias de personalida-
des y especial istas de los otros 
Estados participantes, así c o m o 
mediante el intercambio de opi-
n iones e n reuniones de m e s a re-
donda, seminarios , s imposios , 
cursos de verano, congresos y 
otras reuniones bilaterales y mul-
tilaterales. 
ii) Información impresa 
— Facilitar una mejor difusión, en 
su territorio, de diarios y publi-
caciones impresas , periódicas y 
no periódicas, procedentes de los 
otros Estados participantes. Al 
efecto: 
alentarán a sus f irmas y organis-
m o s competentes a que concier-
ten acuerdos y contratos encami-
nados a aumentar gradualmente 
las cantidades y el número de 
t ítulos de los diarios y publica-
ciones importados de los otros 
Estados participantes. Es tos 
acuerdos y contratos deberán 
mencionar, en particular, las con-
diciones de entrega m á s rápidas 
y la uti l ización de las redes ha-
bituales de distribución que exis-
tan e n cada país para sus propias 
publicaciones y diarios, así c o m o 
las formas y medios de pago 
convenidos entre las partes que 
permitan alcanzar los objet ivos a 
que t ienden esos acuerdos y con-
tratos; 
adoptarán, allí donde se conside-
re necesario, las medidas conve-
nientes para lograr los objet ivos 
antes mencionados y la aplica-
ción de las disposiciones conteni-
das e n los acuerdos y contratos . 
— Contribuir a mejorar el acceso 
del público a las publ icaciones 
impresas , periódicas y no periódi-
cas, importadas conforme a las 
condiciones antes indicadas. En 
particular: 
fomentarán el aumento del nú-
m e r o de lugares de venta de esas 
publicaciones; 
facil itarán la oferta de esas pu-
blicaciones periódicas durante 
los congresos , conferencias, visi-
tas oficiales y otras manifesta-
ciones internacionales, así c o m o 
a los turistas durante la tem-
porada; 
multipl icarán las posibi l idades de 
suscripción según las modalida-
des propias de cada país; 
mejorarán las posibi l idades de 
lectura y prés tamo de esas publi-
caciones en las grandes bibliote-
cas públicas y en sus sales de 
lectura, así c o m o en las biblio-
tecas universitarias. 
Se proponen mejorar las posibili-
dades de dar a conocer los boleti-
nes de información oficial publica-
dos por las mis iones diplomáticas 
y distribuidos por dichas mis iones , 
sobre la base de arreglos aceptables 
para las partes interesadas. 
iii) Información filmada, radio-
difundida y televisada 
— Promover la mejor circulación de 
información filmada, radiodifun-
dida y televisada. Con tal fin: 
est imularán la m á s amplia pre-
sentación de la mayor variedad 
de información fi lmada y graba-
da de los demás Estados parti-
c ipantes que i lustren diversos as-
pectos de la vida en sus países , 
y recibida a base de los acuerdos 
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o contratos que puedan ser nece-
sarios entre las organizaciones y 
f irmas directamente interesadas; 
facilitarán la importación por or-
ganismos y f irmas competentes , 
de material audiovisual grabado 
de otros Estados participantes. 
Los Estados participantes consta-
tan la expansión producida en la 
difusión de información por radio y 
expresan la esperanza de que tal 
proceso continúe de m o d o que se 
adecúe al interés de u n entendi-
miento mutuo entre los pueblos y 
a los objet ivos fijados en la pre-
sente Conferencia. 
b) Cooperación en materia de in-
formación 
— Fomentar la cooperación e n ma-
teria de información, a base de 
acuerdos o arreglos a corto o a 
largo plazo. E n particular: 
favorecerán una mayor coopera-
ción entre las organizaciones de los 
medios de comunicación de masas , 
incluidas las agencias de prensa, así 
c o m o entre editoriales y organiza-
c iones de edición; 
favorecerán la cooperación entre 
organizaciones de radiodifusión y te-
levisión, públicas o privadas, nacio-
nales o internacionales, e n particu-
lar mediante el intercambio de pro-
gramas de radio y televisión, lo 
m i s m o en directo que en grabacio-
nes , y mediante la producción con-
junta, y la difusión de dichos pro-
gramas; 
fomentarán las reuniones y con-
tactos tanto entre organizaciones 
de periodistas c o m o entre periodis-
tas de los Estados participantes; 
considerarán favorablemente las 
posibi l idades de arreglos entre pu-
blicaciones periódicas y entre dia-
rios de los Estados participantes, 
para el intercambio y la publicación 
de artículos; 
fomentarán el intercambio de in-
formación técnica, así c o m o la or-
ganización de invest igaciones con-
juntas y de reuniones dest inadas 
al intercambio de resultados de ex-
periencias y de opiniones entre 
expertos en las esferas de la prensa, 
la radio y la televisión. 
c) Mejora de las condiciones de 
trabajo de los periodistas 
Los Estados participantes, deseo-
sos de mejorar las condiciones en 
que los periodistas de u n Estado 
participante ejercen s u profes ión en 
otro Estado participante, t ienen la 
intención, en particular, de: 
— examinar con ánimo favorable, y 
dentro de u n plazo adecuado y 
razonable, las pet ic iones de visa-
dos de los periodistas; 
— conceder a los periodistas de los 
Es tados participantes, permanen-
temente acreditados, en base a 
arreglos, v isados de entradas y 
salidas múlt iples para plazos de-
terminados, 
— facilitar a los periodistas acredi-
tados de los Estados participan-
tes la conces ión de permisos de 
estancia en el país de su residen-
cia temporal y, cuando fuere ne-
cesario, de aquel los otros docu-
mentos oficiales que es apropiado 
que posean; 
— aligerar, sobre la base de recipro-
cidad, los procedimientos para 
que los periodistas de los Esta-
dos participantes organicen via-
j e s en el país en que ejercen su 
profesión, y proporcionar progre-
s ivamente mayores oportunida-
des para es tos viajes, a reserva 
de la observancia de las normas 
relativas a la existencia de zonas 
prohibidas por razones de segu-
ridad; 
— asegurar que las pet ic iones de 
los mencionados periodistas para 
tales viajes reciban, en la medida 
de lo posible, una pronta res-
puesta, habida cuenta de la fecha 
prevista en la solicitud. 
— incrementar para los periodistas 
de los Estados participantes las 
posibi l idades de comunicar per-
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sonalmente c o n sus fuentes de 
información, incluidas las organi-
zaciones e inst i tuciones oficiales; 
— conceder a los periodistas de los 
Estados participantes el derecho 
de importar, a reserva únicamen-
te de ser reexportado, el equipo 
técnico (fotográfico, cinematográ-
fico, magnetofónico , radiodifusi-
vo y televisivo) necesario para el 
ejercicio de s u profesión; 
— dar la posibil idad a los periodis-
tas d e los demás Es tados parti-
cipantes, permanente o temporal-
mente acreditados, de la trans-
mis ión íntegra, normal y rápida, 
por los medios reconocidos en 
los Estados participantes, a los 
órganos de información que re-
presenten, de los resultados de 
su actividad profesional, inclusi-
ve las grabaciones magnét icas y 
las pel ículas n o reveladas c o n el 
fin de su publ icación o difusión 
por la radio o la televisión. 
Los Estados participantes reafir-
m a n que el legí t imo ejercicio de s u 
act ividad profesional n o expondrá 
a los periodistas a ser expulsados 
o a ser objeto de ninguna otra pe-
nal izat ion. Si u n peridista acredi-
tado es expulsado, será informado 
de los mot ivos de dicha decis ión y 
podrá cursar una pet ic ión para que 
se examine nuevamente su caso. 
3. Cooperación e intercambios en 
materia de cultura 
Los Estados participantes, 
Considerando que los intercam-
bios culturales y la cooperación en 
e s te campo contribuyen a u n a me-
jor comprens ión entre los hombres 
y entre los pueblos , promoviendo 
así u n entendimiento duradero en-
tre los Estados , 
Confirmando las conclusiones ya 
formuladas en e s te campo a nivel 
multi lateral , en particular en la Con-
ferencia Intergubernamental sobre 
Polít icas Culturales en Europa, or-
ganizada por la UNESCO en Helsin-
ki, en junio de 1972, donde se mani-
festó interés por la participación 
activa de estratos sociales m á s am-
plios en una vida cultural cada vez 
m á s diversificada. 
Dispuestos, con el desarrollo de 
la confianza mutua y con la mejora 
progresiva de las relaciones entre 
los Estados participantes, a conti-
nuar e incrementar sus esfuerzos 
para lograr progresos en es ta es-
fera, 
Preparados con este espíritu a 
acrecentar sustancialmente sus in-
tercambios culturales, tanto respec-
to a las personas c o m o a las obras, 
y a desarrollar entre el los una ac-
tiva cooperación en todas las esfe-
ras de la cultura, tanto a nivel bila-
teral c o m o multi lateral . 
Convencidos de que tal estrecha-
miento de sus relaciones mutuas 
contribuirá a enriquecer sus cultu-
ras respectivas, respetando la origi-
nalidad de cada una, así c o m o a 
fortalecer entre el los una concien-
cia de los valores comunes , mien-
tras cont inúan desarrollando s u co-
operación cultural c o n los d e m á s 
países del mundo, 
Declaran que se fijan en común 
los objet ivos s iguientes: 
a) desarrollar la información mu-
tua con miras a un mejor cono-
c imiento de las respectivas rea-
lizaciones culturales. 
b) mejorar las facil idades materia-
les para el intercambio y la di-
fusión del acervo cultural, 
c) promover el acceso de todos a 
sus respectivas realizaciones 
culturales, 
d) desarrollar los contactos y la 
cooperación entre las personas 
que ejercen una actividad cul-
tural, 
e) buscar nuevos campos y nuevas 
formas de cooperación cultural, 
Manifiestan así su c o m ú n volun-
tad de emprender una acción pro-
gresiva coherente y a largo plazo 
a fin de alcanzar los objet ivos de 
la presente declaración; y 
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Expresan su intención ahora de 
comenzar a aplicar lo siguiente: 
Ampliación de las relaciones 
Ampliar y mejorar en los distin-
tos niveles e n la esfera de la cul-
tura, en particular: 
— concertando, e n los casos corres-
pondientes , acuerdos bilaterales 
o multi laterales , en los que se 
prevea la ampliación de las rela-
ciones entre inst i tuciones estata-
les y organizaciones no guberna-
mentales competentes en materia 
de cultura, así c o m o entre perso-
nas dedicadas a actividades cul-
turales, teniendo presente la ne-
cesidad, tanto de cierta flexibili-
dad c o m o de la apl icación tan 
completa c o m o sea posible de los 
acuerdos existentes , y s in perder 
de vista que los acuerdos y tam-
bién otros arreglos const i tuyen 
un medio importante para el des-
arrollo de la cooperación y de 
los intercambios en la esfera de 
la cultura; 
— contribuyendo al desarrollo entre 
inst ituciones estatales y organiza-
ciones no gubernamentales com-
petentes de la comunicac ión y 
cooperación directas, comprendi-
das, en caso necesario, las que 
se realizan dentro del marco de 
los acuerdos y arreglos especia-
les; 
— promoviendo comunicaciones y 
contactos directos entre las per-
sonas dedicadas a actividades cul-
turales, comprendidos , en caso 
necesario, los que se realizan den-
tro del marco de acuerdos y arre-
glos especiales . 
Conocimiento mutuo 
E n el marco de sus competencias , 
adoptar medidas adecuadas, en los 
planes bilateral y multi lateral , con 
miras a dar a sus pueblos un cono-
c imiento m u t u o m á s ampl io y m á s 
comple to de los resultados logrados 
en los diferentes campos de la cul-
tura, y entre és tas: 
— estudiar en común, y en caso ne-
cesario con la ayuda de las orga-
nizaciones internacionales apro-
piadas, la creación y estructura 
posibles de un banco de datos 
culturales en Europa que recopi-
le informaciones procedentes de 
los países participantes y que, a 
pet ic ión de és tos , se las facilite a 
sus corresponsales , y, a este fin, 
convocar una reunión de expertos 
de los Estados interesados; 
— examinar, en caso necesario, con-
juntamente con las organizacio-
n e s internacionales apropiadas, 
los medios que permitan estable-
cer e n Europa u n repertorio de 
pel ículas documentales de carác-
ter cultural o científ ico proceden-
tes de los Estados participantes; 
— alentar exposic iones de libros 
m á s frecuentes y estudiar la posi-
bi l idad de organizar periódica-
mente en Europa una gran expo-
sición de l ibros procedentes de 
los Estados participantes; 
— favorecer, entre las inst i tuciones 
respectivas y las casas editoras, 
el intercambio s i s temát ico de ca-
tálogos de libros disponibles, e 
igualmente d e l ibros próx imos a 
aparecer, que comprenda, en la 
medida de lo posible, todas las 
publicaciones venideras; est imu-
lar igualmente el intercambio de 
material documenta l entre las ca-
sas editoras de obras enciclopé-
dicas, con miras a mejorar la 
presentación de cada país; 
— estudiar conjuntamente las cues-
t iones relativas a la ampl iac ión 
y mejora de los intercambios de 
información en las diferentes es-
feras de la cultura, c o m o por 
ejemplo , el teatro, la música , las 
actividades de las bibl iotecas y 
la conservación y restauración d e 
los bienes culturales. 
Intercambios y difusión 
Contribuir al mejoramiento de las 
posibi l idades de intercambios y de 
difusión de b ienes culturales, por 
medios adecuados, especialmente: 
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estudiando las posibi l idades de 
armonizar y aligerar las cargas 
que gravan los intercambios co-
merciales internacionales de li-
bros y otros materiales cultura-
les, así c o m o nuevos medios para 
asegurar los riesgos de daño o 
pérdida a los que esas obras es-
tán expuestas por el hecho de su 
desplazamiento; 
facil itando las formalidades adua-
neras, e n plazos compat ibles con 
e l calendario de las manifestacio-
nes artísticas, de las obras de 
arte, materiales y accesorios que 
figuren en el inventario conveni-
do por los organizadores de tales 
manifestaciones; 
fomentando reuniones entre re-
presentantes de organismos com-
petentes y f irmas interesadas pa-
ra examinar, dentro del sector de 
sus actividades, medidas —tales 
c o m o la s implif icación de los pe-
didos, los plazos de envío de los 
suministros y las formas de pa-
go^— que puedan facilitar los in-
tercambios comerciales interna-
cionales de l ibros; 
favoreciendo los prés tamos y los 
intercambios de películas entre 
sus insi tutos de estudios cinema-
tográficos y sus c inematecas; 
fomentando entre las partes inte-
resadas el intercambio de infor-
mación sobre las manifestaciones 
d e carácter cultural previstas e n 
los Estados participantes, en los 
campos que se presten mejor a 
el lo, tales c o m o los de la música, 
el teatro y las artes plásticas, a 
f in d e contribuir a la fijación y 
publicación de un calendario de 
dichas manifestaciones con la 
asistencia, cuando sea necesario, 
de las organizaciones internacio-
nales competentes ; 
fomentando el es tudio de las re-
percusiones que la evolución pre-
vis ible y una posible armoniza-
ción entre partes interesadas de 
los medios técnicos empleados 
para la difusión de la cultura po-
drían tener e n el desarrollo de 
la cooperación y de los intercam-
bios culturales, teniendo e n cuen-
ta al m i s m o t i empo el manteni-
miento de la diversidad y origi-
nal idad de sus respectivas cul-
turas; 
— fomentando, en la forma que con-
sideren apropiada, dentro del 
marco de su polít ica cultural, el 
desarrollo de un mayor interés 
por el patr imonio cultural de los 
demás Estados participantes, 
conscientes de los méri tos y del 
valor de cada cultura; 
— procurando que se apl iquen ple-
na y ef icazmente los acuerdos y 
convenios internacionales sobre 
derechos de autor y los relativos 
a la circulación de bienes cultu-
rales, de los que s o n parte o en 
los que decidan serlo en el fu-
turo. 
Acceso 
Favorecer u n acceso mutuo m á s 
completo de todos a las realizacio-
nes —obras, experiencias y artes 
interpretativas— en las diferentes 
esferas de la cultura de sus países , 
y a este fin, realizar los mayores 
esfuerzos posibles , de acuerdo con 
su competencia , en particular: 
— fomentar mía difusión m á s am-
plia de l ibros y obras artísticas, 
en especial por los s iguientes me-
dios: 
favorecer, teniendo p lenamente 
en cuenta los convenios interna-
cionales sobre derechos de autor 
en los que sean Parte, los contac-
tos y las comunicaciones interna-
cionales entre los autores y las 
casas editoras, así c o m o otras 
inst i tuciones culturales, con ob-
jeto de lograr un acceso m u t u o 
m á s completo a las realizaciones 
culturales; 
recomendar que, al fijar el volu-
m e n de sus tiradas, las casas edi-
toras tengan también en cuenta 
la demanda procedente de otros 
Estados participantes y que se 
concedan los derechos de venta 
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en los demás Estados participan-
tes , por acuerdo con los socios 
interesados, a diversas organiza-
c iones de venta de los países im-
portadores en los que existe esa 
posibil idad; 
alentar a los organismos compe-
tentes y a las empresas interesa-
das a celebrar acuerdos y con-
tratos, y contribuir, por es te me-
dio, a aumentar gradualmente el 
número y la diversidad de obras 
de autores de los otros Estados 
participantes, disponibles en su 
id ioma original y traducidas, en 
sus bibl iotecas y en sus librerías; 
favorecer el aumento , donde se 
considere oportuno, del número 
de lugares en que se pondrán a 
la venta l ibros de autores de 
otros Estados participantes, en 
su lengua original, importados en 
virtud de acuerdos y contratos, 
y traducidos; 
favorecer en mayor medida la 
traducción de obras pertenecien-
tes a la esfera de la l iteratura 
y demás esferas de actividad Cul-
tural, producidas en los id iomas 
de los otros Estados participan-
tes , en particular en los id iomas 
m e n o s extendidos, así c o m o la pu-
blicación y la difusión de las 
obras traducidas, empleando me-
didas tales c o m o : 
est imular contactos m á s regu-
lares entre las casas editoras 
interesadas; 
aumentar sus esfuerzos para la 
formación y el perfeccionamien-
to de traductores; 
incitar, por medios adecuados, 
a las casas editoras de sus paí-
ses a publicar traducciones; 
facilitar, entre las casas edito-
ras y los organismos interesa-
dos, el intercambio de l istas de 
libros indicados para la traduc-
ción; 
favorecer entre sus países la ac-
tividad profesional y la coope-
ración de los traductores; 
emprender estudios conjuntos 
sobre los medios de incremen-
tar las traducciones y su difu-
sión; 
mejorar y ampliar los intercam-
bios de l ibros, bibliografías y fi-
chas bibliográficas entre biblio-
tecas; 
— considerar otras disposic iones 
adecuadas que permitan, en caso 
necesario por mutuo acuerdo en-
tre las partes interesadas, facili-
tar el acceso a sus respectivas 
realizaciones culturales, principal-
mente por lo que se refiere al 
l ibro; 
— contribuir con medidas oportu-
nas a una mayor util ización de 
los grandes medios de comunica-
c ión de masas , a fin de hacer co-
nocer mejor entre el los s u res-
pect iva vida cultural; 
— procurar mejorar las condiciones 
necesarias para que los trabaja-
dores migrantes y sus famil ias 
puedan conservar los lazos que 
les unen a su cultura nacional y 
adaptarse al m i s m o t i empo al 
nuevo entorno cultural; 
— est imular a los organismos y a 
las empresas competentes a que 
hagan una selección y una distri-
bución m á s ampl ias de películas 
de largo metraje y documentales 
de los demás Estados participan-
tes, así c o m o a que favorezcan 
proyecciones n o comerciales m á s 
frecuentes, tales c o m o estrenos, 
semanas cinematográficas y fes-
tivales, teniendo debidamente en 
cuenta las pel ículas procedentes 
de aquel los países cuyas creacio-
nes cinematográficas son menos 
conocidas; 
— promover, por los medios ade-
cuados, la ampliación de las opor-
tunidades de los especial istas de 
los demás Estados participantes 
para trabajar con materiales de 
carácter cultural de los archivos 
c inematográficos y audiovisuales, 
con arreglo a las normas vigen-
tes sobre uti l ización de tales ma-
teriales de archivo; 
— est imular un estudio conjunto 
por los organismos interesados y, 
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cuando proceda, con la asistencia 
de las organizaciones internacio-
nales competentes , sobre la con-
veniencia y las condiciones nece-
sarias para crear u n repertorio 
de sus programas grabados de te-
levis ión de carácter cultural, así 
c o m o los medios pert inentes para 
presenciar su proyección rápida-
mente con el fin de facilitar su 
selección y su adquisic ión even-
tual. 
Contactos y cooperación 
Contribuir, por los medios ade-
cuados, al aumento de los contac-
tos y de la cooperación en los di-
versos campos de la cultura, en 
particular entre los artistas creado-
res y las personas que despliegan 
actividades culturales, esforzándose 
especia lmente en: 
— p r o m o v e r los viajes y reuniones 
de personas dedicadas a activida-
des culturales, incluidos, si fuera 
necesario, los que se realizan so-
bre la base de acuerdos, contra-
tos u otros arreglos especiales y 
que es tán relacionados c o n su 
cooperación cultural; 
— fomentar de ese m o d o los con-
tactos entre artistas creadores, 
intérpretes y conjuntos artíst icos 
con miras a trabajar juntos , dar 
a conocer sus obras en otros Es-
tados participantes o intercam-
biar sus opiniones sobre t emas 
correspondientes a su actividad 
común; 
— fomentar, en caso necesario me-
diante los arreglos oportunos, los 
intercambios de estudiantes en 
períodos de prácticas y de espe-
cialistas, y la conces ión de becas 
para la formación y perfecciona-
miento e n dist intas esferas de la 
cultura, c o m o las artes y la ar-
quitectura, los m u s e o s y bibliote-
cas, los estudios y la traducción 
literarios, y contribuir a crear 
condiciones favorables de acogida 
en sus inst i tuciones respectivas; 
— fomentar el intercambio de expe-
riencias en la formación de or-
ganizadores de actividades cultu-
rales, así c o m o de profesores y 
especial istas e n esferas tales co-
m o el teatro, la ópera, el ballet , 
la mús ica y las bel las artes; 
— continuar es t imulando la organi-
zación de encuentros internacio-
nales entre artistas creadores, y 
en especial entre los jóvenes , pa-
ra tratar de las cuest iones actua-
les relacionadas con la creación 
artística y literaria, que resulten 
de interés para ser examinadas 
e n común; 
— estudiar otras posibi l idades de 
fomentar los intercambios y la 
cooperación entre las personas 
que ejercen una actividad cultu-
ral, c o n vistas a un mejor cono-
c imiento mutuo de la vida cul-
tural de los Estados participan-
tes . 
Campos y formas de cooperación 
Fomentar la búsqueda de nuevos 
campos y nuevas formas de coope-
ración cultural, contribuyendo con 
este fin a la celebración entre las 
partes interesadas, cuando sea ne-
cesario, de acuerdos y arreglos ade-
cuados, y en es te contexto favore-
cer: 
— los estudios conjuntos relativos 
a las pol í t icas culturales, e n es-
pecial en sus aspectos sociales , 
así c o m o en sus relaciones con 
las pol í t icas de planificación, ur-
banismo, educación, medio am-
biente, y aspectos culturales del 
tur ismo; 
— el intercambio de conocimientos 
en mater ia de diversidad cultu-
ral, a fin de contribuir así a una 
mejor comprensión, por las par-
tes interesadas de tal diversidad 
donde se manif ieste: 
— el intercambio de informaciones 
y, cuando proceda, las reuniones 
de expertos, la preparación y la 
ejecución de programas y proyec-
tos de investigación, así c o m o su 
evaluación conjunta y la divulga-
ción de los resultados, en las ma-
terias anteriormente indicadas; 
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— formas de cooperación cultural 
y el desarrollo de realizaciones 
conjuntas ta les como: 
las manifestaciones internaciona-
les de artes plást icas, cine, tea-
tro, ballet, música, folklore, etc.; 
las ferias y las exposic iones de 
l ibros, las representaciones en co-
m ú n de obras líricas y dramáti-
cas, así c o m o las efectuadas por 
solistas, conjuntos instrumenta-
les , orquestas , coros y otros gru-
pos artíst icos, incluidos los for-
m a d o s por aficionados, teniendo 
debidamente e n cuenta la organi-
zación de manifestaciones cultu-
rales internacionales de la juven-
tud y el intercambio de artistas 
jóvenes; 
la inclusión de obras de escrito-
res y compos i tores de otros Es-
tados participantes e n el reper-
torio de sol istas y de conjuntos 
artíst icos; 
la preparación, traducción y pu-
blicación de artículos, estudios y 
monografías , así c o m o de libros 
a precios económicos y de colec-
ciones de arte y de literatura, 
para dar a conocer mejor las rea-
l izaciones culturales respectivas, 
previendo con este fin reuniones 
entre expertos y representantes 
de casas editoras; 
la coproducción y el intercambio 
de películas, así c o m o de progra-
m a s de radio y televisión, facili-
tando en particular las reuniones 
entre productores , técnicos y re-
presentantes de los poderes pú-
bl icos , a fin de que se produzcan 
condiciones favorables para lle-
var a cabo proyectos concretos 
e n c o m ú n y est imulando, en el 
ámbito de la coproducción, la 
formación de equipos internacio-
nales de f i lmación; 
la organización de concursos de 
arquitectura y urbanismo, consi-
derando la e jecución eventual de 
los mejores proyectos y la for-
mación, cuando sea posible, de 
equipos internacionales; 
la ejecución de proyectos conjun-
tos para la protección, restaura-
c ión y realce de obras artísticas, 
m o n u m e n t o s y lugares históricos 
y arqueológicos de interés cultu-
ral, con la colaboración, en los 
casos adecuados, de organizacio-
nes internacionales de carácter 
gubernamental así c o m o de ins-
t i tuciones privadas —competen-
tes y activas en estos sectores— 
previendo a este efecto: 
reuniones periódicas de exper-
tos de las partes interesadas 
para elaborar las propuestas ne-
cesarias, teniendo presente la 
neces idad de considerar estas 
cuest iones dentro de u n contex-
t o económico y social m á s am-
plio; 
la publicación, en los periódi-
cos adecuados de artículos des-
t inados a dar a conocer y com-
parar las realizaciones y las in-
novaciones m á s importantes en-
tre los Estados participantes; 
el es tudio conjunto con miras a 
una mejora y a una eventual 
armonización de los diferentes 
s i s temas empleados para inven-
tariar y catalogar los monumen-
tos históricos y los lugares de 
interés cultural e n sus países; 
el es tudio de las posibi l idades 
de organizar cursos internacio-
nales para la formación de es-
pecial istas e n las diferentes dis-
ciplinas relativas a la restaura-
ción. 
* * * 
Minorías nacionales o culturas 
regionales. Los Estados participan-
tes, reconociendo la contribución 
que las minorías nacionales o las 
culturas regionales pueden aportar 
a la cooperación entre el los en di-
versos campos de la cultura, se pro-
ponen facilitar esta contribución 
cuando en sus territorios existan 
tales minorías o culturas, teniendo 
en cuenta los legí t imos intereses de 
sus miembros . 
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4. Cooperación e Intercambios en 
Materia de Educación 
Los Estados participantes, 
Conscientes d e que e l desarrollo 
de las relaciones de carácter inter-
nacional e n mater ia d e educación 
y ciencia contribuyen a un mejor 
entendimiento recíproco y que es 
ventajoso para todos los pueblos 
al m i s m o t i empo que redunda en 
beneficio de futuras generaciones, 
Dispuestos a facilitar entre las or-
ganizaciones, inst i tuciones y perso-
nas que se consagran a la educación 
y a la ciencia, u n mayor intercam-
bio de conocimientos y experiencias 
así c o m o de contactos , a base de 
acuerdos especiales cuando sean ne-
cesarios, 
Deseando reforzar las relaciones 
entre los establec imientos docentes 
y científ icos, y fomentar a s imismo 
su cooperación en sectores de inte-
rés común, en particular cuando los 
niveles de conocimientos y disponi-
bi l idades requieran esfuerzos que 
hayan de concertarse internacional-
mente , y 
Convencidos de que el progreso 
en esas esferas debiera ir acompa-
ñado d e u n conoc imiento m á s ex-
tenso de lenguas extranjeras y apo-
yado e n éste, 
Expresan con es tos fines su in-
tención, en particular de: 
a) Extensión de relaciones 
Ampliar y mejorar e n diversos 
niveles la cooperación y los víncu-
los e n mater ia d e educación y cien-
cia, especialmente: 
— concertando acuerdos bilaterales 
o multi laterales, cuando proceda, 
que contribuyan a la colabora-
c ión y a los intercambios entre 
las inst i tuciones estatales , las or-
ganizaciones n o gubernamentales 
y las personas que se ocupan de 
actividades relativas la la educa-
c ión y a la ciencia, teniendo pre-
sente la necesidad de flexibilidad 
y el m á s ampl io uso de los acuer-
dos y arreglos existentes; 
— promoviendo la conclusión de 
arreglos directos entre universi-
dades y otras inst i tuciones de 
educación superior e investiga-
ción, dentro del marco de acuer-
dos entre gobiernos, cuando pro-
ceda; 
— est imulando entre las personas 
que se ocupan de la educación y 
de la ciencia las comunicaciones 
y los contactos directos, inclusive 
los basados en acuerdos o arre-
glos especiales , cuando és tos se 
es t imen apropiados. 
b) Acceso e intercambios 
Mejorar el acceso, en condiciones 
mutuamente aceptables , de estu-
diantes profesores y científ icos de 
los Estados participantes a las ins-
t i tuciones educativas, culturales y 
científicas mutuas , e intensificar los 
intercambios entre dichas institu-
ciones en todas las esferas de inte-
rés común, particularmente: 
— ampliando los intercambios de 
información sobre las facil idades 
de es tudio y de cursos accesibles 
a participantes extranjeros, así 
c o m o acerca de las condiciones 
para su admis ión y recepción; 
— facil itando para fines de estudio , 
docencia e investigación, así co-
m o con el fin de mejorar el co-
noc imiento de los logros educa-
tivos, culturales y científ icos mu-
tuos, el desplazamiento entre los 
Estados participantes de científi-
cos , profesores y estudiantes; 
— fomentando la conces ión de be-
cas de estudio, enseñanza e in-
vest igación en sus países a cientí-
ficos, profesores y estudiantes de 
otros Estados participantes; 
— estableciendo, fomentando o esti-
mulando programas que prevean 
un intercambio m á s ampl io de 
científicos, profesores y estudian-
tes, incluyendo la organización de 
s imposios , seminarios y proyec-
tos en colaboración, así c o m o el 
intercambio de informaciones en 
los campos de la enseñanza, los 
estudios superiores y la investí-
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gación, tales c o m o las publicacio-
nes universitarias y los materia-
les de bibl iotecas; 
— promoviendo la ejecución eficaz 
de esos arreglos y programas me-
diante la conces ión a los cientí-
ficos, profesores y estudiantes , a 
su debido t iempo, de una infor-
mación m á s detallada acerca del 
puesto que han de ocupar en las 
universidades e inst i tuciones y 
los programas previstos para 
ellos; concediéndoles la oportu-
nidad de utilizar el pert inente 
material científico, educat ivo y 
de archivo público; y facil itando 
su desplazamiento dentro del Es-
tado que recibe para fines de es-
tudio o investigación, así c o m o 
en forma de vacaciones según los 
procedimientos habituales; 
— promoviendo una m á s exacta eva-
luación de los problemas de la 
comparación y la equivalencia de 
los t í tulos y diplomas académicos , 
mediante la act ivación del inter-
cambio de información sobre la 
organización, la duración y el 
contenido de los estudios , la com-
paración de los métodos de apre-
ciación del nivel de los conoci-
mientos y de las calif icaciones 
académicas y, s iempre que sea 
factible, por medio de u n mutuo 
reconocimiento de los t í tulos y 
diplomas académicos , sea a tra-
vés de acuerdos gubernamentales 
o, en caso de ser necesario, por 
arreglos directos entre las univer-
sidades y otras inst i tuciones de 
alto grado de enseñanza e inves-
tigación; 
— recomendando, además, a los or-
ganismos internacionales apropia-
dos, que intensif iquen sus esfuer-
zos con miras a lograr una solu-
ción por todos aceptable a los 
problemas de la comparación y 
equivalencia entre los t í tulos y 
diplomas académicos . 
c) Ciencia 
Ampliar y mejorar, dentro de la 
esfera de su competencia , el trabajo 
en c o m ú n y e l intercambio e n el 
campo de la ciencia, en particular; 
Incrementar, con carácter bila-
teral o multi lateral, los intercam-
bios y la difusión de información y 
documentac ión científicas por me-
dios tales c o m o los s iguientes: 
— haciendo esta información m á s 
fáci lmente accesible a los cientí-
f icos e invest igadores de los de-
m á s Estados participantes, por 
e jemplo , tomando parte e n pro-
gramas internacionales comunes 
de información u otros arreglos 
adecuados; 
— ampliando y facil itando el inter-
cambio de mues tras y materiales 
científ icos uti l izados particular-
m e n t e e n la invest igación bás ica 
en el ámbito de las ciencias na-
turales y de la medicina; 
— invitando a las inst i tuciones cien-
tíficas y a las universidades a 
mantenerse mutuamente m á s ple-
na y regularmente informadas 
acerca de sus trabajos de inves-
t igación en curso o en proyecto, 
e n campos de interés común. 
Facilitar la ampliacición de comu-
nicaciones y d e relaciones directas 
entre universidades, inst i tuciones 
científicas y asociaciones , así c o m o 
entre científ icos e investigadores, 
comprendidas , cuando se es t ime ne-
cesario, las basadas en acuerdos o 
arreglos especiales , por los medios 
s iguientes: 
— incrementando intercambios de 
científ icos e invest igadores y el 
fomento de la organización de 
reuniones preparatorias o de gru-
pos de trabajo sobre t emas de 
invest igación de interés común; 
— fomentando la creación d e gru-
pos mixtos de hombres de cien-
c ia para realizar proyectos de in-
vest igación mediante arreglos 
concertados por las inst ituciones 
científicas de diferentes países; 
— prestando asistencia a la organi-
zación y buen funcionamiento de 
conferencias y seminarios inter-
nacionales y la part ic ipación en 
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ellos de sus hombres de ciencia 
e invest igadores; 
— proyectando además , para u n fu-
turo próximo, u n «Foro Científi-
co» en forma de reunión de per-
sonalidades destacadas en la es-
fera de la ciencia de los Es tados 
participantes para estudiar los 
problemas interrelacionados de 
interés común relativos a los 
acontec imientos actuales y futu-
ros en la esfera de la ciencia, y 
promover la expansión de con-
tactos, comunicaciones y de inter-
cambio de información entre ins-
t ituciones científicas y hombres 
de ciencia; 
— previendo para fecha próxima, 
una reunión de expertos que re-
presenten a los Estados partici-
pantes y a sus inst i tuciones cien-
tíficas nacionales , para preparar 
ese «Foro Científico» en consulta 
c o n las organizaciones internacio-
nales competentes , c o m o la CEPE 
y la UNESCO; 
— examinando a su debido t i empo 
las medidas adicionales que pu-
dieran adoptarse con respecto al 
«Foro Científico». 
Desarrollar en la esfera de la in-
vest igación científica, tanto e n el 
plano bilateral c o m o e n el multila-
teral, la coordinación de programas 
nacionales y la organización de pro-
gramas comunes , e n particular e n 
los sectores citados a continuación, 
que podrán requerir e l esfuerzo con-
junto de invest igadores y, en ciertos 
casos , la uti l ización de equipos poco 
comunes u onerosos . La l ista de te-
m a s que se enumeran en estos sec-
tores se da con carácter indicativo, 
y los proyectos específ icos habrán 
de ser determinados ul ter iormente 
por los posibles asociados en los 
Estados participantes, teniendo e n 
cuenta las contribuciones que pue-
dan aportar organizaciones e insti-
tuciones científicas internacionales 
apropiadas: 
— ciencias exactas y naturales, e n 
particular la invest igación funda-
mental en esferas tales c o m o las 
matemát icas , la física teórica, la 
geofísica, la química, la biología, 
la ecología y la astronomía; 
— medicina, especia lmente la inves-
t igación fundamental relativa al 
cáncer y a las enfermedades car-
diovasculares, estudio de enfer-
medades endémicas en los países 
en desarrollo, así c o m o la inves-
t igación médico-social, en relación 
especia lmente con las enfermeda-
des profesionales, la rehabilita-
ción de impedidos y la asistencia 
a la madre, al n iño y a las per-
sonas de edad avanzada; 
— ciencias humanas y sociales, co-
m o la historia, la geografía, la 
filosofía, la psicología, la investi-
gación pedagógica, la l ingüística, 
la sociología, las ciencias jurídi-
cas, polít icas y económicas; los 
estudios comparados de fenóme-
nos sociales , soc ioeconómicos y 
culturales, que son de interés co-
m ú n para los Estados participan-
tes, en particular problemas del 
entorno h u m a n o y del desarrollo 
urbano; y estudios científ icos 
respecto a métodos para conser-
var y restaurar m o n u m e n t o s y 
obras de arte. 
d) Lenguas y civilizaciones extran-
jeras 
Fomentar el estudio de las len-
guas y civil izaciones extranjeras 
c o m o medio importante de ampliar 
la comunicac ión entre los pueblos 
para un mejor conoc imiento de la 
cultura de cada país , así c o m o para 
el fortalecimiento de la cooperación 
internacional; c o n e s te fin, est imu-
lar, dentro de la esfera de su com-
petencia, el mayor desarrollo y me-
joramiento de la enseñanza de len-
guas extranjeras y la diversidad de 
elección de id iomas que se enseñen 
a diversos niveles, prestando debida 
atención a las lenguas m e n o s difun-
didas o estudiadas y en particular: 
— intensificar la cooperación enca-
minada al mejoramiento de la 
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enseñanza de lenguas extranjeras, 
a través de intercambio de infor-
mación y experiencias relativas 
al desarrollo y aplicación de mé-
todos de enseñanza efect ivos y 
modernos , y medios auxiliares 
técnicos , adaptados a las necesi-
dades de las diferentes categorías 
de estudiantes , inclusive métodos 
de enseñanza acelerada; y consi-
derar la posibi l idad de llevar a 
efecto, sobre base bilateral o mul-
tilateral, el es tudio de nuevos 
métodos de enseñanza de lenguas 
extranjeras; 
— fomentar la cooperación entre las 
inst i tuciones interesadas, sobre 
base bilateral o multi lateral , con 
el fin de explotar m á s a fondo los 
recursos de la tecnología moder-
na de educación en la enseñanza 
de idiomas, por ejemplo, a través 
de estudios comparat ivos efectua-
dos por especial istas y, donde así 
se convenga, mediante intercam-
bios o transferencias de materia-
les audiovisuales, de materiales 
empleados en la preparación de 
libros de texto, así c o m o infor-
mación acerca de los nuevos ti-
pos de equipo técnico que se utili-
cen en la enseñanza de idiomas; 
— favorecer el intercambio de infor-
mación acerca de la experiencia 
adquirida en la formación de pro-
fesores de indiomas, e intensifi-
car los intercambios , sobre base 
bilateral, de profesores y estu-
diantes de id iomas , así c o m o fa-
cilitar su participación, cuando 
hubiere lugar, en cursos de vera-
no dest inados a la enseñanza de 
id iomas y al estudio de las civi-
l izaciones; 
— fomentar la cooperación entre ex-
pertos en lexicografía con el fin 
de definir las correspondencias 
terminológicas necesarias , en par-
ticular en las esferas científica 
y técnica, a fin de facilitar las 
relaciones entre inst i tuciones 
científicas y especial istas; 
— promover la m á s amplia difusión 
posible del es tudio de lenguas ex-
tranjeras entre las diferentes ca-
tegorías de establec imientos de 
enseñanza secundaria.y mayores 
posibi l idades d e e lección entre 
un creciente número de id iomas 
europeos; y dentro de es te con-
texto examinar, cuando así pro-
ceda, las posibi l idades de desarro-
l lar el rec lutamiento y prepara-
c ión de profesores , así c o m o la 
organización de los necesarios 
grupos de estudiantes; 
— favorecer, en la enseñanza supe-
rior, una m á s amplia posibi l idad 
de elección entre los id iomas que 
se ofrecen a los estudiantes de 
lenguas y mayores oportunidades 
a otros estudiantes para estudiar 
varios id iomas estranjeros, faci-
litar as imismo, cuando sea desea-
ble , a base de arreglos especiales 
cuando sean necesarios , la orga-
nización de cursos de lenguas y 
civil izaciones a cargo de profeso-
res extranjeros, particularmente 
procedentes de países de Europa 
con lenguas m e n o s difundidas o 
estudiadas; 
— favorecer, dentro del marco d e la 
educación de adultos , u n mayor 
desarrol lo de programas especia-
lizados, adaptados a las diversas 
neces idades e intereses para la 
enseñanza de lengua extranjeras 
a sus propios habitantes y los 
id iomas del país de acogida a los 
adultos interesados de otros paí-
ses; en este contexto alentar a las 
inst i tuciones interesadas a que 
cooperen, por ejemplo, e n la pre-
paración de programas de ense-
ñanza por radio y te levis ión y 
con métodos de enseñanza inten-
siva, y también, cuando sea per-
tinente, mediante la definición de 
objet ivos de estudio para tales 
programas con el fin de llegar a 
niveles comparables de conoci-
miento de id iomas; 
— fomentar la asociación, cuando 
así proceda, de la enseñanza de 
id iomas extranjeros con el estu-
dio de las civilizaciones corres-
pondientes y hacer a s imismo ma-
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yores esfuerzos por est imular el 
interés en el es tudio de lenguas 
extranjeras, inclusive mediante 
actividades extraescolares ade-
cuadas . 
e) Métodos de enseñanza 
Promover el intercambio de expe-
riencias, sobre una base bilateral y 
multi lateral, en métodos pedagógi-
cos en todos los niveles de la edu-
cación, incluyendo los que se utili-
zan en la educación permanente y 
de adultos , así c o m o el intercambio 
de materiales de enseñanza, espe-
cialmente: 
— efectuando u n desarrol lo adicio-
nal en las diversas formas de con-
tacto y cooperación en las distin-
tas esferas de la c iencia pedagó-
gica, por ejemplo, mediante estu-
dios comparat ivos o conjuntos 
l levados a cabo por inst i tuciones 
interesadas o a través de inter-
cambios de información sobre los 
resultados de los experimentos 
pedagógicos; 
— intensif icando los intercambios 
de información sobre los métodos 
pedagógicos apl icados en los dis-
t intos s i s temas educat ivos y sobre 
los resultados de la invest igación 
en los procedimientos de apren-
dizaje de escolares y estudiantes 
teniendo en cuenta la exepriencia 
pertinente alcanzada en los dis-
t intos t ipos de educación espe-
cializada; 
— facil itando los intercambios de 
experiencias relativas a la organi-
zación y funcionamiento de la 
educación de adultos y de la edu-
cación permanente , a la relación 
que existen entre éstas y otras 
formas y niveles de educación, 
así c o m o a los medios de adaptar 
la educación, incluida la forma-
ción profesional y técnica, a las 
neces idades del desarrollo econó-
m i c o y social en sus países; 
— fomentando los intercambios de 
experiencias en la educación de 
jóvenes y adultos en lo relativo a 
la comprens ión internacional con 
especial referencia a aquel los 
grandes problemas de la humani-
dad cuya solución requiere un en-
foque c o m ú n y una cooperación 
internacional m á s amplia; 
— est imulando los intercambios de 
material de enseñanza, inclusive 
l ibros de texto, teniendo presente 
la posibil idad de promover el co-
noc imiento m u t u o y facilitar la 
presentación d e cada país en ta-
les l ibros, así c o m o los intercam-
bios de información sobre las 
innovaciones técnicas en materia de 
educación. 
* * * 
Minorías nacionales o culturas re-
gionales. Los Estados participantes, 
reconociendo la contribución que 
las minorías nacionales o las cultu-
ras regionales pueden aportar a la 
cooperación entre el los en diversos 
campos de la educación, se propo-
nen facilitar esta contribución cuan-
do en sus territorios existan tales 
minorías o culturas, teniendo en 
cuenta los legít imos intereses de sus 
miembros . 
CONTINUIDAD D E LA 
CONFERENCIA 
Los Estados participantes, 
Habiendo examinado y evaluado 
los progresos realizados en la Con-
ferencia sobre la Seguridad y la Co-
operación en Europa, 
Considerando además que, dentro 
del m á s ampl io contexto mundial , 
la Conferencia const i tuye una parte 
importante del proceso de mejora-
miento de la seguridad y del desa-
rrollo de la cooperación en Europa 
y que sus resultados contribuirán 
de manera significativa a ese pro-
ceso, 
Proponiéndose poner en práctica 
las disposic iones del Acta Final de 
la Conferencia, con el fin de dar 
pleno efecto a sus resultados y pro-
mover de este m o d o el proceso de 
mejoramiento de la seguridad y el 
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desarrollo de la cooperación en Eu-
ropa, 
Convencidos de que a fin de al-
canzar los objet ivos que la Confe-
rencia persigue deben renovar sus 
esfuerzos unilaterales, bi laterales y 
multi laterales y continuar, en las 
formas adecuadas que se enuncian 
a continuación, el proceso multila-
teral iniciado por la Conferencia, 
1. Declaran su resolución, en el 
período que siga a la Conferencia, 
de tener debidamente en cuenta las 
disposiciones del Acta Final de la 
Conferencia y de aplicarlas: 
a) unilateralmente, e n todos los ca-
sos que se presten a tal acción; 
b) bi lateralmente, mediante nego-
ciaciones c o n otros Estados par-
ticipantes; 
c) mult i lateralmente, mediante re-
uniones de expertos de los Es-
tados participantes, así c o m o 
dentro del m a r c o de las organi-
zaciones internacionales existen-
tes, tales c o m o la Comisión Eco-
nómica para Europa de las Na-
ciones Unidas y la UNESCO, en 
lo que se refiere a la coopera-
ción en los campos de la edu-
cación, la ciencia y la cultura; 
2. Declaran, además, que están re-
sueltos a continuar el proceso mul-
tilateral iniciado por la Conferen-
cia: 
a) procediendo a u n intercambio a 
fondo de opiniones sobre la apli-
cación de las disposiciones del 
Acta Final y la e jecución de las 
tareas definidas por la Confe-
rencia, así como , en el contexto 
de los asuntos examinados por 
ésta, sobre la profundización de 
sus relaciones mutuas , el mejo-
ramiento d e la seguridad y el 
desarrollo de la cooperación en 
Europa y el desarrollo del pro-
ceso de distensión e n el futuro; 
b) organizando, con este fin, reu-
niones entre sus representan-
tes , empezando con una reunión 
a nivel de representates desig-
nados por los Ministros de 
Asuntos Exteriores. Es ta reu-
nión concretará las modal idades 
adecuadas para la celebración 
de otras, que podrán compren-
der nuevas reuniones s imilares 
y la posibil idad de una nueva 
Conferencia; 
3. La primera de las reuniones in-
dicadas se celebrará en Belgrado en 
1977. La reunión preparatoria encar-
gada de organizar esta reunión se 
celebrará en Belgrado el 15 de junio 
de 1977. La reunión preparatoria 
fijará la fecha, duración, orden del 
día y demás modal idades de la re-
unión de los representantes desig-
nados por los Ministros de Asuntos 
Exteriores; 
4. Las disposiciones de procedi-
miento y de trabajo, así c o m o el 
baremo de repaso de los gastos de 
la Conferencia, s e aplicarán, mutati 
mutandis, a las reuniones previstas 
e n el apartado c) del párrafo 1 y en 
los párrafos 2 y 3 supra. Todas las 
reuniones indicadas anteriormente 
se celebrarán por turno en los Esta-
dos participantes. Los servicios de 
la secretaría técnica los facilitará el 
país receptor. 
El original de la presente Acta 
Final, redactada en alemán, español, 
francés, inglés, i tal iano y ruso, se 
entregará al Gobierno de la Repú-
blica de Finlandia que la conservará 
en sus archivos. Cada uno de los 
Estados participantes recibirá del 
Gobierno de la República de Finlan-
dia u n ejemplar conforme de la pre-
sente Acta Final. 
El texto de la presente Acta Final 
se publicará en cada Estado parti-
cipante, que lo difundirá y dará a 
conocer con la mayor ampl i tud po-
sible. 
S e ruega al Gobierno de la Repú-
blica de Finlandia que transmita al 
Secretario General de las Naciones 
Unidas el texto de la presente Acta 
Final, que no cabe registrar en vir-
tud de las disposic iones del Artícu-
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lo 102 de la Carta de las Naciones 
Unidas, con el fin de enviarla a to-
dos los miembros de la Organiza-
c ión c o m o documento oficial de las 
Nac iones Unidas. 
Se ruega igualmente al Gobierno 
de la República de Finlandia que 
transmita el texto de la presente 
Acta Final al Director General de la 
UNESCO y al Secretario Ejecut ivo 
de la Comisión Económica para Eu-
ropa de las Nac iones Unidas. 
E n fe de lo cual, los abajo fir-
mantes , Altos Representantes de los 
Estados participantes, conscientes 
del al to significado polít ico que 
otorgan a los resultados de la Con-
ferencia y declarando que e s tán de-
terminados a obrar conforme a las 
disposiciones que figuran en los 
textos arriba citados, f irman al pie 
de la presente Acta Final. 
Hecho en Helsinki, el 1." de agosto 
de 1975, en nombre de: 
REPÚBLICA FEDERAL DE ALEMANIA: Hel-
mut SCHMIDT, Canciller Federal. 
REPÚBLICA DEMOCRÁTICA ALEMANA: 
Erich HONECKER, Primer Secreta-
rio del Comité Central del Partido 
Social ista Unificado de Alemania. 
ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA: Gerald 
R. FORD, Presidente de los Esta-
dos Unidos de América. 
REPÚBLICA DE AUSTRIA: Bruno KREIS-
KY, Canciller Federal. 
REINO DE BÉLGICA: Leo TINDEMANS, 
Primer Ministro. 
REPÚBLICA POPULAR DE BULGARIA: TO-
dor JIVKOV, Primer Secretario del 
Comité Central del Partido Comu-
nista Búlgaro y Presidente del 
Consejo de Estado de la Repúbli-
ca de Bulgaria. 
CANADÁ: Pierre El l iot TRUDEAU, Pri-
mer Ministro. 
REPÚBLICA DE CHIPRE: S U Beat i tud 
el Arzobispo MAKARIOS, Presidente 
de la República de Chipre. 
DINAMARCA: Anker JORGENSEN, Pri-
mer Ministro. 
ESPAÑA: Carlos ARIAS, Presidente del 
Gobierno. 
REPÚBLICA DE FINLANDIA: Urho KEK-
KONEN, Presidente de la República. 
REPÚBLICA FRANCESA: Valéry GISCARD 
D'ESTAING, Presidente de la Repú-
blica Francesa. 
REINO UNIDO DE GRAN BRETAÑA: Ho-
norable Harold WILSON, Primer 
Lord de la Tesorería y Primer Mi-
nistro del Reino Unido. 
REPÚBLICA DE GRECIA: Constantin CA-
RAMANLIS, Primer Ministro. 
REPÚBLICA POPULAR HÚNGARA: Janos 
KADAR, Primer Secretario del Co-
mi té Central del Partido Obrero 
Social ista Húngaro. 
IRLANDA: Liam COSGRAVE, Primer Mi-
nistro. 
ISLANDIA: Geir HALLGRIMSSON, Pri-
mer Ministro. 
REPÚBLICA ITALIANA: Aldo MORO, Pre-
s idente del Consejo de Ministros 
de la República Italiana y en su 
calidad de Presidente en Ejerci-
cio del Consejo de las Comunida-
des Europeas . 
PRINCIPADO DE LIECHTENSTEIN: Wal-
ter KIEBER, Jefe del Gobierno. 
GRAN DUCADO DE LUXEMBURGO: Gas-
ton THORN , Presidente del Go-
bierno, Ministro de Asuntos Exte-
riores. 
REPÚBLICA DE MALTA: Dom MINTOFF, 
Primer Ministro, Ministro del 
Commonweal th y Asuntos Exte-
riores. 
PRINCIPADO DE MONACO: André SAINT-
MLEUX, Ministro de Estado, Pre-
s idente del Consejo de Gobierno. 
NORUEGA: Tryge BRATTELI, Primer 
Ministro. 
REINO DE LOS PAÍSES BAJOS: J. M. 
DEN UYL, Primer Ministro. 
REPÚBLICA POPULAR POLACA: Edward 
GIEREK, Primer Secretario del Co-
mi té Central del Partido Obrero 
Unido Polaco. 
PORTUGAL: Francisco DA COSTA GO-
MES, Presidente de la República. 
REPÚBLICA SOCIALISTA DE RUMANÍA: 
Nicolae CEAUCESCU, Presidente de 
la República Socialista de Ruma-
nía. 
SAN MARINO: Gian Luigi BERTI, Se-
cretario de Estado para Asuntos 
Exteriores y Polít icos. 
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SANTA SEDE: S U Excelencia Monse-
ñor Agostino CASAROLI, Secretario 
del Consejo de Asuntos Públicos 
de la Iglesia. 
SUECIA: Olof PALME, Primer Minis-
tro. 
CONFEDERACIÓN SUIZA: Pierre GRA-
BER, Presidente de la Confedera-
ción, Jefe del Departamento de 
Política Federal. 
REPÚBLICA SOCIALISTA CHECOSLOVA-
CA: Gustav HUSAK, Secretario Ge-
neral del Partido Comunista de 
Checoslovaquia. 
REPÚBLICA DE TURQUÍA: Süleyman DE-
MIREL, Primer Ministro. 
UNIÓN DE REPÚBLICAS SOCIALISTAS SO-
VIÉTICAS: L. BREJNEV, Secretario 
General del C. C. del C. P. S. U . 
REPÚBLICA SOCIALISTA FEDERATIVA DE 
YUGOSLAVIA: Josip Broz TITO, Pre-
sidente de la República Social ista 
Federativa de Yugoslavia. 
INSTRUMENTO DE RATIFICACIÓN 
DEL CONVENIO ENTRE ESPAÑA Y 
FRANCIA SOBRE DELIMITACIÓN 
DEL MAR TERRITORIAL Y DE LA 
ZONA CONTIGUA EN EL GOLFO DE 
VIZCAYA (GOLFO DE GASCUÑA), 
HECHO EN PARÍS EL 2 9 DE ENE-
RO DE 1 9 7 4 1 . 
JUAN CARLOS DE BORBÓN 
Y BORBÓN 
Príncipe de España, 
Jefe del Estado en Funciones 
Por cuanto el día 2 9 de enero de 
1 9 7 4 , el Plenipotenciario de España 
firmó en París, juntamente con el 
Plenipotenciario de la República de 
Francia, nombrado en buena y de-
bida forma al efecto, un Convenio 
sobre Del imitación del Mar Territo-
rial y de la Zona Contigua en el 
Golfo de Vizcaya (Golfo de Gascu-
ña) . 
Vistos y examinados los c inco ar-
t ículos que integran dicho Conve-
nio, 
Oída la Comis ión de Asuntos Ex-
teriores de las Cortes Españolas , 
en cumpl imiento de lo prevenido en 
el artículo 1 4 de su Ley Constitu-
tiva, 
Vengo en aprobar y ratificar cuan-
to en el lo se dispone, c o m o e n vir-
tud del presente lo apruebo y rati-
fico, promet iendo cumplirlo, obser-
varlo y hacer que se cumpla y ob-
serve puntualmente en todas sus 
partes , a cuyo fin, para su mayor 
val idación y firmeza. Mando expe-
dir es te Instrumento de Ratificación 
f irmado por Mí, debidamente sella-
do y refrendado por el infrascrito 
Ministro de Asuntos Exteriores . 
Dado en Madrid a veinticinco de 
agosto de mi l novecientos setenta 
y cuatro, 
JUAN CARLOS DE BORBÓN, 
Príncipe de España 
El Ministro de Asuntos Exteriores, 
PEDRO CORTINA MAURI 
CONVENIO ENTRE ESPAÑA Y 
FRANCIA SOBRE DELIMITACIÓN 
DEL MAR TERRITORIAL Y DE LA 
ZONA CONTIGUA EN EL GOLFO DE 
VIZCAYA (GOLFO DE GASCUÑA) 
El Jefe del Estado español, 
El Presidente de la República 
Francesa, 
Deseando del imitar el mar terri-
torial francés y el mar territorial 
y la zona contigua españoles , 
Teniendo en cuenta el Convenio 
de 1 4 de jul io de 1 9 5 9 , entre Espa-
fa y Francia, relativo a la pesca en 
el Bidasoa y en la Bahía de Higuer, 
H a n decidido concluir un Conve-
nio y, con tal fin, han nombrado 
c o m o Plenipotenciarios: 
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El Jefe del Es tado Español , a don 
Antonio Poch, Ministro Plenipoten-
ciario; 
El Presidente de la República 
Francesa, a don Jean Pierre Ca-
bouat, Ministro Plenipotenciario, 
quienes, después de haber inter-
cambiado sus plenipotencias , reco-
nocidas en buena y debida forma, 
han acordado las disposic iones si-
guientes: 
Artículo 1 
El presente Convenio s e aplica 
en el Golfo de Vizcaya, al Norte 
de la Bahía de Higuer, hasta e l lími-
te de doce mil las a partir de las 
l íneas de base francesas y españo-
las, 
Artículo 2 
1. En la zona definida en el ar-
t ículo 1, la l ínea de del imitación del 
mar territorial francés tanto con el 
m a r territorial c o m o c o n la zona 
contigua españoles , se compone de 
dos l íneas geodésicas , definidas de 
la manera siguiente: 
a) La primera línea geodésica si-
gue el meridiano que pasa por él 
punto medio M de la l ínea AD que 
une el cabo Higuer (Punta Erdico) , 
en España, con la Punta de Santa 
Ana o de la Tumba, e n Francia. 
Dicha línea parte del punto M y se 
continúa hacia el Norte hasta el 
punto P, que dista seis mil las del 
punto M. 
b) La segunda línea geodésica si-
gue el arco de círculo m á x i m o que 
une el Punto P al punto Q, equidis-
tante de las l íneas de base france-
sas y españolas y s i tuado a doce 
mil las de las m i s m a s . 
2. La línea divisoria es tá trazada, 
de conformidad con los criterios y 
datos anteriormente mencionados , 
en la carta náutica francesa número 
174, puesta al día e n 1973, aneja 
al presente Convenio. 
Artículo 3 
La línea MP l imita los mares terri-
toriales francés y español. La l ínea 
PQ limita, de una parte, el mar te-
rritorial francés y, de otra, la zona 
contigua española y la plataforma 
continental subyacente a es ta últi-
ma. Queda acordado que, en caso 
de que España extendiese a doce 
mil las la anchura de su mar terri-
torial, la l ínea MPQ se convertiría 
en l ínea divisoria de los mares te-
rritoriales respectivos de los dos 
Estados . 
Artículo 4 
1. Las señales que permitan iden-
tificar los puntos mencionados en 
el apartado a) del párrafo 1 del 
artículo 2 del presente Convenio son 
las establecidas en aplicación del 
Convenio de 14 de jul io de 1950 en-
tre España y Francia, relativo a la 
pesca en el Bidasoa y en la Bahía 
de Higuer. 
2. Se instalarán señales que per-
mi tan identificar los puntos indica-
dos en el presente Convenio por 
las letras P y Q. 
Artículo 5 
El presente Convenio será rati-
f icado y los ins trumentos d e ratifi-
cación serán canjeados en Madrid. 
Entrará en vigor el día del canje 
de los ins trumentos de ratificación. 
En fe de lo cual, los plenipoten-
ciarios respectivos han f irmado el 
presente Convenio. 
Hecho en París el 29 de enero 
de 1974, en doble ejemplar, cada 
u n o e n id iomas español y francés, 
s iendo ambos textos igualmente au-
ténticos. 
Por la República Francesa, 
JEAN-PIERRE CABOUAT 
Por el Estado Español , 
ANTONIO P O C H 
El presente Convenio entró en vi-
gor el día 14 d e abril de 1975, según 
lo dispuesto en su artículo 5. 
Lo que se hace público para co-
noc imiento general. 
Madrid, 23 de junio de 1975.—El 
Secretario general Técnico del Mi-
nisterio de Asuntos Exteriores, En-
rique Thomas de Carranza. 
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INSTRUMENTO DE RATIFICACIÓN 
DEL CONVENIO ENTRE EL G O -
BIERNO DEL ESTADO ESPAÑOL Y 
EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA 
FRANCESA SOBRE DELIMITACIÓN 
DE LAS PLATAFORMAS CONTINEN-
TALES ENTRE LOS DOS ESTADOS 
EN EL GOLFO DE VIZCAYA (GOL-
FO DE GASCUÑA), H E C H O EN PA-
RÍS EL 2 9 DE ENERO DE 1974 ' . 
JUAN CARLOS DE BORBÓN 
Y BORBÓN 
Príncipe de España, 
Jefe del Estado en Funciones 
Por cuanto el día 2 9 de enero de 
1 9 7 4 , el Plenipotenciario de España 
firmó en París, juntamente con el 
Plenipotenciario de la República de 
Francia, nombrado en buena y de-
bida forma al efecto, u n Convenio 
sobre Del imitación de las Platafor-
m a s Continentales entre los dos Es-
tados en el Golfo de Vizcaya (Golfo 
de Gascuña). 
Vistos y examinados los nuevos 
artículos y Anejo que integran di-
cho Convenio, 
Oída la Comisión de Asuntos Ex-
teriores de las Cortes Españolas , en 
cumpl imiento de lo prevenido en el 
artículo 1 4 de su Ley Constitutiva, 
Vengo en aprobar y ratificar cuan-
to e n ello se dispone, c o m o en vir-
tud del presente lo apruebo y rati-
fico, promet iendo cumplirlo, obser-
varlo y hacer que se cumpla y ob-
serve puntualmente en todas sus 
partes , a cuyo fin, para su mayor 
val idación y firmeza, Mando expe-
dir es te Instrumento de Ratificación 
f irmado por Mí, debidamente sella-
do y refrendado por el infrascrito 
Ministro de Asuntos Exteriores. 
Dado en Madrid a veinticinco de 
agosto de mil novecientos setenta 
y cuatro. 
JUAN CARLOS DE BORBÓN 
Príncipe de España 
El Ministro de Asuntos Exteriores, 
PEDRO CORTINA MAURI 
CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO 
DEL ESTADO ESPAÑOL Y EL G O -
BIERNO DE LA REPÚBLICA 
FRANCESA SOBRE DELIMITACIÓN 
DE LAS PLATAFORMAS CONTINEN-
TALES ENTRE LOS DOS ESTADOS 
EN EL GOLFO DE VIZCAYA (GOL-
FO DE GASCUÑA) 
El Gobierno del Es tado español y 
el Gobierno de la República Fran-
cesa, 
Teniendo en cuenta la Conven-
ción sobre la Plataforma Continen-
tal, hecha en Giebra el 2 9 de abril 
de 1 9 5 8 , 
Habiendo decidido establecer la 
l ínea divisoria entre las partes de 
la plataforma continental del Golfo 
de Vizcaya sobre las cuales los dos 
Estados ejercen respect ivamente 
derechos soberanos a los efectos de 
su exploración y de la explotación 
de sus recursos naturales, 
Han acordado las disposiciones si-
guientes: 
Artículo 1 
El presente Convenio se aplica en 
el Golfo de Vizcaya, desde el l ímite 
de doce mil las a partir de las lí-
neas de base francesas y españolas , 
hasta la l ínea que une el Cabo Orte-
gal, e n España, a la Punta de Raz, 
en Francia. 
Artículo 2 
1. La línea divisoria entre las 
plataformas continentales de los 
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dos Estados e s la l ínea que u n e 
los puntos Q, R y T. 
a) E l punto Q es el definido en 
el apartado b) del párrafo 1 del 
artículo 2 del Convenio de 29 de 
enero de 1974, entre España y Fran-
cia, sobre del imitación del mar te-
rritorial y de la zona contigua en 
el Golfo de Vizcaya (Golfo de Gas-
cuña) . 
Las coordenadas del punto Q, se-
gún los levantamientos m á s recien-
tes, son las s iguientes: 
Latitud N: 43" 35' 43" 
Longitud W: (GR): I o 48' 08". 
b) Has ta el punto R, que a con-
t inuación se define, la l ínea QR es, 
e n principio, aquella cuyos puntos 
son todos equidistantes de las lí-
neas de base francesas y españolas . 
E n aplicación de lo que antecede, 
la l ínea QR está compues ta por las 
l íneas geodésicas que s iguen los 
arcos de círculo m á x i m o que unen 
los puntos cuyas coordenadas son 
las s iguientes: 
Latitud N Longitud W 
(GR) 
Q, ... ... 43" 39' 40" 1" 51' 30" 
Q 2 ... ... 43° 43' 45" 1° 55' 30" 
Qs ... ... 43° 48' 00" 2° 02' 40" 
Q 4 ... ... 43" 53' 25" 2° 11' 25" 
Q 5 ... ... 44° 00' 00" 2° 16' 00" 
Q 6 ... ... 44° 06' 30" 2° 20' 30" 
Q, ... ... 44° 13' 00" 2° 25' 30" 
Q, ... ... 44° 19' 10" 2° 31' 00" 
Q 9 ... ... 44° 24' 40" 2° 36' 19" 
Qio ... ... 44° 30' 00" 2° 42' 30" 
Qn ... ... 44° 35' 45" 2° 50' 27" 
Q.2 ... ... 44° 39' 50" 2° 57' 00" 
Q» ... ... 44° 45' 25" 3° 03' 50" 
R ... ... 44° 52' 00" 3° 10' 20" 
c) El punto T es el definido por 
las coordenadas siguientes: 
Latitud N: 45° 28' 30" 
Longitud W (GR): 6° 41' 14". 
La l ínea TR e s la l ínea geodés ica 
que s igue el arco de círculo m á x i m o 
que une los puntos R y T. 
2. La línea divisoria está trazada, 
de conformidad con los criterios y 
datos anteriormente mencionados , 
e n la carta náutica francesa número 
5.381, puesta al día e n 1972, aneja 
al presente Convenio (Anejo 1). 
Artículo 3 
1. Las Partes Contratantes acuer-
dan aplicar los procedimientos com-
plementarios previstos en el Ane-
j o II para la conces ión de t ítulos 
de exploración y de explotación de 
los recursos naturales en la zona 
definida por las l íneas geodésicas 
que unen los puntos cuyas coorde-
nadas son las s iguientes: 
Latitud N Longitud W 
(GR) 
Z, 45° 30' 00" 5° 10' 00" 
Z 2 45° 30' 00" 5° 00' 00" 
Z 3 45° 00' 30" 5° 00' 00" 
Z, 45° 00' 30" 5° 40' 00" 
2. Los l ímites de la zona están 
trazados en la carta náutica mencio-
nada en el párrafo 2 del artículo 2 
del presente Convenio. 
Artículo 4 
1. Si u n yac imiento de recursos 
naturales está partido por la l ínea 
divisoria de las plataformas conti-
nentales y la parte del yac imiento 
s ituada a uno de los lados de la 
l ínea divisoria es explotable en todo 
o en parte, desde instalaciones situa-
das al o tro lado d e la línea, las 
Partes Contratantes tratarán, de 
consuno con los concesionarios de 
t í tulos de explotación, si los hubie-
re, de ponerse de acuerdo sobre las 
condiciones de explotación del ya-
c imiento , a fin de que és ta sea lo 
m á s rentable posible y de manera 
que cada una de las Partes conserve 
el conjunto de sus derechos sobre 
los recursos naturales de su plata-
forma continental . S e aplicará en 
particular este procedimiento si el 
m é t o d o de explotación de la parte 
del yac imiento s ituada a un lado 
de la l ínea divisoria afecta las con-
diciones de explotación de la otra 
parte del yacimiento. 
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2. En el caso de que hayan sido 
explotados recursos naturales de un 
yacimiento s i tuado a uno y otro la-
do de la l ínea divisoria de las plata-
formas continentales , las Partes 
Contratantes tratarán, de consuno 
con los concesionarios de t ítulos de 
explotación, si los hubiera, de po-
nerse de acuerdo sobre una adecua-
da indemnización. 
Artículo 5 
1. Las Partes Contratantes trata-
rán de resolver por la vía diplomá-
tica, en el plazo m á s breve posible, 
cualquier controversia que pueda 
surgir sobre la interpretación o la 
aplicación del presente Convenio. 
2. E n caso de que la controversia 
no haya sido resuelta en los cuatro 
m e s e s s iguientes a la fecha en que 
una de las Partes Contratantes haya 
hecho conocer su intención de enta-
blar el procedimiento previsto en el 
párrafo anterior, tal controversia se-
rá somet ida a u n Tribunal arbitral 
a pet ic ión de cualquiera de las Par-
tes Contratantes. 
3. El Tribunal arbitral estará 
compues to e n cada caso de la forma 
siguiente: Cada una de las Partes 
nombrará u n arbitro y los nombra-
dos designarán, de c o m ú n acuerdo, 
un tercer arbitro, que no sea nacio-
nal de cualquiera de las Partes; el 
tercer arbitro presidirá el Tribunal 
arbitral. Si los arbitros no han sido 
des ignados en el plazo de dos me-
ses después de que una de las Par-
tes haya hecho conocer su intención 
de someter la controversia al Tribu-
nal arbitral o si los arbitros nom-
brados por las dos Partes n o se 
han puesto de acuerdo, en el plazo 
de un m e s a partir del nombramien-
to del ú l t imo de e l los , sobre la de-
signación de un tercer arbitro, cada 
Parte podrá pedir al Presidente de 
la Corte Internacional de Justicia 
que haga los nombramientos nece-
sarios. Si el Presidente de la Corte 
es nacional de una de las Partes 
o si, por cualquier mot ivo , no puede 
realizar los nombramientos , és tos 
serán hechos por el Vicepresidente. 
Si el Vicepresidente es a s i m i s m o na-
cional de una de las partes o si, por 
cualquier mot ivo , no puede realizar 
los nombramientos , será el Juez 
m á s antiguo de la Corte, que no 
sea nacional de cualquiera de las 
Partes, quien los realizará. 
4. Cada Parte sufragará los gas-
tos de s u arbitro y de la mi tad de 
los demás gastos . El Tribunal arbi-
tral establecerá sus reglas de pro-
cedimiento, si las Partes no las hu-
bieran acordado, en un plazo de 
dos meses , a partir del nombramien-
t o del ú l t imo arbitro. 
5. El Tribunal arbitral decidirá 
por mayoría de votos . Las decisio-
nes del Tribunal obligarán a las 
Partes. 
6. El Tribunal arbitral, a peti-
c ión de una de las Partes, podrá 
decidir medidas cautelares. 
Artículo 6 
Ninguna de las disposic iones del 
presente Convenio afectará al régi-
m e n de las aguas y del espacio aé-
reo suprayacentes . 
Artículo 7 
Las Partes Contratantes tratarán 
de evitar que la exploración de la 
plataforma continental del Golfo de 
Vizcaya y la exploración de sus re-
cursos naturales perjudiquen al 
equil ibrio ecológico y a los usos le-
g í t imos del medio marino, y se con-
sultarán a es tos efectos. 
Artículo 8 
E n caso de entrar en vigor entre 
las Partes Contratantes un tratado 
multi lateral que modif icase la Con-
vención sobre la Plataforma Conti-
nental hecha en Ginebra el 29 de 
abril de 1958, y que pudiese afectar 
a las disposic iones del presente Con-
venio, las Partes Contratantes se 
consultarán de inmediato con el fin 
de acordar las modif icaciones del 
presente Convenio que pudiesen re-
sultar necesarias . 
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Artículo 9 
Cada una de las Partes Contra-
tantes notif icará a la otra el cum-
pl imiento de los requisitos constitu-
cionales necesarios para la entrada 
en vigor del presente Convenio. Es te 
entrará en vigor a partir de la fecha 
de la ú l t ima notificación. 
En fe de lo cual los abajo firman-
tes, debidamente autorizados a tal 
fin por sus Gobiernos respectivos, 
han f irmado el presente Convenio. 
Hecho en París el 29 de enero de 
1974 en doble ejemplar, cada uno 
en id iomas español y francés, sien-
do a m b o s textos igualmente autén-
ticos. 
Por el Gobierno del Estado 
Español , 
ANTONIO POCH 
Por el Gobierno 
de la República Francesa 
JEAN-PIERRE CABOUAT 
ANEXO II 
Disposiciones aplicables a la zona 
definida en el artículo 3 del pre-
sente Convenio 
1. Las Partes Contratantes favo-
recerán la explotación de la zona 
con miras a un reparto a partes 
iguales de sus recursos. 
2. Conforme a este principio, ca-
da una de las Partes Contratantes, 
en el marco de su Reglamentación 
Minera, s e c o m p r o m e t e a promover 
acuerdos entre Sociedades que as-
piran a la explotación de la zona, 
con el fin de permit ir a Sociedades 
que sean nacionales de la otra parte 
a que partic ipen e n dicha explora-
ción, sobre la base de una asocia-
ción paritaria y de una financiación 
de los trabajos proporcional a l o s 
intereses. 
3. A tal fin, toda pet ic ión de 
permisos de exploración sobre el 
sector de una de las Partes Con-
tratantes deberá ser notif icada a la 
otra. Es ta tendrá u n plazo de seis 
m e s e s para designar a una o varias 
Sociedades de su nacionalidad para 
que participen en el procedimiento 
de atribución de los permisos junto 
con los otros peticionarios. 
4. Si un año después de su desig-
nación las Sociedades peticionarias 
no hubieran l legado a u n acuerdo, 
la Parte Contratante que tenga ju-
risdicción sobre el sector en cues-
t ión consultará a la otra Parte Con-
tratante antes de decidir sobre la 
atribución de permisos . 
5. Las Sociedades titulares de 
permisos de exploración y concesio-
nes de explotación y vinculadas por 
acuerdos de asociación sobre la zo-
na deberán notificar a las Partes 
cualquier modif icación que pudie-
ran introducir en es tos acuerdos. 
En tal caso, y a pet ic ión de cual-
quiera de ellas, las Partes iniciarán 
consultas con miras a examinar el 
alcance de esta modif icación y sus 
efectos sobre el objet ivo menciona-
do en el párrafo 1 del presente 
anexo. 
6. Cualquier proyecto de modifi-
cación de los permisos de explora-
ción y las conces iones de explota-
ción expedidos por las Partes Con-
tratantes en s u sector de la zona 
será comunicado a la otra Parte 
Contratante, quien dispondrá de un 
plazo de tres m e s e s para presentar, 
si lo es t ima conveniente, sus obser-
vaciones y sus propuestas . En caso 
de desacuerdo sobre la modif icación 
prevista, las Partes podrán recurrir 
a los procedimientos establecidos 
en el artículo 5 del presente Con-
venio. 
7. Las Partes Contratantes se 
pondrán de acuerdo, sobre los pro-
cedimientos adecuados dest inados a 
favorecer la conclusión de los Acuer-
dos de asociación previstos en el 
párrafo 2 del presente anexo, así 
c o m o sobre los procedimientos rela-
tivos al régimen de exportación a 
una de las Partes de los productos 
obtenidos de la explotación realiza-
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da en el sector de la zona de la 
otra Parte por la Sociedad o por 
las Sociedades designadas por la 
pr imera de las Partes. 
El presente Convenio entró en vi-
gor el día 1 4 de abril de 1 9 7 5 , de 
conformidad con lo dispuesto en su 
artículo 9 . 
Lo que se hace público para cono-
c imiento general. 
Madrid, 2 3 de junio de 1 9 7 5 . — E l 
Secretario general Técnico del Mi-
nisterio de Asuntos Exteriores, En-
rique Thomas de Carranza. 
INSTRUMENTO DE RATIFICACIÓN 
DEL CONVENIO PARA LA PREVEN-
CIÓN DE LA CONTAMINACIÓN MA-
RINA PROVOCADA POR VERTIDOS 
DESDE BUQUES Y AERONAVES, HE-
CHO EN OSLO EL 1 5 DE FEBRERO 
DE 1 9 7 2 1 . 
FRANCISCO FRANCO 
BAHAMONDE 
Jefe del Estado Español, 
Generalísimo de los Ejércitos 
Nacionales 
Por cuanto el día 1 5 de febrero 
de 1 9 7 2 , el Plenipotenciario de Es-
paña, nombrado en buena y debida 
forma al efecto, f irmó e n Oslo el 
Convenio para la Prevención de la 
Contaminación Marina Provocada 
por Vertidos desde Buques y Aero-
naves , cuyo texto certif icado se in-
serta seguidamente: 
Las Partes Contratantes, 
Reconociendo que el medio mari-
no y los recursos vivos en él con-
tenidos son de importancia vital 
para todas las naciones; 
Conscientes de que el equilibrio 
ecológico y el uso legí t imo de los 
mares se hal lan cada día m á s ame-
nazados por la contaminación; 
Reconociendo que una acción 
concertada de los Gobiernos a nivel 
nacional, regional y mundial es esen-
cial para impedir la contaminación 
marina y luchar contra la misma; 
Observando que la contaminación 
marina t iene diversos orígenes, ta-
les c o m o los vertidos desde buques 
y aeronaves y la evacuación por 
ríos, estuarios, cloacas y tuberías 
s i tuados dentro de la jurisdicción 
nacional; que es importante que los 
Estados hagan cuanto puedan para 
impedir dicha contaminación, y que 
se deben elaborar productos y méto-
dos que disminuyan la cantidad de 
desechos nocivos que hayan de eva-
cuarse; 
Convencidos de que se debe ini-
ciar sin demora una acción inter-
nacional para luchar contra la con-
taminación marina provocada por 
el vert ido de sustacias nocivas des-
de buques y aeronaves, s in que ello 
excluya el estudio, lo antes posible , 
de medidas dest inadas a luchar con-
tra otras fuentes de contaminación 
marina; 
Considerando que los Estados ri-
bereños del Atlántico del Nordeste 
son especia lmente responsables de 
la protección de las aguas de esta 
región; 
Convienen en lo siguiente: 
Artículo 1 
Las Partes Contratantes se obli-
gan a adoptar todas las medidas 
posibles para impedir la contami-
nación del mar por sustancias que 
puedan constituir un pel igro para 
la salud humana, perjudicar los re-
cursos biológicos y la vida marina, 
reducir las posibi l idades de espar-
c imiento u obstaculizar otros usos 
legí t imos de los mares . 
Artículo 2 
La zona a la que se aplica el 
presente Convenio comprende el 
alta mar y el mar territorial situa-
dos: 
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a) Dentro de aquel las partes de 
los Océanos Atlántico y Ártico y de 
sus respect ivos mares tributarios 
que se hal lan al Norte del 36° de 
latitud Norte y entre los 42° de 
longitud Oeste y 51° de longitud Es-
te, pero con exclusión: 
i) Del mar Bált ico y de los Belts , 
al sur y al es te de unas l íneas tra-
zadas del cabo Hasenore a la punta 
Kniben, de Korshage a Spodsbierg 
y del cabo Gilbierg a Kullen, y 
ii) Del mar Mediterráneo y de 
sus aguas tributarias, hasta el punto 
de intersección del paralelo del 36° 
de alt itud Norte y del meridiano 
5° 36' de longitud Oeste. 
b) Dentro de aquella parte del 
Océano Atlántico s i tuada al norte 
del 59° de lat i tud Norte y entre los 
44° de longitud Oeste y 42° de lon-
gitud Oeste. 
Artículo 3 
Las Partes Contratantes acuerdan 
aplicar las medidas que adopten, 
de forma que n o se produzca un 
desplazamiento, de las operaciones 
de vert ido de sustancias nocivas ha-
cia mares s i tuados fuera de la zona 
de apl icación del presente Conve-
nio. 
Artículo 4 
Las Partes Contratantes armoni-
zarán sus polít icas y adoptarán, in-
dividual y conjuntamente , medidas 
dest inadas a impedir la contamina-
ción del mar por desechos vertidos 
por buques y aeronaves o proce-
dentes de los m i s m o s . 
Artículo 5 
Se prohibe el vert ido de las sus-
tancias enumeradas en el anejo I 
del presente Convenio. 
Artículo 6 
S e prohibe el vertido de desechos 
que contengan sustancias y mate-
riales enumerados en el anejo II 
del presente Convenio e n cantidades 
definidas c o m o significativas por 
la Comisión establecida con arreglo 
a los términos del artículo 16 —de-
nominado en lo sucesivo «la Comi-
sión»—, a m e n o s que se obtenga 
en cada caso u n permiso específ ico 
expedido por la autoridad o autori-
dades nacionales competentes . Cuan-
do se expidan tales permisos , se 
aplicarán las disposic iones conteni-
das en los anejos II y III del pre-
sente Convenio. 
Artículo 7 
N o se verterá ninguna sustancia 
o material s in la aprobación de la 
autoridad o autoridades nacionales 
competentes . Cuando se conceda 
dicha aprobación, s e aplicarán las 
disposiciones contenidas en el ane-
jo III del presente Convenio. 
Artículo 8 
1. Las disposic iones de los artícu-
los 5, 6 y 7 no se aplicarán en caso 
de fuerza mayor debido al mal 
t i empo o a cualquier otra causa, 
cuando resulte amenazada la segu-
ridad de la vida humana o de u n 
buque o aeronave. E n tales casos , 
se informará inmediatamente a la 
Comisión de la realización del ver-
tido, con todos los detalles relati-
vos a las c ircunstancias y a la natu-
raleza y cantidades de las sustan-
cias y materiales objeto del vertido. 
2. Las disposiciones del artícu-
lo 5 no se aplicarán cuando las 
sustancias de que se trate se pre-
senten bajo la forma de vest igios 
de contaminantes en desechos , a 
los que n o se hayan añadido dichas 
sustancias con el propósi to de ser 
vertidos. En tales casos , el vertido 
continuará, s in embargo, somet ido 
a las disposic iones de los artícu-
los 6 y 7. 
Artículo 9 
Si en caso de emergencia, una 
Parte Contratante e s t i m a que una 
sustancia enumerada en el anejo I 
del presente Convenio n o puede ser 
e l iminada en tierra s in provocar ries-
gos o daños inaceptables , consulta-
rá inmediatamente a la Comisión. 
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La Comisión recomendará los méto-
dos de a lmacenamiento o los me-
dios de destrucción o e l iminación 
m á s adecuados, de acuerdo con las 
circunstancias. La Parte Contratan-
te informará a la Comisión de las 
medidas adoptadas en cumplimien-
to de sus recomendaciones . Las 
Partes Contratantes se prestarán 
mutuamente ayuda en tales situa-
ciones. 
Artículo 10 
Antes de conceder permiso o apro-
bación para el vert ido de desechos 
en el mar, la autoridad o las au-
toridades nacionales competentes 
comprobarán la compos ic ión de ta-
les desechos , de acuerdo con las dis-
posic iones centenidas en el anejo 
III del presente Convenio. 
Artículo 11 
Cada Parte Contratante conserva-
rá y remitirá a la Comisión, confor-
m e a un procedimiento t ipo, datos 
relativos a la naturaleza y cantida-
des de las sustancias y materiales 
vertidos, de acuerdo con los permi-
sos y aprobaciones por ella conce-
didos, así c o m o a las fechas y luga-
res de los vertidos y a los métodos 
util izados. 
Artículo 12 
Las Partes Contratantes acuerdan 
establecer programas complementa-
rios o conjuntos de invest igación 
científica y técnica, incluida la in-
vest igación sobre otros métodos de 
e l iminación de sustancias nocivas, y 
comunicarse mutuamente la infor-
mac ión que se obtenga. A es tos efec-
tos, deberán tener en cuenta los 
trabajos realizados por las organi-
zaciones y organismos internaciona-
les competentes . 
Artículo 13 
Las Partes Contratantes acuerdan 
establecer, e n colaboración con las 
organizaciones y organismos inter-
nacionales competentes , programas 
complementarios o conjuntos para 
el control y vigilancia de la evolu-
ción y de los efectos de los conta-
minantes en la zona de aplicación 
del presente Convenio. 
Artículo 14 
Las Partes Contratantes fomenta-
rán, en el seno de los organismos 
especializados competentes y otras 
organizaciones internacionales, la 
adopción de medidas dest inadas a 
proteger el medio marino contra la 
contaminación provocada por el pe-
tróleo y sus residuos, por otros car-
gamentos nacivos o pel igrosos y por 
materias radiactivas. 
Artículo 15 
1. Cada Parte Contratante se 
obliga a cuidar del cumpl imiento 
de las disposiciones del presente 
Convenio por parte de: 
a) Los buques y aeronaves matri-
culados en su territorio. 
b) Los buques y aeronaves que 
carguen en su territorio sustancias 
y materiales dest inados a ser ver-
tidos. 
c) Los buques y aeronaves de los 
que se sospeche que se dedican a 
operaciones de vertido en su mar 
territorial. 
2. Cada Parte Contratante dará 
instrucciones a sus buques y aero-
naves de vigilancia marí t ima y a los 
demás servicios competentes para 
que informen a sus autoridades na-
cionales de cualquier incidente o 
s i tuación en alta mar que haga sos-
pechar que se han realizado o están 
a punto de realizarse vertidos en 
contra de lo dispuesto en el presen-
te Convenio. Dicha Parte Contratan-
te informará, si lo es t ima oportuno, 
a cualquier otra Parte Contratante 
interesada. 
3. Cada Parte Contratante adop-
tará en su territorio las medidas 
adecuadas para prevenir y sancionar 
los actos que violen las disposicio-
nes del presente Convenio. 
4. Las Partes Contratantes se 
obligan a prestarse asistencia mu-
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tuamente e n la medida de lo posi-
ble, en la lucha contra los casos 
de contaminación provocados por 
los vertidos en el mar y a intercam-
biar información sobre los métodos 
adecuados para hacer frente a di-
chos accidentes. 
5. Las Partes Contratantes acuer-
dan a s i m i s m o trabajar en c o m ú n e n 
el desarrollo de procedimientos de 
cooperación para la aplicación del 
Convenio, especialmente en alta 
mar. 
6. 1 Nada de lo dispuesto e n el 
presente Convenio afectará a la in-
munidad de que gozan ciertos bu-
ques, de acuerdo con el derecho 
internacional. 
Artículo 16 
Se constituirá, en virtud del pre-
sente Convenio, una Comisión com-
puesta por representantes de cada 
una de las Partes Contratantes. La 
Comisión se reunirá periódicamente 
y, en circunstancias especiales , cuan-
do así se decida de acuerdo con lo 
dispuesto en el Reglamento. 
Artículo 17 
La Comisión tendrá c o m o mis ión: 
a) Supervisar la aplicación del 
presente Convenio. 
b) Recibir y examinar los datos 
relativos a los permisos y aproba-
ciones concedidos a los vertidos rea-
lizados, de conformidad con los ar-
t ículos 8, 9 y 11 del presente Con-
venio y establecer el procedimiento 
t ipo que deba adoptarse a e s tos 
efectos. 
c) Examinar d e forma general el 
es tado de los mares comprendidos 
dentro de los l ímites de la zona de 
aplicación del presente Convenio, la 
eficacia de las medidas de control 
adoptadas y la necesidad de adop-
tar medidas diferentes o comple-
mentarias . 
d) Revisar el contenido de los 
anejos del presente Convenio y reco-
mendar las modif icaciones, adicio-
nes o supresiones que deban reali-
zarse. 
e) Ejercer cualquier otra función 
que le corresponda de conformidad 
con lo dispuesto en el presente Con-
venio. 
Artículo 18 
1. La Comisión elaborará su Re-
glamento, que deberá ser adoptado 
por unanimidad. Tan pronto c o m o 
sea posible, después de la entrada 
en vigor del presente Convenio, el 
Gobierno de Noruega convocará la 
primera reunión de la Comisión. 
2. Las recomendaciones tenden-
tes a modif icar los anejos del pre-
sente Convenio, de conformidad con 
lo d ispuesto en el artículo 17, d) , 
deberán ser adoptadas por unani-
midad en la Comisión. Para la en-
trada en vigor de dichas modifica-
ciones se requerirá la aprobación 
unánime de los Gobiernos de las 
Partes Contratantes. 
Artículo 19 
Para los efectos del presente Con-
venio: 
1. S e entiende por «vertido» la 
evacuación deliberada en el mar 
de sustancias y materias por medio 
de buques o de aeronaves, o desde 
los m i s m o s , con excepción de: 
a) Las descargas que sean resul-
tado accesorio, o consecuencia de 
las operaciones normales de los bu-
ques y aeronaves o de sus equipos. 
b) La colocación de sustancias 
o materiales realizada con fin dis-
tinto al de su s imple el iminación, 
con tal de que no sea incompatible 
con el objeto del presente Con-
venio. 
2. S e ent iende por «buques y ae-
ronaves» toda embarcación marina 
o artefacto volador de cualquier ti-
po. Es te término comprende asimis-
m o los aparatos que se desl izan 
sobre un colchón de aire, los arte-
factos f lotantes, autopropulsados o 
no, y las plataformas fijas o flotan-
tes . 
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Artículo 20 
El presente Convenio quedará 
abierto en Oslo, hasta el 15 de agos-
to de 1972, a la f irma de los Estados 
invitados a la Conferencia sobre 
Contaminación Marina, celebrada en 
la citada ciudad del 19 al 22 de 
octubre de 1971. 
Artículo 21 
El presente Convenio será some-
tido a ratificación. Los instrumen-
tos de ratificación se depositarán 
en poder del Gobierno de Noruega. 
Artículo 22 
El presente Convenio estará abier-
to a la adhes ión de cualquiera de 
los Estados a los que se refiere el 
artículo 20. Las Partes Contratantes 
podrán, por decis ión unánime, invi-
tar a otros Estados a que se adhie-
ran al Convenio. Los instrumentos 
de adhesión se depositarán en poder 
del Gobierno de Noruega. 
Artículo 23 
1. El presente Convenio entrará 
en vigor el tr igés imo día que siga 
a la fecha en que se haya deposi-
tado el sépt imo instrumento de ra-
tif icación o de adhesión. 
2. Para cada uno de los Estados 
que ratifiquen el Convenio o se 
adhieran al m i s m o después del de-
pós i to del sépt imo instrumento de 
ratificación o de adhesión, el Con-
venio entrará en vigor el tr igésimo 
día después de que dicho Estado 
haya deposi tado su instrumento de 
ratificación o de adhesión. 
Artículo 24 
E n cualquier m o m e n t o , después 
de haber expirado un plazo de dos 
años a partir de la fecha de la en-
trada en vigor del presente Conve-
nio con respecto a una Parte Con-
tratante, dicha Parte podrá denun-
ciar el Convenio mediante notifica-
ción escrita, dirigida al Gobierno 
depositario. La denuncia surtirá 
efecto u n año después de la fecha 
de s u recepción. 
Artículo 25 
A petic ión de la Comisión, adop-
tada por una mayoría de dos ter-
cios , el Gobierno depositario podrá 
convocar una Conferencia con obje-
to de revisar o modif icar el presen-
te Convenio. 
Artículo 26 
El Gobierno depositario comuni-
cará a las Partes Contratantes y a 
los Estados a los que se refiere el 
artículo 20: 
a) Las f irmas del presente Con-
venio, el depósito de instrumentos 
de ratificación o de adhesión y la 
recepción de notif icaciones de de-
nuncia, de conformidad con los ar-
t ículos 20, 21, 22 y 24. 
b) La fecha en que el presente 
Convenio entre en vigor, de confor-
midad con el artículo 23. 
c) La recepción de notif icaciones 
de aprobación relativas a las modi-
ficaciones de los anejos del presente 
Convenio y la entrada en vigor de 
dichas notif icaciones, de conformi-
dad con el artículo 18. 
Artículo 27 
El original del presente Convenio, 
cuyos textos inglés y francés son 
igualmente auténticos, será deposi-
tado en poder del Gobierno de No-
ruega, que enviará copias certifica-
das conformes a las Partes Contra-
tantes y a los Estados a que se 
refiere el artículo 20 y entregará 
una copia certificada conforme al 
Secretario general de las Naciones 
Unidas para su registro y publica-
ción, de conformidad con el artícu-
lo 102 de la Carta de las Naciones 
Unidas. 
En fe de lo cual, los infrascritos, 
debidamente autorizados por sus 
respectivos Gobiernos, f irman e l 
presente Convenio. 
Hecho en Oslo el quince de fe-
brero de mil novecientos setenta 
y dos . 
Anejo I 
A los efectos del artículo 5 del 
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Convenio, se enumeran las siguien-
tes sustancias: 
1. Compuestos orgánicos haloge-
nados y otros compues tos que pue-
dan formar tales sustancias en el 
ambiente marino, con excepción de 
aquellos que no sean tóxicos , o que 
se transformen rápidamente en el 
mar en sustancias bio lógicamente 
inocuas. 
2. Compuestos orgánicos de sili-
c io y otros compues tos que puedan 
formar tales sustancias en el am-
biente marino, con excepción de 
aquel los que no sean tóxicos, o que 
se transformen rápidamente en el 
mar en sustancias bio lógicamente 
inocuas. 
3. Sustancias con respecto a las 
cuales las Partes Contratantes ha-
yan convenido en que pueden ser 
cancerígenas, dadas las condiciones 
de su el iminación. 
4. Mercurio y sus compuestos . 
5. Cadmio y sus compuestos . 
6. Plásticos persistetes y otros 
materiales s intét icos persistentes , 
que puedan flotar o quedar en sus-
pensión en el mar, y capaces de 
obstaculizar ser iamente la pesca o 
la navegación, reducir las posibili-
dades de esparcimiento u obstacu-
lizar otros usos legí t imos del mar. 
Anejo II 
1. A los efectos del artículo 6 
del Convenio, se enumeran las si-
guientes sustancias y materiales 
que requieren especial atención: 
a) Arsénico, p lomo, cobre, c inc y 
sus compuestos , c ianuros y fluoru-
ros, y pest ic idas y sus subproductos 
no incluidos en el anejo I. 
b) Contenedores, chatarra, sus-
tancias b i tuminosas que puedan de-
positarse e n el fondo del mar, y 
otros desechos vo luminosos que 
puedan obstaculizar ser iamente la 
pesca o la navegación. 
c) Sustancias que, aun s in tener 
carácter tóxico, puedan resultar no-
civas c o m o consecuencia de las can-
tidades vertidas, o que por su natu-
raleza puedan reducir ser iamente 
las posibi l idades de esparcimiento. 
2. Las sustancias y materiales 
enumerados en el párrafo 1, b) , de-
berán ser vertidos s iempre en aguas 
profundas. 
3. Para la conces ión de permisos 
o aprobaciones de vertido de gran-
des cantidades de ácidos y gases , 
se tendrá en cuenta la posible pre-
sencia en los desechos de las sus-
tancias enumeradas en el párrafo 1. 
4. Cuando, en cumpl imiento de 
las disposiciones de los anejos II y 
III , se considere necesario verter 
desechos en aguas profundas, sólo 
se realizará esta operación cuando 
se cumplan las dos condiciones si-
guientes: 
a) Que la profundidad no sea 
inferior a 2.000 metros . 
b) Que la distancia de las costas 
m á s cercanas n o sea inferior a 150 
mil las marinas . 
Anejo III 
Disposic iones que rigen la conce-
s ión de permisos y aprobaciones 
para el vertido de desechos en el 
mar. 
1. Características de los des-
echos . 
a) Cantidad y composic ión. 
b) Cantidad de las sustancias y 
materiales que hayan de verterse 
por día (por semana, por mes) . 
c) Forma en que se presentan 
los desechos para ser vertidos (só-
lida, en forma de barro o l íquida). 
d) Propiedades físicas (especial-
mente solubil idad y densidad), quí-
micas , biológicas (demanda de oxí-
geno, aportación nutritiva) y bioló-
gicas (presencia de virus, bacterias, 
levaduras, parásitos, etc.). 
e) Toxicidad. 
f) Persistencia. 
g) Acumulación en las materias 
o sedimentos biológicos. 
h) Transformaciones físicas y 
químicas de los desechos después 
de su vertido, incluida la posible 
formación de nuevos compuestos . 
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i) Probabilidad de producir alte-
raciones que reduzcan la posibi l idad 
de comercial ización de los recursos 
(pescados, moluscos , etc.). 
2 . Características del lugar del 
vert ido y métodos de depósito: 
a) Situación geográfica, profundi-
dad y distancia de la costa. 
b) Situación con referencia a los 
recursos vivos en su fase adulta o 
juvenil. 
c) Situación con referencia a las 
zonas de esparcimiento. 
d) Métodos de acondicionamien-
to, en su caso. 
e) Dilución inicial lograda por el 
método de vertido propuesto . 
f) Dispersión, características del 
desplazamiento horizontal y de la 
mezcla vertical. 
g) Existencia y efectos de las 
evacuaciones y vertidos en curso, y 
anteriores, en la zona (incluidos los 
efectos acumulat ivos) . 
3 . Condiciones y consideraciones 
generales: 
a) Obstáculos a la navegación, la 
pesca, el esparcimiento, la extrac-
ción de minerales , la desalinización, 
la piscicultura y la conquiliocultu-
ra; a las zonas de especial impor-
tancia científica y a otros usos legí-
t imos del mar. 
b) E n la aplicación de estos prin-
cipios se tendrá igualmente en cuen-
ta la disponibil idad de otros méto-
dos de evacuación o el iminación. 
Por tanto, habiendo visto y exa-
minado los veint is iete artículos que 
integran dicho Convenio, los tres 
Anejos al m i s m o , oída la Comisión 
de Asuntos Exteriores de las Cortes 
Españolas , en cumpl imiento de lo 
prevenido en el artículo 14 de su 
Ley Constitutiva, vengo en aprobar 
y ratificar cuanto en ello se dis-
pone, c o m o en virtud del presente 
lo apruebo y ratifico, promet iendo 
cumplirlo, observarlo y hacer que 
se cumpla y observe puntualmente 
en todas sus partes, a cuyo fin, 
para su mayor val idación y firmeza, 
Mando expedir este Instrumento de 
Ratif icación firmado por Mí, debi-
damente sel lado y refrendado por 
el infrascrito Ministro de Asuntos 
Exteriores. 
Dado en Madrid a diecinueve de 
febrero de mil novecientos setenta 
y tres. 
FRANCISCO FRANCO 
El Ministro de Asuntos 
Exteriores, 
GREGORIO LÓPEZ BRAVO 
El Instrumento de Ratificación 
de España fue depositado, en el 
Ministerio de Asuntos Exteriores de 
Noruega, el día 1 4 de junio de 1 9 7 3 . 
El presente Convenio entrará en 
vigor el día 7 de abril de 1 9 7 4 . 
Lo que se hace público para cono-
c imiento general. 
Madrid, 2 8 de marzo de 1 9 7 4 . — E l 
Secretario General Técnico del Mi-
nisterio de Asuntos Exteriores, En-
rique Thomas de Carranza. 
INSTRUMENTO DE RATIFICACIÓN 
DE ESPAÑA DEL CONVENIO SOBRE 
PREVENCIÓN DE LA CONTAMINA-
CIÓN DEL MAR POR VERTIMIEN-
TO DE DESECHOS Y OTRAS MA-
TERIAS, HECHO EN LONDRES, 
MÉJICO D . F . , MOSCÚ Y WASH-
INGTON, EL DÍA 2 9 DE DICIEM-
BRE DE 1 9 7 2 1 . 
FRANCISCO FRANCO 
BAHAMONDE 
Jefe del Estado Español, 
Generalísimo de los 
Ejércitos Nacionales 
Por cuanto el día 2 7 de abril de 
1 9 7 3 , el Plenipotenciario de España, 
1. Publicado en el B.O.E. de 10 de noviembre de 1975. 
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nombrado en buena y debida forma 
al efecto, f irmó en Londres el Con-
venio sobre la Prevención de la 
Contaminación del Mar por Verti-
miento de Desechos y otras Mate-
rias, h e c h o en Londres, Méjico D. F . , 
Moscú y Washington, el día 2 9 de 
diciembre de 1 9 7 2 . 
Vistos y examinados los veint idós 
artículos que integran dicho Con-
venio y los tres Anejos al m i s m o , 
Oída la Comisión de Asuntos Ex-
teriores de las Cortes Españolas , en 
cumpl imiento de lo prevenido en el 
artículo 1 4 de su Ley Constitutiva, 
Vengo en aprobar y ratificar cuan-
to en ello se dispone, c o m o en 
virtud del presente lo aprueba y 
ratifico, promet iendo cumplirlo, ob-
servarlo y hacer que se cumpla y 
observe puntualmente en todas sus 
partes, a cuyo fin, para su mayor 
validación y firmeza, Mando expe-
dir este Instrumento de Ratificación 
f irmado por Mí, debidamente sella-
do y refrendado por el infrascrito 
Ministros de Asuntos Exteriores, 
Dado en Madrid a trece de julio 
de mi l novecientos setenta y cuatro. 
FRANCISCO FRANCO 
El Ministro de Asuntos 
Exteriores 
PEDRO CORTINA MAURI 
CONVENIO SOBRE LA PREVEN-
CIÓN DE LA CONTAMINACIÓN DEL 
MAR POR VERTIMIENTO DE DESE-
CHOS Y OTRAS MATERIAS 
Las Partes Contratantes del pre-
sente Convenio, 
Reconociendo que el medio mari-
no y los organismos vivos que man-
tiene son de vital importancia para 
la Humanidad y que es de interés 
común el utilizarlo de forma que 
no se perjudiquen ni su calidad ni 
sus recursos; 
Reconociendo que la capacidad 
del mar para asimilar desechos y 
convertirlos e n inocuos , y que sus 
posibi l idades de regeneración de 
recursos naturales no son ilimita-
das; 
Reconociendo que de conformidad 
con la Carta de las Naciones Unidas 
y los principios del Derecho Inter-
nacional, los Estados t ienen el de-
recho soberano de explotar sus pro-
pios recursos según su propia nor-
mat iva en materia de medio am-
biente y de responsabil idad de ase-
gurar que las actividades que se 
realicen dentro de su jurisdicción 
o bajo su control no causen daño 
al medio ambiente de otros Estados 
o al de zonas s i tuadas fuera de los 
l ímites de la jurisdicción nacional; 
Recordando la Resolución 2 . 7 4 9 
(XXV) de la Asamblea General de 
las Naciones Unidas sobre los prin-
cipios que rigen los fondos marinos 
y oceánicos y su subsuelo, fuera de 
los l ímites de la jurisdicción nacio-
nal; 
Observando que la contaminación 
del mar t iene su origen en diversas 
fuentes, tales c o m o vert imientos y 
descargas a través de la atmósfera, 
los ríos, los estuarios, las c loacas 
y las tuberías, y que es importante 
que los Estados uti l icen los mejores 
medios posibles para impedir dicha 
contaminación y e laboren productos 
y procedimientos que disminuyan 
la cantidad de desechos nocivos que 
deban ser evacuados; 
Convencidos de que puede y debe 
emprenderse sin demora una acción 
internacional para controlar la con-
taminación del mar por el verti-
miento de desechos , pero que dicha 
acción no debe excluir el estudio, 
lo antes posible, de medidas desti-
nadas a controlar otras fuentes de 
contaminación del mar, y 
Deseando mejorar la protección 
del medio marino alentando a los 
Estados con intereses comunes en 
determinadas zonas geográficas a 
que concierten los acuerdos adecua-
dos para completar el presente Con-
venio; 
Han acordado lo siguiente: 
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Artículo 1 
Las Partes Contratantes promove-
rán individual y colect ivamente el 
control efectivo de todas las fuentes 
de contaminación del medio marino, 
y se comprometen especia lmente a 
adoptar todas las medidas posibles 
para impedir la contaminación del 
mar por el vert imiento de desechos 
y otras materias que puedan cons-
tituir un peligro para la salud hu-
mana, dañar los recursos biológicos 
y la vida marina, reducir las posi-
bil idades de esparcimiento o entor-
pecer otros usos legít imos del mar. 
Artículo 2 
Las Partes Contratantes adopta-
rán, de acuerdo con lo d ispuesto 
en los artículos siguientes, medidas 
eficaces individualmente, según su 
capacidad científica, técnica y eco-
nómica, y colect ivamente, para im-
pedir la contaminación del mar cau-
sada por vert imiento, y armoniza-
rán sus polít icas a este respecto, 
Artículo 3 
A los efectos del presente Con-
venio: 
1. a) Por «vertimiento» se en-
tiende: 
i) toda evacuación deliberada en 
el mar de desechos u otras mate-
rias efectuada desde buques , aero-
naves, plataformas u otras cons-
trucciones en el mar; 
ii) todo hundimiento del iberado 
en el mar de buques , aeronaves, 
plataformas u otras construcciones 
en el mar. 
b) El «vertimiento» no incluye: 
i) la evacuación en el mar de 
desechos y otras materias que sean 
incidentales a las operaciones nor-
males de buques , aeronaves, plata-
formas u otras construcciones en 
el mar y de sus equipos o que se 
deriven de el las, excepto los des-
echos y otras materias transporta-
das por o a buques , aeronaves, pla-
taformas u otras construcciones en 
el mar, que operen con el propósi to 
de el iminar dichas materias o que 
se deriven del tratamiento de di-
chos desechos u otras materias en 
dichos buques , aeronaves, platafor-
m a s o construcciones; 
ii) la colocación de materias pa-
ra u n fin dist into del de su mera 
evacuación, s iempre que dicha colo-
cación no sea contraria a los obje-
tivos del presente Convenio. 
c) La evacuación de desechos u 
otras materias directamente deriva-
das de la exploración, explotación y 
tratamientos afines, fuera de la cos-
ta, de los recursos minerales de los 
fondos marinos o con el los relacio-
nados no estará comprendido en las 
disposiciones del presente Convenio. 
2. Por «buques y aeronaves» se 
ent ienden los vehículos que se mue-
ven por el agua o por el aire, de 
cualquier t ipo que sean. Esta ex-
presión incluye los vehículos que 
se desplazan sobre u n colchón de 
aire y los vehículos f lotantes, sean 
o no autopropulsados. 
3. Por «mar» se ent ienden todas 
las aguas marinas que no sean las 
aguas interiores de los Estados . 
4. Por «desechos u otras mate-
rias» se entienden los materiales y 
sustancias de cualquier clase, forma 
o naturaleza. 
5. Por «permiso especial» se en-
t iende el permiso concedido especí-
f icamente tras previa solicitud y de 
conformidad con el anexo II y el 
anexo III. 
6. Por «permiso general» se en-
t iende un permiso concedido previa-
mente y de conformidad con el ane-
x o III . 
7. Por «la Organización» se en-
t iende la organización designada 
por las Partes Contratantes de con-
formidad con el apartado 2 del ar-
tículo 14. 
Artículo 4 
1. Conforme a las disposic iones 
del presente Convenio, las Partes 
Contratantes prohibirán el verti-
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miento de cualesquiera desechos u 
otras mater ias e n cualquier forma 
o condición, excepto en los casos 
que se especif ican a continuación: 
a) se prohibe el vert imiento de 
los desechos u otras materias enu-
merados en el anexo I: 
b) se requiere un permiso espe-
cial previo para el vert imiento de 
los desechos u otras materias enu-
merados en el anexo II; 
c) se requiere un permiso gene-
ral previo para el vert imiento de 
todos los demás desechos o mate-
rias. 
2. Los permisos se concederán 
tan só lo tras una cuidadosa consi-
deración de todos los factores que 
figuran en el anexo III , incluyendo 
los estudios previos de las caracte-
ríst icas del lugar de vert imiento, 
según se estipula en las secciones 
B y C de dicho anexo. 
3. N a d a de lo dispuesto e n el 
presente Convenio puede ser inter-
pretado en el sentido de impedir 
que una Parte Contratante prohiba, 
en lo que a esa Parte concierne, el 
vert imiento de desechos u otras ma-
terias no mencionadas en el anexo I. 
La parte en cuest ión notificará tales 
medidas a la Organización. 
Artículo 5 
1. Las disposiciones del artícu-
lo 4 no se aplicarán cuando sea ne-
cesario salvaguardar la seguridad 
de la vida humana o de buques , 
aeronaves, plataformas u otras cons-
trucciones en el mar, en casos de 
fuerza mayor debidos a las incle-
mencias del t i empo o en cualquier 
otro caso que const i tuya u n peligro 
para la vida humana o una amenaza 
real para buques , aeronaves, plata-
formas u otras construcciones en 
el mar, si el vert imiento parece ser 
el único medio para evitar la ame-
naza y si existe toda probabilidad 
de que los daños emanantes de di-
cho vert imiento sean menores que 
los que ocurrirían de otro modo . 
Dicho vert imiento se l levará a cabo 
de forma que se reduzca al mín imo 
la probabil idad de que se ocas ionen 
daños a seres humanos o a la vida 
marina y se pondrá inmediatamente 
en conocimiento de la Organización. 
2. Una Parte Contratante podrá 
expedir u n permiso especial c o m o 
excepción a lo dispuesto en el inciso 
a) del apartado 1 del artículo 4, en 
casos de emergencia que provoquen 
riesgos inaceptables para la salud 
humana y en los que no quepa otra 
solución factible. Antes de expedir-
lo, la Parte consultará con cualquier 
otro país o países que pudieran ver-
se afectados y con la Organización, 
quien, después de consultar con las 
otras Partes y con las Organizacio-
nes Internacionales que es t ime per-
tinente, recomendará s in demora a 
la Parte, de conformidad con el ar-
t ículo 14, los procedimientos m á s 
adecuados que deban ser adopta-
dos. La Parte seguirá estas recomen-
daciones en la máx ima medida fac-
tible de acuerdo con el plazo dentro 
del cual deba tomarse las medidas 
y con la obligación de principio de 
evitar daños al medio marino e in-
formará a la Organización de las 
medidas que adopte. Las Partes se 
comprometen a ayudarse mutua-
mente en tales s i tuaciones. 
3. Cualquier Parte Contratante 
podrá renunciar al derecho recono-
cido en el apartado 2 del presente 
artículo en el m o m e n t o de ratificar 
el presente Convenio o de adherirse 
al m i s m o o en cualquier otro mo-
mento ulterior. 
Artículo 6 
1. Cada Parte Contratante desig-
nará una autoridad o autoridades 
apropiadas para: 
a) expedir los permisos especia-
les que se requerirán previamente 
para el vert imiento de materias enu-
meradas en el anexo II y en las 
circunstancias previstas en el apar-
tado 2 del artículo 5; 
b) expedir los permisos genera-
les que se requerirán previamente 
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para el vert imiento de todas las 
demás materias; 
c) l levar registros de la natura-
leza y las cantidades de todas las 
materias que se permita verter, así 
c o m o del lugar, fecha y método del 
vert imiento; 
d) vigilar y controlar individual-
mente o en colaboración con otras 
Partes y con Organizaciones Inter-
nacionales competentes las condicio-
nes de los mares para los fines de 
este Convenio. 
2. La autoridad o autoridades 
competentes de una Parte Contra-
tante expedirán permisos previos es-
peciales o generales de conformidad 
con el apartado 1 respecto a las ma-
terias dest inadas a ser vertidas. 
a) que se carguen en su terri-
torio; 
b) que se carguen en u n buque 
o aeronave registrado o abanderado 
en su territorio, cuando la carga 
tenga lugar en el territorio de un 
Estado que no sea parte de este 
Convenio. 
3. E n la expedición de permisos 
con arreglo a los incisos a) y b) del 
apartado 1 de este artículo, la auto-
ridad o autoridades apropiadas ob-
servarán las disposiciones del ane-
xo III, así c o m o los criterios, me-
didas y requisitos adicionales que 
se consideren pertinentes. 
4. Cada Parte Contratante comu-
nicará a la Organización y, cuando 
proceda de una Secretaría estable-
cida con arreglo a un acuerdo regio-
nal, la información especificada en 
los incisos c) y d) del apartado 1 
de este artículo y los criterios, me-
didas y requisitos que adopte, de 
conformidad con el apartado 3 de 
este artículo. El procedimiento a se-
guir y la naturaleza de dichos infor-
m e s serán acordados por las Partes 
mediante consulta. 
Artículo 7 
1. Cada Parte Contratante adop-
tará las medidas necesarias para la 
aplicación del presente Convenio a 
todos los : 
a) buques y aeronaves matricu-
lados en su territorio o que osten-
ten s u pabellón; 
b) buques y aeronaves que car-
guen en su territorio o en sus aguas 
territoriales materias dest inadas a 
ser vertidas; 
c) buques y aeronaves y plata-
formas fijas o f lotantes bajo s u 
jurisdicción, que se crea se dedican 
a operaciones de vert imiento. 
2 . Cada Parte tomará en s u terri-
torio las medidas apropiadas para 
prevenir y castigar las conductas en 
contravención con las disposic iones 
del presente Convenio. 
3. Las Partes acuerdan cooperar 
e n la elaboración de procedimientos 
para la aplicación efectiva del pre-
sente Convenio, espec ia lmente en 
alta mar, incluidos procedimientos 
para informar sobre los buques y 
aeronaves que hayan sido vistos rea-
l izando operaciones de ves t imiento 
en contravención con el Convenio. 
4. El presente Convenio no se 
aplicará a los buques y aeroaves 
que tengan derecho a inmunidad 
soberana con arreglo al Derecho In-
ternacional. N o obstante, cada Parte 
asegurará, mediante la adopción de 
las medidas apropiadas, que los bu-
ques y aeronaves que tenga en pro-
piedad o en explotación operen en 
forma compatible con el objeto y 
fines del presente Convenio, e infor-
mará a la Organización de confor-
midad con lo anterior. 
5. Nada de lo dispuesto en el pre-
sente Convenio afectará el derecho 
de cada Parte a adoptar otras me-
didas, conforme a los principios del 
Derecho Internacional, para impe-
dir vert imientos en el mar. 
Artículo 8 
Para facilitar e l logro de los obje-
tivos del presente Convenio, las 
Partes Contratantes que tengan inte-
reses comunes que proteger en el 
DOCUMENTACIÓN 917 
medio marino de una zona geográ-
fica determinada se esforzarán en 
concertar acuerdos en el plano re-
gional, para la prevención de la 
contaminación, especialmente por 
vert imiento, teniendo en cuenta los 
aspectos característ icos de la región 
y en conformidad con el presente 
Convenio. Las Partes Contratantes 
del presente Convenio se esforzarán 
en obrar conforme a los objet ivos 
y disposiciones de los acuerdos re-
gionales que la Organización les no-
tifique. Las Partes Contratantes pro-
curarán cooperar con las Partes de 
acuerdos regionales para elaborar 
procedimientos armonizados que de-
ban ser observados por las Partes 
Contratantes de los diversos conve-
nios en cuestión. Se prestará espe-
cial atención a la cooperación en 
la esfera de vigilancia y control, así 
c o m o en la de investigación cientí-
fica. 
Artículo 9 
Las Partes Contratantes fomenta-
rán, mediante la colaboración en el 
seno de la Organización y de otros 
Organismos internacionales, el apo-
yo a las Partes que lo soliciten para: 
a) la capacitación de personal 
científico y técnico; 
b) el suministro del equipo e 
instalaciones y servicios necesarios 
para investigación y vigilancia y 
control; 
c) la evacuación y tratamiento de 
desechos , y otras medidas para pre-
venir o mitigar la contaminación 
causada por vert imiento; 
preferiblemente dentro de los paí-
ses de que se trate, promoviendo 
así los fines y propósi tos del pre-
sente Convenio. 
Artículo 10 
De conformidad con los princi-
pios del Derecho Internacional rela-
t ivos a la responsabil idad de los 
Estados por los daños causados al 
medio ambiente por el vert imiento 
de desechos y otras materias de 
cualquier clase, las Partes Contra-
tantes se comprometen a elaborar 
procedimientos para la determina-
ción de responsabil idades y el arre-
glo de controversias relacionadas 
con las operaciones de vert imiento. 
Artículo 11 
Las Partes Contratantes, e n su 
primera reunión consultiva, consi-
derarán procedimientos para el 
arreglo de controversias relativas a 
la intervención y aplicación del pre-
sente Convenio. 
Artículo 12 
Las Partes Contratantes se com-
prometen a fomentar, dentro de los 
Organismos especial izados compe-
tentes y de otros órganos interna-
cionales , la adopción de medidas 
para la protección del medio mari-
no contra la contaminación causa-
da por: 
a) hidrocarburos, incluido el pe-
tróleo, y sus residuos; 
b) otras materias nocivas o pe-
ligrosas transportadas por buques 
para fines que no sean el verti-
miento; 
c) desechos originados en el cur-
so de operaciones de buques , aero-
naves, plataformas y otras construc-
ciones en el mar; 
d) contaminantes radiactivos de 
todas las procedencias , incluidos 
los buques; 
e) agentes de la guerra química 
y biológica; 
f) desechos u otras materias di-
rectamente derivados de la explora-
ción, explotación y tratamientos afi-
nes fuera de la costa, de los recur-
sos minerales de los fondos marinos 
o con ellos relacionados. 
Las Partes fomentarán también, 
en el seno del apropiado Organismo 
internacional, la codificación de se-
ñales que deban ser empleadas por 
los buques dedicados al vert imiento. 
Artículo 13 
Nada de lo d ispuesto en el pre-
sente Convenio prejuzgará la codi-
ficación y el desarrollo del derecho 
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del mar por la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho 
del Mar, convocada conforme a la 
Resolución 2.750-C (XXV) de la 
Asamblea General de las Naciones 
Unidas, ni las reivindicaciones y te-
sis jurídicas presentes o futuras de 
cualquier Estado en lo que respecta 
al derecho del mar y a la naturale-
za y alcance de la jurisdicción de 
los Estados ribereños y de los Esta-
dos de pabellón. Las Partes Con-
tratantes acuerdan consultarse en 
una reunión que habrá de ser con-
vocada por la Organización después 
de la Conferencia sobre el Derecho 
del Mar y en todo caso, no m á s 
tarde de 1978, con el fin de definir 
la naturaleza y alcance del derecho 
y la responsabil idad de los Estados 
ribereños de aplicar el Convenio en 
una zona adyacente a su costa. 
Artículo 14 
1. El Gobierno del Reino Unido 
de Gran Bretaña e Irlanda del Nor-
te, en su calidad de depositario 
convocará una reunión de las Par-
tes Contratantes, a m á s tardar tres 
m e s e s después de la entrada en 
vigor del presente Convenio, para 
decidir sobre cuest iones de organi-
zación. 
2. Las Partes Contratantes desig-
narán una Organización competente , 
existente en el m o m e n t o de cele-
brarse dicha reunión, para que se 
encargue de las funciones de Secre-
taría en relación con el presente 
Convenio. Toda Parte en este Con-
venio que no sea miembro de dicha 
Organización hará una contribución 
apropiada a los gastos en que incu-
rra la Organización por el cumpli-
miento de tales funciones. 
3. Las funciones de Secretaría de 
la Organización comprenderán: 
a) convocar reuniones consulti-
vas de las Partes Contratantes, con 
no m e n o s frecuencia de una vez 
cada dos años, y reuniones espe-
ciales de las Partes en cualquier 
m o m e n t o cuando lo sol iciten dos 
tercios de las Partes; 
b) preparar y ayudar en la ela-
boración y aplicación de los proce-
dimientos mencionados en el inciso 
e) del apartado 4 del presente ar-
tículo, en consulta con las Partes 
Contratantes y las Organizaciones 
Internacionales apropiadas; 
c) considerar las sol icitudes de 
información y los informes someti-
dos por las Partes Contratantes, 
consultar con el los y con las Orga-
nizaciones internacionales apropia-
das, y facilitar recomendaciones a 
las Partes respecto a cuest iones re-
lacionadas con el presente Convenio 
pero no amparadas específ icamente 
por él; 
d) hacer l legar a las Partes inte-
resadas todas las notif icaciones re-
cibidas por la Organización con 
arreglo a los artículos 4.3, 5.1 y 2, 
6.4, 15, 20 y 21. 
Con anterioridad a la des ignación 
de la Organización, estas funciones 
serán ejercidas cuando sea necesa-
rio por el depositario, que, para es-
tos fines, será el Gobierno del Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda 
del Norte . 
4. En las reuniones consult ivas o 
especiales de las Partes Contratan-
tes, éstas examinarán regularmente 
la aplicación del presente Convenio 
y, entre otras cosas podrán: 
a) revisar y adoptar enmiendas 
al presente Convenio y sus anexos 
con arreglo al artículo 15; 
b) invitar a un Organismo u Or-
ganismos científ icos apropiados pa-
ra que colaboren con y asesoren a 
las Partes o con la Organización en 
cualquier aspecto de carácter cien-
tífico o técnico relacionado con el 
presente Convenio incluido en par-
ticular el contenido de los anexos; 
c) recibir y considerar los infor-
m e s redactados con arreglo al apar-
tado 4 del artículo 4; 
d) fomentar las colaboración con 
y entre organizaciones regionales in-
teresadas en la prevención de la 
contaminación del mar y de dichas 
organizaciones entre sí; 
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e) elaborar o adoptar, en consul-
ta con las Organizaciones interna-
cionales apropiadas, los procedi-
mientos mencionados en el aparta-
do 2 del artículo 5, incluyendo los 
criterios básicos para determinar 
s i tuaciones excepcionales y de emer-
gencia, y procedimientos para con-
sultas, asesoramiento y evacuación 
segura de materias en tales circuns-
tancias, incluyendo la designación 
de zonas de vert imiento apropiadas, 
y hacer las recomendaciones per-
t inentes; 
f) considerar cualquier otra me-
dida que pudiera ser necesaria. 
5. En la primera reunión consul-
tiva, las Partes Contratantes esta-
blecerán las normas de procedimien-
to que sean necesarias . 
Artículo 15 
1. a) En las reuniones de las 
Partes Contratantes convocadas con-
forme al artículo 14 se podrán adop-
tar enmiendas al presente Convenio 
por una mayoría de dos tercios de 
los presentes . Las enmiendas entra-
rán en vigor para las Partes que 
las hayan aceptado el sexagés imo 
día después de que dos tercios de 
las Partes hayan depositado en la 
Organización el ins trumento de 
aceptación de la enmienda. Con pos-
terioridad las enmiendas entrarán 
en vigor para cualquier otra Parte 
a los treinta días de haber deposi-
tado tal Parte su instrumento de 
aceptación de la enmienda en cues-
tión. 
b) La Organización informará a 
todas las Partes Contratantes de 
cualquier solicitud que se haga para 
la convocatoria de una reunión es-
pecial con arreglo al artículo 14 y 
de cualquier enmienda adoptada en 
las reuniones de las Partes, así co-
m o de la fecha en que cada una 
de dichas enmiendas entre en vigor 
para cada Parte. 
2. Las enmiendas a los anexos 
estarán basadas e n consideraciones 
científicas o técnicas. Dichas en-
miendas , una vez aprobadas por 
una mayoría de dos tercios de los 
presentes en una reunión convoca-
da con arreglo al artículo 14, entra-
rán en vigor para la Parte Contra-
tante que las haya aceptado inme-
diatamente después que haya noti-
ficado su aceptación a la Organiza-
ción y para las demás Partes, c ien 
días después de haber sido apro-
badas por la reunión, salvo para 
aquellas que, antes de haber trans-
currido los cien días, hagan la de-
claración de que por el m o m e n t o 
no pueden aceptar la enmienda. Las 
Partes deberán esforzarse en mani-
festar lo antes posible a la Organi-
zación s u aceptación de una en-
mienda que haya s ido aprobada en 
una reunión. Cualquier Parte podrá 
en todo m o m e n t o substituir su de-
claración previa de objeción por 
una de aceptación, con lo cual la 
enmienda anteriormente objetada 
entrará en vigor para dicha Parte. 
3. Toda aceptación o declaración 
de objec ión con arreglo a este ar-
tículo se efectuará depositando un 
instrumento en la Organización. La 
Organización notificará a todas las 
Partes Contratantes la recepción de 
tales instrumentos . 
4. Antes de la designación de la 
Organización, las funciones de la 
Secretaría que le son confiadas en 
la presente serán ejercidas tempo-
ralmente por el Gobierno del Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda 
del Norte c o m o uno de los deposi-
tarios del presente Convenio. 
Artículo 16 
El presente Convenio estará abier-
to a la firma de cualquier Estado 
en Londres, México D. F., Moscú y 
Washington, desde el 29 de diciem-
bre de 1972 hasta el 31 de diciem-
bre de 1973. 
Artículo 17 
El presente Convenio estará suje-
to a ratificación. Los instrumentos 
de ratificación serán depositados en 
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poder de los Gobiernos de los Es-
tados Unidos de América, de Méxi-
co, del Reino Unido de Gran Bre-
taña e Irlanda del Norte y de la 
Unión de Repúblicas Social istas So-
viéticas. 
Artículo 18 
A partir del 31 de dic iembre de 
1973, el presente Convenio estará 
abierto a la adhes ión de cualquier 
Estado. Los instrumentos de adhe-
s ión serán deposi tados en poder de 
los Gobiernos de los Estados Uni-
dos de América, de México, del 
Reino Unido de Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte y de la Unión de 
Repúblicas Social istas Soviét icas. 
Artículo 19 
1. El presente Convenio entrará 
en vigor el tr igés imo día después 
de la fecha en que se haya deposi-
tado el dec imoquinto instrumento 
de ratificación o de adhesión. 
2. Para cada una de las Partes 
Contratantes que ratifiquen el Con-
venio o se adhieran al m i s m o des-
pués del depósito del decimoquinto 
instrumento de ratificación o adhe-
sión, el Convenio entrará en vigor 
treinta días después de que dicha 
Parte haya deposi tado s u instru-
m e n t o de ratificación o adhesión. 
Artículo 20 
Los depositarios informarán a las 
Partes Contratantes: 
a) de las f irmas del presente 
Convenio y del depósito de instru-
mentos de ratificación, de adhesión 
o de denuncia, de conformidad con 
los artículos 16, 17, 18 y 21, y 
b) de la fecha en que el presente 
Convenio entre e n vigor, de confor-
midad con el artículo 19. 
Artículo 21 
Cualquier Parte Contratante po-
drá denunciar el presente Convenio 
mediante notif icación por escri to a 
uno de los Depositarios con una an-
telación de seis meses . El Deposita-
rio informará sin demora de dicha 
notif icación a todas las Partes. 
Artículo 22 
El original del presente Convenio, 
cuyos textos en español, francés, in-
glés y ruso son igualmente auténti-
cos , será depositado en poder de 
los Gobiernos de los Estados Uni-
dos de América, de México, del 
Reino Unido de Gran Bretaña e Ir-
landa del Norte y de la Unión de 
Repúblicas Social istas Soviét icas , 
los cuales enviarán copias certifi-
cadas a todos los Estados . 
En testimonio de lo cuál los Ple-
nipotenciarios infrascritos, debida-
mente autorizados a ello por sus 
respectivos Gobiernos, han f irmado 
el presente Convenio. 
Hecho en cuatro ejemplares en 
Londres, México D. F., Moscú y 
Washington, el día veintinueve de 
diciembre de mil novecientos seten-
ta y dos . 
Anexo I 
1. Compuestos orgánicos haloge-
nados . 
2. Mercurio y compues tos de 
mercurio. 
3. Cadmio y compues tos de cad-
mio . 
4. Plásticos persistentes y demás 
materiales s intét icos persistentes , 
tales c o m o redes y cabos, que pue-
dan flotar o quedar en suspens ión 
en el mar de m o d o que puedan obs-
taculizar materia lmente la pesca, la 
navegación u otras uti l izaciones le-
gí t imas del mar. 
5. Petróleo crudo, fuel-oil, aceite 
pesado diesel, y aceites lubricantes, 
f luidos hidráulicos, y mezclas que 
contengan esos hidrocarburos, car-
gados con el fin de ser vertidos. 
6. Desechos u otras materias de 
alto nivel radiactivo que por razo-
nes de salud publica, biológicas o 
de otro t ipo hayan s ido definidos 
por el órgano internacional compe-
tente en esta esfera, actualmente 
el Organismo Internacional de Ener-
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gía Atómica, c o m o inapropiados pa-
ra ser vertidos e n el mar. 
7. Materiales de cualquier forma 
(por ejemplo, sól idos, l íquidos, se-
mil íquidos, gaseosos o vivientes) 
producidos para la guerra química 
y biológica. 
8. Los párrafos precedentes del 
presente anexo no se aplicarán a 
sustancias que se transformen rápi-
damente en el mar en sustancias 
inocuas mediante procesos físicos, 
químicos o biológicos, s iempre que: 
i) no den mal sabor a la carne 
de los organismos marinos comes-
tibles, o 
ii) no pongan en peligro la salud 
del hombre o de los animales do-
mést icos . 
Si exist iese alguna duda sobre si 
una sustancia es inocua, la Parte 
deberá seguir el procedimiento con-
sult ivo dispuesto en el artículo 14. 
9. El presente anexo no se apli-
cará a desechos u otros materiales 
(tales c o m o lodos de aguas residua-
les y escombros de dragados) que 
contengan c o m o vest igios de conta-
minantes las materias a que se hace 
referencia en los apartados 1-5 del 
presente anexo. Estos desechos esta-
rán sujetos a las disposiciones de 
los anexos II y III , según proceda. 
Anexo II 
Las siguientes sustancias y mate-
ríales que requieren especial aten-
ción se enumeran para los efectos 
del inciso a) del apartado 1 del ar-
tículo 6. 
A) Desechos que contengan can-
tidades considerables de las mate-
rias s iguientes: 
arsénico 
p l o m o 
cobre 
cinc 
y sus compuestos 
compues tos orgánicos de silicio 
c ianuros 
floraros 
pest ic idas y subproductos no in-
cluidos en el anexo I. 
B) Al conceder permiso para el 
vert imiento de grandes cantidades 
de ácidos y álcalis, se tendrá en 
cuenta la posible presencia en esos 
desechos de las sustancias enume-
radas en el apartado A y de las 
sustancias adicionales s iguientes: 
beril io 
cromo 
níquel 
vanadio 
y sus compuestos . 
C) Los contenedores , chatarra y 
otros desechos vo luminosos que pue-
dan hundirse hasta el fondo del 
mar y obstaculizar ser iamente la 
pesca o la navegación. 
D) Los desechos radiactivos u 
otras materias radiactivas no inclui-
dos en el anexo I. En la expedición 
de permisos para el vert imiento de 
estas materias , las Partes Contra-
tantes deberán tener debidamente 
en cuenta las recomendaciones del 
órgano internacional competente en 
es ta esfera, en la actualidad el Or-
ganismo Internacional de Energía 
Atómica. 
Anexo III 
Entre los factores que deberán 
examinarse al establecer criterios 
que rijan la conces ión de permisos 
para el vert imiento de materias en 
el mar, teniendo en cuenta el apar-
tado 2 del artículo 4, deberán figu-
rar los s iguientes: 
A) Características y composición 
de la materia 
1. Cantidad total y composic ión 
media de la materia vertida (por 
ejemplo , por año). 
2. Forma; por ejemplo , sólida, lo-
dosa, l íquida o gaseosa. 
3. Propiedades: físicas (por ejem-
plo, solubil idad y densidad), quími-
cas y bioquímicas (por ejemplo , de-
manda de oxígeno, nutrientes) y bio-
lógicas (por ejemplo, presencia de 
virus, bacterias, levaduras, parási-
tos) . 
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4. Toxicidad. 
5. Persistencia: física, química y 
biológica. 
6. Acumulación y biotransforma-
ción en materiales biológicos o sedi-
mentos . 
7. Susceptibi l idad a los cambios 
físicos, químicos y b ioquímicos e in-
teracción en el m e d i o acuático con 
otros materiales orgánicos e inorgá-
nicos disueltos. 
8. Probabilidad de que se produz-
can contaminaciones u otros cam-
bios que reduzcan la posibil idad de 
comercial ización de los recursos 
(pescados, moluscos , etc.). 
B) Características del lugar de 
vertimiento y método 
de depósito 
1. Situación (por ejemplo, coor-
denadas de la zona de vert imiento, 
profundidad y distancia de la costa) , 
s i tuación respecto a otras zonas (por 
ejemplo, zonas de esparcimiento, de 
desove, de criaderos y de pesca y 
recursos explotables) . 
2. Tasa de e l iminación por pe-
ríodo específ ico (por ejemplo , can-
tidad por día, por semana, por mes) . 
3. Métodos de envasado y con-
tención, si los hubiere. 
4. Dilución inicial lograda por el 
m é t o d o de descarga propuesto. 
5. Características de la disper-
s ión (por ejemplo , efectos de las 
corrientes, mareas y viento sobre 
el desplazamiento horizontal y la 
mezcla vertical) . 
6. Características del agua (por 
ejemplo , temperatura, pH, salini-
dad, estratificación, índices de oxí-
geno de la contaminación - Oxígeno 
Disuelto (CD), Demanda Química 
Oxígeno (DQÓ) y Demanda Bioquí-
mica de Oxígeno (DBO) - ni trógeno 
presente en forma orgánica y mine-
ral, incluyendo amoníaco, materias 
e n suspensión, o tros nutrientes y 
productividad). 
7. Características de los fondos 
(por ejemplo, topografía, caracterís-
ticas geoquímicas y geológicas y 
productividad biológica). 
8. Existencia y efectos de otros 
vert imientos que se hayan efectua-
do en la zona de vert imiento (por 
ejemplo , antecedentes sobre conte-
nido de metales pesados y conte-
nido de carbono orgánico). 
9. Al expedir un permiso para 
efectuar una operación de vertimien-
to, las Partes Contratantes deberán 
considerar si existe una base cien-
tífica adecuada, para determinar, 
c o m o se expone en el presente ane-
xo, las consecuencias de tal verti-
miento teniendo en cuenta las va-
riaciones estacionales . 
C) Consideraciones y condiciones 
generales 
1. Posibles efectos sobre los es-
parcimientos (por ejemplo, presen-
cia de material f lotante o varado, 
turbidez, malos olores, decoloración 
y espumas) . 
2. Posibles efectos sobre la vida 
marina, piscicultura y conquilicul-
tura, reservas de especies marinas 
y pesquerías , y recolección y cultivo 
de algas marinas. 
3. Posibles efectos sobre otras 
uti l izaciones del mar (por ejemplo, 
menoscabo de la calidad del agua 
para usos industriales, corrosión 
submarina de las estructuras, entor-
pec imiento de las operaciones de 
buques por la presencia de mate-
rias flotantes, entorpecimiento de la 
pesca o de la navegación por el de-
pós i to de desechos u objetos sól idos 
en el fondo del mar y protección de 
zonas de especial importancia para 
fines científicos o de conservación). 
4. Disponibil idad práctica de mé-
todos alternativos de tratamiento, 
evacuación o e l iminación s i tuados 
en tierra, o de tratamiento, para 
convertir la materia en sustancias 
menos nocivas para su vertimien-
to en el mar. 
España deposi tó s u instrumento 
de Ratificación el día 31 de julio 
de 1974. 
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El presente Convenio entró en 
vigor el 3 0 de agosto de 1 9 7 5 . 
Lo que se hace público para co-
nocimiento general. 
Madrid, 2 3 de octubre de 1 9 7 5 . — E l 
Secretario general Técnico, Enrique 
Thomas de Carranza. 
ACUERDO ENTRE ESPAÑA Y FRAN-
CIA RELATIVO AL AMOJONAMIEN-
TO Y CONSERVACIÓN DE LA FRON-
TERA, FIRMADO EN MADRID EL 8 
DE FEBRERO DE 1 9 7 3 1 . 
El Gobierno del Estado Español 
y el Gobierno de la República Fran-
cesa, a propuesta de la Comisión 
Internacional de los Pirineos, deseo-
sos de establecer una reglamenta-
ción racional relativa al amojona-
miento , conservación e identifica-
ción de la frontera entre los terri-
torios de ambos Estados , han acor-
dado las s iguientes disposiciones: 
CAPITULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 1 
El amojonamiento de la frontera, 
según h a s ido definido por los 
acuerdos internacionales en vigor 
entre ambos Estados , debe ser es-
tablecido y mantenido de forma 
que el trazado es té b ien determi-
nado y pueda ser localizado fácil-
mente a lo largo de toda su exten-
sión. 
Artículo 2 
Dentro del marco de sus prescrip-
ciones legales, reglamentarias y ad-
ministrativas, las dos Partes Con-
tratantes tomarán las medidas ne-
cesarias para asegurar la conserva-
ción del amojonamiento de la fron-
tera, así c o m o para prevenir y san-
cionar la destrucción, el deterioro 
y la uti l ización inadecuada de mo-
jones , h i tos y otras señales de de-
marcación. 
Artículo 3 
Los mojones colocados en el e je 
de la frontera son propiedad indi-
visa de ambos Estados . Las otras 
señales de demarcación son propie-
dad del Estado en cuyo territorio 
es tán situadas. 
Artículo 4 
Cuando la frontera cruza bosques , 
matorrales o malezas , se mantendrá 
permanentemente l impia de vegeta-
ción arbórea y arbustiva una franja 
de terreno de cuatro metros de an-
chura (dos metros de un lado y de 
otro de la frontera) si la Comisión 
Mixta prevista e n el artículo 10 lo 
est imare necesario. 
El Gobierno de cada Estado se 
hará cargo de los gastos derivados 
de la aplicación del presente artícu-
lo en lo que respecta a los trabajos 
de tala de árboles y l impieza de 
matorrales efectuados en su terri-
torio. 
Artículo 5 
N o se puede erigir ninguna cons-
trucción a m e n o s de 1 0 metros de 
un lado y de otro de la frontera. 
A lo largo de los cursos de agua y 
de los caminos que forman fronte-
ra, esta distancia se mide a partir 
de los bordes . 
Las autoridades competentes de 
los dos Estados pueden, de c o m ú n 
acuerdo, derogar las disposic iones 
previstas en el primer párrafo del 
presente artículo para tener en 
cuenta s i tuaciones especiales exis-
tentes en la frontera —especial-
mente para facilitar las explotacio-
nes agrarias, así c o m o para permi-
tir el ejercicio de la pesca y la na-
1. Publicado en el B.O.E. de 24 de junio de 1975. 
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vegación— a condición de que las 
instalaciones autorizadas n o entor-
pezcan de ninguna manera la vigi-
lancia de la frontera. 
Las disposicioes del párrafo pri-
m e r o del presente artículo n o serán 
de aplicación ni a las construccio-
nes dest inadas a servicios oficiales 
de una de las Partes contratantes 
ni a las obras públ icas que hubiera 
autorizado. 
Serán toleradas, respetando los 
derechos adquiridos, las construc-
c iones existentes edificadas en las 
condiciones previstas por la legisla-
ción aplicable de cada uno de los 
dos Estados . En caso de demol ic ión 
o transformación, su reconstrucción 
o transformación no será autoriza-
da m á s que de conformidad con las 
disposiciones del presente artículo; 
lo m i s m o se establece para las cons-
trucciones en estado de ruina. 
Se establece una reserva en rela-
ción con las disposiciones previstas 
en los acuerdos adoptados entre 
ambos Estados relativos a la cons-
trucción de carreteras, puentes , ins-
talaciones eléctricas o hidroeléctri-
cas y otras obras de reconocida uti-
l idad pública. 
Cada Estado tiene la facultad de 
aplicar disposiciones más rigurosas 
que las previstas en el primer pá-
rrafo. 
CAPITULO II 
DELEGADOS PERMANENTES DE 
AMOJONAMIENTO 
Artículo 6 
El amojonamiento y conservación 
de la frontera están confiados a De-
legados permanentes de amojona-
miento , cuya mis ión es la siguiente: 
a) Asegurar la vigilancia y la 
conservación de los mojones y se-
ñales de demarcación de la fronte-
ra. Queda entendido, s in embargo, 
que cada Estado tiene la facultad 
de asegurar la vigilancia y la con-
servación de los mojones y demás 
señales de demarcación por otros 
servicios u órganos administrativos 
dist intos de los Delegados perma-
nentes . 
b) Comprobar y comunicar a las 
autoridades de que dependan todos 
los hechos contrarios a las disposi-
c iones previstas en los artículos 1.°, 
4° y 5.° del presente Acuerdo. 
c) Establecer de común acuerdo 
un plan anual de los trabajos a efec-
tuar para la conservación o sustitu-
ción de los mojones y demás seña-
les de demarcación; es te plan debe-
rá incluir un presupuesto de los 
gastos relativos a dichos trabajos. 
d) Hacer ejecutar, según acuer-
do de las autoridades mencionadas 
en el artículo 10, los trabajos que 
incumben a su Estado o que deben 
efectuarse por uno de ambos Esta-
dos por cuenta del otro. N o obstan-
te, cuando se trate de trabajos que 
tengan carácter de urgencia los De-
legados permanentes de amojona-
miento podrán adoptar directamen-
te las medidas que consideren opor-
tunas. 
e) Redactar un informe anual 
sobre la ejecución de los trabajos 
de conservación o de sust i tución de 
mojones y otras señales de demar-
cación; este informe debe indicar 
los gastos correspondientes a los 
trabajos realizados. 
Las operaciones previstas en el 
presente artículo serán obje to de 
un acta redactada e n dos ejempla-
res originales, uno en español y otro 
en francés, f irmada por los Delega-
dos competentes de ambos Estados , 
este acta será dirigida a los Gober-
nadores civiles y prefectos compe-
tentes; una copia de dicha acta será 
remitida a la Comisión Mixta pre-
vista en el artículo 10. 
Artículo 7 
A efectos de la aplicación del ar-
tículo 6 del presente Acuerdo, la 
frontera se divide e n seis sectores , 
a saber: 
1. Frontera entre la provincia de 
Guipúzcoa y el departamento de 
los Pirineos Atlánticos. 
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2. Frontera entre la provincia de 
Navarra y el departamento de 
los Pirineos Atlánticos. 
3. Frontera entre la provincia de 
Huesca y el departamento de los 
Pirineos Atlánticos. 
4. Frontera entre la provincia de 
Huesca y los departamentos de 
Altos Pirineos y Alto Garona. 
5. Frontera entre la provincia de 
Lérida y los departamentos de 
Alto Garona y del Ariége. 
6. Frontera entre la provincia de 
Gerona y el Departamento de los 
Pirineos Orientales. 
Un m i s m o Delegado permanente 
de amojonamiento de cada uno de 
los dos Estados puede tener com-
petencia sobre varios sectores. 
Artículo 8 
Los dos Gobiernos se comunica-
rán recíprocamente los nombres de 
sus Delegados permanentes de amo-
jonamiento con menc ión de los sec-
tores que les e s tén confiados. S e 
comunicarán igualmente los cam-
bios que tengan lugar a es te res-
pecto. 
Artículo 9 
Para la aplicación del presente 
Acuerdo, los Delegados permanen-
tes de amojonamiento pueden cru-
zar l ibremente la frontera s iempre 
que sean portadores de u n docu-
m e n t o bi l ingüe estableciendo s u 
identidad y calidad, emit ido por las 
autoridades competentes de ambos 
Estados . 
El Delegado de amojonamiento 
otorgará, bajo su responsabil idad, 
pases de circulación para comis ión 
de servicio dentro de su zona a las 
personas encargadas de ejecutar 
los trabajos de conservación de la 
frontera. 
Las personas mencionadas en los 
dos párrafos anteriores pueden lle-
var con ellas, e n franquicia de to-
dos los derechos e impuestos de 
aduana, las herramientas y materia-
les necesarios a su actividad y ser-
virse de los medios de transporte 
adecuados para desplazarse a un 
lado y otro de la frontera común, 
s iempre que las herramientas y me-
dios de transporte y los materiales 
no uti l izados sean introducidos nue-
vamente , una vez acabada la ope-
ración, en el territorio del Estado 
de que provienen. 
CAPITULO III 
REGLAS DE PROCEDIMIENTO 
Artículo 10 
Una Comis ión Mixta se constitui-
rá desde la entrada e n vigor del 
presente Acuerdo. Estará integrada 
por cuatro miembros españoles y 
cuatro franceses. Elegirá su Presi-
dente alternativamente entre los 
miembros españoles y franceses. 
Cada Delegación podrá incorpo-
rar los expertos que considere ne-
cesarios. 
Los miembros de la Comisión 
Mixta, debidamente autorizados por 
ésta podrán comunicarse directa-
mente entre ellos para la aplicación 
del presente Acuerdo a fin de ase-
gurar su buen funcionamiento y co-
ordinar la actividad de los Delega-
dos permanentes . 
La Comisión Mixta, que celebrará 
sus ses iones alternativamente en 
España y Francia, se reunirá, a re-
querimiento de cualquiera de los 
dos Gobiernos, por lo menos una 
vez al año, con el fin de: 
a) Poner a punto, de c o m ú n 
acuerdo y sobre la base de los in-
formes preparados por los Delega-
dos permanentes , conforme al ar-
tículo 6.°, c) , u n plan de distribu-
ción de los trabajos que deban ser 
efectuados por dichos Delegados. 
Es ta distribución deberá realizar-
se de tal manera que los trabajos 
que correspondan a cada uno de 
los Estados supongan, en la medida 
de lo posible, gastos de igual impor-
tancia. Los trabajos podrán, sin em-
bargo, agruparse y ejecutarse por 
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uno de ambos Estados por cuenta 
del otro cuando se considere con-
veniente desde el punto de vista 
económico . 
b) Pronunciarse sobre los infor-
m e s preparados por los Delegados 
permanentes en relación con los tra-
bajos ejecutados de conformidad 
con el artículo 6.°, e) , y tomar las 
disposiciones necesarias para asegu-
rar, en su caso, la compensac ión de 
los gastos . 
c) Adoptar todas las medidas 
necesarias para que las fichas y los 
planos de frontera que const i tuyen 
la documentac ión relativa a las des-
cripción y a la del imitación del tra-
zado se establezcan sin tardanza y 
se mantengan al día de una manera 
racional. 
La Comisión Mixta será compe-
tente para examinar todas las difi-
cultades que puedan resultar de la 
aplicación de las disposiciones del 
presente Acuerdo, proponiendo a las 
Autoridades competentes de los dos 
Estados las medidas que puedan 
resolverlas. 
De las reuniones de la Comisión 
Mixta se levantarán actas, redacta-
das en dos ejemplares originales, 
e n lengua española y francesa, des-
t inados a cada uno de los dos Go-
biernos; una copia de dichas actas 
será dirigida a la Comisión Inter-
nacional de los Pirineos. 
Artículo 11 
Cada Gobierno se hará cargo de 
la remuneración de sus Delegados 
permanentes de amojonamiento . 
Los demás gastos que resulten de 
la aplicación del presente Acuerdo 
correrán a cargo de ambos Gobier-
nos por partes iguales. N o obstan-
te, cuando los trabajos de amojo-
namiento sean ocas ionados c o m o 
consecuencia de la realización de 
obras dependientes de una conce-
sión, los gastos relativos a es tos tra-
bajos de amojonamiento correrán 
a cargo de la Empresa concesio-
naria. 
CAPITULO IV 
DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 12 
S e establece una reserva especial 
para las medidas que se vea obliga-
da a adoptar cualquiera de las Par-
tes contratantes por mot ivos de se-
guridad nacional o por razón de 
estado de guerra, proclamación de 
es tado de sit io, es tado de alerta, 
es tado de excepción o estado de ur-
gencia, o en relación con la movi-
lización en uno de ambos Estados . 
Artículo 13 
El presente Acuerdo tiene dura-
ción il imitada. Cada una de las Par-
tes contratantes podrá denunciarlo 
en cualquier m o m e n t o y esta de-
nuncia surtirá efecto a los seis me-
ses desde la fecha de recepción de 
s u notif icación por la otra Parte 
contratante. 
Artículo 14 
Cada una de las Partes contra-
tantes notificará a la otra el cum-
pl imiento de los requisitos exigidos 
por s u legislación para la entrada 
en vigor del presente Acuerdo. Este 
surtirá efectos un m e s después de 
la úl t ima de estas notif icaciones. 
Firmado en Madrid el ocho de 
febrero de mil novecientos setenta 
y tres, en dos ejemplares , uno re-
dactado en español y otro en fran-
cés , haciendo igualmente fe cada 
uno de ambos textos, 
Por el Gobierno del 
Estado español, 
Gregorio López Bravo 
Por el Gobierno de la 
República francesa, 
Robert Guillet 
El presente Acuerdo entró en vi-
gor el día 25 de marzo de 1975, un 
m e s después de la fecha de la últi-
m a de las notif icaciones, comuni-
cándose el cumpl imiento de los re-
quis i tos exigidos por la legislación 
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de cada una de las Partes contra-
tantes. 
Lo que se hace público para co-
nocimiento general. 
Madrid, 2 6 de marzo de 1 9 7 5 . — E l 
Secretario general Técnico, Enrique 
Thomas de Carranza. 
DISPOSICIÓN FINAL 
Y DEROGATORIA 
La presente Ley entrará en vigor 
el m i s m o día de su publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado», que-
dando derogadas las normas dicta-
das para la administración del Sa-
hara en cuanto lo exija la finalidad 
de la presente Ley. 
LEY 4 0 / 1 9 7 5 , DE 1 9 DE NOVIEM-
BRE, SOBRE DESCOLONIZACIÓN DEL 
SAHARA1. 
El Estado Español ha venido ejer-
ciendo, c o m o Potencia administra-
dora, plenitud de competencias y 
facultades sobre el territorio no au-
tónomo del Sahara, que durante al-
gunos años ha es tado somet ido en 
ciertos aspectos de s u administra-
ción a un régimen peculiar con ana-
logías al provincial y que nunca ha 
formado parte del territorio nacio-
nal. 
Próximo a culminar el proceso de 
descolonización de dicho territorio, 
de conformidad con lo establecido 
en la Carta de las Naciones Unidas, 
procede promulgar la norma legal 
adecuada para l levar a buen fin 
dicho proceso y que faculte al Go-
bierno para adoptar las medidas al 
efecto. 
En su virtud, y de conformidad 
con la Ley aprobada por las Cortes 
Españolas , 
Vengo en sancionar: 
Artículo único.—Se autoriza al Go-
bierno para que realice los actos y 
adopte las medidas que sean preci-
sas para llevar a cabo la descoloni-
zación del territorio no autónomo 
del Sahara, salvaguardando los in-
tereses españoles . 
El Gobierno dará cuenta razonada 
de todo el lo en las Cortes. 
DISPOSICIÓN ADICIONAL 
El Gobierno adoptará las medidas 
adecuadas para que sean indemni-
zados de acuerdo con la legislación 
general, los españoles que, en su ca-
so, se vieren obl igados a abandonar 
el territorio del Sahara. 
Dada e n el Palacio de la Zarzuela 
a diecinueve de noviembre de mil 
novecientos setenta y c inco, 
JUAN CARLOS DE BORBÓN 
Príncipe de España 
El Presidente de las 
Cortes Españolas, 
ALEJANDRO RODRÍGUEZ DE 
VALCÁRCEL Y NEBREDA 
INSTRUMENTO DE ADHESIÓN DE 
ESPAÑA A LA CONVENCIÓN SOBRE 
PRIVILEGIOS E INMUNIDADES DE 
LAS NACIONES UNIDAS, APROBADA 
POR LA ASAMBLEA GENERAL DE 
LAS NACIONES UNIDAS EL 1 3 DE 
FEBRERO DE 1 9 4 6 1 . 
FRANCISCO FRANCO 
BAHAMONDE 
Jefe del Estado Español, 
Generalísimo de los 
Ejércitos Nacionales 
Cumplidos los requisitos exigidos 
por la legislación española y oída 
1. Publicada en el B.O.E. de 20 de noviembre de 1975. 
1. Publicado en el B.O.E. de 17 de octubre de 1974. 
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la Comisión de Asuntos Exteriores 
de las Cortes Españolas , en cumpli-
miento de lo prevenido en el artícu-
lo 14 de su Ley Constitutiva, extien-
do el presente Instrumento de Adhe-
sión de España a la Convención 
sobre Provilegios e Inmunidades de 
las Naciones Unidas, aprobada por 
la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas el 13 de febrero de 1946; 
a efectos de que, mediante su depó-
sito previo y de conformidad con lo 
dispuesto en la secc ión 32 de su 
artículo final, España pase a ser 
Parte de la Convención. 
En fe de lo cual f irmo el pre-
sente, debidamente sel lado y refren-
dado por el infrascrito Ministro de 
Asuntos Exteriores. 
Dado en Madrid, a 13 de julio 
de 1974. 
FRANCISCO FRANCO 
El Ministro de Asuntos 
Exteriores 
PEDRO CORTINA MAURI 
226. PRIVILEGIOS E INMUNIDA-
D E S DE LAS NACIONES 
UNIDAS 
A. 
Resolución relativa a la aproba-
ción de la Convención General sobre 
Prerrogativas e Inmunidades de las 
Nac iones Unidas y texto de la Con-
vención. 
La Asamblea General aprueba el 
texto anexo de la Convención sobre 
las Prerrogativas e Inmunidades de 
las Naciones Unidas y lo somete a 
cada uno de los Miembros para su 
aprobación. 
(Trigésima primera Ses ión Plena-
ria, 13 de febrero de 1946.) 
Convención sobre Prerrogativas e 
Inmunidades de las Naciones 
Unidas 
Considerando que el artículo 104 
de la Carta de las Naciones Unidas 
establece que la Organización go-
zará, e n el territorio de cada uno 
de sus Miembros, de la personalidad 
jurídica que sea necesaria para el 
ejercicio de sus funciones y la rea-
l ización de sus fines, y 
Considerando que en el artículo 
105 de la Carta se establece que la 
Organización gozará en el territorio 
de cada uno de sus Miembros , de 
las prerrogativas e inmunidades ne-
cesarias para la realización de sus 
fines, y que los representantes de 
los Miembros de la Organización y 
los funcionarios de ésta gozarán asi-
m i s m o de las prerrogativas e inmu-
nidades necesarias para ejercer con 
independencia sus funciones en re-
lación con la Organizació; 
E n consecuencia, por resolución 
aprobada el 13 de febrero de 1946, 
la Asamblea General aprobó la si-
guiente Convención y la propone 
a la adhesión de cada uno de sus 
Miembros: 
Artículo 1 
Personalidad jurídica 
Sección 1 Las Naciones Unidas 
tendrán personal idad jurídica y es-
tarán capacitadas para: 
a) contratar; 
b) adquirir y disponer de propie-
dades, inmuebles y muebles; 
c) entablar procedimientos judi-
ciales. 
Artículo 2 
Bienes, fondos y haberes 
Sección 2. Las Nac iones Unidas, 
así c o m o sus bienes y haberes en 
cualquier parte y en poder de cual-
quier persona, gozarán de inmuni-
dad contra todo procedimiento judi-
cial, a excepción de los casos en 
que renuncie expresamente a esa 
inmunidad. S e entiende, s in embar-
go, que esa renuncia no se aplicará 
a ninguna medida judicial ejecuto-
ria. 
Secc ión 3. Los locales de las Na-
ciones Unidas serán inviolables. Los 
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haberes y bienes de las Naciones 
Unidas, donde quiera que se encuen-
tren y e n poder de quien quiera 
que sea, gozarán de inmunidad con-
tra al lanamiento, requisación, con-
fiscación y expropiación y contra 
toda otra forma de interferencia, ya 
sea de carácter ejecutivo, adminis-
trativo, judicial o legislativo. 
Secc ión 4. Los archivos de la Or-
ganización y, en general todos los 
documentos que le pertenezcan o se 
hal len en su poses ión serán invio-
lables donde quiera que se encuen-
tren. 
Secc ión 5. Sin verse afectadas 
por ordenanzas fiscales, reglamen-
tos o moratorias de naturaleza al-
guna: 
a) Las Naciones Unidas podrán 
tener fondos, oro o divisa corriente 
de cualquier clase y llevar sus cuen-
tas en cualquier divisa. 
b) Las Naciones Unidas tendrán 
libertad para transferir sus fondos, 
oro o divisa corriente de un país a 
otro o dentro de cualquier país, y 
para convertir a cualquier otra divi-
sa la divisa corriente que tengan en 
custodia. 
Sección 6. En el ejercicio de sus 
derechos conforme a la sección 5 
precedente, las Naciones Unidas 
prestarán la debida atención a to-
da representación de los Gobiernos 
de cualquier Miembro hasta donde 
se considere que dichas represen-
taciones se pueden tomar en cuenta 
s in detr imento a los intereses de las 
Naciones Unidas. 
Sección 7. Las Naciones Unidas, 
así c o m o sus bienes , ingresos y 
otros haberes, estarán: 
a) Exentas de toda contribución 
directa; entendiéndose, sin embar-
go, que las Naciones Unidas no po-
drán reclamar exención alguna por 
concepto de contribuciones que, de 
hecho const i tuyan una remunera-
ción por servicios públicos. 
b) exentas d e derechos de Adua-
na, prohibiciones y restricciones res-
pecto a los artículos que importen 
o exporten para su uso oficial. Se 
entiende, sin embargo, que los ar-
tículos que se importen libres de 
derechos no se venderán en el país 
donde sean importados sino confor-
m e a las condiciones que se acuer-
den con las Autoridades de ese país; 
c) exentas de derechos de Adua-
na, prohibiciones y restricciones res-
pecto a la importación y exportación 
de sus publicaciones. 
Sección 8. Si bien las Naciones 
Unidas, por regla general no recla-
marán exención de derechos al con-
sumo o impues to a la venta sobre 
muebles o inmuebles , que estén in-
clidos en el precio a pagar, cuando 
las Naciones Unidas efectúen com-
pras importantes de bienes destina-
dos a uso oficial, sobre los cuales 
ya se haya pagado o se deba pagar 
tales derechos o impuestos , los 
Miembros tomarán las disposiciones 
administrativas del caso para la de-
volución o remisión de la cantidad 
correspondiente al derecho o im-
puesto. 
Artículo 3 
Facilidades de comunicaciones 
Sección 9. Las Naciones Unidas 
gozarán, en el territorio de cada 
uno de sus Miembros, para sus co-
municaciones oficiales, de facilida-
des de comunicación no menos fa-
vorables que aquellas acordadas por 
el Gobierno de ese Miembro a cual-
quier otro Gobierno, inclusive las 
Misiones diplomáticas , en lo que res-
pecta a prioridades, contribuciones 
e impuestos sobre correspondencia, 
cables, te legramas, radiogramas, te-
lefotos, teléfonos y otras comunica-
ciones, c o m o también tarifas de 
prensa para material de información 
dest inado a la prensa y radio. Nin-
guna censura será aplicada a la co-
rrespondencia u otras comunicacio-
nes oficiales de las Naciones Unidas. 
Secc ión 10. Las Naciones Unidas 
gozarán de derecho de usar claves y 
de despachar y recibir su correspon-
dencia, ya sea por estafeta o valija, 
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las cuales gozarán de las m i s m a s 
inmunidades y privilegios que los 
concedidos a estafetas y valijas di-
plomáticas . 
Artículo 4 
Representantes de los Miembros 
Sección 11. Se acordará a los re-
presentantes de los Miembros en 
los órganos principales y subsidia-
rios, y a los representantes de las 
Conferencias convocadas por las Na-
ciones Unidas, mientras és tos se en-
cuentren desempeñando sus funcio-
nes o se hal len en tránsito al lugar 
de reunión y a su regreso, las si-
guientes prerrogativas e inmunida-
des: 
a) Inmunidad contra detención 
o arreglo personal y embargo de 
su equipaje personal, y respecto a 
todos sus actos y expresiones, ya 
sean orales o escritas, en tanto se 
encuentren desempeñando sus fun-
ciones en dicha capacidad, e inmu-
nidad contra todo procedimiento ju-
dicial; 
b) inviolabil idad de todo papel o 
documento; 
c) el derecho de usar claves y 
recibir documentos y corresponden-
cia por estafeta y valija sellada; 
d) exención, con respecto a los 
representantes y sus esposas , de to-
da restricción de inmigración y re-
gistro de extranjeros, y de todo ser-
vicio de carácter nacional en el país 
que vis i ten o por el cual pasen en 
el desempeño de sus funciones; 
e) las m i s m a s franquicias acor-
dadas a los representantes de Go-
biernos extranjeros e n mis ión ofi-
cial temporal , por lo que respecta 
a las restricciones sobre divisas ex-
tranjeras; 
f) las m i s m a s inmunidades y 
franquicias, respecto a sus equipa-
jes personales , acordadas a los en-
viados diplomáticos , y también, 
g) aquel los otros privilegios, in-
munidades y facil idades compat ibles 
con lo antedicho, de los cuales 
gozan los enviados diplomáticos . 
con la excepción de que n o podrán 
reclamar exención de derechos adua-
neros sobre mercanderías importa-
das (que no sean parte de su equi-
paje personal) o de impuestos de 
venta y derechos de consumo. 
Sección 12. A fin de garantizar a 
los representantes de los Miembros 
en los organismos principales y sub-
sidiarios de las Naciones Unidas, 
y en las Conferencias convocadas 
por la Organización, la l ibertad de 
palabra y la completa independen-
cia en el desempeño de sus funcio-
nes, la inmunidad de procedimiento 
judicial, respecto a expresiones ya 
sean orales o escritas y todos los 
actos ejecutados en el desempeño 
de sus funciones seguirá s iendo 
acordada a pesar de que las perso-
nas afectadas ya no sean represen-
tantes de los Miembros. 
Sección 13. Cuando la aplicación 
de cualquier forma de impues to de-
pende de la residencia, los perío-
dos e n que los representantes de 
Miembros de los organismos prin-
cipales y subsidiarios de las Nacio-
nes Unidas, y de conferencias con-
vocadas por las Naciones Unidas, 
permanezcan en un país desempe-
ñando sus funciones no se estima-
rán para es tos efectos c o m o perío-
dos de residencia. 
Secc ión 14. Se concederán privi-
legios e inmunidades a los represen-
tantes de Miembros no en provecho 
propio s ino para salvaguardar su 
independencia en el ejercicio de sus 
funciones e n relación con las Nacio-
nes Unidas. Por consiguiente, un 
Miembro n o sólo t iene el derecho 
s ino la obl igación de renunciar a la 
inmunidad de s u representante en 
cualquier caso en que según su pro-
pio criterio la inmunidad entorpe-
cería el curso de la justicia, y cuan-
do puede ser renunciada s in perju-
dicar los f ines para los cuales la 
inmunidad fue otorgada. 
Sección 15. Las disposiciones de 
las secciones 11, 12 y 13 n o son 
aplicables con respecto a los repre-
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sentantes y las autoridades del país 
de que es c iudadano o del cual es 
o ha sido representante. 
Secc ión 16. La expresión «repre-
sentante» empleada en el presente 
artículo comprende a todos los de-
legados, así c o m o a los delegados 
suplentes, asesores , peritos técnicos 
y secretarios. 
Artículo 5 
Funcionarios 
Sección 17. El Secretario general 
determinará las categorías de los 
funcionarios a quienes se aplican 
las disposiciones de este artículo 
y las del artículo 7. Someterá la 
l ista de estas categorías a la Asam-
blea General y después las catego-
rías serán comunicadas a los Go-
biernos de todos los Miembros. Los 
nombres de los funcionarios inclui-
dos en estas categorías serán comu-
nicados periódicamente a los Go-
biernos de los Miembros. 
Sección 18. Los funcionarios de 
la Organización: 
a) estarán inmunes contra todo 
proceso judicial respecto a palabras 
escritas o habladas y a todos los 
actos ejecutados en su carácter ofi-
cial; 
b) estarán exentos de impues tos 
sobre los sueldos y emolumentos 
pagados por la Organización; 
c) estarán inmunes contra todo 
servicio de carácter nacional; 
d) estarán inmunes , tanto el los 
c o m o sus esposas e hijos menores 
de edad, de toda restricción de in-
migración y de registro de extran-
jeros; 
e) se les acordará, por lo que res-
pecta al movimiento internacional 
de fondos, franquicias iguales a las 
que disfrutan funcionarios de cate-
goría equivalente pertenecientes a 
las mis iones diplomáticas acredi-
tadas ante el Gobierno en cuest ión. 
f) se les dará a el los , y a sus es-
posas e hijos menores de edad, las 
m i s m a s facil idades de repatriación 
en época de crisis internacional, de 
que gozan los agentes diplomáticos; 
g) tendrán derecho a importar, 
libres de derechos, sus muebles y 
efectos e n el m o m e n t o en el que 
ocupen su cargo en el país en cues-
tión. 
Secc ión 19. Además de las inmu-
nidades y prerrogativas especifica-
das e n la secc ión 18, s e acordarán 
al Secretario general y a todos los 
Subsecretarios generales y a sus 
esposas e hijos menores de edad las 
prerrogativas e inmunidades, exen-
ciones y facil idades que se otorgan 
a los enviados diplomáticos , de 
acuerdo con el derecho internacio-
nal. 
Secc ión 20. Las prerrogativas e 
inmunidades se otorgan a los fun-
cionarios en interés de las Nacio-
nes Unidas y n o en provecho de 
los propios individuos. El Secreta-
rio general tendrá el derecho y el 
deber de renunciar a la inmunidad 
de cualquier funcionario, en cual-
quier caso en que según s u propio 
criterio la inmunidad impida el cur-
so de la justicia y pueda ser renun-
ciada sin que se perjudiquen los 
intereses de las Naciones Unidas. En 
el caso del Secretario general, el 
Consejo de Seguridad tendrá el de-
recho de renunciar a la inmunidad. 
Sección 21. Las Naciones Unidas 
cooperarán s iempre con las autori-
dades competentes de los Miembros 
para facilitar la administración ade-
cuada de justicia, velar por el cum-
pl imiento de las ordenanzas de poli-
cía y evitar que ocurran abusos en 
relación con las prerrogativas, in-
munidades y facil idades menciona-
das en e s te artículo. 
Artículo 6 
Peritos que formen parte de Misio-
nes de las Naciones Unidas 
Sección 22. A los peritos (aparte 
de los funcionarios comprendidos 
en el artículo 5) en el desempeño d e 
mis iones de las Naciones Unidas, 
s e les otorgarán las prerrogativas e 
inmunidades que sean necesarias 
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para el ejercicio independiente de 
sus funciones, durante el período de 
sus mis iones inclusive el t i empo ne-
cesario para realizar los viajes rela-
c ionados con las m i s m a s . En espe-
cial, gozarán de: 
a) inmunidad contra arresto y 
detención y contra el embargo de 
su equipaje personal; 
b) inmunidad contra toda acción 
judicial respecto a palabras habla-
das o escritas y a sus actos en el 
cumpl imiento de su misión. Esta 
inmunidad contra toda acción judi-
cial continuará aunque las personas 
interesadas hayan cesado ya de tra-
bajar en mis iones para las Nac iones 
Unidas; 
c) inviolabilidad de todo papel y 
documento; 
d) para los fines de comunicarse 
con las Naciones Unidas, el derecho 
a usar claves y de recibir papeles 
o correspondencia por estafeta o en 
valijas sel ladas; 
e) en lo que respecta a moneda 
o regulaciones de cambio, las mis-
m a s facilidades que se dispensan a 
los representantes de Gobiernos ex-
tranjeros en mis iones oficiales tem-
porales; 
f) las m i s m a s inmunidades y fa-
ci l idades con respecto a su equipaje 
personal que las que se dispensan a 
los enviados diplomáticos . 
Sección 23. Las prerrogativas e 
inmunidades se conceden a los pe-
ritos en beneficio de las Naciones 
Unidas y no en provecho de los 
propios individuos. El Secretario 
general tendrá el derecho y el deber 
de renunciar a la inmunidad de 
cualquier perito, en cualquier caso 
en que a su juicio la inmunidad 
impida el curso de la just ic ia y 
pueda renunciarse a ella s in que se 
perjudiquen los intereses de las Na-
ciones Unidas. 
Artículo 7 
Pases de las Naciones Unidas 
Sección 24. Las Nac iones Unidas 
pueden dar pasaportes internaciona-
les a sus funcionarios. Es tos pasa-
portes internacionales serán recono-
cidos y aceptados c o m o documentos 
de viaje válidos por las Autoridades 
de los Miembros, tomando en cuen-
ta las disposiciones de la secc ión 25. 
Sección 25. Las sol icitudes de vi-
sas (cuando sean necesarias) de los 
tenedores de pases , cuando vayan 
acompañadas de u n certif icado 
comprobando que los funcionarios 
viajan por cuenta de las Naciones 
Unidas, serán atendidas lo m á s rápi-
damente posible. Además, se otor-
garán a esas personas facil idades 
para viajar rápidamente. 
Sección 26. Facil idades s imilares 
a las que se especif ican en la sec-
ción 25, se otorgarán a los peritos 
y otras personas que, aunque no 
tengan un pase de las Naciones Uni-
das, posean un certif icado de que 
viajan en mis ión de las Naciones 
Unidas. 
Secc ión 27. El Secretario general, 
subsecretarios generales y directo-
res que viajen con pases de las Na-
ciones Unidas y en mis iones de las 
Naciones Unidas, gozarán de las 
m i s m a s facil idades que se otorgan 
a los enviados diplomáticos . 
Secc ión 28. Las disposiciones de 
este artículo podrán aplicarse a los 
funcionarios de rango análogo de 
organismos especial izados si los con-
venios sobre vinculación concluidos 
de acuerdo con el artículo 63 de la 
Carta así lo disponen. 
Artículo 8 
Solución de disputas 
Sección 29. Las Naciones Unidas 
tomarán las medidas adecuadas pa-
ra la solución de: 
a) disputas originadas por con-
tratos u otras disputas de derecho 
privado en las que sean parte las 
Naciones Unidas; 
b) disputas en que esté implica-
do u n funcionario de las Naciones 
Unidas, que por razón de su cargo 
oficial disfruta de inmunidad, si el 
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Secretario general no ha renunciado 
a tal inmunidad. 
Secc ión 30. Todas las diferencias 
que surjan de la interpretación o 
aplicación de la presente convención 
serán referidas a la Corte interna-
cional de Justicia, a menos que en 
un caso determinado las partes con-
vengan en recurrir a otra vía de 
solución. Si urge una diferencia de 
opinión entre las Naciones Unidas 
por una parte, y un Miembro por la 
otra, se solicitará una opinión con-
sultiva sobre cualquier cuest ión le-
gal conexa, de acuerdo con el artícu-
lo 96 de la Carta y el artículo 65 
del Estatuto de la Corte. La opinión 
que dé la Corte será aceptada por 
las partes c o m o decisiva. 
Artículo final 
Sección 31. La presente conven-
ción será somet ida para su adhes ión 
a todos los Miembros de las Nacio-
nes Unidas. 
Sección 32. La adhesión se efec-
tuará deposi tando un instrumento 
con el Secretario general de las Na-
ciones Unidas y la convención en-
trará en vigor, con respecto a cada 
Miembro, en la fecha en que se haya 
depositado el instrumento de adhe-
sión. 
Secc ión 33. El Secretario general 
informará a todos los Miembros de 
las Naciones Unidas del depósito de 
cada instrumento de adhesión. 
Sección 34. Queda entendido que 
cuando se deposite un instrumento 
de adhesión en nombre de u n Miem-
bro, ese Miembro estará en condi-
ciones de aplicar las disposiciones 
de esta convención de acuerdo con 
su propia legislación. 
Sección 35. La presente conven-
ción continuará en vigor entre las 
Naciones Unidas y todos los Miem-
bros que hayan depositado los ins-
trumentos de adhes ión durante el 
t i empo que el Miembro continúe 
s iendo Miembro de las Naciones 
Unidas o hasta que la Asamblea 
General apruebe una convención ge-
neral revisada y dicho Miembro for-
m e parte de esta nueva convención. 
Secc ión 36. El Secretario general 
podrá concluir con cualquier Miem-
bro o Miembros acuerdos suplemen-
tarios para ajustar en lo que res-
pecta a tal Miembro o Miembros 
las disposiciones de esta convención. 
Estos acuerdos suplementarios es-
tarán en cada caso sujetos a la apro-
bación de la Asamblea General. 
El Instrumento de Adhesión de 
España fue depositado el 31 de ju-
lio de 1974. 
La Convención entró en vigor el 
día 31 de jul io de 1974. 
Lo que se hace público para cono-
c imiento general. 
Madrid, 9 de octubre de 1974.—El 
Secretario general Técnico, Enrique 
Thomas de Carranza. 
ASAMBLEA GENERAL DE LAS 
NACIONES UNIDAS 
A/Res/3362 (S.-VII) 
25 de sept iembre de 1975 
RESOLUCIÓN APROBADA POR LA 
ASAMBLEA GENERAL 
[ sobre la base del informe de la 
Comisión ad hoc del sépt imo perío-
do extraordinario de ses iones 
(A/10232)] 
3362 (S.-VII). Desarrollo y 
cooperación económica 
internacional 
La Asamblea General, 
Decidida a el iminar la injusticia 
y la desigualdad que afligen a vas-
tos sectores de la humanidad y a 
acelerar el desarrollo de los países 
en desarrollo, 
Recordando la Declaración y el 
Programa de acción sobre el esta-
blec imiento de un nuevo orden eco-
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nómico internacional 1 , así c o m o la 
Carta de Derechos y Deberes Eco-
nómicos de los Estados 2 , en los que 
se s ientan las bases del nuevo orden 
económico internacional, 
Reafirmando los propósi tos fun-
damentales de los documentos men-
cionados y el derecho y el deber de 
todos los Estados de buscar las so-
luciones de los problemas que afli-
gen al mundo, en particular la im-
periosa necesidad de corregir el des-
equilibrio económico entre países 
desarrollados y en desarrollo, y de 
participar en dichas soluciones. 
Recordando además la Estrategia 
Internacional del Desarrol lo para 
el Segundo Decenio de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo 3 , que de-
be examinarse a la luz del Progra-
m a de acción sobre el estableci-
miento de un nuevo orden econó-
mico internacional, y decida a al-
canzar las m e t a s y aplicar las me-
didas de polít ica contenidas en esa 
Estrategia, 
Consciente de que el desarrol lo 
acelerado de los países en desarro-
llo sería un e lemento decisivo para 
promover la paz y la seguridad en 
el mundo, 
Reconociendo que una mayor coo-
peración entre los Estados en las 
esferas del comercio , la industria, la 
ciencia y la tecnología, así c o m o en 
otras esferas de actividad económi-
ca, sobre la b a s e de los principios 
de la Declaración y el Programa de 
acción sobre el es tablec imiento de 
un nuevo orden económico interna-
cional y de la Carta de Derechos y 
Deberes Económicos de los Esta-
dos, contribuiría también al forta-
lec imiento de la paz y la seguridad 
en el mundo . 
Creyendo que el objet ivo general 
del nuevo orden económico interna-
cional es aumentar la capacidad de 
los países en desarrollo, individual 
y colect ivamente, de proseguir su 
propio desarrollo, 
Decide, con este fin y en el con-
texto de lo que antecede, poner en 
marcha las s iguientes medidas co-
m o base y marco para la labor de 
los organismos y organizaciones 
competentes del s i s tema de las Na-
ciones Unidas: 
I. COMERCIO INTERNACIONAL 
1. Deben hacerse esfuerzos con-
certados en favor de los países en 
desarrollo para ampliar y diversifi-
car su comercio, aumentar y di-
versificar su capacidad productiva, 
mejorar su productividad, aumen-
tar sus ingresos de exportación, con 
miras a contrarrestar los efectos ad-
versos de la inflación —y así man-
tener los ingresos reales— y para 
mejorar la relación de intercambio 
de los países en desarrollo y elimi-
nar el desequil ibrio económico en-
tre los países desarrollados y los 
países en desarrollo. 
2. Se deben tomar medidas con-
certadas para acelerar el crecimien-
to y la diversificación del comercio 
de exportación de los países en des-
arrollo en manufacturas y semima-
nufacturas y en productos elabora-
dos y semielaborados, a fin de au-
mentar la participación de dichos 
países e n la producción industrial 
mundial y en el comercio mundial , 
en el marco de una economía mun-
dial en expansión. 
3. Un objet ivo importante del 
cuarto período de ses iones de la 
Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre Comercio y Desarrollo, ade-
m á s de la labor en curso en otros 
sectores, debe consist ir en llegar a 
decis iones sobre el mejoramiento de 
las estructuras del mercado en la 
1. Resoluciones 3.201 (S-VI) y 3.202 (S-VI) de la Asamblea General. 
2. Resolución 3.281 (XXIX) de la Asamblea General. 
3. Resolución 2.626 (XXV) de la Asamblea General. 
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esfera de las materias primas y los 
productos básicos cuya exportación 
interesa a los países en desarrollo, 
incluso decis iones con respecto a 
un programa integrado y a la apli-
cabil idad de sus e lementos . A es te 
respecto, y teniendo en cuenta las 
característ icas peculiares de cada 
materia prima y producto básico, 
las decis iones deben referirse a lo 
s iguiente: 
a) Reservas internacionales ade-
cuadas y otras formas de arreglos 
de mercado para asegurar precios 
estables , remuneradores y equitati-
vos de los productos básicos cuya 
exportación interesa a los países en 
desarrollo y para promover el equi-
librio entre la oferta y la demanda, 
inclusive, cuando ello sea posible, 
compromisos multi laterales de lar-
go plazo; 
b) Adecuados servicios interna-
cionales de f inanciación para tales 
reservas y arreglos de mercado; 
c) Cuando sea posible, la promo-
ción de contratos de largo y me-
diano plazo: 
d) La mejora sustancial de los 
servicios para la f inanciación com-
pensatoria de las f luctuaciones de 
los ingresos de exportación median-
te el aumento y la ampliación de los 
servicios existentes; se ha tomado 
nota de las diversas propuestas re-
lativas a u n ampl io plan para la 
estabil ización de los ingresos de 
exportación de los países en desarro-
llo y a un servicio de seguridad para 
el desarrollo, así c o m o de medidas 
concretas en beneficio de los países 
en desarrollo m á s necesi tados; 
e) La promoción, en los países 
en desarrollo que sean productores, 
de la elaboración de materias pri-
m a s y la expansión y diversifica-
ción de sus exportaciones, particu-
larmente las dirigidas a los países 
desarrollados; 
/ ) Oportunidades efectivas para 
mejorar la participación de los paí-
ses en desarrollo en el transporte, 
la comercial ización y la distribución 
de sus productos primarios , y fo-
mentar medidas de importancia 
mundial para la evolución de la in-
fraestructura de los países en des-
arrollo y su capacidad secundaria, 
desde la producción de productos 
primarios hasta la elaboración, el 
transporte y la comercial ización, así 
c o m o la producción de productos 
terminados, su transporte, s u dis-
tribución y s u intercambio, inclui-
das las inst i tuciones de financiación 
previa y cambio para la gest ión 
remunerativa de las transacciones 
comerciales . 
4. El Secretario General de la 
Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre Comercio y Desarrollo debe 
presentar a ésta, en su cuarto pe-
ríodo de sesiones, un informe acer-
ca de los efectos de un programa 
integrado sobre las importaciones 
de los países en desarrollo que son 
importadores netos de materias pri-
mas y productos básicos , inclusive 
los países que carecen de recursos 
naturales, y recomendar las medi-
das correctivas que sean necesarias . 
5. La comunidad internacional 
dispone de varias opciones para pre-
servar el poder adquisit ivo de los 
países en desarrollo. Es necesario 
estudiar m á s a fondo estas opcio-
nes, con carácter prioritario. El Se-
cretario General de la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre Co-
mercio y Desarrollo debe continuar 
estudiando los planes de indización 
directa e indirecta y otras opciones 
con miras a presentar propuestas 
concretas antes del cuarto período 
de ses iones de la Conferencia. 
6. El Secretario General de la 
Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre Comercio y Desarrollo debe 
preparar un estudio prel iminar so-
bre la proporción existente entre 
los precios de las materias pr imas 
y los productos bás icos que expor-
tan los países en desarrollo y su 
precio final de consumidor, espe-
c ia lmente en los países desarrolla-
dos, y presentarlo, de ser posible, 
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en el cuarto período de ses iones de 
la Conferencia. 
7. Los países desarrollados deben 
aplicar p lenamente las disposic iones 
convenidas sobre el principio del 
statu quo en lo que respecta a las 
importaciones procedentes de los 
países en desarrollo, y cualquier 
desviación deberá ser objeto de me-
didas tales c o m o consultas , vigilan-
cia multi lateral e indemnización de 
conformidad con criterios y proce-
dimientos acordados internacional-
mente . 
8. Los países desarrollados deben 
adoptar medidas efectivas e n e l 
marco de las negociaciones comer-
ciales mult i laterales para la reduc-
c ión o supresión, cuando el lo re-
sulte viable y adecuado, de barreras 
no arancelarias que afecten a los 
productos cuya exportación intere-
sa a los países en desarrollo, sobre 
una b a s e diferencial y más favora-
ble para éstos . El S i s tema Gene-
ralizado de Preferencias no debe 
terminar al final del plazo de diez 
años previsto inic ialmente y debe 
ser mejorado en forma constante 
mediante una ampliación de su al-
cance, mayores reducciones y otras 
medidas , teniendo en cuenta los in-
tereses de los países en desarrollo 
que gozan de ventajas especiales y 
la neces idad de encontrar medios 
para proteger e sos intereses. 
9. Los derechos compensator ios 
sólo deben aplicarse de conformi-
dad con obligaciones internaciona-
les convenidas. Los países desarro-
l lados deben usar de la máx ima mo-
deración de derechos compensato-
rios sobre las importaciones de pro-
ductos procedentes de países e n 
desarrollo. En las negociaciones co-
merciales mult i laterales en curso 
deben tenerse p lenamente en cuen-
ta los intereses particulares de los 
países en desarrollo con miras a 
concederles un trato diferencial y 
m á s favorable en los casos que co-
rresponda. 
10. Deben el iminarse las prácti-
cas comerciales restrictivas que re-
percutan en forma adversa sobre el 
comercio internacional, en especial 
el de los países en desarrollo, y de-
ben hacerse esfuerzos en los p lanos 
nacional e internacional con el ob-
jet ivo de negociar un conjunto de 
reglas y principios equitat ivos. 
11. Los países desarrol lados y los 
países en desarrollo que puedan ha-
cerlo deben tomar medidas especia-
les para contribuir a la transforma-
ción estructural de la economía de 
los países menos adelantados y de 
los países en desarrollo s in litoral 
e insulares. 
12. Deben tomarse medidas de 
emergencia, c o m o se indica en la 
sección X de la resolución 3.202 
(S-VI) de la Asamblea General, con 
carácter temporal , para hacer fren-
te a los problemas específ icos de 
los países m á s gravemente afecta-
dos, según se definen en las resolu-
c iones 3.201 (S-VI) y 3.202 (S-VI) de 
la Asamblea General, de 1." de ma-
yo de 1974, sin perjuicio alguno para 
los intereses de los países en des-
arrollo en general. 
13. S e deben intensificar aún m á s 
la ampliación del comercio entre 
los países social istas de Europa 
oriental y los países en desarrollo, 
c o m o se dispone en las resoluciones 
15 (II), de 25 de marzo de 1968*, y 
53 (III) , de 19 de m a y o de 19725, de 
la Conferencia de las Naciones Uni-
das sobre Comercio y Desarrollo. 
Para lograr e s te objet ivo, se requie-
ren medidas adicionales y una 
orientación apropiada. 
4. Actas de ta Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo, segundo 
periodo de sesiones, vol. I y Corr. 1 y 3 y Add. 1 y 2, Informe y Anexos (publicación de las 
Naciones Unidas, No. de venta: S.68.II.D.14), pág. 35. 
5. Véase Actas de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo, 
tercer periodo de sesiones, vol. I, Informe y Anexos (publicación de las Naciones Unidas, 
No. de venta: S.73.II.D.4), anexo I.A. 
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II. TRANSFERENCIA D E 
RECURSOS REALES PARA 
FINANCIAR EL DESARROLLO 
D E LOS PAÍSES E N DESARROLLO 
Y REFORMA MONETARIA 
INTERNACIONAL 
1. Es preciso aumentar sensible-
mente los recursos financieros otor-
gados en condiciones concesionarias 
a los países en desarrollo, mejorar 
sus plazos y condiciones y hacer 
la corriente de los m i s m o s predeci-
ble, continua y cada vez asegurada 
a fin de facilitar la ejecución por 
los países en desarrollo de progra-
m a s de largo plazo para el desarro-
llo económico y social. La asisten-
cia financiera debe ser, c o m o nor-
m a general, no vinculada. 
2. Los países desarrollados con-
f irman su cont inuo compromiso 
respecto de los objet ivos relativos 
a la transferencia de recursos, en 
particular el objet ivo fijado para la 
asistencia oficial al desarrollo del 
0,7 % del producto nacional bruto, 
tal c o m o se convino en la Estrate-
gia Internacional del Desarrollo pa-
ra el Segundo Decenio de las Na-
ciones Unidas para el Desarrollo, 
y adoptan el objet ivo común de au-
mentar de manera efectiva la asis-
tencia oficial al desarrollo con mi-
ras a alcanzar es tos objet ivos para 
fines del decenio. Los países des-
arrollados que todavía no han con-
traído un compromiso respecto de 
es tos objet ivos prometen hacer to-
do lo posible por alcanzarlos en lo 
que resta del presente decenio. 
3. El establecimiento de un víncu-
lo entre los derechos especiales de 
giro y la asistencia para el desarro-
l lo debe formar parte de la consi-
deración por el Fondo Monetario 
Internacional de la creación de nue-
vos derechos especiales de giro, 
s iempre y cuando se creen de acuer-
do con las neces idades de la liqui-
dez internacional. S e debe l legar a 
u n acuerdo en fecha próxima para 
establecer un fondo fiduciario, en 
beneficio de los países en desarro-
llo, que se habrá de financiar en 
parte mediante las ventas de oro 
del Fondo Monetario Internacional 
y en parte mediante contribuciones 
voluntarias, y que será regido por 
un órgano adecuado. Se deberá ace-
lerar la consideración en órganos 
apropiados de otros medios de 
transferencia de recursos reales que 
sean predecibles , seguros y conti-
nuos . 
4. Los países desarrollados y las 
organizaciones internacionales de-
ben aumentar el valor real y el vo-
lumen de asistencia a los países 
en desarrollo y garantizar que los 
países en desarrollo obtengan la 
máx ima participación posible en la 
adquisic ión de equipo, las consultas 
y los servicios de consultores . Esa 
asistencia debe otorgarse en condi-
ciones m á s favorables y, c o m o nor-
m a general, debe ser no vinculada. 
5. A fin de ampliar el conjunto 
de recursos de que se dispone para 
financiar el desarrollo, existe una 
urgente neces idad de aumentar 
sustant ivamente el capital del Gru-
po del Banco Mundial, en especial 
los recursos de la Asociación In-
ternacional de Fomento , para que 
pueda poner capital adicional a dis-
posic ión de los países más pobres 
en condiciones a l tamente favora-
bles. 
6. Los recursos de las institucio-
nes relacionadas con el desarrollo 
pertenecientes al s i s tema de las Na-
ciones Unidas, en especial el Pro-
grama de las Nac iones Unidas para 
el Desarrollo, deben también au-
mentarse . Igualmente, los fondos 
que estén a disposic ión de los Ban-
cos regionales de desarrollo. Es tos 
aumentos deberán producirse sin 
perjuicio de las corrientes bilatera-
les de asistencia al desarrollo. 
7. En la medida conveniente, se 
invita al Grupo del Banco Mundial 
a considerar nuevas formas de com-
plementar su f inanciación con ad-
ministración, habil idades, tecnolo-
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gía y capitales privados, así c o m o 
nuevos enfoques para aumentar la 
f inanciación del desarrollo en los 
países en desarrollo, de conformidad 
con sus planes y prioridades nacio-
nales. 
8. La carga de la deuda para los 
países en desarrollo está aumentan-
do hasta el punto de que impone 
graves restricciones a la capacidad 
de importación y a las reservas de 
dichos países . En su cuarto período 
de ses iones , la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre Comercio 
y Desarrollo considerará la necesi-
dad de la posibil idad de convocar, 
cuanto antes , una conferencia de 
los principales países donantes , 
acreedores y deudores con el fin 
de arbitrar medios para atenuar esa 
carga, habida cuenta de las necesi-
dades en materia de desarrollo de 
los países en desarrollo, con espe-
cial atención a la dificil ísima situa-
ción porque atraviesan los países 
m á s gravemente afectados, defini-
dos en las resoluciones 3.201 (S-VI) 
y 3.202 (S-VI) de la Asamblea Ge-
neral. 
9. Debe concederse a los países 
en desarrollo un mayor acceso en 
condiciones favorables a los merca-
dos de capital de los países desarro-
l lados. Con este objeto , el Comité 
para el Desarrollo, establecido con-
juntamente por el Fondo Monetario 
Internacional y el Banco Interna-
cional de Reconstrucción y Fomen-
to, debe adelantar en sus trabajos 
con la mayor rapidez posible. Debe 
invitarse a los órganos apropiados 
de las Naciones Unidas y otros or-
ganismos intergubernamentales co-
nexos a examinar las formas de 
aumentar la corriente de recursos 
públ icos y privados a los países en 
desarrollo, incluso propuestas efec-
tuadas en el actual período de se-
s iones encaminadas a prever inver-
s iones e n las empresas privadas y 
públ icas de los países en desarro-
llo. Deberá considerarse el examen 
de un crédito internacional de in-
versiones y la ampliación del capi-
tal de la Corporación Financiera In-
ternacional sin perjuicio de aumen-
tar los recursos de otras institu-
ciones intergubernamentales finan-
cieras y de desarrollo y de las co-
rrientes de asistencia bilateral. 
10. Los países desarrol lados y en 
desarrollo deben aumentar la coo-
peración, mediante las inversiones 
de recursos f inancieros y del su-
ministro de tecnología y equipo a 
los países en desarrollo por parte 
de los países desarrol lados y en 
los países en desarrollo que es tén 
en condiciones de hacerlo. 
11. S e insta a los países desarro-
l lados, y a los países en desarrollo 
que es tén e n condiciones de hacer-
lo, a que hagan contribuciones ade-
cuadas al Fondo Especial de las 
Nac iones Unidas con miras a una 
pronta ejecución de u n programa 
de prés tamos , de preferencia en 
1976. 
12. Los países desarrol lados de-
ben mejorar las condiciones y mo-
dalidades de su asistencia a fin de 
incluir un e lemento de donación 
preponderante para los países en 
desarrol lo m e n o s adelantados, sin 
litoral e insulares. 
13. Al proporcionar recursos adi-
c ionales para ayudar a los países 
m á s gravemente afectados a hacer 
frente a sus graves déficit de balan-
za de pagos , de hacerlo, así c o m o 
organizaciones internacionales tales 
c o m o el Banco Internacional de 
Reconstrucción y Fomento y el Fon-
do Monetario Internacional deberán 
tomar medidas concretas en favor 
de tales países , incluso las previs-
tas en las resoluciones 3.201 (S-VI) 
y 3.202 (S-VI) de la Asamblea Ge-
neral. 
14. La comunidad internacional 
debe prestar especial atención a los 
fenómenos de desastres naturales 
que azotan con frecuencia a muchas 
partes del mundo , con consecuen-
cias destructivas de vasto alcance 
en lo económico, social y estructu-
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ral, en particular en los países me-
nos adelantados. Con este fin, la 
Asamblea General en su tr igés imo 
período ordinario de ses iones, al es-
tudiar este problema, deberá exa-
minar y adoptar las medidas ade-
cuadas. 
15. Debe reducirse el papel de 
las reservas en monedas nacionales 
y los derechos especiales de giro 
deben convertirse en el activo de 
reserva central del s i s tema moneta-
rio internacional, a fin de permit ir 
un mayor control internacional de 
la creación y distribución equitati-
va de la l iquidez y con obje to de 
l imitar las pérdidas potenciales de-
rivadas de las f luctuaciones de los 
t ipos de cambio. Toda disposición 
relativa al oro debe ser compat ible 
con el objet ivo convenido de redu-
cir el papel del oro en el s i s tema 
y con una distribución equitativa 
de la nueva liquidez internacional 
y, en particular, debe tener en cuen-
ta las necesidades de mayor liquidez 
de los países en desarrollo. 
16. El proceso de adopción de 
decis iones debe ser jus to y adaptar-
se a los cambios y, más especial-
mente , debe adaptarse al surgimien-
to de una nueva influencia econó-
mica de los países en desarrollo. 
Debe aumentarse adecuadamente la 
participación de los países en des-
arrollo en el proceso de adopción 
de decis iones en los órganos com-
petentes de las inst i tuciones inter-
nacionales encargadas de las cues-
t iones financieras y del desarrollo, 
y esta participación debe hacerse 
m á s efectiva, s in afectar por ello 
adversamente la representación geo-
gráfica amplia de los países en des-
arrollo y de conformidad con las 
normas existentes o en evolución. 
17. Debe ampliarse y liberalizar-
se el s i s tema de f inanciamiento com-
pensatorio de que ahora se d ispone 
mediante el Fondo Monetario Inter-
nacional. A este respecto, el Fondo 
Monetario Internacional y otros ór-
ganos adecuados de las Naciones 
Unidas deben examinar en fecha 
próxima las diversas propuestas he-
chas en el actual período de se-
s iones —incluido un nuevo s i s tema 
de seguridad del desarrollo— que 
disminuirían los déficit de los in-
gresos de exportación de los países 
en desarrollo, con especial referen-
cia a los países m á s pobres, y en 
esta forma suministrar una mayor 
asistencia a su cont inuo desarrollo 
económico . El Fondo Monetario In-
ternacional debe también examinar 
en fecha próxima las propuestas de 
ampliar y liberalizar su cobertura 
de las transacciones en cuenta co-
rriente a fin de incluir manufactu-
ras y servicios, para asegurar que, 
en la medida de lo posible, se com-
pensen los déficit de exportación al 
m i s m o t i empo que se produzcan, 
para tener en cuenta, al establecer 
la cuantía de la compensación, las 
f luctuaciones de los precios de las 
importaciones y prolongar los pla-
zos de reembolso . 
18. En cuanto a las fluctuacio-
nes en torno al tramo de oro, las 
disposic iones que se apl iquen a los 
giros previstos en el plan de exis-
tencias reguladoras del Fondo Mo-
netario Internacional deben ser si-
milares a las del servicio de finan-
ciamiento compensatorio , y el Fon-
do Monetario Internacional debe 
acelerar su estudio de la posibi l idad 
de una enmienda del Convenio Cons-
titutivo, que ha de ser presentada al 
Comité Interino, de ser posible en 
su próxima reunión, que permita al 
Fondo suministrar directamente 
asistencia a las existencias regula-
doras internacionales de productos 
primarios. 
III. CIENCIA Y TECNOLOGÍA 
1. Los países desarrollados y los 
países en desarrollo deben cooperar 
para establecer, reforzar y desarro-
llar la infraestructura científica y 
tecnológica de los países en desarro-
llo. Los países desarrollados deben 
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también adoptar medidas adecua-
das, tales c o m o contribuir al esta-
blec imiento de un banco de infor-
mac ión sobre tecnología industrial 
y considerar la posibil idad de crear 
Bancos regionales y sectoriales, pa-
ra poner a disposic ión de los paí-
ses en desarrollo una corriente ma-
yor de información que les permita 
la se lección de tecnologías , en par-
ticular tecnologías avanzadas. Tam-
bién se debe estudiar la posibil idad 
de establecer un centro internacio-
nal de intercambio de información 
tecnológica para compartir los re-
sul tados de la invest igación que 
sean de interés para los países en 
desarrollo. A tales efectos, la Asam-
blea General debe examinar, en su 
tr igés imo período de sesiones, arre-
glos institucionales dentro del sis-
t e m a de las Nac iones Unidas. 
2. Los países desarrollados deben 
ampliar notablemente la asistencia 
que prestan a los países en desarro-
l lo en apoyo directo de sus progra-
m a s de ciencia y tecnología, así co-
m o aumentar sustancialmente la 
proporción de su invest igación y 
desarrollo, dedicada a problemas 
específ icos de interés primordial pa-
ra los países en desarrollo y en la 
creación de una tecnología autóc-
tona adecuada, de conformidad con 
los objet ivos viables que se acuer-
den. La Asamblea General invita al 
Secretario General a que efectúe 
un estudio prel iminar y presente un 
informe a la Asamblea General, en 
su tr igés imo primer período de se-
s iones, acerca de la posibi l idad de 
establecer, en el marco del s i s tema 
de las Naciones Unidas, un institu-
to internacional de energía, con mi-
ras a prestar asistencia a todos los 
países en desarrollo en relación con 
la invest igación y el desarrollo de 
recursos energéticos. 
3. Todos los Estados deben coo-
perar en la elaboración de un có-
digo internacional de conducta para 
la transmisión de tecnología, corres-
pondiente, en particular, a las ne-
cesidades especiales de los países en 
desarrollo. Los trabajos sobre es te 
código deben por lo tanto conti-
nuarse dentro de la Conferencia de 
las Nac iones Unidas sobre Comer-
cio y Desarrollo y concluirse a tiem-
p o para que se puedan tomar deci-
s iones en el cuarto período de se-
s iones de la Conferencia, incluida 
una decis ión sobre la naturaleza ju-
rídica de ese código, con el obje-
tivo de aprobar un código de con-
ducta antes de fines de 1977. Se de-
ben examinar y revisar las conven-
ciones internacionales sobre paten-
tes y marcas de comercio , para aten-
der, en particular, a las neces idades 
especiales de los países en desarro-
llo, a f in de que es tas convenciones 
puedan convertirse en instrumentos 
m á s satisfactorios para ayudar a los 
países en desarrollo en la transmi-
s ión y el desarrollo de la tecnolo-
gía. Los s i s temas nacionales de pa-
tentes deben ser adaptados , s in de-
mora, al s i s tema internacional de 
patentes en su forma revisada. 
4. Los países desarrol lados de-
b e n facilitar el acceso de los países 
en desarrollo, en condiciones favo-
rables y con carácter urgente, a la 
«informática», a la información per-
t inente sobre las tecnologías avan-
zadas y de otro t ipo adecuadas a 
sus neces idades específ icas y sobre 
las nuevas uti l izaciones de la tec-
nología existente, las novedades y 
las posibi l idades de adaptarlas a 
las neces idades locales . Dado que 
en las economías de mercado las 
tecnologías avanzadas relacionadas 
con la producción industrial son, 
por lo común, desarrolladas por ins-
t i tuciones privadas, los países des-
arrollados deben facilitar y alentar 
el suministro por parte de es tas ins-
t i tuciones de tecnologías eficaces 
en apoyo de las prioridades de los 
países e n desarrollo. 
5. Los países desarrol lados de-
ben brindar a los países en desarro-
llo el acceso m á s libre y completo 
posible a las tecnologías cuya trans-
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mis ión no esté somet ida a decisio-
nes privadas. 
6. Los países desarrollados de-
ben mejorar la transparencia del 
mercado de la propiedad industrial 
a fin de facilitar las opciones tec-
nológicas de los países en desarro-
llo. A e s te respecto, las organiza-
ciones pert inentes del s i s tema de 
las Naciones Unidas deben, con la 
colaboración de los países desarro-
l lados, l levar a cabo proyectos en 
las esferas de la información, el 
asesoramiento y la formación para 
provecho de los países en des-
arrollo. 
7. Las Naciones Unidas deben 
celebrar e n 1978 ó 1979 una Confe-
rencia sobre Ciencia y Tecnología 
para el Desarrollo, con los objeti-
vos principales de robustecer la ca-
pacidad tecnológica de los países 
en desarrollo a fin de que puedan 
aplicar la ciencia y la tecnología 
a su propio desarrollo, adoptar me-
dios efect ivos de uti l ización de po-
tenciales científicos y tecnológicos 
en la solución de problemas del des-
arrollo de importancia regional y 
mundial , especia lmente en benefi-
cio de los países en desarrollo, y 
proporcionar instrumentos de coo-
peración a los países en desarrollo 
en materia de uti l ización de la cien-
cia y la tecnología para solucionar 
problemas soc ioeconómicos que no 
puedan ser resueltos con medidas 
individuales, de conformidad con 
las prioridades nacionales , tenien-
do en cuenta las recomendaciones 
formuladas por el Grupo de Traba-
j o Intergubernamental del Comité 
de Ciencia y Tecnología para el Des-
arrollo. 
8. El s i s tema d e las Nac iones 
Unidas debe desempeñar un papel 
principal, con adecuada financia-
ción, e n la consecución de los ex-
presados objet ivos y en el desarro-
llo de la cooperación científica y 
tecnológica entre todos los Estados 
para asegurar la aplicación de la 
ciencia y la tecnología al desarrollo. 
Debe darse urgente prioridad a la 
labor de los correspondientes orga-
n i smos de las Nac iones Unidas, en 
particular de la Conferencia de las 
Nac iones Unidas sobre Comercio y 
Desarrollo, la Organización de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo 
Industrial, la Organización Inter-
nacional del Trabajo, la Organiza-
ción de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura, 
la Organización de las Naciones 
Unidas para la Agricultura y la Ali-
mentación, la Organización Mun-
dial de la Propiedad Intelectual y el 
Programa de las Nac iones Unidas 
para el Desarrollo para facilitar la 
transmis ión y la difusión de la tec-
nología. El Secretario General de 
las Nac iones Unidas debe adoptar 
medidas para garantizar que la tec-
nología y la experiencia disponibles 
dentro del s i s tema de las Naciones 
Unidas se difundan ampl iamente y 
resulten fáci lmente accesibles para 
los países en desarrollo que las ne-
cesiten. 
9. La Organización Mundial de la 
Salud y los órganos competentes del 
s i s tema de las Naciones Unidas, en 
particular el Fondo de las Naciones 
Unidas para la Infancia, deben in-
tensificar el esfuerzo internacional 
dirigido a mejorar las condiciones 
sanitarias en los países en desarro-
llo dando prioridad a la prevención 
de las enfermedades y la malnutri-
ción y prestando servicios sanita-
rios primarios a las comunidades , 
incluso en materia de salud de la 
madre y el n iño y de bienestar fa-
miliar. 
10. Dado que la salida de perso-
nal calif icado de los países en des-
arrollo a los países desarrollados 
perjudica ser iamente el desarrollo 
de los primeros , hay una necesidad 
urgente de formular polít icas nacio-
nales e internacionales para evitar 
el «éxodo intelectual» y aliviar sus 
efectos adversos. 
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IV. INDUSTRIALIZACIÓN 
1. La Asamblea General hace su-
yos la Declaración y el Plan de Ac-
ción de Lima en materia de desarro-
l lo industrial y cooperación 6 y pide 
a todos los gobiernos que adopten, 
individual o colect ivamente, las me-
didas y decis iones necesarias para 
cumplir efect ivamente los compro-
misos que hayan contraído de con-
formidad con la Declaración y el 
Plan de Acción de Lima. 
2. Los países desarrollados de-
ben facilitar la elaboración de nue-
vas polít icas y fortalecer las exis-
tentes , inclusive las polít icas relati-
vas a mercados de trabajo, que es-
t imulen el redespliegue de sus in-
dustrias menos competi t ivas inter-
nacionalmente hacia los países en 
desarrollo, ocas ionando de este mo-
do ajustes estructurales en éstos . 
Esas pol ít icas podrán tomar en 
cuenta la estructura económica y 
los objet ivos económicos , sociales 
y de seguridad de los países desarro-
l lados interesados y la necesidad 
de que tales industrias se adapten 
a l íneas m á s viables de producción 
o a otros sectores de la economía. 
3. Debe establecerse un s is tema 
de consultas , c o m o se prevé en el 
Plan de Acción de Lima, en los pla-
nos mundial , regional, interregional 
y sectorial, en la Organización de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo 
Industrial y en otros órganos in-
ternacionales pertinentes, entre los 
países desarrollados y los países 
en desarrollo y entre los propios 
países en desarrollo, a fin de facili-
tar la consecución de los objet ivos 
fijados en la esfera de la industria-
lización, incluida la reasignación de 
ciertas capacidades de producción 
existentes en los países desarrolla-
dos y la construcción de nuevas ins-
talaciones industriales en los países 
en desarrollo. En este contexto, la 
Organización de las Naciones Uni-
das para el Desarrollo Industrial 
debe servir de foro para la nego-
ciación de convenios en la esfera 
industrial entre los países desarro-
l lados y los países en desarrollo y 
entre los propios países en desarro-
llo, a solicitud de los países inte-
resados. 
4. El director Ejecutivo de la 
Organización de las Naciones Uni-
das para el Desarrollo Industrial 
debe tomar medidas inmediatas pa-
ra asegurar la disposic ión de la Or-
ganización de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo industrial a ser-
vir de foro para las consultas y la 
negociación de convenios en la es-
fera industrial. Al informar a la 
Junta de Desarrollo Industrial en 
su próxima reunión acerca de las 
medidas tomadas a este respecto, 
el Director Ejecut ivo de la Orga-
nización de las Naciones Unidas pa-
ra el Desarrollo Industrial deberá 
incluir además propuestas para el 
establecimiento de un s i s tema de 
consultas . Se invita a la Junta de 
Desarrollo Industrial a que, en fe-
cha próxima, elabore las reglas con-
forme a las cuales funcionaría este 
s istema. 
5. Para promover la cooperación 
entre los países desarrollados y los 
países en desarrollo, unos y otros 
deben esforzarse por difundir la in-
formación adecuada sobre sus prio-
ridades en materia de cooperación 
industrial y sobre la forma que de-
searían que esta cooperación adop-
tase. Los esfuerzos de la Conferen-
cia de las Naciones Unidas sobre 
Comercio y Desarrollo sobre coope-
ración tripartita entre países con 
s i s temas económicos y sociales dis-
t intos pueden dar origen a propues-
tas construct ivas para la industria-
l ización de los países en desarrollo. 
6. Los países desarrollados deben 
est imular s iempre que sea posible 
6. Véase A/10112, cap. IV. 
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a sus empresas a que participen en 
proyectos de inversión dentro del 
marco de los planes y programas 
de desarrollo de los países en des-
arrollo que lo deseen; esta parti-
cipación debe l levarse a cabo con 
arreglo a las leyes y reglamentos de 
los países en desarrollo interesa-
dos. 
7. Todos los gobiernos deben em-
prender u n estudio conjunto, con los 
auspicios de la Organización de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo 
Industrial, en consulta con el Secre-
tario General de la Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre Comercio 
y Desarrollo, haciendo pleno u s o de 
los conocimientos , experiencias y 
capacidad existentes en el s i s tema 
de las Naciones Unidas, sobre la 
preparación de métodos y mecanis-
m o s diversificados de cooperación 
financiera y técnica ajustadas a las 
especiales y cambiantes neces idades 
de la cooperación industrial inter-
nacional, así c o m o u n conjunto ge-
neral de orientaciones para la coo-
peración industrial bilateral. De-
berá presentarse un informe sobre 
los progresos realizados en este 
estudio a la Asamblea General en 
su tr igésimo primer período de se-
s iones. 
8. Se prestará especial atención 
a los problemas particulares en la 
industrialización de los países en 
desarrollo menos adelantados, los 
países en desarrollo s in litoral y los 
países en desarrollo insulares, a fin 
de poner a su disposic ión recursos 
técnicos y financieros así como los 
bienes indispensables que sea nece-
sario suministrarles a fin de permi-
tirles superar sus problemas espe-
cíficos y desempeñar el papel que 
les corresponde en la economía 
mundial , conforme lo justif ican sus 
recursos humanos y materiales . 
9. La Asamblea General hace su-
ya la recomendación de la Segunda 
Conferencia General de la Organi-
zación de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo Industrial de conver-
tir a esta organización en un orga-
n i smo especializado y decide esta-
blecer un comité intergubernamen-
tal plenario, inclusive los Estados 
que participaron en la Segunda 
Conferencia General de la Organi-
zación de las Nac iones Unidas para 
el Desarrollo Industrial, para que 
se reúna en Viena con objeto de 
elaborar el documento const i tut ivo 
de la Organización de las Naciones 
Unidas para el Desarrol lo Indus-
trial c o m o organismo especial izado, 
que habrá de presentarse a una 
conferencia de plenipotenciarios que 
convocará el Secretario General en 
el ú l t imo tr imestre de 1976. 
10. E n vista de la importancia de 
la próxima Conferencia mundial so-
bre el empleo , los gobiernos deben 
comenzar a realizar los preparati-
vos y consultas correspondientes . 
V. ALIMENTACIÓN 
Y AGRICULTURA 
1. La solución de los problemas 
al imentarios del m u n d o reside pri-
mordia lmente en aumentar rápida-
mente la producción de a l imentos 
en los países en desarrollo. Con este 
fin, deben introducirse cambios ur-
gentes y necesarios en la estructura 
de la producción mundial de alimen-
tos y se deben aplicar medidas de 
política comercial para lograr un 
aumento notable de la producción 
agrícola y de los ingresos proceden-
tes de las exportaciones de los paí-
ses en desarrollo. 
2. Para conseguir e s tos objeti-
vos, e s esencial que los países des-
arrollados y los países en desarrollo 
que puedan hacerlo aumenten sus-
tancialmente el vo lumen de la asis-
tencia a los países en desarrollo 
dest inada a la agricultura y a la 
producción de a l imentos , y que los 
países desarrollados faciliten efec-
t ivamente el acceso a sus mercados 
de los productos al imentarios y 
agrícolas que tengan interés para 
las exportaciones de los países en 
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desarrollo, tanto en estado original 
c o m o elaborados, y que hagan los 
ajusten que sean necesarios . 
3. Los países en desarrollo deben 
asignar alta prioridad al desarrollo 
agrícola y pesquero, aumentar en 
consecuencia las inversiones y adop-
tar pol ít icas que den incentivos ade-
cuados a los productores agrícolas. 
Es responsabil idad de cada Estado 
interesado, de conformidad con su 
juicio soberano y sus planes y po-
líticas de desarrollo, promover la 
interacción entre la expansión de 
la producción de a l imentos y las re-
forman soc ioeconómicas con miras 
a lograr un desarrollo rural integra-
do. Debe procurarse, con carácter 
prioritario, una mayor reducción de 
las pérdidas al imentarias posterio-
res a las cosechas e n los países en 
desarrollo, con miras a lograr por 
lo menos una reducción del 50 % 
para 1985. Todos los países y las or-
ganizaciones internacionales compe-
tentes deben cooperar financiera y 
técnicamente en el esfuerzo para 
lograr este objet ivo. Se debe prestar 
especial atención al mejoramiento 
de los s i s temas de distribución de 
al imentos . 
4. El Grupo Consultivo sobre 
Producción Alimentaria e Inversio-
nes Agrícolas en los Países en Des-
arrollo debe determinar rápidamen-
te cuáles son los países en desarro-
llo con posibil idades de incremen-
tar de manera m á s rápida y eficaz 
la producción de a l imentos , así co-
m o las posibi l idades de una rápida 
expansión de la agricultura en otros 
países en desarrollo, especia lmente 
en los países que t ienen déficit ali-
mentarios . Tal evaluación ayudaría 
a los países desarrollados y a las 
organizaciones internacionales com-
petentes a concentrar los recursos 
para el rápido aumento de la pro-
ducción agrícola en los países en 
desarrollo. 
5. Los países desarrollados de-
b e n adoptar pol ít icas dest inadas a 
garantizar un suminis tro estable y 
una cantidad suficiente de fertili-
zantes y otros insumos de la pro-
ducción para los países en desarro-
llo a precios razonables. Deben tam-
bién prestar asistencia a los países 
en desarrollo y promover las inver-
s iones en el los a fin de aumentar la 
eficiencia de sus industrias de fer-
til izantes y otros insumos agrícolas. 
Se debe aprovechar el mecan i smo 
proporcionado por el Plan Interna-
cional de Suminis tro de Fertili-
zantes . 
6. A fin de que se disponga de 
recursos adicionales en condiciones 
favorables para el desarrollo agrí-
cola de los países e n desarrollo, los 
países desarrollados y los países en 
desarrollo que puedan hacerlo de-
ben comprometerse a aportar, sobre 
una base voluntaria, una contribu-
ción sustancial al propuesto Fondo 
Internacional de Desarrollo Agríco-
la a fin de que sea posible crearlo 
para fines de 1975 con recursos ini-
ciales de 1.000 mi l lones de DEG. Pos-
teriormente, se deberán proporcio-
nar al Fondo recursos adicionales 
en forma continua. 
7. En vista del efecto significati-
vo de la invest igación agrícola bá-
sica y aplicada para el aumento de 
la cantidad y la calidad de la pro-
ducción alimentaria, los países des-
arrollados deben apoyar la amplia-
ción de la labor de los centros in-
ternacionales de invest igaciones 
agrícolas existentes . Mediante sus 
programas bilaterales deben forta-
lecer sus vínculos con esos centros 
internacionales de invest igaciones 
y con los centros nacionales de in-
vest igaciones agrícolas de los países 
en desarrollo. Con respecto al me-
joramiento de la productividad y la 
competi t iv idad con los s intét icos de 
productos agrícolas no al imentic ios 
y productos forestales, la investiga-
c ión y la asistencia tecnológica de-
ben ser coordinadas y financiadas 
por conducto de u n m e c a n i s m o 
apropiado. 
8. E n vista de la importancia de 
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la ayuda al imentaria c o m o medida 
de transición, todos los países de-
ben aceptar el principio de u n ob-
jet ivo m í n i m o de ayuda al imentaria 
y el concepto de la planificación an-
ticipada de esta ayuda. El objet ivo 
para la temporada agrícola de 1975-
1976 debe ser de 10 mi l lones de to-
neladas de cereales. Debe aceptar 
también el principio de que la ayu-
da alimentaria debe canalizarse so-
bre la base de una evaluación ob-
jet iva de las neces idades de los paí-
ses receptores. A es te respecto, se 
insta a todos los países a que 
participen en el S i s tema Mundial de 
Información y de Alerta sobre la 
Agricultura y la Alimentación. 
9. Los países desarrollados de-
ben aumentar el componente de fa-
vor de la ayuda alimentaria, en los 
casos en que los a l imentos no se 
suministren actualmente c o m o do-
naciones , y deben aceptar la canali-
zación multi lateral de estos recur-
sos a un r i tmo creciente. Al sumi-
nistrar cereales y f inanciación en 
condiciones favorables a los países 
en desarrol lo que neces i tan de esta 
asistencia, los países desarrol lados 
y el Programa Mundial de Alimen-
tos deben tener debidamente en 
cuenta los intereses de los países 
en desarrollo exportadores de ali-
mentos y deben asegurarse de que 
esta asistencia incluya, s iempre que 
sea posible, compras de a l imentos 
a los países en desarrollo exporta-
dores de al imentos . 
10. Los países desarrollados y los 
países en desarrollo que puedan ha-
cerlo deben proporcionar cereales 
y asistencia financiera en condicio-
nes sumamente favorables a los paí-
ses m á s gravemente afectados, para 
permitirles satisfacer sus necesida-
des en materia de a l imentos y de 
desarrollo agrícola dentro de las li-
mitaciones de su precaria posic ión 
en lo que respecta a la balanza de 
pagos . Los países donantes deben 
también prestar ayuda en condicio-
nes favorables, e n dinero y en es-
pecie, por conductos bilaterales y 
multi laterales, a fin de permitir que 
los países m á s gravemente afecta-
dos obtengan sus neces idades esti-
madas de aproximadamente 1 mi-
l lón de toneladas de nutrientes para 
las plantas durante 1975-1976. 
11. Los países desarrollados de-
ben canalizar su ayuda alimentaria, 
tanto bilateral c o m o multi lateral, 
conforme a los procedimientos de 
los Principios de Liquidación de Ex-
cedentes de la Organización de las 
Naciones Unidas para la Agricultu-
ra y la Alimentación, con el fin de 
evitar causar f luctuaciones indebi-
das en los precios de mercado o la 
perturbación de los mercados co-
merciales de las exportaciones de 
interés para los países en desarrollo 
exportadores. 
12. Todos los países deben adhe-
rirse al Compromiso Internacional 
sobre Seguridad Alimentaria Mun-
dial. Deben establecer y mantener 
reservas mundiales de cereales, que 
han de conservarse a nivel nacional 
o regional y estratégicamente situa-
das en países desarrollados y en 
desarrollo, tanto importadores co-
m o exportadores, que sean de un 
vo lumen suficiente para cubrir los 
principales déficit de producción 
previsibles. Deben continuar con ca-
rácter prioritario las tareas inten-
sivas en el Consejo Mundial de la 
Alimentación y otros foros adecua-
dos para establecer, entre otras co-
sas, la magni tud de la reserva ne-
cesaria, teniendo en cuenta, ade-
m á s de otros e lementos , la propues-
ta, hecha en el actual período de 
sesiones, de que los componentes 
trigo y arroz de la reserva total 
sean de 30 mi l lones de toneladas. 
El Consejo Mundial de la Alimen-
tación debe informar sobre esta 
cuest ión a la Asamblea General en 
su tr igés imo primer período de se-
s iones. Los países desarrollados de-
ben ayudar a los países e n desarro-
llo en sus esfuerzos por establecer 
y mantener su participación conve-
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nida en tales reservas. Hasta que 
se establezca la reserva mundial de 
cereales, los países desarrollados y 
los países en desarrollo que puedan 
hacerlo deben asignar existencias o 
fondos, o ambas cosas , para poner a 
disposic ión del Programa Mundial 
de Alimentos c o m o reserva d e emer-
gencia a efectos de robustecer la 
capacidad del Programa para hacer 
frente a las crisis que se produzcan 
en los países en desarrollo. El ob-
jet ivo debe ser un nivel no inferior 
a 500.000 toneladas. 
13. Los miembros de la Asamblea 
General reafirman su pleno apoyo 
a las resoluciones de la Conferen-
cia Mundial de la Alimentación y pi-
den al Consejo Mundial de la Ali-
mentac ión que fiscalice la aplica-
ción de las disposiciones incluidas 
en la sección V de la presente reso-
lución y que informe a la Asamblea 
General en su tr igés imo primer pe-
ríodo de ses iones . 
VI. COOPERACIÓN E N T R E 
PAÍSES E N DESARROLLO 
1. Se insta a los países desarro-
l lados y al s i s tema de las Naciones 
Unidas a que presten, cuando se les 
solicite, apoyo y asistencia a los 
países en desarrollo para fortalecer 
y ampliar su cooperación mutua en 
los planos subregional, regional e 
interregional. A este respecto, deben 
hacerse los arreglos inst i tucionales 
apropiados dentro del s i s tema de 
desarrollo de las Naciones Unidas 
y, cuando corresponda, deben for-
talecerse los ya existentes , por ejem-
plo, en la Conferencia de las Nacio-
nes Unidas sobre Comercio y Des-
arrollo, la Organización de las Na-
ciones Unidas para el Desarrollo In-
dustrial y el Programa de las Na-
ciones Unidas para el Desarrollo. 
2. Se pide al Secretario General 
que, junto con las organizaciones 
pert inentes del s i s tema de las Na-
ciones Unidas, siga prestando apoyo 
a los proyectos y actividades en 
marcha y encargue nuevos estudios 
a inst i tuciones de países en desarro-
llo en los que se tenga en cuenta el 
material disponible dentro del sis-
t ema de las Naciones Unidas, con 
inclusión, en particular, de las co-
mis iones regionales y de la Confe-
rencia de las Naciones Unidas sobre 
Comercio y Desarrollo, y de confor-
midad con los arreglos subregiona-
les y regionales existentes . Esos 
nuevos estudios , que deben presen-
tarse a la Asamblea General en su 
tr igés imo primer período de sesio-
nes, deben referirse c o m o primer 
paso a lo siguiente: 
a) Aprovechamiento de la expe-
riencia, los conocimientos especia-
lizados, los recursos naturales, la 
tecnología y los fondos existentes 
en los países en desarrollo para fo-
mentar las inversiones en la indus-
tria, la agricultura, el transporte y 
las comunicaciones; 
b) Medidas de liberalización del 
comercio con inclusión de arreglos 
de pagos y convenios de compensa-
ción que abarquen a los productos 
primarios, los bienes manufactura-
dos y servicios tales c o m o los de 
Banca, transporte marít imo, seguro 
y reaseguro; 
c) Transmisión de tecnología. 
3. Es tos estudios sobre la coo-
peración entre países en desarrollo, 
junto con otras iniciativas, contri-
buirían a avanzar hacia un s i s tema 
para el desarrollo económico de 
los países en desarrollo. 
VIL REESTRUCTURACIÓN DE 
LOS SECTORES ECONÓMICO 
Y SOCIAL DEL SISTEMA DE 
LAS NACIONES UNIDAS 
1. Con miras a iniciar el proceso 
de reestructuración del s i s tema de 
las Naciones Unidas a fin de hacerlo 
más p lenamente capaz de ocuparse 
de los problemas de la cooperación 
económica internacional y el des-
arrollo, en forma amplia y eficaz, 
en cumpl imiento de las resolucio-
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nes 3.172 (XXVIII) y 3.343 (XXIX) 
de la Asamblea General, de 17 de 
diciembre de 1973 y 17 de diciem-
bre de 1974 respectivamente, y para 
que responda en mayor medida a 
los requerimientos de las disposi-
c iones de la Declaración y el Pro-
grama de acción sobre el estableci-
miento de un nuevo orden econó-
m i c o internacional, así c o m o de la 
Carta de Derechos y Deberes Eco-
nómicos de los Estados , se establece 
por la presente u n Comité ad hoc 
de la reestructuración de los secto-
res económico y social del s i s tema 
de las Naciones Unidas, que será 
un comité del pleno de la Asamblea 
General, abierto a todos los Esta-
dos 7 a fin de que prepare propues-
tas detalladas de acción. El Comité 
ad hoc debe iniciar sus trabajos in-
mediatamente e informar a la Asam-
blea General en su tr igésimo período 
de ses iones sobre los progresos rea-
lizados y presentar su informe a la 
Asamblea General en su tr igésimo 
primer período de ses iones por con-
ducto del Consejo Económico y So-
cial en la continuación de su pe-
ríodo de ses iones . Al realizar sus 
trabajos, el Comité ad hoc debe 
tener en cuenta, entre otras cosas , 
las propuestas y documentación per-
t inentes presentadas c o m o prepara-
ción del sépt imo período extraordi-
nario de ses iones de la Asamblea 
General e n conformidad con la re-
solución 3.343 (XXIX) de la Asam-
blea General y otras decis iones per-
t inentes, incluidos e l informe titu-
lado Una nueva estructura de las 
Naciones Unidas para la coopera-
ción económica internacional, pre-
parado por el Grupo de Expertos 
sobre la estructura del s i s tema de 
las Nac iones Unidas, las actas de 
las deliberaciones pertinentes del 
Consejo Económico y Social, de la 
Junta de Comercio y Desarrollo, 
del Consejo de Administración del 
Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo y del sépt imo pe-
ríodo extraordinario de ses iones de 
la Asamblea General, así c o m o los 
resultados de las próximas delibe-
raciones sobre arreglos institucio-
nales que se efectuarán en el cuar-
to período de ses iones de la Confe-
rencia de las Naciones Unidas so-
bre Comercio y Desarrollo y en el 
cuarto período de ses iones del Con-
sejo de Administración del Progra-
m a de las Naciones Unidas para el 
Medio Ambiente. Todos los órganos 
de las Nac iones Unidas, incluidas 
las comis iones regionales, así c o m o 
los organismos especial izados y el 
Organismo Internacional de Ener-
gía Atómica, es tán invitados a par-
ticipar a nivel ejecutivo en los tra-
bajos del Comité ad hoc y a res-
ponder a las sol icitudes que les pu-
diera hacer el Comité en cuanto a 
información, datos u opiniones. 
2. Mientras tanto, el Consejo 
Económico y Social debe continuar 
con el proceso de racionalización y 
reforma que ha iniciado de confor-
midad con las resoluciones 1.768 
(LIV) del Consejo, de 18 de m a y o 
de 1973, y 3.341 (XXIX) de la Asam-
blea General, de 17 de diciembre 
de 1974, y tomar plenamente en con-
sideración las recomendaciones del 
Comité ad hoc que es tén compren-
didas en el alcance de es tas resolu-
ciones, a m á s tardar en la continua-
ción de su 61.° período de ses iones . 
2.349a. ses ión plenaria 
16 de sept iembre de 1975 
7. La Asamblea General entiende que la fórmula «todos los Estados» se aplica de acuer-
do con la práctica establecida de la Asamblea General. 

